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RESUMEN EJECUTIVO

Luis Fernando Mejía

La pandemia del COVID-19 ocasionó la peor crisis económica del país en 
más de cien años de historia. Fedesarrollo estima que, como consecuencia 
de la contracción de la actividad productiva del 6,8% en 2020, la tasa de 
pobreza aumentó 6,2 puntos porcentuales, lo que equivale a que tres mi-
llones de personas se sumaron a la condición de pobreza. La pandemia 
agudizó y evidenció problemas estructurales de la economía colombiana: 
la deficiente focalización del gasto público en subsidios, la informalidad 
laboral del 60% del total de ocupados, una cobertura pensional que es de 
apenas el 25% de los adultos mayores en edad de pensión y un estatuto 
tributario plagado de exenciones, con un recaudo bajo, poco progresivo y 
que dificulta la provisión de bienes públicos de calidad.

Este es el difícil contexto de la propuesta que se resume a continuación. 
Fedesarrollo considera que las crisis son momentos de oportunidad para 
construir consensos e implementar reformas que permitan corregir pro-
blemas como los descritos. Creemos, con absoluta firmeza, que es posible 
discutir una reforma integral que aborde cuatro grandes políticas de for-
ma unificada: la social, la laboral, la pensional y la tributaria. Para esto se 
requieren ajustes que permitan eliminar las exclusiones sociales y produc-
tivas que continúan ubicando a Colombia entre los países más desiguales 
del mundo. De no hacerlo, el país perdería una oportunidad única para 
seguir avanzando en la senda del crecimiento con equidad.

En términos de la política social, y a pesar de los grandes avances en la 
construcción de redes de protección social y de las mejoras en focalización 
en lo corrido del siglo XXI, Fedesarrollo estima que cerca del 60% del gasto 
en subsidios que hace el Gobierno nacional se destina a la población no 
pobre: los subsidios peor focalizados son los que se otorgan a las pensio-
nes (2,6% del PIB: 90% destinado a la población no pobre) y a los servicios 
públicos (0,5% del PIB: 81% para la población no pobre).

Proponemos, entonces, acelerar la implementación del Sisbén 4.0 como 
único mecanismo de focalización de los subsidios, eliminando de forma 
definitiva el estrato socioeconómico como instrumento de selección de 
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los beneficiarios. Recomendamos, también, la universalización del pro-
grama Colombia Mayor a los adultos mayores de 65 años, no pensiona-
dos, con un monto equivalente a tres líneas de pobreza extrema ($412.000 
mensuales). Esta propuesta implica que el sistema de protección a la vejez 
garantice la cobertura universal, y que al mismo tiempo elimine la pobre-
za en los adultos mayores. Consideramos, además, que los recursos de 
los programas Ingreso Solidario, Familias en Acción y Jóvenes en Acción 
deben ser utilizados para la creación de una renta mínima de monto fijo 
para los hogares en situación de pobreza y pobreza extrema. Esta renta 
entregaría a los hogares pobres $35.000 mensuales por cada adulto menor 
de 65 años y $35.000 mensuales por cada menor de 18 años (hasta 3 meno-
res por hogar), siempre y cuando asistan al colegio y a chequeos de salud. 
Calculamos que esta medida aumentaría el monto promedio entregado 
hoy a los hogares pobres de $44.000 mensuales a $138.000.

En cuanto al sistema de protección para la vejez, se requiere una refor-
ma sustancial encaminada a resolver los problemas de cobertura al adulto 
mayor en edad de pensión. Fedesarrollo propone sustituir el sistema ac-
tual por uno más sencillo, solidario y flexible de tres pilares: un primer 
pilar gratuito y de cobertura universal de beneficios definidos, que en-
tregaría, como ya se mencionó, un auxilio de tres líneas de pobreza extre-
ma ($412.000 mensuales) a todos los adultos mayores de 65 años que no 
reciben una pensión. Este primer pilar se complementaría con un segundo 
pilar contributivo y flexible, en el que empresas y trabajadores quedarían 
en libertad de acordar conjuntamente un programa de ahorro para la vejez 
(abriendo la competencia hacia múltiples mecanismos de ahorro e inver-
sión). Este segundo pilar no sería obligatorio para las empresas inscritas en 
el Régimen Simple de Tributación. El resto de las empresas aportaría por lo 
menos lo mismo que el trabajador a programas de ahorro que complemen-
tarían el auxilio entregado por el Estado en el primer pilar universal. Fi-
nalmente, se constituiría un tercer pilar de ahorro voluntario individual, 
manteniendo los incentivos al ahorro voluntario para la vejez hasta un 
tope definido en unidades de valor tributario. La pensión de un trabajador 
sería entonces la suma del ingreso básico universal para adultos mayores 
(primer pilar) y el retiro programado (o renta vitalicia) de los ahorros del 



Resumen ejecutivo  ǀ  23  

programa pensional de la empresa (segundo pilar) y de la cuenta indivi-
dual del trabajador (tercer pilar).

Para el mercado laboral, y con el fin de impulsar la formalidad, propo-
nemos ajustes significativos. En primer lugar, un cambio en los aportes de 
salud de los trabajadores, que en su diseño actual inducen a la informali-
dad ante la coexistencia de dos regímenes con esencialmente los mismos 
beneficios, pero con costos muy diferentes: el contributivo, con un costo 
del 4% del salario para el trabajador formal y del 12,5% para el indepen-
diente formal, y el subsidiado, con costo cero para el ocupado informal. La 
propuesta consiste en introducir una tasa progresiva de aportes a la salud 
a cargo del trabajador, que sería del 0% para los ocupados con remune-
ración de hasta un salario mínimo, sean asalariados o independientes, y 
que aumentaría gradualmente hasta cerca del 9% para los ocupados con 
ingresos de 25 salarios mínimos o más.

También se propone introducir una tasa progresiva de los aportes que 
hacen las empresas a las cajas de compensación, que sería del 0% para 
los empleados con ingresos de un salario mínimo y que aumentaría gra-
dualmente hasta cerca del 5% para empleados con ingresos de 25 salarios 
mínimos o más. Un punto de esta contribución a las cajas de compensa-
ción se usaría para financiar un seguro de desempleo no contributivo que 
entregaría tres líneas de pobreza extrema ($412.000) hasta por seis meses 
a los trabajadores desempleados que en su último trabajo hayan tenido 
ingresos entre 1 y 1,5 salarios mínimos. Adicionalmente, planteamos la 
creación de un auxilio de solidaridad equivalente al 4% de un salario 
mínimo para trabajadores con ingresos de hasta dos salarios mínimos. 
La combinación de estas reformas en materia laboral y pensional implica-
ría, por un lado, que un trabajador que gana un salario mínimo recibiría 
un aumento de su salario disponible de hasta un 13%, así como una dis-
minución en el costo para la empresa de hasta el 14%, lo que estimularía 
la generación de empleo formal.

Para sufragar el costo del programa de apoyo solidario a las familias y 
trabajadores de bajos ingresos que proponemos es necesaria una reforma 
tributaria. A pesar de que en las últimas décadas estas han sido numero-
sas, el recaudo tributario del Gobierno nacional sigue siendo bajo (14% del 
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PIB): el complejo estatuto tributario y las deficiencias de la administración 
tributaria han resultado en una enorme variedad de exenciones a empre-
sas y hogares, en unas reglas de tributación que implican un número relati-
vamente pequeño de declarantes y en una evasión/elusión que estimamos 
en el orden del 48% del potencial total de recaudo.

Con base en este diagnóstico, proponemos las siguientes medidas. En 
cuanto a la tributación a las empresas, es fundamental eliminar las exen-
ciones sectoriales existentes para tener un estatuto tributario que trate de 
igual forma a todas las actividades productivas. Esto incluye la revisión y 
eventual eliminación de los mecanismos de zonas francas, especialmente 
las unipersonales, que en la práctica son regímenes tributarios preferen-
ciales que generan una competencia desleal con los productores locales 
sujetos al régimen general. Fedesarrollo propone, además, eliminar el 
descuento del ICA (impuesto de comercio y avisos). Este impuesto, que 
se paga en el ámbito territorial contra el impuesto de renta, incentiva el 
aumento de las tarifas locales del ICA en detrimento del recaudo de renta 
a escala nacional, e implica un costo fiscal del 0,5% del PIB desde el 2022. 
Adicionalmente, recomendamos que se posponga la reducción de la tari-
fa de renta corporativa, que seguiría siendo del 31% hasta 2026.

Para la tributación de las personas, planteamos reducir el rango exento 
de declaración de renta a la mitad para ampliar la base gravable y fomen-
tar la cultura tributaria. La base de contribuyentes pasaría de 1,5 millones 
a cerca de 2,1 millones de personas declarantes contribuyentes, apenas 
una pequeña proporción de los cerca de 21 millones de ocupados en el 
país. Proponemos también limitar las deducciones al 10% de los salarios 
y al 25% de los ingresos de los independientes, manteniendo simultánea-
mente los topes actuales en unidades de valor tributario. Por otra parte, 
para mejorar la progresividad de la tributación a las personas y aumentar 
el recaudo, planteamos sustituir las siete tarifas de impuesto de renta a 
las personas por tres tarifas: 0%, 20% y 39%. Adicionalmente, como un 
mecanismo de equidad y solidaridad intergeneracional, proponemos que 
las pensiones sean sujetas al pago de impuesto de renta, de acuerdo con 
las condiciones de cualquier otro ingreso laboral. Proponemos también au-
mentar la tarifa de impuesto a los dividendos del 10% al 15%, así como 
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ampliar el impuesto al patrimonio para los individuos en 2022 y por una 
sola vez, pagadero en 2023 y 2024, con tasas marginales del 0,25% (patri-
monio líquido neto entre $1.000 millones y $2.000 millones), 0,5% (entre 
$2.000 millones y $3.000 millones), 0,75% (entre $3.000 millones y $4.000 
millones) y 1% en adelante.

En cuanto a los impuestos indirectos, recomendamos elevar gradual-
mente la tarifa del IVA sobre los bienes y servicios de la economía de 
mercado hasta llegar al 8% (actualmente estos bienes y servicios están 
exentos, excluidos o gravados en un 5%). Nuestros cálculos indican que 
las exenciones al IVA no gravan cerca de la mitad de los bienes y servicios 
que consumen los hogares, que estas representan un 5,2% del PIB y que be-
nefician en mayor proporción a los hogares de altos ingresos que a las fa-
milias más pobres. Proponemos específicamente una tarifa del 2% en 2022 
para los bienes excluidos y exentos, del 5% en 2023 y del 8% de 2023 en 
adelante. Señalamos, también, la necesidad de ampliar la compensación 
del IVA para los cuatro primeros deciles de ingreso, que estimamos sería 
alrededor de $63.000 mensuales.

Las reformas estructurales que propone Fedesarrollo suponen impor-
tantes efectos en la redistribución del ingreso, la reducción de la pobre-
za, el aumento de la formalidad laboral y el crecimiento económico: la 
desigualdad del ingreso se reduciría sustancialmente (el índice de Gini 
caería cuatro puntos porcentuales); la pobreza bajaría 9,3 puntos porcen-
tuales (4,5 millones de personas saldrían de la pobreza). Reducciones de 
la desigualdad y la pobreza de esta magnitud han tomado una década en 
la historia reciente del país. Creemos, además, que las reformas aquí pro-
puestas incentivarían la creación de al menos 815.000 empleos formales 
y aumentarían el crecimiento en 0,52 puntos porcentuales, con el consi-
guiente círculo virtuoso de formalización, crecimiento y fortalecimiento 
del recaudo tributario.

Es el momento de tomar decisiones despojadas de intereses particu-
lares para que pueda priorizarse el bien común y avanzar hacia un con-
trato social más equitativo, incluyente y que al mismo tiempo impulse el 
crecimiento económico. Ese es, a fin de cuentas, el objetivo central de las 
propuestas que Fedesarrollo expone en estas páginas.
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I. REFORMA DE LA POLÍTICA SOCIAL

Miguel Benítez
Luis Fernando Mejía

I. Introducción

Entre 2001 y 2015, la pobreza monetaria en Colombia se redujo de manera 
acelerada en cerca de 22 puntos porcentuales (1,6 por año en promedio). 
Los progresos en materia social fueron resultado de varios factores, en-
tre los que se destacan: (i) haber alcanzado elevadas tasas de crecimiento 
económico (4,3% en promedio) y (ii) haber hecho avances en materia del 
monto y de la cobertura de algunos renglones del gasto social (Núñez et 
al., 2020). No obstante, luego del choque petrolero de 2014, la tasa de creci-
miento económico se redujo a la mitad –entre 2016 y 2019 fue en promedio 
del 2,3%– y el recaudo tributario cayó en un 3% del PIB, lo que estrechó 
el espacio fiscal para fortalecer el gasto social. Como consecuencia, entre 
2015 y 2019 la pobreza se redujo únicamente 0,4 puntos porcentuales: 0,1 
por año.

Esta situación se agudizó como resultado de la pandemia del COVID-19. 
Nuestras estimaciones sugieren que la pobreza podría haber aumentado 
6,2 puntos porcentuales en 2020. La distribución del ingreso también po-
dría haber experimentado un revés ese año, toda vez que la desigualdad –
medida por el índice de Gini– podría haberse incrementado de 0,54 a 0,56.

Este panorama debe motivar acciones de política pública ambiciosas 
que puedan cimentar las bases para reducir la pobreza de manera más 
acelerada y mejorar la distribución del ingreso. Para esto es necesario, por 
un lado, adelantar una serie de reformas en los ámbitos de política del 
comercio internacional, de las instituciones públicas y del régimen laboral, 
que permitan impulsar la productividad de la economía y consolidar tasas 
de crecimiento más elevadas (Arbeláez y Mejía, 2021). Por otro lado, se 
requieren acciones eficaces en materia de política social: el gasto del Go-
bierno en los hogares más pobres debe ser más eficiente y progresivo. En 
ese sentido, los objetivos de este capítulo son (i) evaluar el estado actual de 
la política social en Colombia y (ii) ofrecer recomendaciones encaminadas 
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a aumentar la eficiencia y la equidad del gasto y a fortalecer las herramien-
tas de la política social con las que cuenta el Gobierno.

Los resultados de esta investigación coinciden con Mejía (2018), en el 
sentido de que el gasto social del Gobierno refleja claros problemas de fo-
calización y cobertura. Una parte considerable del gasto público termina 
beneficiando hogares que no son pobres, especialmente en lo relacionado 
con el gasto pensional, vivienda, auxilios educativos y servicios públicos. 
Además, los programas sociales y las transferencias monetarias enfrentan 
deficiencias de cobertura. Por ejemplo, el 63% de hogares elegibles para 
beneficiarse de Familias en Acción no reciben el programa, al igual que el 
53% de hogares con adultos mayores elegibles para Colombia Mayor. En 
el universo de programas y transferencias, el 52% de los hogares pobres no 
reciben ayudas de ninguna transferencia o programas del Estado.

Después de evaluar diversas alternativas, este capítulo propone varias 
recomendaciones en materia de política social. En primer lugar, muestra 
las bondades y la viabilidad de aumentar los recursos entregados men-
sualmente y de universalizar Colombia Mayor en los adultos mayores no 
pensionados. Si bien esto costaría cerca de un 1,4% del PIB, solucionaría 
de fondo el problema de cobertura del sistema pensional y reduciría la 
pobreza en 3,1 puntos porcentuales. Aunque el paulatino envejecimiento 
de la población podría encarecer el costo de este programa, en el escenario 
más pesimista este no sobrepasaría un 1,7% del PIB durante los próximos 
50 años. En línea con lo planteado en el capítulo 2, la universalización de 
Colombia Mayor debe ir acompañada de un ambicioso programa de refor-
ma pensional, orientado a solucionar los problemas de inequidad e insos-
tenibilidad financiera, además del déficit de cobertura.

En segundo lugar, luego de evaluar diferentes esquemas de transferen-
cias monetarias no condicionadas, concluimos que una renta básica uni-
versal no solamente es inviable desde el punto de vista fiscal, sino que 
también es menos costo-eficiente que los esquemas focalizados en térmi-
nos de reducción de la pobreza. En ese sentido, proponemos redirigir el 
programa de Ingreso Solidario a la población en situación de pobreza, en 
la forma de una renta mínima focalizada. Esto podría costar un 0,34% del 
PIB adicional (descontando su presupuesto actual) y reduciría la pobreza 



  ǀ  31  PARTE I: Diagnóstico y propuestas de reforma de las políticas social, pensional y laboral.
Capítulo I. Reforma de la política social.

en 3,7 puntos porcentuales, lo que corregiría el 63% del aumento derivado 
de la pandemia. En la medida en que el país migre hacia mecanismos de 
focalización con base en registros administrativos y declaraciones univer-
sales de renta, este esquema podría evolucionar hacia una renta mínima 
garantizada para los hogares en situación de pobreza y pobreza extrema 
(esta última podría ser eliminada en el país a un costo sustancialmente 
menor que el mecanismo anterior). Por último, se recomienda evaluar la 
posibilidad de implementar un seguro que cubra hasta seis meses de des-
empleo para los trabajadores formales de bajos ingresos (entre 1 y 1,5 sa-
larios mínimos), lo que podría costar un 0,4% del PIB y tener dividendos 
muy importantes en términos de formalización y reducción de pobreza 
(reducción que estimamos en cerca de 0,7 puntos porcentuales).

Este estudio se apoyó principalmente en la Encuesta de Presupuestos de 
los Hogares (ENPH) de 2017 y en la Gran Encuesta Integrada de Hogares 
(GEIH) del Dane para los años 2019 y 2020. Para el cálculo de la pobreza y 
de los ingresos anuales se utilizó la metodología propuesta por Lora et al. 
(2021).1 El documento consta de cinco secciones. Luego de esta introduc-
ción, en la segunda sección se analizan las transferencias y los subsidios 
que hace actualmente el Gobierno, con especial énfasis en su focalización 
y cobertura, y en el efecto en la distribución del ingreso y la pobreza. En la 
tercera sección se hace una breve revisión de la literatura sobre transferen-
cias monetarias no condicionadas y el efecto que han tenido en otros países 
en el mundo. La cuarta sección cuantifica el costo de diferentes esquemas 
de transferencias no condicionadas y de una transferencia condicionada 
(un subsidio al desempleo), y el efecto que podrían tener en la pobreza y la 
desigualdad en medio de la crisis económica actual. Por último, la quinta 

1	 Esta metodología soluciona el problema de extrapolar las encuestas mensuales para obtener agre-
gados anuales. Usualmente se asume que los ocupados de las encuestas trabajan doce meses del 
año, aunque en ciertos casos ellos mismos reportan haber trabajado menos. Se presupone, tam-
bién, que los desempleados e inactivos que se reportan en cierto mes no tienen ingresos laborales 
durante todo el año, aunque ellos mismos afirman haber trabajado otros meses del año. Estos 
factores dan como resultado cálculos sesgados de los agregados anuales de pobreza, ocupación 
y desigualdad, entre otros. Por lo tanto, esta metodología propone, a partir del método predictive 
mean matching, ajustar los ingresos laborales por el número de meses trabajados e imputarle los 
ingresos laborales a los inactivos y desempleados que reportan haber trabajado otros meses. 
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sección concluye resumiendo las principales recomendaciones de política 
pública.

II. Contexto de la política social en Colombia

El potencial redistributivo de un país depende en buena medida de cómo 
los gobiernos recaudan y gastan recursos. En ese sentido, la estructura tri-
butaria y las transferencias que hace el Gobierno a través de subsidios, 
transferencias, servicios, son clave para reducir la pobreza y la desigual-
dad de un país. En Colombia, la política fiscal tiene un alcance redistributi-
vo limitado (ver Gráfico 1.1). Aunque el índice de Gini luego de impuestos 
y transferencias se reduce en cerca de 4,4 puntos básicos –por encima de 
otros países de la región como Chile (3,5 puntos básicos)–, esta reducción 
es considerablemente inferior al promedio de los países de la OCDE (14 
puntos básicos).

Gráfico 1.1. Distribución del ingreso antes y después de impuestos y transferencias
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Gráfico 1.2. Ingreso del gobierno general respecto al PIB per cápita, 2018
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Fuente: Cálculos propios con base en los datos del FMI (74 países).

Gráfico 1.3. Gasto del gobierno general respecto al PIB per cápita
(% del PIB)
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Fuente: Cálculos propios con base en los datos del FMI (74 países).
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La limitada capacidad redistributiva de la política fiscal en Colombia 
es resultado principalmente de tres factores: (i) el recaudo tributario y el 
gasto público son bajos para estándares internacionales, (ii) la estructura 
tributaria no es lo suficientemente progresiva (ver capítulos 4 al 7 de este 
libro) y (iii) el gasto social del Gobierno es bajo y está mal focalizado. Res-
pecto a lo primero, puede observarse en el Gráfico 1.2 y el Gráfico 1.3 que 
el ingreso y el gasto del gobierno general en Colombia se encuentran 6,5 y 
5 puntos del PIB por debajo de lo que se observa en países con un nivel de 
ingreso similar.2

Al analizar la proporción del gasto que se destina a fines sociales, al 
acceso de la población a los servicios básicos, a la reducción de la pobreza 
y a la redistribución del ingreso, Colombia luce también rezagado en el 
panorama internacional. En efecto, mientras que el gasto social del gobier-
no colombiano estaba alrededor del 12,6% del PIB en 2018, los países de 
la OCDE y los países pares de la región gastaban, en promedio, 20,1% y 
13,5% del PIB.3

El limitado alcance redistributivo de la política fiscal dificultará el abor-
daje adecuado de las crecientes necesidades sociales que tiene el país. Estas 
se hicieron evidentes luego del choque petrolero en 2014, y se agudizarán 
en los próximos años como consecuencia de la pandemia del COVID-19. 
En efecto, de acuerdo con la nueva metodología de línea de pobreza pu-
blicada en 2020, la pobreza, que se había reducido 4,6 puntos porcentuales 
entre 2012 y 2015, se redujo solo 0,4 puntos porcentuales entre 2015 y 2019, 
y, según nuestros cálculos, aumentó alrededor de 6,2 puntos porcentuales 
en 2020 (Gráfico 1.4).

2	 Por supuesto, este análisis no tiene en cuenta el vertiginoso incremento del gasto público resultan-
te del COVID-19. 

3	 No obstante, es importante mencionar que no parece existir una correlación entre gasto social y 
nivel de ingreso per cápita, lo que sugiere que el gasto social depende de factores más relacionados 
con preferencias y equilibrios políticos particulares en cada país. A manera de ejemplo, se observa 
que el gasto social en Francia es cerca del 31% del PIB, mientras que en Corea del Sur –con un nivel 
de ingreso similar– es cercano al 11%, inferior incluso al de Colombia. 
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Gráfico 1.4. Evolución de la incidencia de la pobreza monetaria en Colombia*
(%)

40,8

38,3

36,3 36,1 36,2

35,2
34,7

35,7

41,9

33

37

41

2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020*

Fuente: Dane. *Cálculos propios con base en GEIH-Dane.
* De aquí en adelante, todos los cálculos incorporan la actualización de las líneas de pobreza del Dane en 2020.

III. Análisis de los subsidios y transferencias actuales

Además de ser bajo, el gasto social en Colombia tiene importantes defi-
ciencias de focalización. Como se observa en la Tabla 1.1,4 el 33% del gasto 
social del Gobierno en 2017 se destinó a los dos quintiles de hogares de más 
altos ingresos.5 Buena parte de este resultado se explica por la inequitati-
va distribución de las pensiones: el 73% de los subsidios fue recibido por 
los dos quintiles de mayores ingresos, mientras que el quintil más pobre 
recibió únicamente el 5%.6 Otros sectores del gasto sufren también impor-

4	 En adelante, el ingreso de los hogares se anualiza utilizando la metodología propuesta por Lora et 
al. (2021). 

5	 La ENPH logra captar más del 85% del monto total de los subsidios reportados en fuentes admi-
nistrativas para el caso de pensiones, Colombia Mayor, Familias en Acción, Jóvenes en Acción y 
Familias en su Tierra. Esta información se encuentra detallada en el Anexo.

6	 De acuerdo con la metodología de Núñez et al. (2020), se descompuso el valor de las pensiones 
en lo correspondiente a la contribución de los individuos y el subsidio otorgado por el Gobierno, 
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tantes problemas de focalización: vivienda, servicios públicos y subsidio 
al desempleo.7 Los dos quintiles más altos recibieron, respectivamente, el 
51%, 38% y 30% de los subsidios.8 En el Anexo A se encuentra el detalle de 
la metodología que se aplicó para reconstruir cada uno de los subsidios.

Aun en el caso de los subsidios con mejores niveles de focalización, el 
error de inclusión –el gasto que se destina a hogares no pobres– es signifi-
cativo (Gráfico 1.5). Por ejemplo, el 38% del gasto de Familias en Acción se 
destina a hogares no pobres, cifra que alcanza un 42% en Colombia Mayor, 
un 43% en el régimen subsidiado de salud y un 52% en Jóvenes en Acción. 
Estos resultados son consistentes con otras estimaciones, como las de Ro-
bles et al. (2015), quienes encuentran que las transferencias no condiciona-
das en Colombia tienen un error de inclusión del 36,2% (y 36,5% para las 
pensiones no contributivas), promedio que es ligeramente inferior al de la 
región (39,2% y 48,6%).9

El error de inclusión es especialmente alto en vivienda (92%), pensiones 
(90%) y servicios públicos domiciliarios (81%). Dado que es el subsidio con 
mayor presupuesto, las pensiones destinan el mayor monto de recursos a 
hogares no pobres: 2,35% del PIB de 2017.

en función del sexo, la edad y el valor de la pensión. El valor reportado en la tabla corresponde 
únicamente al componente de subsidio. 

7	 El subsidio al desempleo fue creado mediante la Ley 1636 de 2013 (que creó el Mecanismo de 
Protección al Cesante) y es administrado por las cajas de compensación familiar. Sorprende que 
además de su inequitativa focalización, solamente cubra al 0,8% de los desempleados del país, 
según las cifras de la ENPH. 

8	 Sobre los subsidios de vivienda, es importante hacer la salvedad de que no todos los programas de 
vivienda están diseñados como gasto social a los hogares pobres. Buena parte de los subsidios de 
vivienda se utilizan como herramienta contracíclica de la política fiscal. 

9	 Se hizo el mismo ejercicio utilizando la GEIH, y el error de inclusión de Familias en Acción fue del 
orden del 35%, similar al obtenido con la ENPH. 



  ǀ  37  PARTE I: Diagnóstico y propuestas de reforma de las políticas social, pensional y laboral.
Capítulo I. Reforma de la política social.

Tabla 1.1. Distribución del gasto en subsidios por quintil de ingreso*, 2017
(% del gasto)

Subsidios 

Quintil de ingreso (% del total)  
Presu-
puesto
(% PIB)1 2 3 4 5

% en ho-
gares no 
pobres

Educación 42,2 25,2 16,9 10,6 5,1 46,4 3,72

Pensiones 5,0 9,2 12,7 18,9 54,2 89,8 2,62

Salud 48,8 26,1 14,7 7,9 2,5 42,6 1,88

Victimización 43,2 22,9 12,9 17,3 3,7 51,5 1,50

Servicios públicos 21,9 20,6 19,4 20,1 17,9 81,0 0,46

Subsidio de vivienda 7,1 18,9 23,1 24,8 26,1 93,2 0,41

Familias en Acción 56,2 24,7 12,0 5,5 1,6 38,4 0,22

Ayudas educativas 10,3 18,9 7,9 28,1 34,8 59,5 0,14

Colombia Mayor 51,2 23,8 15,1 7,1 2,8 42,0 0,11

Subsidio desempleo 15,1 25,4 21,0 18,4 20,1 66,7 0,02

Jóvenes en Acción 39,5 23,0 21,3 13,3 2,8 51,7 0,02

Familias en su Tierra 41,6 30,7 16,6 9,2 1,9 45,2 0,01

Otras transferencias 27,6 23,9 16,9 28,6 2,9 67,2 -

Total sin pensiones 39,6 24,3 16,6 12,1 7,4 50,0  

Total 31,1 20,6 15,6 13,7 18,8 59,8 11,1

Fuente: Cálculos propios con base en los datos de la ENPH-Dane. *Se toma el ingreso per cápita de mercado, es decir, antes 
de transferencias y subsidios. En el caso de las pensiones, se incluye únicamente el valor correspondiente al aporte de los 
individuos.

En la cobertura de las transferencias monetarias también se observan 
deficiencias (Tabla 1.2). Por ejemplo, de los 2,1 millones de hogares po-
bres en donde hay niños menores de 6 años, el 63% no recibe Familias en 
Acción.10 Y de los 1,3 millones de hogares pobres en donde hay adultos 

10	 No obstante, es importante señalar que, dado que Familias en Acción es una transferencia condi-
cionada a que las familias envíen a los niños al colegio y los lleven a chequeos de salud, esta cifra 
podría incluir hogares que recibían la transferencia, pero que perdieron acceso por no cumplir las 
condiciones establecidas. 
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mayores no pensionados, el 53% no recibe Colombia Mayor.11 Al incluir el 
universo de hogares pobres antes de subsidios, observamos que el 52% no 
se beneficia de ningún tipo de transferencia monetaria o programa social.

Gráfico 1.5. Errores de inclusión en el gasto social en Colombia*, 2017
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Fuente: Cálculos propios con base en los datos de la ENPH-Dane.

Las transferencias del Estado tienen un efecto diferenciado en la pobre-
za. Por ejemplo, por cada billón de pesos gastado en Familias en su Tierra 
y Familias en Acción, la pobreza se reduce 0,5 y 0,41 puntos porcentuales 
(Gráfico 1.6a). Esta relación también es importante en Jóvenes en Acción 
(0,39 pps) y Colombia Mayor (0,38 pps), pero es muy baja en los casos de 
subsidio al desempleo (0,1 pps), pensiones (0,1 pps) y vivienda (0,03 pps).

11	 Se definió la población de “adultos mayores” como aquellas personas que cumplieron la edad de 
pensión. 
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En cuanto a la distribución del ingreso (Gráfico 1.6b), se observa que las 
pensiones aumentan la desigualdad en 0,8 puntos básicos, mientras que 
Familias en Acción la reduce en 0,5 puntos básicos.

Tabla 1.2. Deficiencias de cobertura de las transferencias sociales, 2017*

Subsidios 

Personas elegibles para la 
transferencia

Hogares elegibles para la 
transferencia

Total
Excluidas 

del 
subsidio

Exclusión 
(%) Total

Excluidas 
del 

subsidio

Exclusión 
(%) 

Colombia 
Mayor 
(Adultos 
mayores pobres 
no pensionados)

1.702.294 847.282 49,8 1.261.988 667.418 52,9

Familias en 
Acción
(Niños pobres 
menores de 6 
años)

2.925.029 1.819.649 62,2 2.102.686 1.332.651 63,4

Universo de 
transferen-
cias*
(Población 
pobre antes de 
transferencias)

18.934.172 9.301.260 49,1 4.689.515 2.439.272 52,0

Fuente: Cálculos propios con base en los datos de la ENPH-Dane.
*El universo de transferencias incluye: Pensiones, Colombia Mayor, Familias en Acción, Jóvenes en Acción, subsidio al desem-
pleo, Familias en su Tierra, subsidios de reparación de víctimas, subsidios de vivienda, subsidios educativos, becas educativas 
y otras ayudas monetarias.
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Gráfico 1.6. Efecto de las transferencias y subsidios actuales sobre la pobreza y la 
desigualdad
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Fuente: Cálculos propios con base en datos de la ENPH-Dane.

IV. ¿Son perjudiciales las transferencias no condicionadas?

El debate sobre la aplicación de esquemas de transferencias no condiciona-
das, como un mecanismo de protección social y de lucha contra la pobreza, 
ha cobrado importancia en las últimas décadas en el mundo y una gran 
relevancia en medio de la crisis del COVID-19. La aplicación de transferen-
cias no condicionadas podría convertirse en una importante herramienta 
no solo para eliminar la pobreza de una sociedad, sino también para esti-
mular el crecimiento económico (Banerjee et al. 2019).

Las transferencias no condicionadas podrían reducir significativamen-
te una cantidad de restricciones a las que se enfrentan las personas más 
pobres, y que terminan convirtiéndose en trampas de pobreza y barreras 
al crecimiento, como por ejemplo, la limitada posibilidad que tienen para 
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ahorrar y acceder a crédito. En consecuencia, sus oportunidades de inver-
tir en actividades productivas, en educación, salud, e inclusive en una ade-
cuada alimentación, son restringidas.

Sin embargo, las transferencias no condicionadas también despiertan 
dudas y críticas por sus potenciales efectos adversos, especialmente en el 
mercado laboral. Las principales críticas se relacionan con (i) el desincen-
tivo que podrían generar en la participación laboral y (ii) el uso que se le 
daría a este ingreso, dado que es una transferencia no condicionada: se ha 
argumentado, por ejemplo, que podrían fomentar el consumo de la pobla-
ción más pobre en ciertos bienes no deseables socialmente, como el alcohol 
y el tabaco.

Frente a estas críticas, la literatura empírica existente sostiene que las 
transferencias monetarias no parecen desincentivar la participación labo-
ral de los beneficiarios –de hecho, en algunos casos, la incentivan– (ver 
por ejemplo Banerjee et al., 2019, 2020; Akee et al., 2010, Salehi y Motasfavi, 
2018).12 De otra parte, esta literatura revela también que las transferencias 
monetarias no condicionadas desincentivan el consumo de alcohol y taba-
co (Evans y Popova, 2017): se sugiere que si bien el consumo excesivo de 
estos bienes sigue siendo un problema real en la población más pobre, la 
falta de recursos constituye más bien una de sus causas y no una restric-
ción.

Adicionalmente, como lo muestra la exhaustiva revisión de Banerjee, 
et al. (2019) sobre el tema, las transferencias monetarias no condicionadas 
han tenido efectos positivos muy importantes en otros frentes: reducción 
significativa de la pobreza, incentivación del ahorro, el crédito, mejoras 
en los hábitos alimenticios, en la asistencia escolar, en los resultados aca-
démicos, en el desarrollo cognitivo, reducción de la violencia doméstica, 
empoderamiento femenino, entre otros.

12	 Al respecto, Banerjee et al. (2019) y Alderman y Yemtsov (2013) señalan que la ausencia de efectos 
negativos en la oferta laboral puede estar asociado con que, por lo general, el monto de las trans-
ferencias es insuficiente para cubrir las necesidades básicas de los hogares. Por lo tanto, el diseño 
de un programa de transferencias debe tener en cuenta que un monto muy elevado sí puede tener 
efectos negativos en la participación laboral. 
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V. Viabilidad y alcance de diversos esquemas de transferencias 
sociales en la crisis del COVID-19

En esta sección se analiza el costo y el alcance de diversas variantes de tres 
transferencias no condicionadas: la renta básica, la renta mínima garan-
tizada y la renta mínima de inserción. De acuerdo con Ravallion (2015), 
la renta básica es una transferencia monetaria periódica no condicionada 
que se entrega de manera universal a una población, independientemente 
de si son pobres o no, o si reciben otro tipo de ingresos. La renta mínima 
garantizada (o ingreso mínimo garantizado) es una transferencia periódi-
ca que hace el Estado para complementar los ingresos de los individuos y 
así alcancen cierto ingreso mínimo. En ese sentido, el monto que se entre-
ga a cada hogar varía según los ingresos propios devengados antes de la 
transferencia.

Por último, la renta mínima de inserción es una transferencia periódica 
que se entrega de manera focalizada a una población que no cuenta con 
ingresos suficientes para cubrir las necesidades básicas. La diferencia entre 
la renta mínima garantizada y la de inserción es que la segunda le asigna 
a los hogares una transferencia de monto fijo, independientemente de sus 
ingresos propios. Es importante mencionar que, además del diseño, los 
esquemas pueden tener diferentes efectos no intencionados en el compor-
tamiento de los hogares. En el caso de la renta mínima garantizada, por 
ejemplo, cada peso potencial que podrían obtener los hogares por sus acti-
vidades laborales no afecta su nivel de ingreso, pues dejarían de recibir ese 
mismo monto por concepto de la renta mínima garantizada (esto podría 
implicar una importante desincentivación al trabajo).

Al final de este capítulo se analiza también la viabilidad y conveniencia 
de implementar un subsidio al desempleo financiado con impuestos ge-
nerales. Es importante hacer la salvedad de que el objetivo de este aparte 
no es recomendar la implementación de todos los esquemas mencionados, 
sino comparar sus ventajas y limitaciones para poder brindar recomenda-
ciones de política informadas, técnicas y que armonicen tanto la necesidad 
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de luchar activa y eficazmente contra la pobreza como la urgencia de ga-
rantizar la sostenibilidad de las finanzas públicas.

En la Tabla 1.3 se presenta el costo de cinco esquemas de transferencias 
no condicionadas, con cinco posibles montos o umbrales. La renta míni-
ma garantizada –teniendo en cuenta los ingresos de 2019– es el esquema 
menos costoso: eliminar la pobreza y la pobreza extrema costaba, respec-
tivamente, alrededor de 0,32% y 2,47% del PIB en 2019. Por su parte, una 
renta mínima de inclusión para cada miembro de los hogares pobres ex-
tremos costaría alrededor de 0,33% en media línea de pobreza extrema 
($68.675 mensuales en promedio) y 0,67% en una línea de pobreza extrema 
($137.350). Si se destinara a todos los hogares pobres, el costo ascendería a 
1,32% del PIB en media línea de pobreza extrema y a 2,63% del PIB en una 
línea de pobreza extrema.

Tabla 1.3. Costo de diferentes esquemas de transferencias monetarias no condicionadas

Monto

Renta básica Renta mínima
Renta 

mínima 
garanti-

zada

Universa-
lización 

Colombia 
Mayor*

Mayores 
de edad Universal Pobres 

extremos Pobres

1/2 línea 
de pobreza 
extrema

0,26 2,66 3,80 0,33 1,32 0,08

1 línea de 
pobreza 
extrema

0,52 5,33 7,59 0,67 2,63 0,32

1 línea de 
pobreza 1,24 12,80 18,11 - 6,13 2,47

2 líneas de 
pobreza 2,48 25,61 36,23 - - 11,92

Salario mínimo 3,13 31,83 45,78 - - 19,86

Fuente: Cálculos propios con base en datos de la GEIH, 2019. *Se incluyen a los adultos mayores no pensionados.
Nota: Las líneas de pobreza y pobreza extrema incorporan la actualización metodológica del Dane y corresponden a la línea 
de cada departamento, ciudad y dominio en valores de 2019.
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Al analizar el costo que implicaría una renta básica para todos los ma-
yores de edad o toda la población –sin ningún criterio de focalización–, es 
evidente que dicha renta es inviable desde el punto de vista fiscal: cubrir 
media línea de pobreza extrema costaría un 2,7% del PIB para todos los 
mayores de edad y un 3,8% para toda la población. No obstante, una renta 
básica para todos los adultos mayores de 65 años, no pensionados, tiene 
un costo bastante menor (0,52% o 1,6% en una o tres líneas de pobreza 
extrema) y podría solucionar muchos de los problemas que actualmente 
atraviesa el sistema pensional en términos de cobertura –solamente el 25% 
de los adultos mayores cuenta con una pensión– y con una distribución 
más equitativa. Esta propuesta implicaría universalizar Colombia Mayor, 
que actualmente cuesta 0,15% del PIB. Si el monto de Colombia Mayor 
se definiera en tres líneas de pobreza extrema, $412.00 (que implicaría un 
costo de 1,56% del PIB), el costo neto de su universalización sería entonces 
de 1,41% del PIB.

Es importante considerar, empero, que el paulatino envejecimiento de 
la población podría encarecer considerablemente el esquema de Colombia 
Mayor Universal. Utilizando las proyecciones de crecimiento poblacional 
del Dane, cuantificamos el posible costo adicional que podría implicar el 
envejecimiento de la población en Colombia Mayor Universal, bajo dos 
supuestos de crecimiento económico de largo plazo (3,5% y 2%). Adicio-
nalmente, se asumió que el régimen de pensiones obligatorias se elimina 
progresivamente –en línea con la reforma pensional propuesta por Lora 
en el capítulo 2–, lo que implica un mayor costo de Colombia Mayor en el 
mediano y largo plazo.

Los resultados de la simulación muestran que el costo de universalizar 
Colombia Mayor crecerá en las próximas décadas, pero de manera mode-
rada: ni siquiera en el escenario más pesimista costará más de 2,2% del PIB. 
Además, en ambos escenarios, el costo del programa tenderá a reducirse 
en el largo plazo: se ubicaría entre un 2,1% y un 1,1% del PIB hacia 2070, 
dependiendo de la tasa de crecimiento de la economía durante las próxi-
mas décadas.
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Gráfico 1.7. Proyecciones del costo de universalizar Colombia Mayor, 2020-2070
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Fuente: Cálculos propios con base en datos del Dane y Fedesarrollo.
Notas: Para el período 2019-2025 se utilizan las proyecciones de crecimiento económico de Fedesarrollo.

Posibles estrategias para contrarrestar el efecto del COVID-19 en el 
aumento de la pobreza

En este apartado cuantificamos el efecto del COVID-19 en el aumento de la 
pobreza, de la pobreza extrema, de la desigualdad y en el costo de la renta 
mínima garantizada. También se calcula el impacto que tendrían diferen-
tes esquemas de transferencias no condicionadas (y otros esquemas, como 
un subsidio al desempleo) en la reversión del crecimiento de la pobreza y 
de la desigualdad.

Para estimar el efecto del COVID-19 en la pobreza se utilizó una meto-
dología similar a la de Núñez (2020). A partir de la GEIH se calculó la des-
trucción de empleo mensual en los diez principales sectores económicos 
desde marzo hasta diciembre de 2020. Se cuantificó, también, la reducción 
de los ingresos laborales por decil de ingreso en el mismo período. Poste-
riormente, se utilizó la GEIH de 2019 para simular la destrucción de em-
pleos de forma aleatoria por sector y la reducción de ingresos por decil de 
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ingreso. Acto seguido, se reconstruyó el ingreso per cápita de los hogares 
y se volvió a calcular la pobreza. Se estimó, además, el posible impacto de 
las ayudas que ha dado el Gobierno para hacer frente a la crisis actual (In-
greso Solidario,13 los giros extraordinarios de Familias en Acción, Jóvenes 
en Acción y Colombia Mayor,14 y la devolución del IVA15).

Gráfico 1.8. Efectos del COVID-19 y de las ayudas del Gobierno en la pobreza 
monetaria en Colombia
(%)

35,5

43 42,9 42,7 42,5 42,3 42,1 41,9

30

33

36

39

42

45

2019 2020 Devolución
IVA

I solidario
(err.incl.) I solidario Giros FEA,

JEA, CM

Todas las 
ayudas (err.

incl)

Todas las
ayudas

Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane 2019, 2020.
Nota: Para el efecto de Ingreso Solidario se añadió un escenario en el que se asume un error de inclusión del 38%, consistente 
con la precisión de la focalización de Familias en Acción (el subsidio mejor focalizado).

13	 Ingreso Solidario es una transferencia no condicionada, creada en medio de la emergencia del 
COVID-19. Se destina a hogares pobres y vulnerables que no reciben Colombia Mayor, Familias en 
Acción o Jóvenes en Acción. Busca llegar a 3.000.000 de hogares en 2020, con un monto promedio 
por hogar de $160.000 en nueve entregas a lo largo del año. Por lo tanto, este valor se les otorgó a 
3.000.000 de hogares pobres y vulnerables en la GEIH de manera aleatoria, siempre y cuando no 
recibieran ninguna de las otras transferencias. 

14	 El Gobierno otorgó en 2020 cuatro giros extraordinarios a las familias beneficiarias de Familias 
en Acción, Jóvenes en Acción y Colombia Mayor, por un valor de $145.000, $356.000 y $160.000 
respectivamente. Este efecto se simula en la GEIH, otorgándoles los cuatro giros extraordinarios a 
las familias beneficiarias de cada subsidio. 

15	 En 2020, y cada dos meses, el Gobierno le devolvió a 1.000.000 de hogares el valor de $75.000 del 
gasto en IVA. Los hogares beneficiarios fueron los 700.000 hogares más pobres de Familias en 
Acción y los 300.000 más pobres de Colombia Mayor. El efecto de este subsidio se simula identi-
ficando en la GEIH los hogares más pobres de Familias en Acción y de Colombia Mayor, y devol-
viéndoles el IVA. 
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Gráfico 1.9. Efectos del COVID-19 y de las ayudas del Gobierno en la pobreza extrema 
en Colombia
(%)
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Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane 2019, 2020.
Nota: Para el efecto de Ingreso Solidario se añadió un escenario que supone errores de inclusión del 38%, consistente con la 
precisión de la focalización de Familias en Acción (el subsidio mejor focalizado).

Como se observa en el Gráfico 1.8 y en el Gráfico 1.9, la pobreza y la 
pobreza extrema podrían haber aumentado 7,5 y 6,5 puntos porcentua-
les, respectivamente, como consecuencia de la crisis del COVID-19. Las 
ayudas que otorgó el Gobierno en 2020 reducen ambas cifras entre 0,9-1,1 
puntos, lo que corresponde al 15%-16% del efecto de la crisis.

En vista del reducido efecto de las ayudas del Gobierno en la crisis, 
es necesario replantear y reenfocar varias de ellas e implementar nuevas 
herramientas que sí contrarresten el aumento de la pobreza. En ese senti-
do, el Gráfico 1.10 y el Gráfico 1.11 muestran el efecto que tendrían en la 
pobreza los diferentes esquemas de transferencias no condicionadas a los 
que se aludió en la sección anterior. De las estimaciones se pueden sacar 
conclusiones importantes. Primero, la universalización de Colombia Ma-
yor, además de solucionar de fondo el problema de cobertura del sistema 
pensional, podría reducir la pobreza en 3,14 puntos porcentuales. Segun-
do, una renta mínima de inclusión en media línea de pobreza –incluso 
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previendo un error de inclusión del 38%– podría reducir la pobreza en 6,4 
puntos porcentuales (con un presupuesto de un 1,32% del PIB) por encima 
del efecto que tendría una renta básica a todos los mayores de edad por el 
mismo monto. Esta última reduciría la pobreza en 5,7 puntos porcentuales 
y requeriría el doble de recursos: un 2,66% del PIB). Por lo tanto, un esque-
ma focalizado sería mucho más efectivo y menos costoso que uno univer-
sal, incluso asumiendo errores de focalización similares a los de Familias 
en Acción.

Gráfico 1.10. Efectos de posibles esquemas de transferencias no condicionadas en la 
pobreza en Colombia
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Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane 2019, 2020.
Nota: Los esquemas de renta mínima de inclusión y renta mínima garantizada suponen errores de inclusión del 38%, como en 
Familias en Acción (la transferencia mejor focalizada).

De otra parte, la Tabla 1.4 muestra que la crisis actual encarecerá sus-
tancialmente la renta mínima garantizada y la renta mínima de inclusión. 
Eliminar la pobreza extrema y la pobreza, que costaba 0,31% y 2,51% del 
PIB en 2019, habría costado 0,67% y 3,44% en 2020. Si la universalización 
de Colombia Mayor se incorpora en los cálculos, el costo se reduciría a 
0,63% y 3,33%. La ventaja de este esquema es que, independientemente 
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del efecto del COVID-19 en su costo, sigue siendo menos oneroso que los 
esquemas de renta básica o renta mínima de inclusión. Además, si se im-
plementara en media línea de pobreza extrema, esta podría ser eliminada 
totalmente por un costo no muy elevado (0,67% del PIB). La desventaja es 
que si se implementa para la población en situación de pobreza extrema, 
no tendría ningún efecto en la pobreza: toda la población pobre que no está 
en situación de pobreza extrema quedaría desprotegida.

Gráfico 1.11. Efecto de posibles esquemas de transferencias no condicionadas en la 
pobreza extrema en Colombia
(%)
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Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane 2019, 2020.
Nota: Los esquemas de renta mínima de inclusión y renta mínima garantizada suponen errores de inclusión del 38%, como en 
Familias en Acción (la transferencia mejor focalizada).

Otro factor que debe tenerse en cuenta es que este esquema requeriría 
la implementación de una declaración universal de renta para identificar 
cuánto le falta a los hogares para alcanzar el umbral. Esto podría tener be-
neficios en términos de formalización, cultura tributaria y menor evasión, 
pero en la práctica sería muy difícil de implementar y podría enfrentar 
resistencia política.
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Tabla 1.4. Efectos del COVID-19 en el costo de la renta mínima garantizada y en la 
renta mínima de inclusión

Monto

Renta mínima garantizada Renta mínima de inclusión

2019 2020

2020 in-
cluyendo 
Colombia 

Mayor 
universal

2019 2020

2020 in-
cluyendo 
Colombia 

Mayor 
universal

½ línea de pobreza 
extrema 0,07 0,20 0,19 1,36 1,63 1,47

1 línea de pobreza 
extrema 0,31 0,67 0,63 2,72 3,26 2,94

1 línea de pobreza 2,51 3,44 3,32 6,48 7,77 7,01

2 líneas de pobreza 12,10 13,53 13,29 12,97 15,55 14,03

Salario mínimo 19,80 21,58 21,31 16,38 19,65 17,72

Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane 2019, 2020.

Gráfico 1.12. Efectos del COVID-19 y de posibles esquemas de transferencias no 
condicionadas en la desigualdad
(índice de Gini*100)
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Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane 2019, 2020.
Nota: El índice de Gini se calcula sobre el ingreso per cápita de los hogares.
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Además de haber aumentado la pobreza, la pandemia también habría 
empeorado la distribución del ingreso. Nuestras simulaciones sugieren 
que el índice de Gini habría aumentado 2,5 puntos porcentuales: de 0,536 
en 2019 a 0,561 en 2020. Los esquemas no focalizados lograrían no solo 
revertir dicho aumento, sino además mejorar sustancialmente la distribu-
ción del ingreso: en una línea de pobreza extrema, la renta básica, la renta 
mínima de inclusión (con error de focalización del 38%) y la renta mínima 
garantizada reducirían la desigualdad en 4,9, 4,8 y 1,2 puntos porcentua-
les, respectivamente.

Subsidio al desempleo

Además de los esquemas de transferencias no condicionadas, analizamos 
también la viabilidad y el efecto que tendría un subsidio al desempleo 
focalizado y financiado con impuestos generales. Como se discutió en la 
sección 1, el subsidio actual al desempleo se encuentra muy mal focali-
zado: el 82% de los recursos se destina a hogares no pobres y el 53% a 
los dos quintiles de hogares con mayores ingresos. Muy posiblemente, la 
mala distribución de este subsidio radica en el hecho de que solo cubre a 
los trabajadores formales por los que se han hecho aportes a las cajas de 
compensación familiar. Además, según las cifras de la ENPH, solo cubre al 
0,8% de los desempleados del país.

La propuesta que evaluamos –cuyos costos se encuentran en la Tabla 
1.5– es un subsidio al desempleo financiado con recursos del presupuesto 
general, y que se focaliza en personas que devengan entre 1 y 1,5 salarios 
mínimos.16 El costo de este esquema varía dependiendo del número de 
meses máximo que se entregue y el monto que destine a los desempleados. 
Si se otorgara durante seis meses, por un valor de tres líneas de pobreza 
extrema, costaría cerca de 0,26% del PIB. Salta a la vista que este esquema 

16	 En este cálculo se incluyó a las personas que han perdido su empleo como consecuencia de la crisis 
actual. Para aquellos individuos que reportan estar desempleados, la GEIH no les pregunta sus in-
gresos laborales. Por lo tanto, se les imputó un posible ingreso cuando están ocupados, utilizando 
el método predictive mean matching en función de una gran cantidad de variables sociodemográfi-
cas. 
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no es muy costoso y podría convertirse en un importante instrumento para 
proteger a los desempleados del país, que en 2020 representaron el 16,1% 
de la población económicamente activa.

Tabla 1.5. Costo de un subsidio al desempleo para personas que devengan menos de 1,5 
salarios mínimos
(% PIB)

Monto

Número de meses de subsidio

2 4 6 8 10 12

½ línea de pobreza extrema 0,01 0,03 0,04 0,06 0,07 0,09

1 línea de pobreza extrema 0,03 0,06 0,09 0,12 0,15 0,17

1,5 líneas de pobreza extrema 0,04 0,09 0,13 0,17 0,22 0,26

2 líneas de pobreza extrema 0,06 0,12 0,17 0,23 0,29 0,35

3 líneas de pobreza extrema 0,09 0,17 0,26 0,35 0,44 0,52

1 salario mínimo 0,19 0,38 0,58 0,77 0,96 1,15

Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane 2019 y 2020.
Nota: El subsidio tiene en cuenta el impacto del COVID-19 sobre el desempleo; se asume una tasa de desempleo anual del 
16,1%, según cifras desestacionalizadas del Dane.

Un subsidio al desempleo de estas características tendría otros benefi-
cios adicionales que no son menores: dado que no se financiaría con im-
puestos a la nómina sino con impuestos generales, podrían constituir un 
fuerte incentivo a la formalización laboral, pues sería un atractivo para 
que los trabajadores tengan un empleo formal sin que ello implique un 
costo adicional para la empresa. Además, un subsidio al desempleo podría 
aprovecharse para identificar mejor a la población desempleada y brindar-
le capacitaciones y herramientas que le permita insertarse en el mercado 
laboral formal. Por ejemplo, en 2017 y 2018 se implementó en Colombia el 
programa Empleando Futuro.17 Este ofreció entre 100 y 300 horas de capa-

17	 Este programa se creó en alianza con el Laboratorio de Innovación del Banco Interamericano de 
Desarrollo (BID Lab), la Embajada de Suiza en Colombia y Prosperidad Social (DPS). Fundación 
Corona lo implementó.
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citación a desempleados en hogares vulnerables y pobres. Los resultados 
de este programa muestran que mejoró significativamente la empleabili-
dad de los beneficiarios y la probabilidad de que ingresaran al mercado 
laboral formal, especialmente para las mujeres (Chaparro et al., 2020).

Por lo tanto, un subsidio al desempleo bien focalizado, y si además se 
complementa con un programa ambicioso de capacitación y orientación a 
sus beneficiarios, tendría también resultados positivos en otras dimensio-
nes clave para la reactivación económica: estímulo al empleo y formaliza-
ción laboral. Esta medida podría combinarse, también, con una reforma a 
las cesantías: estas solo podrían retirarse cuando hayan acumulado saldos 
equivalentes a por lo menos tres salarios al año. Así podrían cubrir hasta 
seis meses de desempleo, por un valor de medio salario devengado, como 
lo plantea Lora en el capítulo 3. De esta manera, el seguro al desempleo 
general, enfocado en trabajadores de rangos salariales bajos, se combinaría 
con el seguro al desempleo provisto por las cesantías, cubriendo así a to-
dos los desempleados formales de cualquier rango salarial.

Para evitar que el subsidio al desempleo implique un costo fiscal adicio-
nal, el Gobierno podría utilizar uno de los cuatro puntos de cotización que 
actualmente reciben las cajas de compensación. Esto supondría un presu-
puesto para el subsidio al desempleo cercano al 0,2% del PIB, muy similar 
a lo que se requeriría para financiar seis meses de desempleo por un valor 
de $412.000 (Tabla 1.5). Idealmente, el seguro al desempleo debería ser ad-
ministrado por la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscales (UGPP) o el 
Ministerio de Trabajo.

Comparación de los esquemas sociales analizados

En el Gráfico 1.13 se analiza la relación entre costo y efectividad de los pro-
gramas analizados, comparándolos con la de algunos programas actuales. 
Comparada con los esquemas focalizados, la renta básica universal no solo 
es inviable desde el punto de vista fiscal, sino que tampoco es costo-efi-
ciente en la reducción de la pobreza: para bajarla en un punto porcentual 
se requeriría un 0,46% del PIB en promedio. En contraste, la renta mínima 
de inclusión y la renta mínima garantizada (con un error de inclusión del 



54  ǀ  Reformas para una Colombia Post-Covid-19: Hacia un nuevo contrato social.

38%) son los esquemas que logran reducir la pobreza con menos recursos, 
habida cuenta de que se requieren 0,21% y 0,14% del PIB, en promedio, 
para reducirla en un punto porcentual.18 La desventaja de la renta mínima 
garantizada es que costaría un 3,44% del PIB, si se establece al nivel de la lí-
nea de pobreza. Sería razonable implementarla en media línea de pobreza 
extrema –representaría un 0,67% del PIB–, pero no tendría ningún efecto 
en la pobreza monetaria (únicamente en su severidad). La desventaja de la 
renta mínima de inclusión, por su parte, es su mayor costo: este podría ser 
de un 1,47% del PIB (1% si se incluye el presupuesto de Ingreso Solidario) 
en ½ línea de pobreza extrema.

Gráfico 1.13. Costo promedio de reducir un punto porcentual de pobreza bajo 
diferentes esquemas sociales
(% PIB)

1,04 

0,46

0,28 0,27 0,26 

0,14

Pensiones RB
(1/2 $Li)

Colombia
Mayor

RMI
($Li)

Familias en
Acción

RMG
($Lp)

Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane 2019 y 2020.
Nota: La renta mínima de inclusión y la renta mínima garantizada asumen un error de inclusión del 38%.

18	 La efectividad de la renta mínima de inclusión es muy similar a la de los programas actuales mejor 
focalizados (Familias en Acción y Colombia Mayor), seguramente porque se asume un error de 
focalización similar (38%). 
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Propuestas de reforma a la política social

Dado el alarmante incremento de la pobreza en Colombia en 2020, la res-
puesta social del Gobierno debe ser ambiciosa: debería buscar el cubri-
miento del 100% de la población pobre mediante ayudas y transferencias 
directas. Luego del análisis realizado en este capítulo, nuestra propuesta 
consiste en (i) articular y coordinar de mejor manera los principales pro-
gramas sociales que existen actualmente y (ii) crear una renta mínima de 
inserción que entregaría, en promedio, $138.000 mensuales a cada hogar 
en condición de pobreza, más $412.000 a cada adulto mayor no pensio-
nado. Para ello se propone el siguiente esquema, que idealmente deberá 
hacer parte del mismo programa para evitar duplicidades y reducir costos 
administrativos:

1.	 Entregar a los hogares pobres $35.000 mensuales por cada menor de 
edad en el hogar (con un tope de tres), condicionado a que los meno-
res asistan al colegio y a chequeos periódicos de salud. En la práctica, 
esto implicaría mantener Familias en Acción, pero con una cobertura 
del 100% de los hogares pobres elegibles.

2.	 Entregar a los hogares pobres $35.000 mensuales por cada adulto en-
tre 18 y 65 años.

3.	 Entregar $412.000 mensuales a todos los adultos mayores de 65 años 
que actualmente –o en un futuro– no tengan ninguna pensión subsi-
diada por el Estado.

Este nuevo esquema costaría un 2,26% del PIB (0,7%-renta mínima de 
inclusión; 1,6%-universalización de Colombia Mayor), lo que se reduciría 
a un costo neto de 1,9% del PIB, dado el presupuesto actual de Colombia 
Mayor, Familias en Acción y Jóvenes en Acción. Los impactos redistribu-
tivos y sociales son sustanciales: la pobreza y la pobreza extrema se re-
ducirían en 6,8 y 4,3 puntos porcentuales respectivamente, junto con una 
reducción del índice de Gini cercano a 2,16 puntos porcentuales.

Otra implicación de política pública que surge de este estudio consiste 
en implementar el Sisbén 4.0 como único mecanismo de focalización: el 
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estrato socioeconómico como instrumento de selección de beneficiarios se 
elimina de manera definitiva. El sistema de estratos para las viviendas es 
anacrónico; no existe en ningún otro país emergente o desarrollado del que 
tengamos conocimiento, y es un pésimo instrumento para identificar a los 
hogares pobres. En efecto, este estudio estimó que el 81% de los subsidios 
a los servicios públicos se destina a hogares que no son pobres. Además, 
este instrumento le otorga a las autoridades locales una excesiva discrecio-
nalidad para definir el monto de los subsidios y para estratificar barrios o 
viviendas (Meléndez, 2008), lo que abre espacios para la corrupción en los 
procesos de estratificación (DNP, 2008).

VI. Conclusiones y recomendaciones

La crisis derivada del COVID-19 exige tomar acciones de política estruc-
turales encaminadas a (i) propender por un mayor crecimiento económico 
y (ii) fortalecer las herramientas de la política social en Colombia. Este tra-
bajo se enfoca en lo segundo. Luego de un análisis detallado de la política 
social actual, concluimos, al igual que en el trabajo previo de Mejía (2018), 
que el gasto social del Gobierno está mal focalizado. La principal deficien-
cia se asocia con el régimen pensional, pues el 90% del subsidio se destina 
a hogares que no son pobres (cerca del 2,3% del PIB). Los subsidios por es-
trato de los servicios públicos también se focalizan mal: el 81% se destina a 
hogares que no son pobres. Esto debería ser motivación suficiente para eli-
minar el estrato socioeconómico como criterio de focalización y que sea a 
partir del Sisbén como se establecen los subsidios de los servicios públicos. 
Sin embargo, las transferencias a través del Sisbén también muestran de-
ficiencias de focalización, aunque menores. Por ejemplo, el 38% del gasto 
en Familias en Acción se destina a hogares que no son pobres. Esta cifra es 
ligeramente superior en Colombia Mayor (42%), en el régimen subsidiado 
de salud (43%) y en Jóvenes en Acción (43%). Por lo tanto, deben adelan-
tarse mayores esfuerzos hacia el fortalecimiento del cálculo de los puntajes 
del Sisbén. La cuarta versión de este instrumento (Sisbén 4.0) parece dar 
pasos acertados en esa dirección (Núñez, 2020).
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Luego de evaluar las diferentes alternativas de política pública, este estu-
dio recomienda extender el programa Colombia Mayor a todos los adul-
tos mayores de 65 años que no estén pensionados. El costo inicial de esta 
medida podría ascender a un 1,4% del PIB, suponiendo que se establece 
en tres líneas de pobreza extrema ($412.000), y solucionaría la deficiente 
cobertura del régimen pensional, en el cual únicamente el 25% de los adul-
tos mayores que supera la edad de pensión logra pensionarse. Aunque el 
envejecimiento de la población podría encarecer este programa en el futu-
ro, nuestras estimaciones sugieren que, en el escenario más pesimista (un 
crecimiento económico del 2% promedio en los próximos 50 años), el costo 
no superaría el 1,7% del PIB.

Este estudio recomienda, además, redirigir la nueva transferencia mo-
netaria no condicionada creada por el Gobierno –Ingreso Solidario– a los 
hogares en situación de pobreza y pobreza extrema (actualmente cobija 
también a los hogares vulnerables). Esta redirección deberá hacerse me-
diante una renta mínima de inserción para los hogares en situación de 
pobreza, y, para evitar duplicidades y reducir costos administrativos, de 
manera coordinada con el resto de los programas sociales. Proponemos 
que el primer componente de esta renta mínima de inserción sea similar 
al incentivo de educación de Familias en Acción: se destinarán $35.000 por 
cada menor de edad dentro del hogar (con un tope máximo de tres), entre-
ga condicionada a que los menores asistan al colegio y a chequeos perió-
dicos de salud. Consideramos, además, que este incentivo debe tener una 
cobertura plena para el 100% de hogares pobres con niños y adolescentes 
menores de edad (actualmente, la cobertura es menor al 38%). El segundo 
componente de la renta mínima de inserción entregará $35.000 de manera 
no condicionada a cada mayor de edad y menor de 65 años. Estos dos 
componentes implican que todos los hogares pobres recibirían, en prome-
dio, $138.000 mensuales; esto es, un aumento del 220% frente a la situa-
ción actual ($46.516). De esta manera, la pobreza se reduciría en 3,7 puntos 
porcentuales –previendo un error de inclusión similar al de Familias en 
Acción–, con un costo neto que ascendería a un 0,46% del PIB (fusionando 
su presupuesto con el de Familias y Jóvenes en Acción).
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Por último, consideramos conveniente diseñar un seguro al desempleo 
–financiado con un punto de la cotización de los asalariados que actual-
mente reciben las cajas de compensación– dirigido a los desempleados que 
suelen devengar entre 1 y 1,5 salarios mínimos. El valor de este seguro po-
dría ser de tres líneas de pobreza extrema ($412.000), por un período hasta 
de seis meses, lo que costaría 0,26% del PIB. En suma, contemplando todas 
las recomendaciones de política, nuestras estimaciones sugieren que se re-
quieren recursos adicionales cercanos al 2% del PIB para hacerle frente a la 
crítica situación social que atraviesa el país.

VII. Referencias

Akee, R. K., Copeland, W. E., Keeler, G., Angold, A. y Costello, E. J. (2010). Parents’ incomes 
and children’s outcomes: a quasi-experiment using transfer payments from casino profits, 
American Economic Journal: Applied Economics, 2(1), 86-115.

Arbeláez, M. A. y Mejía, L. F. (2021). Rompiendo las barreras al aumento de la productivi-
dad y el crecimiento en Colombia. En Fedesarrollo, Descifrar el futuro: La economía colombia-
na en los próximos diez años, 17-109, Bogotá: Penguin Colombia.

Banerjee, A. V., Hanna, R., Kreindler, G. E. y Olken, B. A. (2017). Debunking the stereotype 
of the lazy welfare recipient: Evidence from cash transfer programs, The World Bank Re-
search Observer, 32(2), 155-184.

Banerjee, A., Niehaus, P. y Suri, T. (2019). Universal basic income in the developing world, 
Annual Review of Economics.

Camacho, A., Conover, E. y Hoyos, A. (2013). Effects of Colombia’s social protection system 
on workers’ choice between formal and informal employment, Banco Mundial.

Chaparro, J. C., García, G. y Cardona, M. (2020). Evaluación de impacto del programa de 
formación para el trabajo ‘empleando futuro’, Escuela de Economía y Finanzas, EAFIT.

Departamento Nacional de Planeación (2008). Evaluación de la estratificación socioeco-
nómica como instrumento de clasificación de los usuarios y herramienta de asignación de 
subsidios y contribuciones a los servicios públicos domiciliarios, Departamento Nacional 
de Planeación.



  ǀ  59  PARTE I: Diagnóstico y propuestas de reforma de las políticas social, pensional y laboral.
Capítulo I. Reforma de la política social.

Evans, D. K. y Popova, A. (2017). Cash transfers and temptation goods, Economic Develop-
ment and Cultural Change, 65(2), 189-221.

Hoynes, H. y Rothstein, J. (2019). Universal basic income in the United States and advanced 
countries, Annual Review of Economics, 11, 929-958.

Lora, E., Benítez, M., y Gutiérrez, D. (2021). From monthly to annual labor and income 
aggregates and indicators, próximo a aparecer como documento de trabajo de la serie Com-
mitment to Equity.

Mejía, L. F. (2018). Hacia un nuevo esquema de subsidios, Economía Colombiana, 351, 7-13, 
Contraloría General de la República, enero-marzo.

Méndez, M. (2008). Subsidios al consumo de los servicios públicos: reflexiones a partir del 
caso colombiano, Documento de trabajo 2008/02, Corporación Andina de Fomento.

Núñez, J., Olivieri, S., Parra, J. y Pico, J. (2020). The Distributive Impact of Taxes and Expen-
ditures in Colombia, Policy Research Working Paper 9171, Banco Mundial.

Núñez, J. (2020). La pobreza y la desigualdad en Colombia: el rol del Estado y los desafíos 
de política social y tributaria, Fedesarrollo.

OCDE (2017). OCDE Economic Surveys: Colombia 2017, OCDE.

Ravallion, M. (2015). The economics of poverty: History, measurement, and policy, Oxford Uni-
versity Press.

Robles, M., Rubio, M. y Stampini, M. (2015). ¿Las transferencias monetarias han sido ca-
paces de llegar a los pobres de América Latina y el Caribe? Resumen de Políticas 246, Banco 
Interamericano de Desarrollo.

Salehi, D. y Mostafavi, M. H. (2018). Cash transfers and labor supply: Evidence from a lar-
ge-scale program in Iran, Journal of Development Economics, 135, 349-367.

Saavedra-Caballero, F. y Ospina, M. (2018). Social Assistance and Informality: Examining 
the Link in Colombia, Revista de Economía del Rosario, Universidad del Rosario.



60  ǀ  Reformas para una Colombia Post-Covid-19: Hacia un nuevo contrato social.

VIII. Anexo: Estimación de las transferencias y programas 
sociales a partir de la Encuesta Nacional de Presupuestos de los 
Hogares

La Encuesta Nacional de Presupuestos de los Hogares (2016-2017) del 
Dane contiene información sobre varias transferencias y subsidios que re-
ciben los hogares (ver el listado en la Tabla 1.6.). Para los subsidios de re-
paración de víctimas (victimización), subsidios y becas educativas (ayudas 
educativas), subsidio al desempleo y otras transferencias se tomó el valor 
reportado por los hogares en la encuesta. Puede observarse que las ayudas 
educativas encontradas en la encuesta representan el 74% del presupuesto 
general de la nación destinado a becas y créditos condonables en 2017.

Dadas ciertas inconsistencias en el monto reportado de las transferen-
cias de Familias en Acción, Jóvenes en Acción, Colombia Mayor y Familias 
en su Tierra, se le otorgó a cada familia que reportó haber sido beneficiaria, 
el valor promedio otorgado por el programa, de acuerdo con la metodo-
logía de Núñez, et al. (2020). De esta manera, el valor encontrado en la 
encuesta representa el 99%, 89% y 94%, respectivamente, del presupuesto 
asignado en 2017 a cada transferencia.

En el caso de las pensiones, el valor total de la pensión reportado por 
cada individuo en la encuesta se descompuso entre lo que corresponde al 
aporte e intereses y lo que corresponde al subsidio otorgado por el Estado, 
de acuerdo con la metodología de Núñez, et al. (2020). El ejercicio de fo-
calización se hizo únicamente para el monto que corresponde al subsidio. 
De esta manera, lo reportado en la encuesta corresponde al 95% del presu-
puesto destinado a pensiones en 2017.

En el caso del subsidio en salud –este corresponde al gasto relacionado 
con el régimen subsidiado– se tomó el gasto oficial de 2017 destinado a 
financiar el régimen subsidiado de salud (17,3 billones) y se le otorgó equi-
tativamente a cada individuo que reportó estar afiliado o ser beneficiario 
de este régimen.

El gasto en educación –excluyendo las ayudas directas en subsidios y 
becas–, por su parte, se reconstruyó así: se identificó a las personas que 
reportaron estar matriculadas en educación pública preescolar, básica y 
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media, y se les asignó equitativamente el presupuesto destinado a educa-
ción (excluyendo las ayudas directas).

Para estimar los subsidios asociados a servicios públicos domiciliarios, 
se siguieron los siguientes pasos:

a)	 Se identificaron los hogares cuya vivienda corresponde a los estratos 
1, 2 y 3.

b)	 Se utilizó el módulo de gasto de los hogares de la encuesta, en el que 
reportan cuánto destinaron al pago de acueducto y alcantarillado, gas 
y electricidad.

c)	 Se descartaron los hogares que reportaron no haber recibido esos ser-
vicios, o haberlos recibido de manera independiente o irregular.19

d)	 Se obtuvo el valor correspondiente al subsidio para cada hogar, asu-
miendo el máximo permitido por la Ley 1450 de 2011, que es 70% para 
el estrato 1, 40% para el estrato 2 y 15% para el estrato 3.

Como se observa en la Tabla 1.6, el valor estimado del subsidio de ser-
vicios públicos es tres veces superior al reportado oficialmente. Esto obe-
dece, muy posiblemente, a que las tarifas en cada municipio varían según 
cada estrato, y a que en todo caso suelen ser inferiores al tope máximo per-
mitido por la ley. Consideramos, sin embargo, que tomar la tarifa máxima 
permitida puede producir resultados menos sesgados en términos de la 
distribución por quintiles de ingreso.

19	 Por ejemplo, se descartaron aquellos hogares que reportaron que recibían el servicio de acueducto 
a través de ríos, bolsas, botellas plásticas o pozos sin bomba. 
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Tabla 1.6. Gasto total en subsidios en la encuesta frente a datos administrativos, 2017

Subsidios

Presupuesto total (billones)

ENPH Datos 
administrativos

% observado en 
la encuesta

Educación   34,20  

Pensiones 22,86 24,11 94,8

Salud   17,34  

Victimización 0,23 13,80 1,7

Servicios públicos 13,54 4,2 322,4

Subsidio de vivienda 0,61 3,8 16,0

Familias en Acción 1,99 2,00 99,5

Ayudas educativas 0,97 1,3 74,2

Colombia Mayor 0,99 1,05 93,8

Subsidio desempleo 0,06 0,20 27,9

Familias en su Tierra 0,15 0,11 145,1

Jóvenes en Acción 0,17 0,19 88,6

Otras transferencias 2,43 - -

Total 95,5 102,3 93,4

Fuente: Cálculos propios con base en datos de la ENPH-Dane y Núñez, et al. (2020).





II. UNA PROPUESTA DE REFORMA PENSIONAL

Eduardo Lora

I. Introducción

Hay consenso en que el sistema pensional colombiano requiere una refor-
ma estructural. Las dos principales razones consisten en que muy pocos 
adultos mayores tienen pensión y que el Gobierno tiene que destinar de-
masiados recursos para el pago de unas pensiones que benefician sobre 
todo a las clases más altas.

En efecto, mientras que solo una de cada cuatro personas en edad de 
pensionarse recibe pensión, uno de cada dos adultos mayores de las cla-
ses altas está pensionado, y solo uno de cada ocho adultos mayores en la 
mitad más pobre de la población recibe pensión (Tabla 2.1). Además, las 
mesadas son muy desiguales: la pensión promedio de los hombres que 
pertenecen al 1% más rico de la población es cercana a los $12.000.000, 
mientras que los hombres de clase baja reciben apenas $815.000 (de 2016-
2017). Y en todas las clases sociales las mujeres reciben pensiones inferiores 
a las de los hombres. Como la cobertura y los montos de las pensiones 
son tan desiguales por niveles de ingreso, el valor total de las pensiones 
está muy mal distribuido: el 1% más rico de los colombianos recibe tanto 
en pensiones como todos los que pertenecen a la mitad más pobre de la 
población. Y, para completar, prácticamente todas las pensiones son subsi-
diadas por el Estado (solo se exceptúan las rentas programadas de las AFP, 
cuyo número es muy pequeño).1 El subsidio estatal corresponde a entre 
el 61% y el 80% del monto de las pensiones otorgadas por Colpensiones. 
Como consecuencia de todo esto, las pensiones son un mecanismo que 
agudiza la concentración del ingreso (Núñez et al., 2020).

1	 En 2017, solo 43.000 personas recibieron pensiones de las AFP, la mayoría en la modalidad de ren-
tas programadas. Unas 5.700 personas se habían beneficiado del subsidio para obtener la pensión 
mínima a través del Fondo de Garantía de Pensión Mínima, que se financia con contribuciones 
adicionales que hacen los afiliados de altos salarios de las AFP. Fuente: Superintendencia Financie-
ra.
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Tabla 2.1. Quiénes reciben pensiones y por cuánto

Hombres de 62 
o más años

Mujeres de 57 
o más años Totales

Clase dominante 
(1% más rico)

Cobertura 64% 35% 49%

Pensión promedio $11,876,779 $3,902,969  $ 7,868,093 

Clase acomodada 
(siguiente 9%)

Cobertura 53% 42% 46%

Pensión promedio $3,329,570 $2,492,765  $ 2,858,862 

Clase media 
(40% del medio)

Cobertura 41% 27% 32%

Pensión promedio $1,379,758 $1,079,814  $ 1,217,291 

Clase baja 
(50% más pobre)

Cobertura 18% 9% 12%

Pensión promedio $815,080 $684,160  $ 752,108 

Totales
Cobertura 29% 18% 25%

Pensión promedio $1,792,882 $1,321,597  $ 1,510,126 

Fuente: Cálculos propios con datos del Dane de la Encuesta Nacional de Presupuestos de los Hogares, julio 2016-julio 2017 
(adaptado de Lora, 2019).

Intentando corregir los importantes problemas de cobertura del sistema 
pensional, el Gobierno entrega actualmente un auxilio a algunos adultos 
mayores en situación de pobreza, a través del programa Colombia Mayor. 
No obstante, la cobertura del programa es reducida –cubre únicamente al 
17% de adultos mayores que no cuentan con una pensión– y entrega un 
monto muy bajo, de solo $80.000 mensuales. Sumando los ingresos reci-
bidos a través de auxilios a la tercera edad y pensiones contributivas y 
subsidiadas (Gráfico 2.1), se observa que los adultos mayores del 10% de 
hogares más pobres recibe, en promedio, apenas $24.000, mientras que los 
adultos mayores del 10% más rico de los hogares reciben, en promedio, 
$2.700.000.

El Gobierno nacional destina cerca del 30% de todo el recaudo tributario 
al pago de pensiones. Esto incluye pensiones de exfuncionarios públicos, 
docentes, fuerzas militares y de policía, así como el déficit de caja de Col-
pensiones como administrador del régimen de prima media. Para cubrir 
este déficit de caja, en 2019 se destinaron del presupuesto $23,1 billones, 
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suma equivalente al 2,3% del PIB. Como además Colpensiones recibió por 
traslados de las AFP $9,1 billones, que equivalen a un 0,9% del PIB, el dé-
ficit total de Colpensiones fue un alarmante 3,2% del PIB.

Gráfico 2.1. Ingreso promedio recibido por adulto mayor a través del sistema pensional 
según decil de ingreso (2019)
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Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-2019.

Por consiguiente, no está en discusión que el sistema pensional colom-
biano tiene que ser reformado estructuralmente, porque es un drenaje in-
sostenible de recursos fiscales que beneficia sobre todo a los grupos de in-
gresos más altos y no protege a la mayoría de los adultos mayores. Lo que 
se discute es cómo hacer esa reforma respetando los derechos adquiridos 
por los empleados formales cercanos a la edad de jubilación, y evitando 
ponerles cargas aún mayores a las generaciones jóvenes para cubrir las 
generosas pensiones que reciben los más afortunados. Una reforma pen-
sional bien diseñada puede evitar estos problemas. Más aún, puede ser 
decisiva para generar empleo formal. Este es, posiblemente, el principal 
reto actual que enfrenta el país ya que, a raíz de la pandemia, el número 
de trabajadores formales (afiliados a pensiones según el Dane) cayó en 
1,2 millones en el trimestre mayo a julio de 2020 (con respecto al mismo 
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trimestre del año anterior), y en el trimestre octubre a diciembre aún era 
menor en 450.000 personas.

Nuestra propuesta de reforma es muy sencilla. El Estado solo le garan-
tizaría en el futuro un ingreso básico universal (equivalente a tres líneas de 
pobreza extrema, aproximadamente medio salario mínimo) a los adultos 
mayores que no tengan ya una pensión subsidiada por el fisco. Por otro 
lado, para facilitar la creación de empleo formal, se reemplazaría el régi-
men dual (de Colpensiones y AFP) de contribuciones obligatorias, que hoy 
hacen las empresas y los trabajadores para los sistemas de pensiones, por 
un régimen flexible, de forma que las pequeñas empresas y los trabajado-
res independientes queden en libertad de afiliarse o no a un programa de 
ahorros para la vejez, y las empresas grandes, en consulta con sus traba-
jadores, puedan escoger el plan que más les convenga. El nuevo régimen 
flexible de ahorros para la vejez no aplicaría a quienes ya tienen derechos 
adquiridos en Colpensiones por estar cerca de la edad de jubilación. Tam-
poco a los docentes y al personal militar y de policía, que tienen regíme-
nes especiales que también deben ser reformados, como se menciona más 
adelante. Adicionalmente, con el objeto de reducir la desigualdad intra e 
intergeneracional que implican las pensiones subsidiadas por el Estado, 
estas se gravarían como cualquier otro ingreso de las personas naturales 
(mientras que los ahorros, hasta cierto límite, se eximirían de impuestos).

El resto de este capítulo está organizado como sigue: en la sección 2 se 
resume el nuevo sistema de tres pilares que estamos proponiendo. En la 
sección 3 se explican los aspectos más relevantes de la transición y la im-
plementación del nuevo sistema. La sección 4 analiza los impactos fiscales 
de la propuesta. Los efectos de la reforma sobre los ingresos de los trabaja-
dores, el PIB y el empleo formal se analizan en la sección 5. Finalmente, en 
la sección 6 se hacen algunas observaciones sobre los regímenes especiales.
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II. Un nuevo sistema de pilares: resumen

En el régimen actual de pensiones hay cinco modalidades de rentas para 
la vejez: (1) el régimen de pensiones contributivas de prima media de Col-
pensiones, (2) el régimen contributivo de ahorro individual con solidari-
dad de las AFP, (3) el régimen de ahorros voluntarios para la vejez (en las 
AFP u otras entidades financieras), (4) el programa de beneficios econó-
micos periódicos (los BEP), y (5) el programa no contributivo de auxilios 
Colombia Mayor. Nuestra propuesta consiste en reemplazar este sistema 
por uno más sencillo, solidario y flexible, de tres pilares:

•	 Un primer pilar gratuito y de cobertura universal, que entregaría un au-
xilio de tres líneas de pobreza extrema ($412.000 mensuales) a los 
adultos mayores de 65 años que no tengan actualmente o en el futuro 
una pensión subsidiada por el Estado. Este pilar se implementaría de 
forma inmediata, sustituyendo el programa Colombia Mayor, y elimi-
nando completamente la pobreza en los adultos mayores.

•	 Un segundo pilar contributivo y flexible, en el que empresas y trabaja-
dores quedarían en libertad de escoger un programa de ahorro para 
la vejez, entregado por una entidad financiera autorizada. Se abriría 
así la competencia hacia múltiples mecanismos de ahorro ofrecidos 
por las AFP u otros intermediarios financieros regulados. Quedarían 
excluidos quienes estén a menos de diez años de llegar a la edad de 
pensión en el régimen de Colpensiones y quienes decidan acogerse 
por edad a un régimen de transición. Este pilar contributivo no sería 
obligatorio para las empresas inscritas en el Régimen Simple de Tri-
butación (las cuales deben tener ingresos brutos inferiores a 80.000 
UVT, que en 2021 equivalen a $2.904 millones). En las demás, la em-
presa aportará por lo menos lo mismo que el trabajador a programas 
que apunten a conseguir tasas de reemplazo de al menos el 50% del 
salario de toda la vida laboral del trabajador. Cualquier trabajador 
podrá pedir ser excluido del programa, mediante consentimiento 
escrito anual.
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•	 Un tercer pilar de ahorro voluntario individual, manteniendo los incenti-
vos tributarios actuales al ahorro voluntario para la vejez.

Gráfico 2.2. Tasa de cotización que se necesitaría para alcanzar un ingreso en la vejez de 
$412.000, según el salario típico de los trabajadores de cada decil de ingresos
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Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane.
Nota: Este ejercicio supone rentabilidad real de los fondos ahorrados o aportados del 3% anual.

Es de mencionar que el pilar gratuito universal tiene implicaciones re-
distributivas sustanciales en la población. En el Gráfico 2.2 se muestran las 
tasas de cotización implícitas del primer pilar por decil de ingreso, es decir, 
las tasas de cotización que tendría que hacer el trabajador típico de cada 
decil para acceder a un ingreso en la vejez equivalente a $412.000 mensua-
les. Un hombre del decil 1, en el que el salario mediano (o ingreso bruto 
mediano para el caso de los independientes) equivale a $200.000, tendría 
que ahorrar el 36% de sus ingresos cada mes para alcanzar una pensión 
contributiva de $412.000 (suponiendo una rentabilidad real anual del 3%). 
Esta cifra es sustancialmente más alta para las mujeres del decil 1, quienes 
tendrían que hacer contribuciones cercanas al 53%. Por supuesto, la tasa 
de cotización implícita se reduce en la medida en que aumentan los ingre-
sos: los hombres y mujeres que ganan el salario mínimo –$828.116 en 2019– 
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tendrían que hacer cotizaciones del 8,6% y 12,7% respectivamente, mien-
tras que aquellos en el decil 10 –con un salario mediano de $3.000.000–, 
las tasas de cotización implícitas serían del 2,4% y 3,5% respectivamente 
para hombres y mujeres. Por tanto, la reforma que aquí se propone tendría 
beneficios importantes tanto para los más pobres como para las mujeres, 
quienes actualmente están desfavorecidos por el sistema de protección a 
la vejez.

A continuación se explican otros detalles de la propuesta, incluyendo 
las condiciones de transición e implementación. Más adelante se analizan 
sus posibles efectos en las cuentas fiscales, el PIB y el empleo formal.

III. La transición e implementación del nuevo sistema de tres 
pilares

Para adoptar cabalmente el sistema propuesto se requiere diseñar un pro-
ceso de transición y de implementación de los tres pilares. En esta sección 
se presentan en forma muy esquemática los aspectos más relevantes de ese 
proceso y se resumen las bases conceptuales de la propuesta.

•	 Marchitamiento del régimen de prima media en las siguientes condiciones:
•	 Colpensiones continúa pagando las pensiones otorgadas hasta 

2021.
•	 Como es actualmente, los traslados entre regímenes para hom-

bres mayores de 52 y mujeres mayores de 47 no se permiten, y se 
mantienen las condiciones actuales del régimen de prima media 
en todo sentido para quienes son mayores de estas edades y ya 
están en dicho sistema.

•	 Por un período de un año se permite a los hombres menores de 
52 años y mayores de 42 y a las mujeres menores de 47 años y 
mayores de 37 decidir si quieren estar afiliados a un régimen de 
transición de prima media, en las condiciones que siguen:
-	 Se mantienen las edades de pensión actuales (62/57).
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-	 La tasa de contribución se fija en un 25% (lo que implica un 
aumento de 11,5 puntos porcentuales, que quedarían a car-
go del trabajador).

-	 Se pone un límite máximo de cinco salarios mínimos al in-
greso base de cotización.

-	 Se exige cotizar durante el resto de la vida laboral por lo 
menos 40 semanas al año hasta cumplir la edad de pensión.

-	 Con un mínimo de 1.300 semanas de cotización se garan-
tizan las mismas tasas de reemplazo del régimen de prima 
media actual, que se contabilizan sobre el promedio del in-
greso base de cotización de los últimos diez años de vida 
laboral (que tiene un límite máximo de cinco salarios míni-
mos, como ya se mencionó).

-	 Esta opción rige tanto para quienes ya están afiliados a Col-
pensiones como para aquellos afiliados a las AFP que deci-
dan pasarse a Colpensiones.

•	 Los actuales afiliados a Colpensiones que sean hombres menores 
de 52 y mayores de 42 años o mujeres menores de 47 y mayores 
de 37 años que decidan no acogerse a la opción de continuar co-
tizando, recibirán una indemnización sustitutiva (pagadera a las 
edades actuales de retiro) que se liquidará en salarios mínimos 
de cotización (lo cual implicaría un rendimiento real del 1,5%, 
dada la historia de ajustes del salario mínimo), y no en precios 
constantes como es en la actualidad.

•	 De igual forma se calculará la indemnización sustitutiva para los 
afiliados a Colpensiones menores de 42 años que son hombres 
o menores de 37 años que son mujeres (quienes en ningún caso 
seguirán cotizando en Colpensiones).

•	 Asignación entre trabajadores y empresas de los 16-17 puntos actuales de 
cotización. Al eliminarse las contribuciones que hay en la actualidad 
para pensiones de los hombres menores de 52 años y las mujeres me-
nores de 47, se liberarían cuatro puntos de contribuciones que hacen 
los trabajadores y los 12 o 13 puntos que hacen las empresas según 
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el salario de los trabajadores (el punto adicional aplica a los salarios 
superiores a cuatro salarios mínimos).2 Estos 16-17 puntos deben dis-
tribuirse entre las empresas y los trabajadores. Nosotros proponemos 
que se reconozcan 8-8,5 puntos a los trabajadores como aumento del 
salario disponible y que los 8-8,5 puntos restantes sean disminución 
de costos laborales para las empresas. Como los trabajadores aportan 
actualmente 4 a 5 puntos, esto significa que los salarios brutos se ele-
ven en 4 puntos. Esta distribución por partes iguales facilita la adop-
ción de un pari passu en las contribuciones futuras de empresas y tra-
bajadores, es decir, que las empresas aporten como mínimo lo mismo 
que aportarían los trabajadores en los nuevos planes de pensiones.

•	 Eliminación de los aportes obligatorios para los BEP. Se elimina el aporte 
obligatorio de 14 puntos para los BEP que estableció el piso de protec-
ción social vigente a partir de febrero de 2021.

•	 Programas de ahorro para la vejez en las empresas. Toda empresa no ele-
gible para el régimen simple de tributación (por tener ingresos brutos 
inferiores a 80.000 UVT, que en 2021 equivalen a $2.904 millones) es-
tará obligada a ofrecer uno o varios planes de pensiones alternativos 
a sus trabajadores. Dichos planes podrán ser adquiridos o acordados 
con una AFP o con otra entidad financiera autorizada y vigilada por 
la Superintendencia Financiera. La ley no establecerá tasas de con-
tribución o rendimientos mínimos, ni impondrá sistema alguno de 
solidaridad ni un monto mínimo para este componente de la pensión. 
Sin embargo, podrá exigirse que los programas sean diseñados para 
conseguir tasas de reemplazo del 50% del salario promedio de toda 
la vida de un trabajador que, junto con la empresa, haga cotizaciones 
en forma regular. Las empresas estarían obligadas a aportar al menos 

2	 De los 12 (o 13) puntos que aportan las empresas, 1,7 puntos aproximadamente se destinan a 
adquirir seguros de invalidez y sobrevivencia. Como se trata de riesgos no asociados al trabajo, 
deberían ser cubiertos, bien sea por el sistema de salud, o por los planes de pensiones voluntarias. 
Si se establece un ingreso básico universal para adultos mayores, el seguro de sobrevivencia para 
este componente de la pensión sería redundante. 
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lo mismo que los trabajadores. Todos los trabajadores serían inscri-
tos de oficio en el programa principal que ofrezca la empresa, pero 
podrían renunciar a la afiliación declarando anualmente por escrito 
que entienden las implicaciones de su decisión (esta es una lección 
aceptada de las teorías de la economía del comportamiento y es ade-
más un mecanismo para corregir las expectativas equivocadas que 
hay actualmente sobre los montos de pensión; véase Thaler y Sustein, 
2009). Por supuesto, los aportes que hagan las empresas al ahorro de 
sus trabajadores serán descontados del impuesto de renta corporativo 
como un costo, similar a como ocurre en la actualidad.

•	 Ingreso básico universal para el adulto mayor en las siguientes condiciones:
•	 Por un monto igual a tres veces la línea de pobreza extrema 

(aproximadamente medio salario mínimo) a partir de los 65 años 
(edad ajustable anualmente en el futuro según los cambios que 
tenga la expectativa de vida de los adultos mayores).

•	 Beneficia a todos los hombres y mujeres mayores de 65 años que 
hayan vivido en el país al menos 30 años (hayan sido empleados 
o no) y que no sean beneficiarios de ninguna pensión subsidiada 
por el Estado.

•	 El ingreso básico universal para el adulto mayor se ajusta anual-
mente según los cálculos de la línea de pobreza extrema del 
Dane, no según el salario mínimo.

•	 Obligación constitucional de pensión igual o superior al salario mínimo. De 
acuerdo con el Acto Legislativo No. 1 de 2005, que adicionó el artículo 
48 de la Constitución, “[n]inguna pensión podrá ser inferior al salario 
mínimo legal mensual vigente. Sin embargo, la ley podrá determinar 
los casos en que se puedan conceder beneficios económicos periódi-
cos inferiores al salario mínimo”. Para estos efectos, el ingreso básico 
universal para el adulto mayor se imputará al valor de las pensiones 
que se obtengan por medio de contribuciones (en los planes del pilar 
contributivo). Cuando la suma del ingreso básico obtenible a los 65 
años y la renta vitalicia obtenible por el pilar contributivo a la edad de 
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retiro sean inferiores a un salario mínimo, el trabajador recibirá el va-
lor acumulado como capital individual en el o los fondo(s) de ahorros 
correspondiente(s).

•	 Tributación de las pensiones. Las pensiones de cualquier fuente pasan a 
constituir “renta líquida gravable” y por consiguiente quedan sujetas 
a las mismas tasas de impuesto (y los mismos topes de rentas exentas) 
que los ingresos laborales.

•	 Tributación de los aportes voluntarios colectivos o individuales. Se mantie-
ne la exención del impuesto de renta para los aportes que hacen las 
personas, siempre y cuando no sobrepasen en el año fiscal el 10% de 
los salarios declarados del aportante.

•	 Institucionalidad. Finalmente, para que la política de pensiones pueda 
orientarse en el futuro por objetivos de largo plazo, se propone que 
la implementación de la reforma se delegue a una nueva autoridad 
técnica, estable y políticamente independiente, que rendiría cuentas 
periódicamente al Congreso. En muchos aspectos sería semejante a 
la junta directiva del Banco de la República, cuya independencia ha 
sido clave para el éxito de la política monetaria y para la estabilidad 
macroeconómica.

Es relevante mencionar que, de los treinta países que privatizaron total 
o parcialmente sus sistemas de pensiones siguiendo el modelo chileno de 
cuentas individuales, dieciocho han dado marcha atrás al menos en parte. 
La tendencia más común ha sido establecer “pilares” complementarios, 
incluyendo un pilar no contributivo de protección básica (que en algu-
nos países es prácticamente universal), uno o dos pilares obligatorios de 
contribución (a regímenes públicos y/o privados) y un pilar voluntario 
de contribuciones individuales a fondos privados de pensiones (Ortiz et 
al., 2018). El sistema que aquí se propone es semejante al holandés, con-
siderado uno de los mejores del mundo (Pensioen Federatie, 2020). En el 
sistema holandés hay tres pilares: un pilar básico de beneficios definidos 
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(financiado parcialmente con recursos del presupuesto nacional), que con-
cede una pensión universal por valor de medio salario mínimo; un segun-
do pilar no obligatorio en forma general, sino basado en programas de 
pensiones de las empresas o sectores, al que contribuyen tanto empresas 
como trabajadores; y un tercer pilar voluntario e individual de capitali-
zación. Un sistema como el holandés o como el aquí propuesto reconoce 
plenamente el derecho de los trabajadores a una pensión digna, que puede 
conseguirse con la suma del ingreso básico universal para mayores y los 
ahorros acumulados en los planes de empresa o en los planes voluntarios 
individuales. Mientras que en la actualidad los trabajadores optan por no 
contribuir, operando como informales –con todos los costos que ello impli-
ca para otros aspectos de su bienestar y para la economía en su conjunto–, 
en el sistema propuesto contribuirían a través del programa de pensiones 
de la empresa, si es el caso, y/o en forma individual al tercer pilar, pero no 
estarían forzados a contribuir si trabajan como independientes o en em-
presas pequeñas que no tienen programa de pensiones.

Cabe observar que las contribuciones obligatorias vinculadas a la nómi-
na solo tienen justificación económica cuando cubren riesgos que resultan 
directamente del trabajo (Levy, 2019). Tal es el caso de las contribuciones 
para riesgos laborales, que seguirían pagándose. No es el caso, en cam-
bio, de las contribuciones para pensiones de que trata esta propuesta, ni 
tampoco de aquellas para la seguridad social en salud, las cajas de com-
pensación y las que aún quedan para el Sena y el ICBF. Todas estas con-
tribuciones obligatorias deberían ser eliminadas, pero si ello no es posible 
por restricciones fiscales, podrían establecerse tasas de aporte progresivas 
para facilitar el empleo formal de los trabajadores de bajos salarios. Ello 
aumentaría el impacto sobre el empleo formal de la reforma de pensiones 
propuesta, como se analiza en el capítulo siguiente.

En la actualidad, las contribuciones para pensiones de Colpensiones se 
destinan, aparte del pago de pensiones, al pago de varias prestaciones no 
relacionadas con riesgos laborales, como son la incapacidad (por más de 
180 días y menos de 540 días) por enfermedad o accidente no relacionado 
con el trabajo, la pensión por invalidez no relacionada con el trabajo y el 
auxilio funerario. Si se consideran justificables, estas prestaciones deberían 
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ser asumidas por el presupuesto de salud y financiadas con impuestos ge-
nerales, precisamente porque no son riesgos relacionados con el trabajo. 
Alternativamente, podrían incluirse entre los servicios que prestan las ca-
jas de compensación.

IV. Cuantificación del impacto fiscal

Como veremos en esta sección, la reforma pensional aquí propuesta dete-
riora los flujos de caja de Colpensiones durante los primeros años, y por 
consiguiente exigiría un aumento de los recaudos tributarios para conte-
ner la deuda pública. Solo una parte menor de esos recaudos adicionales 
vendrían de gravar las pensiones como cualquier otro ingreso laboral.

La reforma afectaría los flujos de caja de Colpensiones por cuatro ca-
nales: (1) reduciría los ingresos por cotizaciones; (2) aumentaría los pagos 
por indemnizaciones sustitutivas; (3) reduciría los pagos de pensiones; y 
(4) generaría un gasto recurrente para el pago del ingreso básico universal 
para los mayores de 65 años.3 Estos cuatro efectos, y su impacto neto sobre 
el flujo de caja de Colpensiones, aparecen en el Gráfico 2.3. Los detalles 
técnicos de los cálculos se resumen en el apéndice. A continuación, se des-
criben brevemente los resultados.

En primer lugar, habría menores ingresos por cotizaciones en forma in-
definida (pues los cálculos son por comparación con el régimen actual). La 
caída de ingresos por cotizaciones pasaría del 0,55% del PIB en el primer 
año de la reforma (2021 en el Gráfico 2.3) al 0,9% del PIB en 2030 y a un 
máximo del 1,05% del PIB en 2040. En segundo lugar, el costo de las mayo-
res indemnizaciones –que ocurriría entre 2031 y 2059 para los trabajadores 
que no se acogen a la opción de seguir cotizando– tendría un costo máxi-
mo inicial del 0,4% del PIB, suponiendo que solo se acoge a esta opción el 
20% de los afiliados actuales de Colpensiones con las edades en que sería 
permitido. Si más afiliados adoptaran esta opción, las indemnizaciones se-

3	 Esta forma de hacer el cálculo no excluye la opción de que los pagos del ingreso básico universal 
para los adultos mayores sean responsabilidad de una entidad pagadora tipo fiduciaria.
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rían menores, pero al costo de tener mayores pensiones en el futuro. El 
tercer efecto en los flujos de caja de Colpensiones sería el menor costo de 
las pensiones, que empezaría a verse diez años después de implementada 
la reforma, es decir, en 2031. Ese año el ahorro sería de solo el 0,1% del PIB, 
pero ascendería en forma continua hasta llegar hacia 2070 a un máximo 
de aproximadamente el 2,8% del PIB. Por supuesto, reducir los pagos de 
pensiones del actual régimen de prima media sería la justificación fiscal de 
la reforma propuesta. Sin embargo, hay que tener en cuenta el costo del in-
greso básico universal para los adultos mayores. En 2021, el primer año de 
su implementación, costaría un 1,9% del PIB, suponiendo que cubre al 75% 
de quienes tienen ya la edad para pensionarse (el resto son los beneficia-
rios actuales de pensiones subsidiadas por el fisco). El costo adicional sería 
de un 1,8% del PIB, puesto que Colombia Mayor ya hace transferencias a 
los adultos mayores pobres por un 0,1% del PIB. De mantenerse en el equi-
valente a tres veces la línea de pobreza extrema actual, el costo del ingreso 
básico llegaría a un máximo del 2,7% del PIB en la década de 2030 y bajaría 
a cerca del 1,8% del PIB en 2060 y a 0,7% del PIB hacia finales de siglo.

Gráfico 2.3. Efectos de la reforma en los flujos de caja de Colpensiones
(% PIB)
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El neto de estos cuatro efectos sobre los flujos de caja de Colpensiones 
tendría forma de V. Habría primero un déficit creciente, que llegaría a un 
máximo del 3,2% del PIB en 2031. A partir de entonces, el déficit se redu-
ciría gradualmente, de modo que desde 2063 el efecto neto sería positivo, 
superando el 1% del PIB desde 2059. Para saber si la reforma produce be-
neficios fiscales en su conjunto y a largo plazo, puede calcularse el valor 
presente neto de los flujos que aparecen en el gráfico, usando como tasa de 
descuento la tasa de interés real esperada (ver Apéndice). Sin considerar el 
costo del ingreso básico para los adultos mayores, el valor presente neto, 
descontando los flujos hasta 2059, es prácticamente cero, y descontándolos 
más allá es siempre positivo en forma creciente. Es decir, se trata de un 
proyecto rentable desde el punto de vista fiscal, si se adopta un horizonte 
de análisis de por lo menos 38 años (a partir de 2021). Ahora bien, si se con-
sidera además la renta básica para los adultos mayores, el valor presente 
es negativo, aunque cada vez más pequeño, incluso más allá de 2100 (el 
horizonte máximo de análisis en nuestros ejercicios). Este análisis implica 
que la reforma propuesta solo tiene viabilidad fiscal si viene acompañada 
de una reforma tributaria que genere los recursos adicionales para cubrir 
el impacto que tendría sobre los flujos de caja de Colpensiones, ya que de 
otra forma elevaría en forma insostenible la deuda pública, especialmente 
cuando se tiene en cuenta el costo del ingreso básico universal para los 
adultos mayores.

Es importante tener en cuenta que estos cálculos solo cubren los flujos 
de caja de Colpensiones, asumiendo que esta entidad se haría cargo del 
pago del ingreso básico universal para mayores. Es de suponer, sin embar-
go, que este programa le permitiría al Gobierno desmontar otras ayudas 
para los adultos mayores, en particular las del programa Colombia Mayor 
–si bien su costo actual es muy bajo (0,1% del PIB), posiblemente aumenta-
ría si no se hace una reforma pensional estructural que beneficie a los adul-
tos mayores en situación de pobreza–. También debe mencionarse que los 
cálculos de flujos de caja de Colpensiones ignoran el efecto que tendría la 
reforma aquí propuesta en el programa de los BEP (beneficios económicos 
periódicos). Aunque los desembolsos de este programa son insignifican-
tes (0,001% del PIB, sin incluir costos administrativos), podrían aumentar 
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de forma importante tanto si no hay reforma, como en otras opciones de 
reforma. Finalmente, los resultados presentados no tienen en cuenta los in-
gresos tributarios adicionales que habría al incluir las pensiones como par-
te de la renta líquida gravable de las personas, y al dejar de excluir de los 
ingresos gravables los aportes por encima de cierto tope. Según el capítulo 
4, que analiza el impuesto de renta a las personas, el recaudo adicional, si 
se gravan las pensiones como cualquier otro ingreso, sería de un 0,17% del 
PIB, y si se eliminan las exenciones a los aportes voluntarios a las AFP sería 
de un 0,09% del PIB. Por consiguiente, estas fuentes financiarían solo una 
pequeña parte del mayor déficit de caja de Colpensiones.

V. Efectos de la reforma en los ingresos de los trabajadores, el PIB 
y el empleo formal

El efecto de la reforma propuesta en los ingresos de los trabajadores (que 
no quedan en el régimen de transición) tiene tres componentes. Primero, 
durante su vida laboral, los trabajadores tendrían un salario real disponi-
ble más alto que antes de la reforma, puesto que recibirían una parte de los 
16 puntos que cuestan actualmente las contribuciones (cuatro a cargo del 
trabajador, 12-13 a cargo de la empresa). Como se mencionó, suponemos 
que, como resultado de las negociaciones entre empresas y trabajadores, 
esos 16-17 puntos se dividen por mitades entre unos y otros. Suponemos 
también que, en las empresas que se acojan a los programas de pensiones 
de las AFP u otras entidades, las contribuciones se dividen por mitades. 
Por consiguiente, los trabajadores de estas empresas no verían ningún 
cambio en su salario real disponible. Segundo, al llegar a la edad de pen-
sión, los trabajadores de empresas sin programa de pensiones dejarían de 
recibir la pensión que habrían obtenido en el régimen actual. Tercero, todos 
los trabajadores –excepto los del régimen de transición– reciben el ingre-
so básico universal para adultos mayores, independientemente de si han 
participado o no en programas de pensiones privados. Sin aplicar ninguna 
tasa de descuento, la suma acumulada a través del tiempo de los tres efec-
tos es negativa debido a los menores pagos de pensiones en el régimen de 
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prima media: de ahí proviene el ahorro fiscal cuantificado arriba a partir 
de 2063. Obviamente, el efecto negativo es mayor para las pensiones más 
subsidiadas en la actualidad. En cambio, sería positivo para los trabajado-
res de bajos ingresos que no hayan reunido las condiciones para recibir la 
pensión mínima en el régimen de prima media.4

En el corto plazo, el principal efecto de la reforma en el PIB se daría a 
través del aumento de la demanda agregada, debido, por un lado, al ma-
yor ingreso real disponible de los trabajadores que no quedan en el régi-
men de transición y, por otro, al ingreso básico universal para los adultos 
mayores. A continuación intentamos cuantificar estos efectos en el PIB y su 
consiguiente impacto en el empleo.

Cada punto porcentual de aumento del salario real disponible de los 
trabajadores formales menores de 52 años, si son hombres, y de 47 si son 
mujeres, equivale al 0,09% del PIB. Suponemos que, dependiendo del sa-
lario de los trabajadores, entre un 30% y un 80% de su mayor ingreso dis-
ponible sigue destinándose a ahorros financieros para la vejez –en progra-
mas de ahorro de las empresas– y que el gasto –en bienes de consumo o 
inversión– al que se destinaría el resto tiene un multiplicador de demanda 
de 1,15 (Ramey, 2011)5. Como resultado, por cada punto de aumento del 
salario real disponible de dichos trabajadores, el PIB aumentaría aproxi-
madamente un 0,06%. Suponiendo una elasticidad del empleo formal con 
respecto al PIB de 0,7, por cada punto de aumento del salario disponible el 
empleo aumentaría en 2.900 personas. Por consiguiente, los 8-8,5 puntos 
de aumento darían lugar a un crecimiento del PIB del 0,5% y del empleo 
formal de unas 23.000 personas. Nótese que este efecto duraría mientras la 
demanda agregada se encuentra por debajo del PIB potencial (estos mis-

4	 La reforma puede tener efectos menores en la decisión del trabajador formal de convertirse en 
independiente, como efecto de que el valor presente de todos sus ingresos puede ser mayor como 
independiente que como informal, y suponiendo que como informal puede recibir parte del me-
nor costo laboral que beneficia a la empresa.

5	 El metaestudio de Ramey (2011) revisa todos los cálculos de multiplicadores del gasto público 
en Estados Unidos durante la Gran Recesión a partir de 2008. Concluye que el multiplicador está 
en el rango entre 0,8 y 1,5 (el punto medio es 1,15). Este multiplicador supone que los impuestos 
distorsionantes para financiar ese gasto no aumentan.
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mos cálculos se explican e incorporan en los resultados de la reforma labo-
ral en el capítulo 3 de este libro).

Por su parte, el ingreso básico universal para los adultos mayores tiene 
un costo inicial equivalente a un 1,9% del PIB, como ya lo mencionamos 
(o a un 1,8% del PIB, descontando el costo actual de Colombia Mayor). En 
este caso, es razonable suponer que la totalidad se gasta. Con el mismo 
supuesto de multiplicador, eso implica un aumento del PIB del 2,1% y, 
con la misma elasticidad del empleo formal respecto al PIB de 0,7, implica 
aproximadamente 168.000 empleos formales adicionales.

Para recapitular, los dos efectos de demanda agregada elevan el PIB en 
el corto plazo en 2,6% y el empleo formal en unos 191.000 empleos aproxi-
madamente. Estos efectos se mantendrían mientras la demanda agregada 
siga estando por debajo del PIB potencial.

La reforma pensional propuesta elevaría además el empleo formal de 
forma permanente, porque induciría a las empresas de todos los tama-
ños a ocupar más trabajadores formales y a reducir el empleo informal 
(esto debido al menor costo del empleo formal con respecto al informal 
y al capital). En otras palabras, elevaría la tasa de empleo formal. Para 
dimensionar la magnitud del impacto sobre la tasa de empleo formal, vale 
la pena referirse al efecto de la reforma de 2012 (Ley 1607), que sustituyó 
por impuestos sobre la renta de las sociedades las contribuciones a cargo 
de las empresas para el Sena (2 puntos), el ICBF (3 puntos) y el sistema 
de salud (8,5 puntos) para trabajadores con salarios de hasta diez salarios 
mínimos. Estas medidas aumentaron en 3,5 puntos porcentuales la proba-
bilidad de que los trabajadores de menos de diez salarios mínimos infor-
males o desempleados pasaran a la formalidad (Kugler, Kugler y Herrera 
Prada, 2017). Suponiendo que el abaratamiento del empleo formal para 
las empresas debido a la reforma pensional fuera de 7,2 puntos, que co-
rresponden a cerca de la mitad del abaratamiento por la reforma de 2012, 
aumentaría en aproximadamente 1,8 puntos porcentuales la probabilidad 
de que los trabajadores por debajo de las edades de corte (52 años para 
hombres y 47 para mujeres) pasaran de la informalidad o el desempleo a la 
formalidad. Sin embargo, en forma consistente con el análisis de demanda, 
suponemos que los planes de ahorro de las empresas se adquieren según 
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las propensiones al ahorro por nivel de salario mencionadas arriba. Como 
resultado, los costos laborales solo se reducen aproximadamente la mitad 
y la creación resultante de empleo formal es de aproximadamente 76.000 
personas (en el capítulo 3 de reforma laboral se explica en más detalle este 
tipo de cálculo). Se trata de un efecto permanente, dada la naturaleza del 
cambio en el costo laboral para las empresas.

Para resumir, agregando el efecto en el empleo por la vía de la demanda 
agregada (191.000) y por la de la composición del empleo (76.000), la refor-
ma pensional estaría en capacidad de aumentar el empleo formal en unas 
267.000 personas, que equivalen a 2,5% del empleo formal en 2019.

Por supuesto, las medidas que aquí se proponen podrían reducir inicial-
mente el ahorro financiero acumulado en las AFP, pero disminuirían aún 
más las contingencias fiscales por la garantía estatal de pagar una pensión 
mínima a quienes cumplen con las semanas cotizadas y por los subsidios 
que se pagan a las pensiones superiores al mínimo de Colpensiones. Con 
un sólido crecimiento del empleo y la economía, el ahorro financiero total 
crecería más sólidamente en el mediano plazo que manteniendo el actual 
sistema de impuestos implícitos a través del ahorro pensional a los trabaja-
dores formales. El sistema de planes flexibles permitiría que las AFP sigan 
funcionando, pero liberadas de las numerosas restricciones que impiden 
mejorar y diversificar los servicios financieros asociados al ahorro de largo 
plazo para la vejez, cosa que ahora no es posible porque el Estado intervie-
ne minuciosamente en muchos aspectos del negocio pensional, toda vez 
que este negocio resulta de una obligación impuesta a los trabajadores.

Se argumenta a menudo que las contribuciones obligatorias para pen-
siones para todos los trabajadores son necesarias para fomentar la cultura 
del ahorro. Este argumento desconoce que la mayoría de las familias de 
clase media hacen esfuerzos de ahorro considerables para adquirir, mejo-
rar o autoconstruir sus viviendas y para establecer y ampliar los millones 
de microempresas que hay en el país. De igual forma, ignora los esfuerzos 
de ahorro que hacen las clases altas en la educación de sus hijos y en nu-
merosas inversiones, especialmente de inmuebles. El poco éxito que han 
tenido las políticas que buscan desarrollar un hábito de ahorro financiero a 
base de contribuciones obligatorias que no diferencian por tipo de traba-
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jadores ni ofrecen ninguna flexibilidad es más bien evidencia de que estas 
imposiciones no responden a las necesidades y expectativas del grueso 
de los trabajadores y de que no ofrecen rentabilidades efectivas atractivas 
sobre los fondos realmente aportados, pues de los 16 puntos de cotización, 
tres se destinan a comisiones y seguros y 1,5 puntos al Fondo de Garantía 
de Pensión Mínima.6

Como lo sugiere la experiencia holandesa, cuando las empresas tienen 
libertad para adquirir o estructurar sus propios programas de pensiones, 
es más factible que haya más competencia entre las entidades proveedo-
ras, que los rendimientos sean más atractivos y que, como resultado, un 
porcentaje elevado de trabajadores quede cubierto por dichos programas.

VI. Los regímenes especiales del sector público

Una parte sustancial del déficit pensional se debe a los regímenes espe-
ciales del sector público. Según Bernal et al. (2017), el costo fiscal de estos 
regímenes equivale al 2,3% del PIB. Si bien la mayoría de estos regímenes 
está en proceso de marchitamiento, una parte corresponde a los regímenes 
especiales que aún subsisten para los maestros y los militares.

En el caso de los maestros cubiertos por el estatuto docente del año 2002 
(Ley 1278), la edad de pensión tanto para hombres como para mujeres es 
57 años. Bernal et al. (2017) han recomendado que, para los hombres, la 
edad sea 62 años, como en el régimen general. Además, que la administra-
ción de los pasivos pensionales y los flujos de contribuciones y pagos de 
pensiones de los maestros pase del Fondo del Magisterio, que administra 
el Ministerio de Hacienda, a Colpensiones.

Para las Fuerzas Armadas, la pensión se concede, independientemente 
de la edad, con un tiempo de servicio de 20 años en caso de retiro forzoso 
y de 25 años por retiro voluntario, y con tasas de reemplazo entre un 50 
y un 95% del sueldo básico más ‘haberes’ (primas, sobresueldos y subsi-

6	 La reducción del rendimiento por los seguros, comisiones y Fondo de Garantía de Pensión Mínima 
se sitúa entre 1,4 y 3 puntos porcentuales en los distintos escenarios analizados en Lora (2018).
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dios). Las Fuerzas Armadas hacen un aporte efectivo sobre la base total 
(incluyendo ‘haberes’) del 5%, que es insuficiente para cubrir el costo de 
las pensiones. Bernal et al. (2017) han recomendado que la tasa de cotiza-
ción se eleve para reflejar el costo actuarial de las pensiones. No es viable 
proponer reformas paramétricas más precisas, como se haría en los regí-
menes pensionales ordinarios, porque las proyecciones de la estructura 
demográfica y los riesgos de los militares activos, reservistas y retirados 
interactúan con factores complejos de tecnología militar. Una reforma de 
este régimen especial debe hacerse después de un estudio pormenorizado 
de esos factores, con la participación de especialistas en el sector militar.
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VIII. Anexo: Cálculo del efecto de la reforma en los flujos de caja 
de Colpensiones

La información básica utilizada fue la siguiente:
•	 Valor de las cotizaciones y número de personas cotizantes de Colpen-

siones en 2019 por edad simple y sexo (fuente: Presidencia de Colpen-
siones).

•	 Tasas de mortalidad por edad simple y sexo (fuente: Superintenden-
cia de Sociedades).

•	 Tasa de reemplazo del salario base de cotización de los últimos diez 
años: 65%.

•	 Número de mesadas anuales: trece.
•	 Edades de jubilación: 62 años para hombres y 57 para mujeres.
•	 Se supone que el 20% de los cotizantes actuales de Colpensiones, que 

por edad tienen esa posibilidad, se acogen a la opción de cotizar el 
25% del salario.

•	 Tasa de crecimiento del salario mínimo real: 1,5% anual.
•	 Tasa de crecimiento del salario real promedio: 2,5% anual para hom-

bres, 2% para mujeres.
•	 Proyecciones de población por edad y sexo del Dane hasta 2070 y de 

las Naciones Unidas hasta 2100.
•	 Monto del ingreso básico universal mensual para mayores de 57 años 

(mujeres) y 62 años (hombres): $137.350 (a precios de 2019), que equi-
valen a la línea de pobreza extrema según la nueva metodología del 
Dane. El ingreso básico universal se pagaría en trece mesadas anuales.

•	 Cobertura del ingreso básico universal: hasta 2030, el 75% de las mu-
jeres de 57 años o más, y de los hombres de 62 años o más; entre 2031 y 
2050 aumenta un punto porcentual por año hasta llegar a un máximo 
del 95%.

•	 Valores del PIB real (a precios de 2019) proyectados hasta 2100: se 
supone que el PIB cae 6,5 a 8% en 2020, sube 4,4 a 5% en 2021, 3,7% en 
2022, 3,6% en 2023 y 3,5% anual en adelante, según las proyecciones 
de Fedesarrollo a diciembre 10 de 2020.
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•	 Tasa real de interés de la deuda pública: se calcula a partir de las pro-
yecciones de Fedesarrollo de la tasa nominal de interés y de la tasa de 
inflación, como sigue:
•	 Tasa de interés nominal: 5,9% en 2021, 5,5% en 2022 y 5,8% en 

adelante.
•	 Inflación: 1,3% en 2020 y 3% en adelante.

Para calcular las indemnizaciones, se supone que los saldos acumula-
dos iniciales corresponden al valor acumulado del promedio observado de 
las cotizaciones de cada grupo de edad simple y sexo en 2019 hasta llegar a 
la edad de cada grupo. A partir de 2020 se asume que los saldos tienen un 
rendimiento del 1,5% anual, que es la tasa de aumento del salario mínimo 
real.

Para el cómputo de las cotizaciones futuras, se supone que el número 
de afiliados de Colpensiones (en todos los grupos de edad simple y sexo) 
aumenta cada año en un 1%.

Para calcular las pensiones se asume también que aumentan con el sala-
rio mínimo real. Se supone, además, que todos los afiliados de Colpensio-
nes que llegan a la edad de jubilación se pensionan.

No se tuvieron en cuenta las menores cotizaciones ni pensiones que 
resultan de imponer un máximo de cinco salarios mínimos a los afiliados 
actuales de Colpensiones que, por edad, pueden acogerse a la opción tran-
sitoria de cotizar el 25% de su salario hasta llegar a la edad de pensión. En 
los cálculos tampoco se incluyen los menores pagos por el desmonte del 
programa BEP. Finalmente, los cálculos no tienen en cuenta los posibles 
traslados de afiliados de las AFP a Colpensiones, que serían una fuente de 
financiación de corto plazo, con un alto costo contingente.

Todo lo anterior se refiere, exclusivamente, a los flujos de caja de Col-
pensiones. Están, además, los efectos que tendría gravar las pensiones y/o 
los aportes voluntarios a las AFP en el recaudo tributario. Otros posibles 
efectos fiscales de la reforma que no se tuvieron en cuenta son los menores 
ingresos al eliminarse los aportes al Fondo de Garantía de Pensión Míni-
ma y los menores costos por eliminar la garantía de pensión mínima en 
las AFP.





III. CÓMO REFORMAR EL SALARIO MÍNIMO Y LAS CON-
TRIBUCIONES LABORALES

Eduardo Lora

I. Introducción

Numerosos estudios encuentran que los altos costos laborales contribu-
yen a explicar las altas tasas de autoempleo, informalidad y desempleo 
que caracterizan el mercado laboral colombiano. Hay un claro consenso 
en que los aportes obligatorios para seguridad social y para el financia-
miento de servicios sociales generan informalidad cuando los trabajadores 
valoran por menos del costo de sus aportes los beneficios que esperan ob-
tener (Camacho et al., 2014; Cuesta y Olivera, 2014; Kugler y Kugler, 2009; 
Kugler et al., 2017). Los aportes obligatorios –por parte de los trabajadores 
o las empresas que los contratan– solo son justificables, según criterios de 
eficiencia económica, cuando se destinan a cubrir riesgos que resultan di-
rectamente de la actividad laboral (por ejemplo, riesgos profesionales o 
de desempleo; Levy, 2020). Por consiguiente, los aportes obligatorios para 
pensiones (ver capítulo 2), para el sistema de salud y para las cajas de com-
pensación incentivan la informalidad.

Hay menor consenso en la literatura académica internacional en rela-
ción con el impacto del salario mínimo. Un reciente meta-estudio de las 
investigaciones para economías emergentes concluye que hay poca evi-
dencia de que un mayor salario mínimo afecte el empleo total o el empleo 
formal (Broecke et al., 2017). Sin embargo, diversos estudios sobre Colom-
bia sugieren que el salario mínimo tiene efectos negativos en los empleos, 
especialmente de los trabajadores que ganan cerca del salario mínimo 
(Maloney y Núñez, 2000; Mora y Muro, 2019; Núñez y Bonilla, 2001; Pérez, 
2020). También hay evidencia, en el caso colombiano, de que los aumen-
tos en el salario mínimo inducen mayor informalidad (Arango et al., 2020; 
Mondragón et al., 2010).

Este capítulo está organizado como sigue. La sección 2 se ocupa de las 
propuestas de ajustes al salario mínimo. Allí se explica la propuesta de 
ajustar por una sola vez el salario mínimo para trasladar parcialmente a los 
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trabajadores de bajos ingresos las reducciones en los aportes a la nómina. 
En la sección 3 se desarrolla en mayor detalle la propuesta de cambiar la 
tasa de contribución para salud del 4% del salario a cargo de los trabaja-
dores por una tasa progresiva que arranca en cero para los trabajadores 
de salario mínimo y llega hasta un 9% para los trabajadores de mayores 
salarios. En la sección 4 se hace un análisis semejante de los aportes a las 
cajas de compensación y se discuten otras posibilidades de reforma de es-
tas entidades. En la sección 5 se resume la propuesta de reforma de las 
contribuciones en materia pensional que se analiza en el capítulo 2. En la 
sección 6 se resume el conjunto de cambios propuestos y se intenta cuan-
tificar sus impactos laborales. En una sección final se mencionan otras re-
formas al código laboral y se analizan brevemente algunos aspectos de su 
implementación.

II. Propuestas de reforma del salario mínimo

Empezamos por resumir las principales propuestas que se han hecho en 
el pasado para cambiar el sistema de ajustes anuales del salario mínimo y 
para diferenciar el salario mínimo por regiones o por grupos de trabajado-
res. Luego hacemos nuestras propias propuestas, que complementan las 
anteriores. Por un lado, proponemos que el salario mínimo no se utilice 
en adelante como referente para políticas sociales en áreas diferentes a la 
remuneración laboral. Y por otro, y más importante, proponemos una for-
ma de elevar el salario disponible de los trabajadores de bajos ingresos sin 
subir los costos laborales para las empresas.

Cambios al sistema de ajustes del salario mínimo

El método de ajuste anual del salario mínimo consiste en negociar cada 
diciembre en la Comisión de Concertación de Políticas Salariales y Labo-
rales el ajuste nominal para el año siguiente, que no puede ser inferior a 
la inflación del año anterior. El principal criterio que usa el Gobierno para 
proponer cuánto se ajusta el salario nominal por encima de la inflación es 
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el comportamiento reciente de la productividad laboral, que en ocasiones 
se interpreta como la productividad laboral media de todos los trabajado-
res y en ocasiones como la productividad total de los factores de toda la 
economía. Anif propone que el ajuste se rija estrictamente por el aumen-
to observado en la productividad laboral (Clavijo et al., 2018). El Consejo 
Privado de Competitividad (2020, p. 258) propone “un nuevo mecanismo 
institucional para la fijación del salario mínimo, lo cual requeriría modifi-
caciones al CST y a la Ley 278 de 1996. Este mecanismo debe garantizar, 
como mínimo, (i) que el incremento anual al salario mínimo no supere la 
suma de la inflación y el cálculo oficial de crecimiento de la productividad 
laboral, y (ii) blindar el esquema de fijación de consideraciones políticas y 
fortalecerlo técnicamente, empleando criterios relacionados con la distri-
bución del ingreso, la evolución de los precios, y las diferencias regionales 
y sectoriales de productividad”.

Diferenciación del salario mínimo por regiones y por grupos de 
trabajadores

Puesto que el salario mínimo en relación con el salario promedio es más 
elevado en las ciudades donde son más bajos el ingreso per cápita y la 
productividad laboral media, Arango y Flórez (2017) proponen, con el fin 
de estimular el empleo formal, que los ajustes futuros del salario mínimo 
sean diferenciales. Las ciudades se clasificarían en cuatro grupos, según la 
tasa de informalidad. A partir del salario mínimo inicial común, los ajus-
tes reales durante varios años en los grupos de ciudades organizados se-
gún su tasa de informalidad serían 70%, 50% y 30% de los ajustes en el 
grupo de menor informalidad. Por consiguiente, la diferenciación salarial 
se produciría muy gradualmente: por ejemplo, si el ajuste del grupo 1 es 
1,4% (como ha sido el crecimiento real promedio del salario mínimo en 
este siglo), al cabo de diez años la diferenciación salarial sería apenas de 
4,1%, 6,7% y 9,3% en los grupos 2, 3 y 4. También se ha propuesto que la 
remuneración para los menores de 26 años en condición de aprendices sea 
del 75% del salario mínimo (Clavijo et al., 2018).
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Desvinculación de los aportes y los gastos sociales atados al salario 
mínimo

El salario mínimo es la base para calcular los aportes mínimos para la se-
guridad social y para definir a los beneficiarios de varios gastos sociales, 
como se resume a continuación.

Los aportes para pensiones, cajas de compensación, régimen contribu-
tivo de salud y riesgos laborales (ARL) no pueden ser inferiores a lo que 
corresponde a un salario mínimo, incluso si el trabajador, sea asalariado o 
independiente, gana por debajo del mínimo. Como resultado, las contribu-
ciones para estos regímenes tienen una estructura eminentemente regresi-
va, ya que, como proporción de la remuneración, son mayores para quie-
nes ganan por debajo del salario mínimo que para los demás trabajadores.

En el sistema de pensiones, ninguna pensión puede estar por debajo del 
salario mínimo. En este caso se trata de una norma constitucional (modifi-
cada por el Acto Legislativo No. 1 de 2005, que establece que “la ley podrá 
determinar los casos en que se puedan conceder beneficios económicos 
periódicos inferiores al salario mínimo”). También están atados al salario 
mínimo las cuotas moderadoras y los copagos del régimen contributivo 
en salud, ya que hay tres niveles cuyos umbrales se definen en salarios 
mínimos (el nivel I va hasta dos salarios mínimos, el II de dos a cinco, y el 
III desde cinco salarios mínimos).

Los subsidios cuyo acceso depende del salario mínimo incluyen el sub-
sidio de vivienda, los subsidios en servicios, el subsidio en especie y la 
cuota monetaria de las cajas de compensación familiar.

La propuesta en esta materia consiste, sencillamente, en desvincular del 
salario mínimo todos estos aportes y transferencias sociales, así como cual-
quier otro monto establecido por el Gobierno o por las autoridades nacio-
nales o subnacionales (sean multas, peajes, etcétera). En lugar del salario 
mínimo, que por definición es una variable sujeta a negociaciones y pug-
nas distributivas, se propone que, cuando sea necesario para establecer 
gastos sociales o umbrales de acceso a subsidios, se adopte una variable de 
valor real contante definida con criterios estrictamente técnicos, sea la línea 
de pobreza (extrema o moderada), la unidad de valor real (UVR) o la uni-
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dad de valor tributario (UVT). Esto liberaría las negociaciones del salario 
mínimo de consideraciones fiscales o administrativas que pueden sesgar 
la posición del Gobierno. Como veremos más adelante, también propone-
mos que se eliminen las contribuciones de todo tipo para los trabajadores 
asalariados o independientes que ganan hasta un salario mínimo.

Propuesta de aumentar el salario mínimo reduciendo los aportes de 
seguridad social de los trabajadores de bajos salarios

Las negociaciones anuales del salario mínimo son un “juego de suma cero” 
entre las empresas y los trabajadores, en las que el Gobierno juega el papel 
de conciliador. Por naturaleza, estas negociaciones son fuente de frustra-
ción para todas las partes. En un contexto de pérdida de los ingresos de los 
trabajadores y de caída de las ventas de las empresas debido a la pande-
mia, es posible pensar en un alivio a esta situación, si se hacen cambios en 
los sistemas de aportes de seguridad social en forma coordinada con otras 
propuestas de reforma que hacemos en este estudio.

La propuesta consiste en que el salario mínimo disponible se eleve en 
la mitad del monto que se ahorrarían los mismos trabajadores y las em-
presas por tres tipos de contribuciones a la seguridad social que podrían 
reformarse: las contribuciones al régimen de salud contributivo, las contri-
buciones a las cajas de compensación y las contribuciones para pensiones. 
La justificación de esta reforma es múltiple: (1) reduciría el incentivo que 
tienen actualmente los trabajadores de bajos ingresos para trabajar como 
informales y evadir así esos pagos; (2) aumentaría sustancialmente los in-
gresos reales y el poder de compra de los trabajadores formales; (3) mejo-
raría la distribución del ingreso entre los trabajadores formales; (4) incen-
tivaría a las empresas a ocupar más trabajadores de baja calificación; y (5) 
sería un estímulo para los sectores intensivos en este tipo de trabajadores. 
Todos estos efectos serían permanentes. Aunque algunos de los compo-
nentes de esta reforma podrían tener costo fiscal, este sería cubierto en 
parte con reformas al impuesto de renta personal y en parte con los efectos 
fiscales favorables de la formalización sobre el recaudo tributario.
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Los trabajadores aportan en la actualidad un 4% para seguridad social 
en salud y un 4% para pensiones; las empresas, por su parte, aportan un 
4% para las cajas de compensación y un 12% para pensiones (y un punto 
más en el caso de los salarios de más de cuatro salarios mínimos).1 Si se 
adoptan conjuntamente las tres reformas que se proponen en este capítu-
lo, podría elevarse en un 4% el salario mínimo (o concederse un auxilio 
equivalente). Como los trabajadores de salario mínimo dejarían de pagar 
los aportes actuales, su salario disponible aumentaría un 13%. Y como las 
empresas tampoco pagarían los aportes actuales por estos trabajadores, 
habría una reducción del 10% en el costo laboral de los trabajadores de 
salario mínimo. Sin embargo, una parte de ambas reducciones podría des-
tinarse a los planes de ahorro para la vejez que las empresas que no están 
inscritas en el Régimen Simple de Tributación acuerden con sus trabaja-
dores (exceptuados aquellos trabajadores que opten expresamente por no 
acogerse a dichos planes). En las secciones que siguen se describen por 
tipo de aporte los componentes de la reforma y sus principales efectos por 
niveles de salarios por encima del mínimo.

III. Contribuciones al sistema de salud

Las contribuciones para el sistema contributivo de salud difieren nota-
blemente por tipo de trabajador. Para los trabajadores independientes, 
los aportes al régimen contributivo de salud son el 12,5% del 40% de sus 
ingresos, con un mínimo de un salario mínimo. Para los empleados en 
microempresas de menos de dos trabajadores, o que hacen parte del lla-
mado régimen tributario especial –en su mayoría empresas o instituciones 
de salud, educación, ONG y fundaciones sin ánimo de lucro–, el aporte 
es 8,5% a cargo del empleador y 4% a cargo del trabajador, para una tasa 

1	 Las empresas aportan además un punto del salario para aseguramiento de riesgos laborales. Este 
aporte no cambiaría, ya que se justifica en el hecho de que cubre un riesgo asociado al trabajo. Por 
otro lado, en virtud del Decreto 1174 de 2020 que estableció el piso de protección social, desde 
febrero de 2021 las empresas están obligadas a aportar el 15% del salario pagado a trabajadores de 
dedicación parcial que ganan por debajo del salario mínimo (14 puntos para los BEP y uno para 
riesgos laborales). 
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efectiva de 12,5%. Y para los trabajadores en las empresas de dos o más 
trabajadores, los aportes son de un 4% a cargo del trabajador hasta diez 
salarios mínimos. Antes de la reforma de 2012, las empresas aportaban, 
además, un 8,5% del salario, pero ahora este aporte solo aplica para los 
salarios de más de diez salarios mínimos (en las empresas declarantes de 
impuesto a la renta2). El ingreso base de todos estos aportes es el salario 
con un tope máximo de 25 salarios mínimos. El total de las contribuciones 
de los trabajadores para el sistema de salud en 2019 fue de 22,9 billones de 
pesos. El Gobierno hizo además transferencias por un valor de 7,3 billones 
de pesos para financiar el régimen contributivo.

Puesto que, además, no hay contribuciones en el régimen subsidiado 
–que en principio se focaliza en los puntajes más bajos del Sisbén–, el re-
sultado es un sistema de aportes difícil de administrar que incentiva a los 
trabajadores de menores ingresos a escoger el régimen de salud en forma 
estratégica y que, como resultado, induce informalidad. La propuesta bus-
ca resolver estos problemas. Idealmente, la totalidad de los costos de la 
seguridad social en salud debería ser cubierta con impuestos generales, 
no con contribuciones sobre el trabajo. Sin embargo, esto no es factible por 
limitaciones fiscales y por la reducida base de contribuyentes en el im-
puesto de la renta de las personas. Reconociendo esto, nuestra propuesta 
busca minimizar el impacto que tienen las contribuciones laborales sobre 
la decisión de los trabajadores de operar como informales.

Se propone que la tasa de aporte a cargo de los trabajadores asalariados 
o independientes sea cero, si ganan hasta un salario mínimo o menos, y 
que a partir de ese nivel de remuneración sea creciente hasta un máximo 
que se aproximaría a un 9% para los trabajadores que ganan 25 salarios 
mínimos. La fórmula sería:

𝑡𝑡𝑡𝑡𝑡𝑡𝑡𝑡 = (1 − 𝑠𝑠𝑠𝑠𝑠𝑠𝑠𝑠𝑠𝑠𝑠𝑠𝑠𝑠 𝑚𝑚í𝑛𝑛𝑛𝑛𝑛𝑛𝑛𝑛
𝑠𝑠𝑠𝑠𝑠𝑠𝑠𝑠𝑠𝑠𝑠𝑠𝑠𝑠 ) × 9%

2	 Puesto que, estrictamente, la reforma no eliminó los aportes, sino que exoneró de estos a las perso-
nas jurídicas declarantes y contribuyentes del impuesto de renta. 
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Esta fórmula ha sido calculada para que la tasa promedio de contribución 
de todos los trabajadores en el régimen contributivo siga siendo aproxima-
damente de un 4%, pero que sea progresiva, como se aprecia en la Tabla 
3.1. Así, los trabajadores con salarios de hasta 1,25 salarios mínimos paga-
rían en promedio una tasa de solo el 0,38%, los que ganan entre 2,5 y cuatro 
salarios mínimos tendrían una tasa promedio del 6,25% y quienes ganan 
más de diez salarios mínimos pagarían una tasa del 8,51%. La reforma, por 
consiguiente, no tendría costo fiscal. Seguiría sin cambio el aporte del 8,5% 
de las empresas para los trabajadores de más de diez salarios mínimos. La 
fórmula propuesta aplicaría también a los trabajadores independientes, lo 
que implicaría que los independientes de salario mínimo quedarían implí-
citamente “formalizados”, pues no estarían evadiendo ninguna obligación 
de contribución. De igual forma aplicaría a los pensionados (la mayoría de 
los cuales reciben un salario mínimo de pensión, y por lo tanto no tendrían 
que pagar contribución).

Tabla 3.1. Tasas de aporte actuales y propuestas en el régimen de salud contributivo

Rango de 
salarios 
(veces el 
salario 

mínimo)

Número de 
afiliados

Salario 
mensual 

promedio 
($)

Tasa de aportes del 
trabajador (%)

Cambio en 
el salario 

disponible 
del 

trabajador** 
(%)

Cambio 
en el costo 

laboral 
para la 

empresa** 
(%)

Actualmen-
te Propuesta

Hasta 1,25 6.423.512 812.121 4,0 0,38 1,66 -2,04

Entre 1,25 
y 2,5 2.965.175 1.408.011 4,0 3,71 -0,88 -1,18

Entre 2,5 y 4 685.801 2.624.667 4,0 6,16 -2,86 -0,63

Entre 4 y 10 547.498 4.779.320 4,0 7,42 -3,90 -0,35

Más de 10 112.968 12.909.215 4,0* 8,46 -4,77 -0,13

Total 10.734.955 1.422.145 4,0 3,95 -1,11 -1,16

Fuente: Cálculos propios con información de la GEIH del Dane de 2019. La estructura salarial es la de todos los trabajadores 
en el régimen contributivo.
Notas: *4 puntos a cargo del trabajador y 8,5 puntos a cargo de la empresa, hasta una base de cotización de 25 salarios míni-
mos. **Con respecto al salario básico. Todos los salarios mensuales antes de aportes bajan $16.562, que corresponden al 2% 
del salario mínimo de 2019.
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Se propone, además, que los empleados de salario mínimo reciban dos 
puntos de los cuatro que actualmente aportan al sistema y que los otros 
dos puntos sean menores costos para las empresas. Esto significa que el sa-
lario mínimo antes de aportes para salud será un 2% menor, mientras que 
el salario disponible para quienes ganan un salario mínimo será un 2% ma-
yor. En la tabla se aprecia cuánto cambiarían los ingresos disponibles para 
los trabajadores y los costos laborales para las empresas según los distintos 
rangos de salarios. Para hacer estos cálculos se ha supuesto que el monto 
absoluto de la reducción del salario mínimo antes de aportes es el mismo 
para todos los trabajadores. Es imposible precisar cuánto de la reducción 
del mínimo pasaría a salarios por encima del mínimo –cosa que escapa 
al ámbito de la legislación laboral–, pero los estudios concluyen que los 
cambios porcentuales en el salario mínimo afectan también los salarios por 
encima del mínimo, aunque en forma cada vez más tenue entre mayores 
sean (Arango y Pachón, 2004; Maloney y Núñez, 2000). El supuesto que 
hemos adoptado es una forma sencilla de incorporar este efecto.

Por lo anterior, el menor costo laboral para las empresas se debe total-
mente a la reducción del salario mínimo antes de aportes. Puesto que el 
efecto es más pronunciado en los salarios más cercanos al mínimo, habría 
un aliciente para que las empresas contraten más trabajadores de baja ca-
lificación. Este efecto beneficiaría más a los sectores intensivos en este tipo 
de trabajadores. Aunque caería el salario disponible de quienes ganan más 
de dos salarios mínimos, no estarían subsidiando a los que ganan menos, 
sino que ellos estarían recibiendo menos subsidio que en la actualidad (re-
cuérdese que el fisco cubrió en 2019 un déficit de 7,3 billones de pesos del 
régimen contributivo, suma semejante a los aportes del 4% de la nómina 
que hacen los trabajadores).

Es relevante mencionar que una fórmula progresiva de aportes a la sa-
lud tiene la ventaja de que se ajusta mejor que una tasa plana al uso de los 
servicios de salud a lo largo de la vida de las personas. Esto porque los sa-
larios tienden a aumentar con la edad, lo mismo que el uso de los servicios 
de salud. De esta forma habría menos redistribución de los jóvenes hacia 
los mayores de la que hay en la actualidad, que es de naturaleza regresiva.
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Adicionalmente, se propone extender la exoneración de los aportes a 
salud y parafiscales (ICBF y Sena) que hacen las empresas por sus traba-
jadores de menos de diez salarios mínimos a todas las empresas que pro-
ducen bienes de mercado y que pertenecen al régimen tributario especial 
(RTE). En la actualidad, las empresas del RTE concentran al menos el 16% 
de los trabajadores formales de menos de diez salarios mínimos (o el 26% 
si son mujeres). Estas empresas no pueden beneficiarse de la exoneración 
de aportes a salud y parafiscales que estableció la reforma tributaria de 
2012 (Ley 1607). Extender la exoneración a las empresas del RTE incenti-
varía el empleo formal de la economía, especialmente en los sectores de 
educación y salud, con un importante beneficio para las mujeres. La exten-
sión de las exoneraciones debería ir acompañada de la eliminación de las 
exenciones tributarias sectoriales del impuesto de renta a las empresas y al 
IVA, con el objetivo de tener un estatuto tributario que trate de igual forma 
a todas las actividades productivas del mercado. Quedarían sin cambio las 
ONG y las entidades que no producen bienes de mercado. Las propuestas 
en este sentido se detallan en los capítulos 5 a 7.

IV. Aportes a las cajas de compensación familiar

Los aportes a las cajas de compensación familiar son el 4% de la nómina 
y están a cargo de las empresas para trabajadores con ingresos iguales o 
menores a diez salarios mínimos. El valor estimado de los aportes en 2019 
fue de 7,4 billones de pesos, que representan un 0,7% del PIB (Tabla 3.2). 
Dado el valor de los sueldos y salarios pagados por las empresas de todos 
los tamaños, la tasa de evasión de estos aportes es cercana al 40%. Los 
aportes no son la única fuente de ingresos de las cajas de compensación. 
En el año 2018 tuvieron ingresos de otras fuentes por un valor de 12,4 
billones de pesos. Es decir, las cajas manejan más de 19 billones de pesos 
en recursos, aproximadamente un 2% del PIB. Ese año había 43 cajas con 
más de 9,7 millones de afiliados formales. Los principales programas que 
ejecutan las cajas –subsidios educativos, escolares, de alimentación, de vi-
vienda, inversión en proyectos especiales y la cuota monetaria recibida 
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por ciertas familias– tuvieron en 2019 un costo de 2,9 billones de pesos, 
lo que da cuenta de una fracción reducida de los recursos totales de las 
cajas. No hay información disponible sobre el destino del resto de recursos 
(Observatorio Fiscal, 2020). Tampoco hay evaluaciones de impacto de sus 
programas o actividades y ni siquiera de su efecto distributivo, a pesar de 
ser el objetivo explícito del sistema de “compensación” familiar.

Tabla 3.2. Aportes a las cajas de compensación

2014 2015 2016 2017 2018 2019p

Valor de los aportes
($ miles de millones) 4.836 5.240 5.799 6.320 6.912 7.443

Aportes como % del PIB 0,63% 0,65% 0,67% 0,69% 0,70% 0,70%

Sueldos y salarios
($ miles de millones) 213.280 233.552 249.036 266.730 286.112 308.108

Tasa efectiva de aportes (%) 2,27% 2,24% 2,33% 2,37% 2,42% 2,42%

Tasa implícita de evasión (%) 43,30% 43,90% 41,80% 40,80% 39,60% 39,60%

Fuente: Cuentas nacionales del Dane y cálculos propios.

Numerosos analistas y entidades como Anif, el Consejo Privado de 
Competitividad y Fedesarrollo, entre otros, recomiendan que se eliminen 
los aportes obligatorios a las cajas y se busquen otras formas de financia-
miento de sus programas. También se han propuesto mecanismos para 
que los aportes no sean obligatorios, bien sea dejando la afiliación a la de-
cisión individual de los trabajadores o convirtiendo las cajas en fondos de 
empleados de las empresas y el conjunto de sus trabajadores que quieran 
seguir estando afiliados (Arango y Flórez, 2017; Clavijo et al., 2018; Lora, 
2020a). El argumento central es que, como algunos trabajadores pueden 
considerar que el costo de los aportes no se traduce en beneficios equiva-
lentes, esos trabajadores tendrán un incentivo para convertirse en informa-
les si los aportes son obligatorios. Aunque la principal población objetivo 
de las cajas de compensación son los trabajadores formales de bajos ingre-
sos, son estos los que posiblemente tienen más incentivos para no aportar, 
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debido a la opción de la informalidad y el sacrificio de consumo que para 
ellos representan los aportes.

En vista de estos argumentos, pero teniendo en cuenta las restricciones 
fiscales, podría considerarse una tasa de aportes progresiva semejante a 
la discutida en relación con los aportes al sistema de salud. Puesto que la 
base y la tasa de contribución son iguales en los dos sistemas, aplicarían 
los mismos cálculos de la Tabla 3.1, con una importante diferencia: como 
los aportes a las cajas están a cargo de las empresas y no de los trabaja-
dores, podría subirse el salario mínimo nominal en dos puntos. Por consi-
guiente, todos los trabajadores tendrían aumentos en el salario disponible, 
en forma descendente desde el 2% de los trabajadores de salario mínimo 
(Tabla 3.3). Para las empresas bajaría el costo laboral de los segmentos más 
bajos de salario, y subiría el de los demás, con un promedio de aumento 
del 1,16% para toda la nómina.3

La fórmula progresiva de aportes tendría efectos desiguales en las dis-
tintas cajas de compensación, dependiendo de la estructura salarial de sus 
afiliados. Este sería un resultado indeseable, pues la naturaleza del sistema 
debe ser redistributiva y compensatoria. Para corregirlo, debería adoptar-
se un sistema centralizado de recaudo de los aportes, que transferiría re-
cursos a las cajas en función de los servicios efectivamente prestados a los 
afiliados de bajos salarios o en función del número de afiliados. Este sería 
un paso fundamental para asegurar la progresividad de las actividades 
de las cajas y para fortalecer la posición del Gobierno frente al uso de los 
recursos. Uno de los usos de los recursos de las cajas que sería muy reco-
mendable es la extensión del mecanismo de protección al cesante a todos 
los desempleados que hayan tenido afiliación previa a una caja y cuyos sa-
larios sean máximo de 1,5 salarios mínimos. Al quedar desempleados, es-
tos trabajadores recibirían un subsidio equivalente a tres líneas de pobreza 
extrema (aproximadamente medio salario mínimo) hasta por seis meses; 

3	 En la propuesta de reformas que Fedesarrollo presentó a la opinión pública el 3 de marzo de 2021, 
reflejada en el resumen ejecutivo de este libro, se dijo que la tasa de aportes promedio sería de 
un 5%, y que un punto de esos recursos se destinaría a ampliar la cobertura del mecanismo de 
protección al cesante para que cubriera a los trabajadores con hasta 1,5 salarios mínimos, con un 
pago equivalente a tres líneas de pobreza hasta por seis meses de desempleo. 
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subsidio que podría estar condicionado a que participen en programas de 
capacitación y a que busquen activamente empleo.

Tabla 3.3. Tasas de aporte actuales y propuestas a las cajas de compensación familiar

Rango de 
salarios 
(veces el 
salario 

mínimo)

Número de 
afiliados

Salario 
mensual 

promedio 
($)

Tasa de 
aportes de 
la empresa 
(actualmen-

te) (%)

Tasa de 
aportes 

propuesta 
(%)

Cambio en 
el salario 

disponible 
del 

trabajador* 
(%)

Cambio 
en el costo 

laboral para 
la empresa* 

(%)

Hasta 1,25 5.983.734 812.121 4,0 0,38 2,04 -1,70

Entre 1,25 
y 2,5 2.762.168 1.408.011 4,0 3,71 1,18 0,90

Entre 2,5 y 4 638.849 2.624.667 4,0 6,16 0,63 2,72

Entre 4 y 10 510.014 4.779.320 4,0 7,42 0,35 3,65

Más de 10 105.234 12.909.215 4,0 8,46 0,13 4,42

Total 10.000.000 1.422.145 4,0 3,95 1,16 1,12

**Con respecto al salario básico. Todos los salarios mensuales antes de aportes suben $16.562, que corresponden a un 2% del 
salario mínimo de 2019.
Fuente: Cálculos propios con información de la GEIH del Dane de 2019. La estructura salarial es la de todos los trabajadores 
en el régimen contributivo, suponiendo que hay diez millones de afiliados.

Como ya se mencionó, otra alternativa de reforma consiste en permitir 
que cada trabajador o el conjunto de trabajadores de las empresas decidan 
libremente afiliarse o no a las cajas de compensación. Este último sería el 
caso si las cajas se convierten en “fondos de empleados” de propiedad de 
las empresas y de sus trabajadores. Es más difícil cuantificar el posible 
impacto fiscal en estos casos. Para limitar ese impacto, el Gobierno podría 
ofrecer una compensación hasta por un cierto porcentaje de pérdida de 
aportes; por ejemplo un 50%, lo que implicaría un costo máximo inicial de 
un 0,34% del PIB. El Gobierno establecería además que esta compensación 
sea descendente hasta desaparecer al cabo de cinco años, y así incentivar a 
las cajas a prestar servicios más adecuados a las necesidades de las empre-
sas y de los trabajadores, reducir costos y buscar otras fuentes de ingreso.
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V. Aportes para pensiones

En el capítulo 2 se presenta una propuesta de reforma pensional, uno de 
cuyos componentes consiste en cambiar el sistema de contribuciones obli-
gatorias para que, en su lugar, las empresas, en consulta con sus trabaja-
dores, se afilien a los programas de pensiones que mejor les convenga. Las 
AFP y otras entidades, en un mercado de competencia regulada, deberían 
ofrecer estos programas.4

Al eliminarse las contribuciones obligatorias que rigen en la actualidad, 
se liberarían cuatro puntos de las contribuciones que hacen los trabajado-
res y entre doce a trece puntos de las que hacen las empresas según el sa-
lario de los trabajadores (el punto adicional aplica a los salarios superiores 
a cuatro salarios mínimos).5 La distribución de esos 16 (o 17) puntos para 
los trabajadores que ganan más del salario mínimo no podría ser dictada 
por ley, pero suponemos que, como resultado de las negociaciones entre 
las empresas y los trabajadores, se dividiría por mitades, como lo orde-
naría la ley en el caso de los trabajadores que ganan un salario mínimo. 
Esto implica que, como los trabajadores dejarían de aportar cuatro puntos, 
recibirían como salario adicional otros cuatro (o 4,5) puntos. Con una es-
tructura semejante a las tablas anteriores, en la Tabla 3.4 se presentan los 
efectos directos en los salarios disponibles y en los costos laborales para las 
empresas. A diferencia de los casos anteriores, los efectos no son progre-
sivos, sino prácticamente uniformes por niveles de salarios. Los salarios 
disponibles de los trabajadores se elevarían en un 8% (u 8,5%) y los costos 
laborales para las empresas se reducirían en un 7,1% (o 7,5%). Empresas y 
trabajadores podrían utilizar estos recursos adicionales para adquirir libre-
mente los programas de pensiones que más les convenga.

4	 Los otros dos componentes de la reforma de pensiones son el “marchitamiento” del régimen de 
prima media, reconociendo los derechos adquiridos de los trabajadores cercanos a la edad de 
pensión, y el establecimiento de un ingreso básico universal para los mayores de 65 años que no 
tengan una pensión subsidiada por el fisco.

5	 De los doce (o trece) puntos que aportan las empresas, 1,7 puntos aproximadamente se destinan 
a adquirir seguros de invalidez y sobrevivencia. Como se trata de riesgos no asociados al trabajo, 
deberían ser cubiertos, bien sea por el sistema de salud, o bien por los planes de pensiones volun-
tarias. Si se establece un ingreso básico universal para adultos mayores, sería redundante el seguro 
de sobrevivencia para este componente de la pensión. 
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Tabla 3.4. Efectos directos de la eliminación de las contribuciones obligatorias para 
pensiones

Rango de 
salarios 
(veces el 
salario 

mínimo)

Número de 
afiliados 
hombres 
menores 
de 52 y 
mujeres 
menores 

de 47

Salario 
mensual 

promedio 
($)

Tasa de 
aportes de 
la empresa 
(actualmen-

te) (%)

Tasa de 
aportes 
de los 

trabajadores 
(actualmen-

te) (%)

Cambio en 
el salario 

disponible 
del 

trabajador** 
(%)

Cambio 
en el costo 

laboral 
para la 

empresa** 
(%)

Hasta 1,25 4.080.728 812.121 12,0 4,00 8,00 -7,14

Entre 1,25 
y 2,5 1.933.389 1.408.011 12,0 4,00 8,00 -7,14

Entre 2,5 y 4 421.765 2.624.667 12,0 4,00 8,00 -7,14

Entre 4 y 10 308.348 4.779.320 13,0 4,00 8,50 -7,52

Más de 10 62.886 12.909.215 13,0 4,00 8,50 -7,52

Total 6.807.117 1.385.135 12,8 4,00 8,12 -7,23

**Con respecto al salario básico. Todos los salarios mensuales hasta cuatro salarios mínimos suben un 4%; por encima de cua-
tro salarios mínimos, aumentan un 4,5%. El cambio en el costo laboral para la empresa no tiene en cuenta las contribuciones 
que estas harían a los planes voluntarios de pensiones.
Fuente: Cálculos propios con información de la GEIH del Dane de 2019. La estructura salarial es la de todos los trabajadores 
en el régimen de salud contributivo, suponiendo que hay 8.319.000 afiliados a los sistemas de pensiones.

Estos efectos directos de la eliminación de las contribuciones obligato-
rias aplican solo a los hombres menores de 52 años y a las mujeres menores 
de 47, ya que a partir de estas edades los afiliados pueden decidir acogerse 
al régimen actual, con las contribuciones obligatorias y demás condiciones 
para reconocerles los derechos adquiridos. El cambio en el costo laboral 
para las empresas no tiene en cuenta las contribuciones que estas harían a 
los planes voluntarios de pensiones (este aspecto se analiza en la siguiente 
sección).

VI. Síntesis de resultados y sus efectos laborales

Si se combinan las reformas a los sistemas de aportes para salud, cajas de 
compensación y pensiones, se obtienen los resultados que aparecen en la 
Tabla 3.5 (solo aplican en su totalidad a los hombres menores de 52 años y 
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a las mujeres menores de 47). Los salarios brutos –antes de aportes– subi-
rían un 4% (o 4,5%), debido solamente a la reforma pensional, ya que los 
cambios de salarios por las reformas de salud y cajas de compensación se 
anularían por ser de igual magnitud en direcciones opuestas. Como ya se 
mencionó, esos cuatro puntos podrían ser, en vez de un aumento al salario 
mínimo, un monto fijo de auxilio por una suma equivalente, que beneficia-
ría a los trabajadores con salarios hasta por dos salarios mínimos. Como, 
además, los trabajadores de salario mínimo dejarían de hacer los aportes 
que en la actualidad son de un 8%, el aumento en su salario disponible 
sería de un 13%. Los trabajadores con salarios por encima del mínimo ha-
rían aportes –solamente a salud– a una tasa progresiva que llegaría al 8,5% 
en promedio para quienes ganan más de diez salarios mínimos. Todos los 
trabajadores tendrían mayores salarios disponibles, con un promedio de 
aumento del 8,7%.

En resumen, los aportes que hacen los trabajadores al Sistema de Segu-
ridad Social se reducirán de forma significativa para aquellos de menores 
ingresos, y especialmente para los independientes (Gráfico 3.1). En efecto, 
un trabajador independiente que gana el salario mínimo pasaría de hacer 
aportes equivalentes al 29% de su ingreso, a un 0,5% (esto último por con-
cepto de riesgos laborales, suponiendo la categoría de riesgo bajo). Esto 
representa un aumento del 40% del ingreso disponible de los independien-
tes de este rango salarial (suponiendo que su remuneración aumenta el 
mismo 4% del salario mínimo o del auxilio equivalente). De otra parte, los 
asalariados de un salario mínimo pasarán de hacer contribuciones equiva-
lentes al 8% de su salario, al 0%, lo que representa un aumento del 13% de 
su ingreso disponible (incluyendo el aumento del salario mínimo en un 4% 
o su equivalente como auxilio).

Desde el punto de vista de las empresas, el aumento de los salarios se 
compensaría con creces en el agregado con los menores aportes. El costo 
laboral de los trabajadores se reduciría en forma progresiva, empezando 
por un 10,2% menos para los trabajadores de salario mínimo, y terminan-
do con un 2,6% de reducción para los trabajadores de más de diez salarios 
mínimos. Para el conjunto de las empresas, la reducción de los costos labo-
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rales sería de un 6,7%, sin incluir los aportes que harían las empresas a los 
planes voluntarios de sus empleados.

Tabla 3.5. Aportes antes y después de las reformas propuestas y su efecto en los salarios 
disponibles y los costos laborales

Rango de 
salarios 
(veces el 
salario 

mínimo)

Salario 
mensual 

promedio 
actual ($)

Cambio 
en el 

salario 
mensual 
después 

de las 
refor-

mas (%)

Aportes a cargo 
del trabajador 

Aportes a cargo de 
la empresa*

Cambio 
en el 

salario 
disponi-
ble del 
traba-

jador** 
(%)

Cambio 
en el 
costo 

laboral 
para la 
empre-
sa*** 
(%)

En la 
actuali-

dad

Después 
de las 
refor-
mas

En la 
actuali-

dad

Después 
de las 
refor-
mas

1 salario 
mínimo 828.116 4,0 8,0 0,0 16,5 0,5 13,0 -10,3

Hasta 1,25 812.121 4,0 8,0 0,4 16,5 0,9 12,6 -9,9

Entre 1,25 
y 2,5 1.408.011 4,0 8,0 3,7 16,5 4,2 8,8 -7,0

Entre 2,5 y 4 2.624.667 4,0 8,0 6,2 16,5 6,7 6,1 -4,8

Entre 4 y 10 4.779.320 4,5 8,0 7,4 17,5 7,9 5,2 -4,0

Más de 10 12.909.215 4,5 8,0 8,5 26,0 17,5 4,0 -2,6

Total 1.422.145 4,1 8,0 3,9 17,6 5,3 8,7 -6,8

Fuente: Tablas 3.1, 3,3 y 3.4, todas a partir de información de la GEIH del Dane.
*Incluyendo 0,5 puntos para riesgos laborales, que se mantendrían sin cambio.
**Con respecto al salario básico, sin tener en cuenta los aportes a los nuevos programas de pensiones (ver Tablas 3.6 y 3.7).
**El cambio se calcula con respecto a los costos laborales en la actualidad, incluyendo aportes y otros sobrecostos directos. No 
incluye el costo de los aportes a los nuevos programas voluntarios (ver Tablas 3.6 y 3.7).

Un aumento del salario mínimo del 4%, como el que aquí se propone –o 
su equivalente en un auxilio–, no tendría los efectos nocivos en el empleo, 
el desempleo y la informalidad que sugieren los estudios reseñados en la 
introducción. La razón es que dicho aumento resultaría de la distribución 
por partes iguales entre trabajadores y empresas de la eliminación de los 
aportes (esto es muy semejante a la opción de que, en vez de aumentar 
un 4% el salario mínimo, se conceda un auxilio por ese mismo monto a 
los trabajadores que ganan hasta dos salarios mínimos). Por consiguiente, 
es necesario evaluar en forma integrada el paquete de reformas laborales 
propuesto en este estudio. Los posibles efectos –parciales, no de equili-
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brio general– sobre el empleo formal pueden descomponerse en un efec-
to de demanda agregada y un efecto de reducción del costo laboral para 
las empresas.

Gráfico 3.1. Tasa de cotización a seguridad social de trabajadores en Colombia

A. Asalariados B. Independientes
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Fuente: Cálculos propios.

Para calcular el efecto de la demanda, suponemos que los trabajadores 
tienen propensiones al gasto –en bienes de consumo o inversión– de los in-
gresos disponibles adicionales que van de 0,7 a 0,2, dependiendo del nivel 
de ingreso. La parte restante para los hombres menores de 52 años y las 
mujeres menores de 47 se destinaría a los planes voluntarios de pensiones. 
Suponemos que el gasto adicional de los trabajadores tiene un multiplica-
dor de demanda de 1,15 (ver Ramey, 2011)6 y que la elasticidad del empleo 
formal en respuesta a cada punto de aumento del PIB es 0,7. Suponemos, 

6	 El meta-estudio de Ramey (2011) revisa todos los cálculos de multiplicadores del gasto público en 
Estados Unidos durante la Gran Recesión a partir de 2008. Concluye que el multiplicador está en 
el rango entre 0,8 y 1,5 (1,15 es el punto medio). Este multiplicador supone que no aumentan los 
“impuestos distorsionantes” para financiar ese gasto.
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también, que las empresas cuentan con capacidad instalada para absorber 
la mayor demanda. Con estos supuestos, los cálculos se presentan en la 
Tabla 3.6. En los cálculos distinguimos el efecto que aplica a todos los gru-
pos de edad (que resulta de los cambios en los aportes para salud y cajas) 
del efecto que aplica solo a los hombres menores de 52 años y a las mujeres 
menores de 47 (que se debe a la reforma pensional).

La mayor demanda agregada daría origen a un aumento del PIB de 
0,66% y a cerca de 50.000 empleos formales adicionales aproximadamente, 
la gran mayoría de ellos con salarios de hasta 2,5 veces el salario mínimo.

Para calcular el efecto de los costos laborales recurrimos a los resul-
tados del estudio de Kugler, Kugler y Herrera Prada (2017), que evaluó 
el impacto sobre el empleo formal de la reforma de 2012 (Ley 1607). Esta 
reforma sustituyó por impuestos los 13,5 puntos de aportes (salud, Sena 
e ICBF) para trabajadores con salarios de hasta diez salarios mínimos en 
la mayor parte de los sectores (fueron excluidas las empresas que se be-
nefician del régimen tributario especial, que están en su mayoría en los 
sectores de educación, salud y servicios comunitarios). Según estos auto-
res, el efecto fue el aumento en 3,5 puntos porcentuales de la probabilidad 
de que los trabajadores de menos de diez salarios mínimos informales o 
desempleados pasaran a la formalidad. Por consiguiente, suponemos que 
la semielasticidad del empleo formal con respecto a cada punto de reduc-
ción del costo laboral es 0,26. Aplicamos la misma semielasticidad a todos 
los grupos salariales, pues no contamos con estimaciones más detalladas. 
Tenemos en cuenta, además, que las empresas asumirán la mitad del costo 
de los planes voluntarios de pensiones que se demandarán de acuerdo 
con las propensiones al ahorro de los trabajadores hombres menores de 52 
años y mujeres menores de 47 según sus niveles de salario. Al incluir estos 
aportes de las empresas a los planes voluntarios, el costo laboral total para 
las empresas cambiaría muy poco (0,5%), pero bajaría para los trabajadores 
de salarios más bajos y subiría para los de salarios altos. El detalle de los 
cálculos y los resultados se presentan en la Tabla 3.7. El efecto total de los 
cambios en los costos laborales sería un aumento de unos 109.000 empleos 
formales (los empleos de trabajadores con hasta 2,5 salarios mínimos au-
mentarían en 114.000, pero los de los demás bajarían ligeramente).



Tabla 3.6. Cálculo del impacto del mayor ingreso disponible de los asalariados formales en el PIB y el empleo

Rango de 
salarios (veces el 
salario mínimo)

Salario 
mensual 

promedio 
inicial 
(pesos)

Número de asalariados 
formales 

Cambio en el ingreso disponible de 
los asalariados formales*

Propensión 
al gasto en 
bienes de 

consumo o 
inversión

Efecto de la demanda 
agregada

Efecto en 
los empleos 

formales 
de la mayor 

demanda 
agregada

De todas 
las edades 

(en el 
régimen de 
salud con-
tributivo)

Hombres 
menores 

de 52 años 
y mujeres 
menores 
de 47 que 
cotizan a 

pensiones

Para todas 
las edades 
(porcen-

taje)

Adicional 
para los 
hombres 
menores 

de 52 años 
y mujeres 

menores de 
47 (porcen-

taje)

Total en 
miles de 

millones de 
pesos en el 

año

En miles de 
millones de 
pesos en el 

año

Como % 
del PIB

Hasta 1,25 812.121 6.423.512 4.080.728 4,6 8,0 6.069 0,7 4.885,2 0,46 29.889

Entre 1,25 y 2,5 1.408.011 2.965.175 1.933.389 0,8 8,0 3.015 0,5 1.733,6 0,16 13.797

Entre 2,5 y 4 2.624.667 685.801 421.765 -2,0 8,0 626 0,4 288,0 0,03 3.191

Entre 4 y 10 4.779.320 547.498 308.348 -3,5 8,5 420 0,3 144,8 0,01 2.548

Más de 10 12.909.215 112.968 62.886 -4,6 8,5 26 0,2 5,9 0,00 526

Total 1.422.145 10.734.955 6.807.117 0,5 8,1 10.155 0,6 7.057,5 0,66 49.950

Fuente: Cálculos propios con información de la GEIH del Dane y parámetros que se explican en el texto.
Notas: *Con respecto al salario básico. PIB en 2019: $1.061.729 miles de millones.
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Tabla 3.7. Cálculo del impacto de los menores costos laborales en el empleo formal asalariado

Rango de 
salarios (veces 

el salario 
mínimo)

Salario 
mensual 

promedio 
inicial (pesos)

Número de trabajadores
Cambio en el costo laboral para 
las empresas (puntos del salario 

base)
Efecto en el empleo formal 

Efecto en los 
empleos por 
los menores 

costos 
laborales

De todas las 
edades (en 
el régimen 
de salud 

contributivo)

Hombres 
menores de 52 
años y mujeres 

menores de 
47 que cotizan 
para pensiones

Para todas 
las edades 

(porcentaje)

Adicional para 
los hombres 

menores de 52 
años y mujeres 
menores de 47 
(porcentaje)*

Para todas 
las edades 

(porcentaje)

Para los 
hombres 

menores de 52 
años y mujeres 
menores de 47 

(porcentaje)

Hasta 1,25 812.121 6.423.512 4.080.728 -2,7 -5,0 45.761 53.049 98.811

Entre 1,25 y 2,5 1.408.011 2.965.175 1.933.389 0,3 -3,6 -1.975 17.953 15.978

Entre 2,5 y 4 2.624.667 685.801 421.765 2,5 -2,9 -4.415 3.133 -1.282

Entre 4 y 10 4.779.320 547.498 308.348 3,6 -2,3 -5.157 1.809 -3.348

Más de 10 12.909.215 112.968 62.886 5,0 -1,5 -1.472 246 -1.226

Total 1.422.145 10.734.955 6.807.117 0,5 -4,4 32.741 76.191 108.932

Fuente: Cálculos propios con información de la GEIH del Dane y parámetros que se explican en el texto.
Nota: PIB en 2019: $1.061.729 miles de millones.
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Para resumir, el conjunto de reformas laborales que se proponen en este 
capítulo elevaría el empleo formal en unas 159.000 personas, prácticamen-
te todas de menos de 2,5 salarios mínimos que actualmente son informa-
les, desempleadas o inactivas. Los efectos serían mayores si se establece 
un sistema de afiliación voluntaria a las cajas de compensación, pero no 
es factible precisar cuánto. Estos cálculos no incluyen el impacto de la de-
manda agregada y el empleo que resultaría de establecer un ingreso básico 
universal para los adultos mayores, que se calcula en 46.000 personas se-
gún el capítulo de reforma de pensiones (ver capítulo 2). Tampoco incluye 
los efectos de empleo de otras modalidades de subsidio a las familias.

VII. Conclusiones y consideraciones de implementación

En este capítulo se presentó una propuesta de reforma laboral que aumen-
ta el ingreso disponible y los empleos formales de los trabajadores de bajos 
ingresos sin elevar los costos laborales para las empresas. La reforma se 
basa en la evidencia empírica que demuestra los efectos de destrucción del 
empleo formal que tienen los mayores costos laborales. La reforma tiene 
tres componentes: (1) elevar el salario mínimo un 4% en forma extraordi-
naria por una sola vez (o, alternativamente, conceder un auxilio del 4% del 
salario mínimo a los trabajadores que ganan hasta dos salarios mínimos); 
(2) cambiar las tasas de aportes del 4% para salud y del 4% para las cajas 
de compensación por tasas progresivas que, en cada caso, irían desde cero 
para los trabajadores con salario mínimo hasta máximo un 9% para los sa-
larios más altos (y que, en el caso de las cajas podría ser menor); y (3) cam-
biar el régimen actual de contribuciones para pensiones para los hombres 
menores de 52 años y las mujeres menores de 47 años como parte de una 
reforma pensional que se explica en detalle en el capítulo 2. Este conjunto 
de reformas laborales aumentaría el PIB en 0,7 puntos porcentuales y el 
empleo formal de bajos ingresos en unas 159.000 personas.

Aparte de las reformas ya discutidas, varios analistas y entidades han 
propuesto otros cambios a la legislación laboral para reducir los costos que 
resultan de las obligaciones impuestas a las empresas y para flexibilizar 
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el funcionamiento del mercado laboral sin desproteger a los trabajadores. 
Las principales propuestas son:

•	 Permitir que la base de ingreso de cotización de los aportes a la se-
guridad social sean días u horas –en vez de semanas– para los tra-
bajadores de dedicación parcial o por contrato (Consejo Privado de 
Competitividad, 2020).

•	 Establecer el salario integral –todos los sobrecostos y contribuciones– 
para trabajadores rurales (Grupo del CPC, 2020).

•	 Eliminar el pago de intereses (1%) sobre cesantías (Clavijo et al., 2018).
•	 Limitar la acumulación obligatoria de saldos en los fondos al equi-

valente a tres meses del último salario y establecer que de ese mon-
to solo pueden hacerse retiros en los períodos de desempleo por un 
máximo mensual del 50% del último salario (Clavijo et al., 2018; Gru-
po del CPC, 2020).

•	 Combinar el “mecanismo de protección al cesante” con un esquema 
de ahorro individual –como las cesantías– que proteja a los trabajado-
res de menores ingresos y menor capacidad de ahorro (González-Ve-
losa y Robalino, 2020).

•	 Crear un sistema de escrutinio de incapacidades laborales para evitar 
abusos (Clavijo et al., 2018).

•	 Poner un máximo a los costos de despido (Clavijo et al., 2018).
•	 Socializar totalmente el costo de la maternidad para las empresas (no 

solo la licencia, sino los costos de entrenamiento de los sustitutos, et-
cétera) (Ramírez, Tribín y Vargas, 2017).

•	 Eliminar o simplificar otras normas que limitan la discrecionalidad 
laboral de la empresa (estabilidad laboral reforzada, control de terce-
rización, etcétera) (Grupo del CPC, 2020).

Es importante destacar que las reformas de los dos primeros puntos 
serían menos relevantes si se adopta el paquete de reformas laborales des-
crito en las secciones anteriores, pues desaparecerían las contribuciones 
obligatorias para los trabajadores de más bajos ingresos (sin embargo, se-
guirían siendo considerables para los trabajadores con salarios medios y 
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altos). Debe notarse, en todo caso, que algunas de estas reformas implican 
costos fiscales, como las que se refieren a la protección al cesante y a la so-
cialización de los costos de maternidad para las empresas.

Aunque implicarían una gran simplificación de los sistemas de aportes 
laborales, especialmente para los trabajadores de bajos salarios, las refor-
mas propuestas en este capítulo no están exentas de dificultades de imple-
mentación. La más importante tiene que ver con el incentivo que tendrían 
las empresas y los trabajadores de salarios altos para reportar un ingreso 
base de cotización bajo, pasando la mayor parte de la remuneración laboral 
a otras modalidades (bonos, viáticos, gastos de representación, etcétera). 
Otro problema de implementación es la necesidad de establecer con cele-
ridad un marco regulatorio y unos incentivos adecuados para que las AFP 
y otras entidades financieras ofrezcan programas de pensiones diversos a 
las empresas y a los trabajadores, de forma que pueda pasarse rápidamen-
te del paternalismo coercitivo actual a un sistema de paternalismo liberal 
(Lora, 2020b). En el capítulo respectivo se menciona la experiencia exito-
sa de Holanda, con un régimen de pensiones como el que aquí propone-
mos. Habría un reto semejante en relación con las cajas de compensación, 
si se opta por la afiliación voluntaria de las empresas o los trabajadores 
(Lora, 2020a).

Con todo, el principal reto de esta propuesta es de economía política: 
¿cómo coordinar los intereses de todas las partes involucradas para hacer 
el paquete de reformas que se propone? Habría beneficios muy importan-
tes para las clases trabajadoras baja y media y para las empresas de todos 
los tamaños, especialmente las que utilizan intensivamente mano de obra 
de baja calificación. Pero podría haber oposición de los trabajadores de 
más altos ingresos que tienen canales de influencia más efectivos. También 
podría haber oposición de las AFP y de las organizaciones que represen-
tan los intereses del capital financiero, pues la reforma que se propone 
desmontaría la protección de la que hoy gozan el sistema financiero y el 
mercado de capitales por el hecho de forzar a los trabajadores a ahorrar 
en activos financieros. Sin embargo, a cambio de esa protección, las AFP y 
otras entidades financieras gozarían de mayor libertad para competir en 
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el mercado de programas de pensiones y de servicios financieros para el 
aseguramiento de riesgos de la vejez.
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IV. IMPUESTO DE RENTA A LAS PERSONAS NATURALES

Eduardo Lora
Miguel Benítez

I. Introducción

El impuesto de renta a las personas recauda muy poco en Colombia: en 
2018 generó ingresos al fisco por solo un 1,3% del PIB, muy por debajo del 
8,3% del PIB en promedio de los países de la OCDE (Clavijo, 2020). Los 
ingresos que reciben las personas equivalen a un 71,3% del PIB, pero las 
rentas líquidas netas antes de beneficios tributarios que son reportadas en 
las declaraciones de renta representan apenas un 12,5% del PIB. Y la tasa 
efectiva de tributación que se paga sobre esas rentas es apenas de un 3,7% 
del PIB. Por eso puede decirse que el impuesto de renta a las personas en 
Colombia es un cascarón vacío, como en otras partes de América Latina 
(Corbacho et al., 2013). Cinco factores, en esencia, producen ese resultado: 
(1) la evasión; (2) las rentas exentas, que son la diferencia entre la totalidad 
del ingreso de las personas, es decir, las rentas líquidas brutas, y las rentas 
líquidas netas; (3) las exclusiones, que son la parte de las rentas líquidas 
netas que se justifican como gastos para llegar a la renta líquida gravable; 
(4) el alto umbral mínimo de la renta gravable a partir del cual aplican las 
tarifas del impuesto; y (5) el fuerte escalonamiento de las tarifas, del 19% 
al 39%.

En este capítulo se explora el potencial de recaudo tributario adicio-
nal que se tendría cambiando los distintos parámetros que determinan los 
cuatro últimos factores. Solamente en forma muy tentativa intentaremos 
calcular la evasión, pues carecemos de la información que necesitaríamos 
para refinar los cálculos. La base de información que utilizamos es la de la 
Gran Encuesta Integrada de Hogares de 2019 (GEIH), complementada con 
algunos datos de declaraciones de renta de las personas más ricas del país 
según la Dian (tomados de Garay y Espitia, 2019). La información utiliza-
da tiene dos grandes limitaciones: no permite distinguir entre evasores y 
no evasores y no capta adecuadamente los ingresos de capital de las per-
sonas. No obstante, los resultados son suficientemente ilustrativos como 
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para saber cuáles son las reformas más promisorias que pueden hacerse al 
impuesto de renta a las personas para aumentar el recaudo. Como el im-
puesto de renta a las personas se diseñó teniendo en cuenta su incidencia 
en los diferentes grupos de ingreso, analizaremos también el impacto que 
las posibles reformas pueden tener sobre la distribución del ingreso per 
cápita de los hogares.

II. Metodología

Para medir el impacto de las distintas reformas, partimos de una situación 
de base que refleja con el mayor detalle posible la incidencia que tiene el 
Estatuto Tributario vigente en los ingresos de las personas en 2019, bajo 
el supuesto de que no hay ninguna evasión. Los parámetros del Estatuto 
Tributario los aplicamos a los ingresos individuales anuales que pueden 
estimarse según la GEIH. Para tal efecto, utilizamos los doce meses de la 
GEIH de 2019, corrigiendo las observaciones individuales de los percep-
tores de ingresos laborales mediante el sistema de imputación de ingre-
sos propuesto por Lora et al. (2021). Esta corrección, que no suele hacerse 
cuando se usa la GEIH, es fundamental para calcular correctamente los 
perceptores de ingresos laborales y sus respectivos ingresos anuales, así 
como los de sus familias. No puede suponerse, como usualmente se hace, 
que multiplicando por 12 el ingreso laboral reportado por un individuo o 
una familia en un mes de la GEIH se puede deducir cuánto es su ingreso 
anual, ya que muchas personas no trabajan ni reciben ingresos los doce 
meses del año. Y por la misma razón, no puede deducirse que el número 
de personas que reciben ingresos laborales en un año son el promedio de 
las que reciben ingresos en un mes cualquiera.

Como se aprecia en la Tabla 4.1, las diferencias entre los dos métodos 
de cálculo son sustanciales. Los perceptores de ingresos laborales no son 
20,6 millones, como se deduciría de promediar las doce GEIH mensuales, 
sino 24,1 millones, con una subestimación relativamente más grande en las 
clases baja y media que en la clase alta. Esto se traduce en que el ingreso 
per cápita de los hogares de clase baja es más alto de lo que indicarían los 
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promedios de datos mensuales, mientras que el de los hogares de clase 
media son más bajos y los de clase alta son ligeramente menores. El coefi-
ciente Gini resulta más alto que el calculado por el Dane, porque solo in-
cluimos ingresos primarios (sin subsidios ni otras transferencias) y porque 
consideramos los ingresos familiares anuales (incluyendo imputaciones), 
como ya se explicó.

Tabla 4.1. Perceptores de ingresos laborales, ingresos per cápita del hogar y Gini de 
concentración del ingreso

Promedio 
mensual

Anual (datos 
mensuales 
ajustados)

Efecto del 
ajuste (%)

Número de perceptores de ingreso laboral 20,6 millones 24,1 millones 16,8%

Clase baja (deciles 1 a 5) 9,2 millones 11,8 millones 28,2%

Clase media (deciles 6 a 9) 9,4 millones 10,2 millones 8,9%

Clase alta (decil 10) 2,0 millones 2,1 millones 1,6%

Ingreso mensual per cápita de los hogares

Clase baja (deciles 1 a 5)  $192.529  $197.617 2,6%

Clase media (deciles 6 a 9)  $799.534  $780.141 -2,4%

Clase alta (decil 10)  $3.435.499  $3.404.495 -0,9%

Gini de la concentración del ingreso 0,607 0,599 -1,4%

Fuente: Cálculos propios con datos de la Gran Encuesta Integrada de Hogares del Dane, complementada con datos de los 284 
declarantes de más altos ingresos tomada de Garay y Espitia (2019).

Cobertura de la GEIH y su relación con los montos declarados a la 
Dian

Una vez se hace este ajuste, las 228.171 encuestas de hogares de la GEIH 
de 2019 tienen una excelente representatividad de los ingresos laborales: 
el valor total de los sueldos y salarios según la GEIH equivale a 27,7% del 
PIB, muy semejante al 29% calculado con las Cuentas Nacionales de 2018 
(Tabla 4.2). En cambio, las otras fuentes de ingreso personal están subre-
presentadas en la GEIH: los ingresos de los trabajadores independientes, 
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que son dueños de sus propios negocios, equivalen, según Cuentas Nacio-
nales, a casi un 20% del PIB, pero solo llegan al 8,8% del PIB en la GEIH. 
Las pensiones pagadas a las personas equivalen a un 4,3% del PIB según 
Cuentas Nacionales, pero en la GEIH solo se captan pensiones por un va-
lor equivalente al 3,4% del PIB. Peor aún, los ingresos de rentas, partici-
paciones y dividendos del capital que reciben las personas y que, según 
Cuentas Nacionales, valen un 18,1% del PIB, apenas son un 1,9% según las 
encuestas. Esto refleja el hecho de que la GEIH no es representativa de los 
individuos más ricos del país (Alvaredo y Londoño, 2013). En un intento 
por corregir estos vacíos, hemos reemplazado la información del hogar 
más rico de la GEIH, que representa a 284 hogares según los factores de 
expansión, con la información de las 284 personas naturales declarantes 
más ricas del país, según se reporta (en forma parcial1) en Garay y Espitia 
(2019). Este método corrige muy parcialmente las deficiencias de represen-
tatividad: la cobertura de los ingresos de los trabajadores independientes 
llega a un 45,7% y la de los ingresos de capital apenas a un 15,5%.

Por consiguiente, la GEIH (ampliada con información de los declaran-
tes más ricos) es una fuente adecuada para analizar el potencial de los 
impuestos sobre la renta por concepto de sueldos y salarios (incluyendo 
subsidios al transporte, bonificaciones, horas extras, etcétera), menos ade-
cuada para el análisis de las rentas de los trabajadores independientes y 
sus negocios, y muy poco adecuada para analizar las rentas del capital.

Antes de entrar al detalle de los cálculos tributarios, es conveniente 
presentar información descriptiva sobre los ingresos individuales y de las 
familias de altos ingresos. En el Gráfico 4.1 aparece el ingreso mensual de 
los perceptores a partir del percentil 75 de ingresos. El ingreso mensual mí-
nimo para que un individuo esté en el percentil 94 es apenas de $2.883.000. 
Para pertenecer al percentil 99 es necesario ganar por lo menos $5.836.000 
mensuales en promedio en el año, y para estar en el 1% más rico de los 

1	 Garay y Espitia (2019) presentan los ingresos brutos (en unidades de valor tributario de 2017) de 
24 de las 300 personas naturales más ricas según las declaraciones presentadas a la Dian (Figura 7, 
pág. 109). También presentan el total y la descomposición por cédulas de la renta líquida de esas 
300 personas (pág. 106), así como las correspondientes tasas efectivas promedio de tributación de 
cada cédula (pág. 107). Con esta información hemos generado las variables de los 284 hogares más 
ricos, suponiendo que cada hogar tiene tres miembros. 
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perceptores se requiere ganar $8.127.000 mensuales en promedio en el año. 
Debido a la crisis, en 2020 estos umbrales seguramente serán más bajos. Si 
estuvieran incluidas todas las rentas de los trabajadores independientes, 
así como las rentas de capital, bajaría la posición en la escala de ingresos 
de todos los individuos que sí capta la GEIH.

Tabla 4.2. Indicadores de cobertura de la información utilizada

Según 
Cuentas 

Nacionales (% 
del PIB)

Según 
encuestas de 

hogares (% del 
PIB)

Según 
encuestas 

de hogares, 
incluyendo las 
284 personas 

más ricas 
según la Dian 

(% del PIB)

Cobertura 
total de la 

información 
utilizada (%)

Sueldos y salarios 29,0% 27,7% 27,7% 95,6%

Renta mixta (independientes) 19,9% 8,8% 9,1% 45,7%

Pensiones 4,3% 3,4% 3,4% 78,4%

Ingresos de capital 18,1% 1,9% 2,8% 15,5%

Total de ingresos corrientes 71,3% 41,8% 42,9% 60,3%

Fuente: Cálculos propios con datos de la Gran Encuesta Integrada de Hogares del Dane, complementada con datos de los 284 
declarantes de más altos ingresos tomada de Garay y Espitia (2019).
Memo: PIB en 2019: $1.061.729 miles de millones.

De forma semejante, en el Gráfico 4.2 se presentan los ingresos per cápi-
ta mínimos por percentil de los hogares (no de los individuos). Los montos 
mínimos de ingreso per cápita mensual para los percentiles 94, 99 y 100 
son $2.050.000; $4.032.000 y $5.521.000. Por las razones que ya se explica-
ron, estos valores serían mayores, especialmente para el percentil más alto, 
si estuvieran incluidos todos los ingresos de independientes y rentistas de 
capital. En cualquier caso, es importante tener en mente estas magnitudes 
para dimensionar los conceptos de clase baja, media y alta, ya que las per-
cepciones que tienen los individuos sobre su propia posición o la de sus 
familias en las escalas de ingreso suelen ser muy erradas; reflejan un sesgo 
psicológico a “sentirse” de clase media (Lora y Fajardo, 2013). Este sesgo 
dificulta mucho la discusión de las políticas tributarias.
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Gráfico 4.1. Percentil según el ingreso individual
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Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane.

Gráfico 4.2. Percentil según el ingreso per cápita del hogar
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III. Escenario base

El escenario base representa el potencial tributario en 2019, aplicando de 
la forma más estricta posible el Estatuto Tributario vigente a todos los per-
ceptores de ingresos de nuestra base de datos, cualquiera que sea la fuente 
de sus ingresos corrientes. Aunque, como acabamos de señalar, las rentas 
de capital casi no están reflejadas en nuestros datos, no tendría sentido ex-
cluirlas en la construcción de los escenarios porque son una de las fuentes 
de ingresos de hogares de todas las clases sociales. Puesto que estamos in-
teresados en analizar cómo el impuesto a la renta de las personas afecta el 
ingreso disponible de las familias, qué tan progresivo es el impuesto y de 
qué magnitud es su potencial redistributivo, hacemos todos estos cálculos 
por hogar.

El procedimiento que hemos seguido empieza por calcular la renta lí-
quida bruta anual por persona. Esta renta líquida bruta comprende los ingre-
sos monetarios corrientes de las personas, antes de los impuestos o de las 
contribuciones que pagan los trabajadores. Excluye las rentas imputadas 
por alquileres de quienes viven en su propia vivienda, y cualquier otro 
ingreso diferido o imputado, pero incluye los ingresos por pensiones. No 
incluye los ingresos por concepto de ventas de activos (por ejemplo, in-
muebles, acciones, títulos de inversión financiera, etcétera), ni indemniza-
ciones de seguros, por no ser ingresos corrientes. Por último, no incluye 
subsidios (diferentes de pensiones) ni ayudas recibidas del Gobierno o de 
particulares, de forma que puede identificarse con el concepto de ingresos 
monetarios primarios corrientes (antes de cualquier otra redistribución o 
transferencia).

A la renta líquida bruta así definida se le restan los ingresos que no cons-
tituyen renta ni ganancia ocasional que, según el Estatuto Tributario, para 
los ingresos laborales y de los trabajadores independientes comprenden 
los aportes de los trabajadores a la seguridad social, las pensiones y los 
ahorros voluntarios en las AFP (estos últimos hasta un máximo del 25% 
de la renta líquida bruta, sin exceder 2.500 unidades de valor tributario 
–UVT–, es decir, $85.675.000 en 2019). Suponemos que, aleatoriamente, los 
individuos utilizan una fracción de ese tope del 25% de los ahorros vo-
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luntarios en las AFP (con media 12,5%). Como las rentas por concepto de 
dividendos se tratan como una “cédula” separada para el cálculo del im-
puesto, hemos decidido restar a la renta bruta todos los ingresos por rentas 
de capital, ya que la GEIH no permite separar los dividendos de los intere-
ses recibidos y las ganancias provenientes de sociedades. Se tiene así, por 
un lado, la renta líquida neta de ingresos laborales y otros y, por otro, la renta 
líquida neta de dividendos (incluyendo otras rentas de capital).

El siguiente paso consiste en quitar las “exclusiones” (también llamadas 
“beneficios tributarios”) que pueden restarse de las rentas líquidas netas 
hasta cierto monto. Para los ingresos laborales y otros, hay exclusiones au-
tomáticas (que no requieren documentación de gastos) del 25% de la renta 
líquida neta, más otras exclusiones según el número de personas depen-
dientes, intereses de vivienda, medicina prepagada y otras. El total de las 
exclusiones no puede superar el 40% de la renta líquida neta ni un valor de 
5.400 UVT, lo que en 2019 corresponde a $185.058.000. Suponemos que, en 
forma aleatoria, los declarantes reclaman exclusiones entre el 25% y el 40% 
de su renta líquida neta (con una media de 32,5%, y en cualquier caso sin 
superar el tope de 5.400 UVT). Para los dividendos, las exclusiones tienen 
un valor máximo de 300 UVT, o sea $10.281.000 en 2019, que no requiere 
justificación (y que, por lo tanto, aplicamos en todos los casos relevantes). 
Se obtienen así la renta líquida gravable de ingresos laborales y otros, y la renta 
líquida gravable de dividendos.

La renta líquida gravable de ingresos laborales y otros está gravada a 
tasas de impuestos diferenciales por segmentos, empezando en un 19% a partir 
de 1.090 UVT ($37.354.300), hasta llegar a un 39% a partir de 31.000 UVT 
($1.062.370.000). Por su parte, la renta líquida gravable de dividendos está 
gravada a la tasa única del 10%. Se obtiene así, finalmente, el impuesto a car-
go del contribuyente como la suma de los impuestos por ingresos laborales 
y otros, y por dividendos.

En este escenario básico, los contribuyentes obligados a pagar como 
impuesto al menos $1.000.000 en el año gravable 2019 son 1,2 millones y 
el recaudo estimado del impuesto de renta a las personas suma un 0,32% 
del PIB (Tabla 4.3). Esto es mucho menos que el 1,3% de recaudo efectivo 
del impuesto de renta a las personas, debido nuevamente a que nuestra 
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fuente de información deja por fuera gran parte de los ingresos altos de 
independientes y rentistas de capital.

Las tasas efectivas de tributación del impuesto de renta a las personas 
por hogar son nulas para la casi totalidad de los hogares de los 96 primeros 
percentiles (Gráfico 4.3). Solamente en los cuatro últimos percentiles hay 
números significativos de hogares que pagan algún impuesto de renta a 
las personas, aunque la enorme mayoría a tasas muy bajas. Por ejemplo, la 
tasa efectiva de tributación mediana de los hogares del percentil 100 es ape-
nas del 3% (la tasa efectiva promedio es 5,7%). Como lo indican los puntos 
en el gráfico, solo unos pocos hogares del percentil 100 (que constituyen 
casos anómalos) tienen tasas efectivas de tributación superiores al 18%.

Gráfico 4.3. Tasas de tributación efectivas por hogar según percentil
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Nota: La linea abajo o dentro de las cajas son las medianas. Los puntos son observaciones extremas

Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane.

A pesar del fuerte escalonamiento de las tasas efectivas de tributación en 
los percentiles más altos, el impuesto de renta a las personas es muy poco 
progresivo, en el sentido de que cambia mínimamente la distribución total 
del ingreso. El coeficiente Gini del ingreso per cápita de los hogares pasa 
del 0,599 antes de impuestos al 0,58 después de impuestos. Como el im-
puesto de renta a las personas recauda muy poco, su impacto distributivo 



Tabla 4.3. Efectos de posibles reformas al impuesto de renta a las personas

Simulación 
número Cambio respecto a la simulación base

Gini del 
ingreso 

corriente 
después de 
impuestos

Gini 
redistribu-
yendo en 

forma plana 
el recaudo 
adicional

Número de 
contribu-

yentes (que 
pagan al 

menos $1m 
en impues-
tos en 2019)

Recaudo 
($mm)

Recaudo (% 
del PIB)

Tasa 
efectiva de 
tributación 

(% del 
ingreso)

Base 0,580 0,575 1.223.919 3.433 0,32% 0,9%

1 Se limitan las exclusiones 0,578 0,571 1.363.158 4.990 0,47% 1,3%

2 Se gravan las pensiones 0,578 0,570 1.348.526 5.168 0,49% 1,3%

3 Se gravan los ahorros voluntarios en las AFP 0,579 0,572 1.307.037 4.402 0,41% 1,1%

4 Se reduce a la mitad el primer umbral anual 0,577 0,569 1.813.052 5.776 0,54% 1,5%

5 Se igualan todas las tasas en 39% 0,578 0,569 1.259.412 5.006 0,47% 1,3%

6 Se eliminan las exclusiones y se gravan pensiones y 
ahorros en las AFP 0,573 0,556 1.953.253 10.005 0,94% 2,5%

7 De 1 a 5 combinadas 0,563 0,531 2.923.631 20.191 1,90% 5,1%

8 De 1 a 5 combinadas y declaración por hogar (Ginis de 
hogares, no de personas) 0,595 0,512 2.346.090 20.239 1,91% 5,1%
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Simulación 
número Cambio respecto a la simulación base

Gini del 
ingreso 

corriente 
después de 
impuestos

Gini 
redistribu-
yendo en 

forma plana 
el recaudo 
adicional

Número de 
contribu-

yentes (que 
pagan al 

menos $1m 
en impues-
tos en 2019)

Recaudo 
($mm)

Recaudo (% 
del PIB)

Tasa 
efectiva de 
tributación 

(% del 
ingreso)

9 De 1 a 5 combinadas con tasas 20, 33 y 39% 0,568 0,543 2.804.540 15.413 1,45% 3,9%

10 De 1 a 5 combinadas con tasas 20 y 39% 0,567 0,542 2.804.540 15.983 1,50% 4,0%

11 De 1 a 5 combinadas con tasas 33 y 39% 0,564 0,533 3.027.215 19.418 1,83% 4,9%

12 De 1 a 5 combinadas con tasa única de 25% 0,567 0,541 3.000.818 16.445 1,55% 4,1%

Fuente: Cálculos propios con parámetros del Estatuto Tributario vigente para los ingresos de 2019, y datos de la Gran Encuesta Integrada de Hogares del Dane de 2019, complementada con datos 
de los 284 declarantes de más altos ingresos en 2017, tomada de Garay y Espitia (2019).
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potencial a través del gasto también es muy modesto. Por ejemplo, si el 
recaudo del impuesto de renta a las personas se redistribuyera por igual 
entre todos los perceptores de ingreso, el Gini bajaría apenas a un 0,575.

IV. Simulación de opciones de reforma del impuesto de renta a 
las personas

Presentamos a continuación los principales resultados de varias opciones 
de reforma del impuesto de renta a las personas. Las primeras cinco simu-
laciones son reformas separadas de alguno de los parámetros del impuesto 
de renta a las personas mencionados arriba. Las demás son reformas que 
combinan las cinco reformas separadas de diversas formas y que, como 
veremos, potencian el efecto de cada reforma hecha en forma aislada.

1. Se limitan las exclusiones al 10% de los salarios y al 25% de los 
ingresos de independientes

En esta simulación se limitan los beneficios tributarios por exclusiones, 
que en la actualidad pueden llegar hasta el 40% de la renta líquida neta 
con un tope en UVT, como mencionamos arriba. Los límites que establece-
mos son el 10% de los salarios y el 25% de los ingresos de los trabajadores 
independientes, sin cambiar el tope en UVT. Además, no habría beneficios 
tributarios por dependientes, medicina prepagada y otros gastos. Como 
se observa en el Gráfico 4.4 y 4.5, los efectos de esta reforma en la tasa 
de tributación efectiva y en el número de contribuyentes serían modestos. 
Como las tasas efectivas aumentarían para los percentiles más altos, habría 
una mayor progresividad, aunque igualmente modesta (el Gini después 
de impuestos pasaría de un 0,58 a un 0,578 y después del gasto del 0,575 al 
0,571 –ver Tabla 4.3–).



130  ǀ  Reformas para una Colombia Post-Covid-19: Hacia un nuevo contrato social.

Gráfico 4.4. Tasas efectivas cuando se limitan los beneficios tributarios al 10% del 
ingreso de los asalariados y al 25% del ingreso de los independientes
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Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane.

Gráfico 4.5. Número de contribuyentes si se reducen los beneficios tributarios al 10% de 
los ingresos salariales y al 25% de los ingresos de los independientes
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Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane.
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2. Se gravan las pensiones

Aunque muchas de las pensiones en Colombia son muy cercanas a un 
salario mínimo, la mayoría de los pensionados no pertenece a hogares de 
clase media, sino a hogares de ingresos relativamente altos (Gráfico 4.6). 
Dado que es bastante alto el umbral a partir del cual se paga la tasa más 
baja de impuestos (de 19%), en el caso en que se decidiera gravar las pen-
siones como cualquier otro ingreso, la gran mayoría de los pensionados no 
tendría que pagar impuestos. Gravar las pensiones aumentaría muy poco 
el número de contribuyentes, puesto que, en los percentiles más altos, mu-
chos de los pensionados tienen otras fuentes de ingreso. Sin embargo, esta 
medida corregiría una muy grave inequidad horizontal: en los percentiles 
más altos, la tasa efectiva de tributación de las familias con pensionados 
es significativamente inferior a la del resto de hogares, como se puede ver 
en el Gráfico 4.7. Esto significa que esta reforma es justificable, no solo 
porque generaría recaudos adicionales, sino por razones de progresividad 
y equidad.

Gráfico 4.6. Número de pensionados por percentil de los hogares
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Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane.
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Gráfico 4.7. Tasas de tributación efectiva de los hogares con pensiones, con y sin 
reforma, comparadas con las generales sin reforma
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Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane.

3. Se incluyen en la base gravable los ahorros voluntarios en las AFP

Actualmente, el Estatuto Tributario considera que no constituyen renta ni 
ganancia ocasional los ahorros voluntarios de los trabajadores e indepen-
dientes en las AFP hasta por un 25% del ingreso bruto, y con un máximo 
de 2.500 unidades de valor tributario ($85.675.000). En esta simulación se 
elimina esa prebenda. El efecto en las tasas efectivas de tributación es mo-
desto y moderadamente progresivo (debido al efecto del tope). El efecto 
fiscal sería de apenas un 0,1% del PIB.
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Gráfico 4.8. Tasa efectiva al incluir en la base los ahorros voluntarios en las AFP
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Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane.

4. Se reduce a la mitad el primer umbral

Otra reforma posible consiste en bajar el umbral a partir del cual se gravan 
los ingresos a la tasa más baja (del 19%). En este ejercicio suponemos que 
el umbral se reduce a la mitad: quedaría en $18.677.150 anuales de renta 
líquida gravable en 2019. Esta reforma ampliaría la base de contribuyentes 
en cerca de 600.000 personas y generaría un recaudo adicional equivalente 
al 0,2% del PIB (Tabla 4.3). Es la reforma individual de mayor impacto en 
ambos sentidos. Los efectos más fuertes se darían en los percentiles 90 a 97 
que, como hemos visto, pagan muy poco en la actualidad. La tasa efectiva 
de tributación de estos percentiles empezaría en un 0,9% en el percentil 90, 
alcanzaría un 1,4% en el percentil 93 y llegaría al 2,9% en el percentil 97 
(Gráficos 4.9 y 4.10). Es importante mencionar que, en este escenario, cada 
tarifa se activa por encima de los nuevos umbrales de renta. Dado que se 
introduciría un nuevo umbral (545 UVT), sobre el que ahora aplicaría la 
tarifa del 19%, las demás tarifas se activarían un umbral más bajo frente 
al actual (28% a partir de 1.090 UVT, 33% a partir de 1.700 UVT, etcétera).
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Gráfico 4.9. Tasa efectiva al reducir el primer umbral en un 50%
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Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane.

Gráfico 4.10. Número de contribuyentes al reducir 50% el primer umbral
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Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane.
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Sin embargo, reducir a la mitad el primer umbral tiene efectos modes-
tos en la concentración del ingreso: el Gini después de impuestos bajaría 
de 0,58 a 0,577, y el Gini después de que los recursos adicionales recauda-
dos fueran devueltos en gasto por igual a todas las familias bajaría de 0,575 
a 0,569.

5. Se aplanan todas las tasas desde el primer umbral en un 39%

El fuerte escalonamiento de las tasas efectivas del impuesto de renta a las 
personas depende, sobre todo, de que la renta gravable hasta el primer 
umbral está gravada a tasa cero. El escalonamiento posterior de las tasas, 
del 19% hasta el 39% (28, 33, 35, 37, 39), en apariencia refuerza la progre-
sividad, pero realmente hace lo contrario, como se aprecia en esta simu-
lación de política (Gráfico 4.11). En otras palabras, el escalonamiento de 
las tasas beneficia más que proporcionalmente a los percentiles más altos. 
Aplanar las tasas generaría ingresos tributarios adicionales equivalentes a 
0,15% del PIB.

Gráfico 4.11. Tasas efectivas al aplanar todas las tasas en un 39% desde el primer 
umbral
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Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane.
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Sin embargo, al igualarse todas las tasas en un 39%, el coeficiente Gini ba-
jaría después de impuestos en apenas 0,2 puntos porcentuales y, después 
de distribuir el recaudo en forma plana, en 0,6 puntos.

6. Eliminación completa de exenciones y exclusiones

A partir de esta simulación presentamos algunas combinaciones de refor-
mas que permiten mostrar cómo se potencian los efectos de las reformas 
separadas. Empezamos por una reforma que elimina tanto las exencio-
nes que actualmente reducen la base del impuesto de renta a las personas 
(pensiones, aportes de seguridad social y ahorros voluntarios en las AFP), 
como los diversos beneficios tributarios o exclusiones (automática del 25% 
de ingresos laborales y otros, medicina prepagada, educación y exclusio-
nes sobre dividendos). Esta simulación nos permite calcular el costo de 
todas las exenciones y exclusiones (si no hubiera ninguna evasión de los 
ingresos que están representados en nuestra base de datos). El costo total 
es un 0,62% del PIB, casi el doble del recaudo del escenario base (0,32% del 
PIB). De ese total, el 0,2% del PIB corresponde al costo de las exclusiones 
(suponiendo las exenciones actuales). Es importante señalar que el costo 
de las exclusiones calculado por la Dian es un 0,6% del PIB, debido a que 
se incluyen las que favorecen a declarantes de muy altos ingresos –inde-
pendientes y de capital– que no están bien representados en nuestra base 
de datos.

Los resultados de esta simulación implican que, en vez de una tasa efec-
tiva de tributación del 2,5% sobre todos los ingresos, debido a las exencio-
nes y exclusiones se tiene una tasa de apenas el 0,9%. Como se observa en 
el Gráfico 4.12, si se quitan todas las exenciones y exclusiones, las tasas de 
tributación efectivas aumentarían suave y progresivamente desde percen-
tiles que actualmente no pagan prácticamente nada. Esto implicaría cerca 
de 700.000 contribuyentes más que en la actualidad, muchos de ellos de 
hogares de los percentiles más altos (Gráfico 4.13).
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Gráfico 4.12. Tasas de tributación, excluyendo todas las exenciones y exclusiones
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Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane.

Gráfico 4.13. Número de contribuyentes, excluyendo exenciones y exclusiones
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Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane.
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7. Combinación de las reformas 1 a 5

En esta simulación combinamos las reformas 1 a 5 en una sola. El efecto es 
mucho más que la suma de las reformas anteriores, porque se refuerzan 
mutuamente. Por ejemplo, las tasas más altas del 39% aplicarían sobre los 
ingresos más bajos y sobre todos los ingresos que antes estaban excluidos. 
Al combinarse todas las reformas, algunos hogares de clase media se con-
vertirían en contribuyentes, así como muchos más hogares de clase alta 
de los que hay en la actualidad (Gráfico 4.14). De esta manera, el número 
total de contribuyentes aumentaría en aproximadamente 1,7 millones de 
personas. Las tasas efectivas de tributación subirían en forma suave y con-
tinua: llegarían a un 3,3% en el percentil 85 y superando el 10% a partir del 
percentil 96 (Gráfico 4.15). El efecto en el recaudo sería sustancial: pasaría 
del 0,32% del PIB en la simulación base al 1,9% del PIB. El Gini después de 
impuestos se reduciría 1,7 puntos porcentuales y el Gini después del gasto 
plano bajaría 4,4 puntos porcentuales (Tabla 4.3).

Gráfico 4.14. Número de contribuyentes con todas las reformas al impuesto de renta a 
las personas
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Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane.
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Gráfico 4.15. Tasas efectivas con todas las reformas al impuesto de renta a las personas
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Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane.

Gráfico 4.16. Tasas efectivas de tributación por hogar, según percentiles, con todas las 
reformas al impuesto de renta a las personas
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Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane.
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Como esta reforma combinada corregiría muchas de las arbitrariedades 
del régimen actual, las inequidades entre hogares de un mismo nivel de 
ingreso se reducirían. Nótese en el Gráfico 4.16 que desaparecen las obser-
vaciones extremas de los percentiles altos que se observaban en el Gráfico 
4.3. Sin embargo, habría más inequidad horizontal en los percentiles de 
clase media. Estas inequidades son el resultado de las diferencias entre 
hogares que, a pesar de tener un ingreso per cápita semejante, tienen com-
posiciones diferentes de perceptores por tipo de ingreso y nivel de ingreso.

8. Todas las reformas de la simulación anterior con declaración de 
impuestos por hogar

Dado lo anterior, es de interés simular esa misma reforma combinada, pero 
suponiendo que las declaraciones de ingresos se hacen por hogar, no por 
individuo. Para hacer esta simulación, tomamos cada uno de los supuestos 
del caso anterior, pero aplicados al hogar, no al individuo. La única dife-
rencia es el umbral más bajo que, en vez de ser recortado a la mitad por 
perceptor, lo mantenemos en su valor actual, pero aplicado al hogar.

Como se observa en el Gráfico 4.17, las tasas efectivas de tributación 
promedio por percentil son muy semejantes a las de la simulación previa. 
El recaudo total es prácticamente el mismo y el número de personas con-
tribuyentes –perceptores de ingresos en los hogares declarantes– es me-
nor. El aspecto más interesante de esta simulación es la reducción de las 
inequidades horizontales en las clases medias con respecto al escenario 
anterior (Gráfico 4.18). A partir del percentil 96 desaparecen las observa-
ciones extremas y la dispersión de las tasas efectivas por hogar se reduce 
notablemente, en especial en el percentil 100. El hogar típico de este per-
centil pagaría una tasa de impuesto cercana al 15%, comparada con el 3% 
en la actualidad.
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Gráfico 4.17. Tasas efectivas con todas las reformas al impuesto de renta a las personas

0

.05

.1

.15

.2

50 60 70 80 90 100
Percentiles de hogares según su ingreso per cápita

Todas las reformas y declarando por persona

Todas las reformas y declarando por familia

Sin reformas (base)

Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane.

Gráfico 4.18. Tasas efectivas de tributación por hogar, según percentiles, con todas las 
reformas al impuesto de renta a las personas y declaración por hogar
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Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane.
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9. Distintas combinaciones de tasas escalonadas

Para terminar, en las simulaciones 9 a 12 de la Tabla 4.3 se supone que las 
declaraciones son por persona y que se hacen las reformas 1 a 5, pero aho-
ra suponiendo distintas combinaciones de tasas escalonadas. El principal 
propósito de estos ejercicios finales es analizar la sensibilidad del recaudo. 
En la simulación 11, en la que hay solamente las dos tasas más altas (33 y 
39%), el recaudo (y los demás resultados) cambia muy poco en relación 
con la simulación 7. Pero en las otras combinaciones de tarifas se desper-
dicia cerca de medio punto del PIB de recaudo adicional. Sin embargo, es 
relevante considerar estas posibilidades, ya que la reforma más completa 
seguramente enfrentará el rechazo de los pocos contribuyentes que actual-
mente pagan tasas efectivas altas: los asalariados de altos ingresos. Para 
evaluar las bases que puede tener este rechazo, en el Gráfico 4.19 hemos 
simulado las tasas efectivas para los asalariados según su salario mensual 
en el régimen actual y con las distintas combinaciones de tarifas de las 
simulaciones 9 a 12.

Gráfico 4.19. Tasas efectivas para asalariados según su salario mensual
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Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane. 
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todas las exclusiones permitidas, respectivamente.
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Con el régimen actual, la tasa efectiva que pagan los asalariados de-
pende de qué tanto aprovechan los beneficios de los aportes voluntarios 
a las AFP y de las exclusiones discrecionales por diversos gastos –depen-
dientes, pago de intereses de hipoteca, etcétera–. La brecha entre la tasa 
efectiva máxima y mínima de los asalariados es considerable: unos ocho 
puntos porcentuales a casi todo lo largo de la escala salarial. Sin embargo, 
la tarifa más alta para quienes no utilizan esos beneficios discrecionales en 
absoluto llega a lo sumo a un 20% en el caso de los asalariados que ganan 
50 millones de pesos mensuales. Con una tasa plana del 25%, la tarifa efec-
tiva máxima estaría muy cerca de ese 20%, de forma que no se perjudicaría 
a los asalariados más fuertemente gravados en la actualidad. Este análisis 
no incluye el impuesto a la riqueza, que no es un impuesto a los ingresos 
sino al capital.

V. Impuestos a las rentas de capital y al patrimonio de las 
personas

En los análisis presentados hasta ahora no hemos considerado los impues-
tos sobre las rentas de capital y el patrimonio de las personas. En esta sec-
ción se analiza de manera general la estructura actual de los impuestos di-
rectos al capital del orden nacional y se hacen dos propuestas adicionales 
de reforma: (i) aumentar la tarifa de impuesto a los dividendos del 10% al 
15% y (ii) ampliar el impuesto al patrimonio para personas naturales por 
una sola vez, con tasas marginales del 0,25% ($1.000 millones a $2.000 mi-
llones), 0,5% (entre $2.000 y $3.000 millones), 0,75% (entre $3.000 y $4.000 
millones) y 1% en adelante.

Impuesto a los dividendos

Los dividendos distribuidos por las empresas formales en Colombia as-
cendieron a aproximadamente $29 billones en 2017 (3,2% del PIB), de los 
cuales el 75% (21,7 billones) se entregó a otras empresas o a entidades pú-
blicas y el 25% restante (7,3 billones) a personas naturales. En la Gran En-
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cuesta Integrada de Hogares (GEIH), los ingresos por dividendos y otras 
rentas de capital reportados en 2019 ascendieron a solo 1,7 billones (23,3% 
del valor total de los dividendos, y 1,9% del valor total de las rentas de 
capital), de los cuales el 84% se concentró en el 10% más rico y el 53% en 
el 1% más rico.

Actualmente, los dividendos son gravados con una tasa del 31% antes 
de ser repartidos –a través del impuesto de renta corporativo– y desde 
2016 son gravados con tarifas marginales adicionales a cargo de las perso-
nas naturales. Inicialmente, las tarifas fueron del 5% y 10% para dividen-
dos por encima de 600 UVT y 1.000 UVT respectivamente ($21,4 y $35,6 
millones). Luego, la reforma tributaria de 2019 unificó las tarifas en un 
10%, y redujo el umbral a 300 UVT (10,6 millones de pesos), reglamenta-
ción que hoy sigue vigente.

Utilizando la información de la GEIH de 2019, simulamos diferentes 
escenarios de reforma al impuesto a los dividendos2 (Tabla 4.4). En el es-
cenario base, el recaudo del impuesto a los dividendos ascendió a 0,5 bi-
llones en 2019 (0,05% del PIB). En el primer escenario de reforma –en el 
que la tarifa se incrementaría del 10% al 15%–, el recaudo adicional sería 
del 0,03% del PIB. Si se establecen tres tarifas marginales del 10%, 20% y 
39% –escenario 2–, el recaudo se duplicaría, generando un 0,05% del PIB 
adicional de ingreso. De otra parte, si los dividendos se unificaran con la 
cédula laboral, el recaudo adicional ascendería a un 0,11% del PIB, aunque 
se limitaría a un 0,06% si se permitiera descontar la mitad de lo que los 
dividendos pagaron como impuesto de renta corporativa. Si se permitiera 
descontar el 100% del impuesto de renta corporativa, el recaudo por con-
cepto de dividendos se reduciría ligeramente.

En los escenarios 2 a 5 de la Tabla 4.4, la tarifa efectiva del impuesto a 
los dividendos se incrementaría sustancialmente: de aproximadamente el 
41% en los dividendos más altos a una cifra superior al 50%. Dado que este 
incremento podría tener repercusiones negativas en la inversión, conside-
ramos adecuado implementar el escenario 1: la tarifa aumentaría del 10% 

2	 Es importante tener en cuenta que la GEIH incluye, además de los dividendos, otras rentas de 
capital como utilidades e intereses. 
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al 15%. De esta manera, la tarifa efectiva del impuesto a los dividendos no 
sería superior al 42%, y se generaría un recaudo adicional equivalente a un 
0,03% del PIB.

Tabla 4.4. Simulaciones de reforma al impuesto a los dividendos en Colombia

Recaudo 
($mm)

Adicional 
($mm)

Adicional 
(% PIB)

Escenario base 489,1 - -

1. Aumentar tarifa al 15% 807,6 318,5 0,03%

2. Tarifas marginales del 10%, 20% y 39% 1.012,0 522,9 0,05%

3. Unificado con cédula laboral 1.689,9 1.200,8 0,11%

4. Unificado con cédula laboral (descontando 
1/2 de impuesto renta corporativa 33%) 1.159,9 670,8 0,06%

5. Unificado con cédula laboral (descontando 
impuesto renta corporativa 33%) 467,5 -21,6 0,0%

Fuente: Cálculos propios con base en GEIH- Dane.
Nota: Todos los escenarios se ajustaron para obtener el total de dividendos de $7,3 billones que se repartieron entre personas 
naturales.

Impuesto al patrimonio

El impuesto al patrimonio (o riqueza) ha tenido varios cambios de im-
portancia en años recientes. Se introdujo por primera vez en 2002, de ma-
nera temporal, pero fue prorrogado posteriormente en cuatro ocasiones 
(reformas tributarias de 2006, 2009, 2014 y 2019). En el período 2003-2020, 
el impuesto le generó al Gobierno central ingresos anuales equivalentes 
en promedio al 0,4% del PIB. Lo pagaron tanto empresas como personas 
naturales hasta 2018, año a partir del cual se limitó únicamente a personas 
naturales.

Dado que la riqueza se encuentra muy concentrada en los hogares de 
la parte más alta de la distribución de ingresos, fortalecer el impuesto al 
patrimonio puede tener un importante impacto redistributivo (Piketty, 
2014). No obstante, este tipo de impuestos puede generar incentivos a la 
evasión o a la salida de capitales hacia paraísos fiscales. Por lo tanto –como 
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lo reconoce también Piketty–, gravar adecuadamente el capital exige im-
portantes esfuerzos de coordinación mundial –o al menos regional–, de tal 
manera que se pueda tener mayor transparencia y acceso a la información 
tributaria sobre los dueños del capital trasnacional. Infortunadamente, no 
solo la coordinación sigue siendo limitada, sino que también se ha obser-
vado un debilitamiento progresivo de los impuestos sobre el patrimonio 
a escala global. Mientras que en 1992, doce países de Europa gravaban la 
riqueza, el número se redujo a tres en 2019: España, Noruega y Suiza. Por 
lo tanto, encarecer el uso del capital a través de un impuesto a la riqueza, 
en un contexto donde muy pocos países lo contemplan, podría incentivar 
la salida de capitales hacia países donde usar el capital es menos costoso, 
especialmente si este tipo de impuestos se extiende a las empresas.

Los estudios para el caso colombiano han mostrado que, si bien la rein-
troducción del impuesto sobre la riqueza ha generado como respuesta una 
mayor evasión y elusión del patrimonio reportado, también es cierto que 
los mayores esfuerzos en los últimos años para fortalecer la instituciona-
lidad tributaria y luchar contra la evasión han logrado aumentar la de-
claración de patrimonios ante la Dian, reducir la evasión y aumentar la 
progresividad del sistema tributario (Londoño y Ávila, 2021).

Considerando lo anterior, nuestra propuesta sobre el impuesto al patri-
monio consiste en ampliarlo para las personas naturales por una sola vez, 
con tasas marginales del 0,25% ($1.000 millones a $2.000 millones), 0,5% 
(entre $2.000 millones y $3.000 millones), 0,75% (entre $3.000 millones y 
$4.000 millones) y 1% en adelante. La base gravable del impuesto sería el 
patrimonio líquido de 2022, y se pagaría en dos cuotas en 2023 y 2024. Por 
esta vía, el recaudo tributario del Gobierno central podría incrementarse 
en cerca de $490.000 millones (0,05% del PIB).3

3	 Esta cifra corresponde al recaudo real del impuesto a la riqueza en 2018, año en el cual las tarifas 
aplicaban únicamente a personas naturales, y los rangos eran muy similares a los que se proponen 
aquí. 
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VI. Cálculo de la evasión del impuesto de renta a las personas

Por último, presentamos en esta sección nuestros propios cálculos de la 
tasa de evasión del impuesto de renta a las personas y su costo fiscal. Se 
trata de un ejercicio muy tentativo, pues carecemos de información de la 
Dian sobre las rentas líquidas brutas (la información sobre las rentas líqui-
das netas es la reportada por Garay y Espitia, 2019, con base en las decla-
raciones de impuestos de 2017).

Los cálculos detallados aparecen en la Tabla 4.5, pero pueden describir-
se brevemente como sigue. Es necesario hacer los cálculos en forma sepa-
rada para (1) ingresos laborales y otros, (2) pensiones, y (3) dividendos e 
ingresos de capital, puesto que forman parte de cédulas distintas a las que 
aplican tarifas de impuestos muy diferentes.

Para calcular el monto de las rentas líquidas netas obligadas a declarar 
impuestos como porcentaje del PIB (columna 6), es necesario combinar la 
información de Cuentas Nacionales (columna 1) y la de la base de datos 
de la Gran Encuesta Integrada de Hogares (columnas 2, 3 y 4). Encontra-
mos que las rentas por ingresos laborales y otros, que deberían haber sido 
declaradas, corresponden aproximadamente al doble de las efectivamente 
declaradas a la Dian (columnas 5 y 6). Los dos valores son muy semejantes 
para las pensiones, lo cual se debe a que las pensiones son rentas exentas 
para fines del cálculo de la renta líquida neta (aunque un pequeño monto 
sí aparece incluido en las rentas líquidas netas de la Dian). En cambio, en el 
caso de los dividendos y de las rentas de capital, sí hay una gran diferencia 
entre nuestros cálculos y lo que aparece reportado como rentas líquidas 
netas en las declaraciones de la Dian. No todo es evasión, porque el Esta-
tuto Tributario considera que no constituyen renta ni ganancia ocasional, 
entre otros, la utilidad en la enajenación de acciones y el componente infla-
cionario de los rendimientos financieros.

Sabiendo el valor de las rentas líquidas netas que no cumplen con la 
obligación de declarar, solo se necesita saber las tarifas efectivas que ten-
drían que pagar esas rentas para tener como resultado el costo de la eva-
sión. Para el efecto, calculamos con la simulación base dichas tarifas efecti-
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vas (que son del 4,6% para los ingresos laborales y otros y del 7% para los 
dividendos y rentas de capital). El resultado es que el costo de la evasión 
es de un 1,1% del PIB, cifra cercana al recaudo actual del impuesto de renta 
a las personas, y el cual se debe prácticamente en su totalidad a la evasión 
de los ingresos de capital. Muy seguramente, la evasión de las rentas de 
capital –concentradas en el 1% más rico– limita la progresividad de la tri-
butación directa a las personas naturales en Colombia.



Tabla 4.5. Cálculos de evasión del impuesto de renta de las personas

Base del impuesto (% del PIB) Tasa de 
evasión 

neta (renta 
líquida 

neta que 
no cumple 

con la 
obligación 

de declarar) 
(7) = [(6)-

(5)]/[6]

Tarifa 
efectiva 
sobre la 

renta neta 
de los 

declarantes 
según 

nuestros 
cálculos (8)

Costo de la 
evasión (% 
del PIB) (9) 
= (6)*(7)*(8)

Según 
Cuentas 

Nacionales 
(1)

Renta líquida bruta según 
nuestra base de datos

Renta líquida neta de los 
declarantes Renta 

líquida neta 
obligada 
a declarar 
(6) = [(1)-
(3)]*(4)/(2)

Obligados a 
declarar (2)

No 
obligados a 
declarar (3)

Según 
nuestra 
base (4)

Según la 
Dian (5)

Ingresos laborales y otros 48,8% 8,7% 28,1% 5,4% 10,9% 13,0% 16,1% 4,6% 0,1%

Pensiones 4,3% 1,8% 2,5% 0,0% 0,1% 0,0% … 0,0% …

Dividendos y de capital 18,1% 0,9% 1,9% 0,9% 1,5% 16,2% 90,7% 7,0% 1,0%

Total 71,3% 11,3% 32,4% 6,3% 12,5% 21,6% 42,2% 4,9% 1,1%

Fuente: Cálculos propios a partir de las Cuentas Nacionales del Dane, la Gran Encuesta Integrada de Hogares de 2019 del Dane e información de la Dian tomada de Garay y Espitia (2019).
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VII. Conclusiones y recomendaciones

En este capítulo analizamos el potencial de recaudo y redistribución del 
impuesto a la renta de las personas, utilizando los datos de 2019 de la Gran 
Encuesta Integrada de Hogares complementada con algunos datos para 
los hogares más ricos según la Dian. Aunque esta información no permite 
saber directamente cuánta es la evasión y no refleja bien los ingresos e im-
puestos de las personas más ricas, el impuesto de renta a las personas es 
útil para revisar las posibilidades de distintas reformas.

En forma aislada, la reforma con mayor potencial de recaudo y de re-
ducción de la desigualdad consiste en reducir a la mitad el umbral más 
bajo a partir del cual se paga el impuesto. Le siguen en potencial gravar las 
pensiones, igualar todas las tasas en un 39% a partir del umbral original 
y reducir las exclusiones al 25% de los ingresos de los independientes y al 
10% del ingreso de los asalariados. Gravar los ahorros voluntarios en las 
AFP, como si se tratara de cualquier otro ingreso, es la reforma individual 
que menos ganancias de recaudo produce. Ninguna de estas reformas ais-
ladas cambia en forma sustancial la distribución del ingreso, incluso si se 
tiene en cuenta el efecto de redistribuir los montos recaudados en forma 
plana entre toda la población.

Sin embargo, cuando se combinan varias de estas reformas, el impacto 
sobre el recaudo y la distribución del ingreso se multiplica. Si se combinan 
las cinco reformas individuales, el número de potenciales contribuyentes 
pasa de 1,2 millones a 2,9 millones; el recaudo del impuesto de renta a las 
personas pasa del 0,32% del PIB al 1,9% y el coeficiente Gini cae 0,17 pun-
tos porcentuales –sin tener en cuenta el efecto del gasto adicional– o 0,44 
puntos porcentuales –contemplando el gasto adicional y suponiendo que 
el gasto beneficia por igual a toda la población–. Esto sería posible, porque 
la tasa efectiva de tributación de todos los ingresos personales pasaría del 
0,9% al 5,1%. En el percentil más alto de ingresos se pasaría de una tasa 
efectiva del 5,7% a un 17,5% con la combinación de las reformas. Esta re-
forma combinada tendría además la virtud de reducir las inequidades ho-
rizontales que resultan de la combinación actual de exenciones, exclusio-
nes y tasas escalonadas. Si además de combinar las reformas se establece la 
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declaración de impuestos por familia, en vez de hacerlo individualmente, 
se mantiene el recaudo y disminuyen las inequidades horizontales. Una 
tasa plana del 25% implica que la tasa efectiva más alta posible para los 
asalariados que ganan $50.000.000 es cercana al 20%, que es aproximada-
mente la que pagan los asalariados de altos ingresos que no utilizan los 
beneficios discrecionales que les ofrece el sistema.

Haciendo un balance de las simulaciones y de los hallazgos de este ca-
pítulo, consideramos que el impuesto de renta a las personas en Colombia 
debe reformarse de la siguiente manera: (1) reduciendo el umbral de de-
claración de renta a la mitad, de tal manera que todos los ingresos brutos 
anuales superiores a 700 UVT (cerca de $24.000.000) deban ser declarados; 
(2) limitando las deducciones de los declarantes al 10% para los ingresos 
de los asalariados y al 25% de los ingresos de los independientes; (3) es-
tableciendo que las pensiones hagan parte de la renta líquida gravable de 
los individuos declarantes; (4) reemplazando las siete tarifas marginales 
actuales, por tres: 0%, 20% (a partir de 545 UVT, 18,7 millones) y 39% (a 
partir de 850 UVT, 29,1 millones). Estas reformas lograrían recaudar un 
1,6% del PIB adicional.

Consideramos, además, que el impuesto de renta debe complementarse 
con un incremento gradual de los impuestos al capital y las rentas deriva-
das del capital, asegurándose de no generar desincentivos a la inversión. 
En el corto plazo, proponemos elevar la tarifa del impuesto a los dividen-
dos del 10% al 15%, y ampliar el impuesto al patrimonio de las personas 
naturales por una sola vez, pagadero en dos cuotas en 2023 y 2024, con ta-
sas marginales del 0,25% (patrimonio líquido neto entre $1.000 millones y 
$2.000), 0,5% (entre $2.000 millones y $3.000), 0,75% (entre $3.000 millones 
y $4.000) y 1% en adelante.

Por último, hemos aprovechado nuestras bases de datos para estimar 
la incidencia y el costo de la evasión, si bien en forma muy tentativa, pues 
no contamos con información detallada de la Dian. Nuestra conclusión es 
que la evasión está muy concentrada en los ingresos de capital y que su 
costo es semejante a todo el recaudo del impuesto de renta a las personas 
(1,1% del PIB).
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V. SOBRE LOS IMPUESTOS A LAS PERSONAS JURÍDICAS

Martha Elena Delgado

I. Introducción

Las empresas están sujetas a una serie de impuestos directos e indirec-
tos que representan recursos importantes para las finanzas públicas. En 
este capítulo se evalúan tres categorías de impuestos a las empresas: i) 
impuestos nacionales, donde se incluye el impuesto de renta, la sobretasa 
al impuesto de renta, el CREE, la sobretasa al CREE, el gravamen a los 
movimientos financieros, el impuesto al patrimonio y el IVA cobrado a 
los bienes de capital; ii) impuestos locales, que incluyen el impuesto de 
industria, comercio, avisos y tableros (ICA) y el predial, y iii) impuestos a 
la seguridad social y parafiscales.

Con el fin de evaluar la carga impositiva total de las empresas, se calcu-
lan las tarifas efectivas de tributación teniendo en cuenta estas tres agru-
paciones. Los resultados muestran que para el periodo 2010-2019, la tarifa 
efectiva promedio fue del 63%, con una tendencia decreciente a partir del 
2015 que alcanza su valor mínimo en 2019, con un 55%. Ahora bien, al 
hacer este cálculo sin tener en cuenta los impuestos a la seguridad social 
y los parafiscales, la tarifa efectiva es más baja, en promedio un 54,3% y 
llega al 44,6% en el 2018. Estas tarifas tienen una amplia dispersión sec-
torial: la educación, la agricultura y las actividades artísticas y de entre-
tenimiento tienen tarifas por encima del 80%, ya que son sectores intensi-
vos en mano de obra, mientras que la electricidad tiene la tarifa más baja, 
aproximadamente de un 35%, atribuible a la intensidad en capital físico en 
esta industria.

Si bien el cálculo de la tarifa efectiva es ilustrativo de la carga tributaria 
de las empresas, dicho cálculo no cuantifica el impacto de la informalidad 
y los mecanismos de elusión, por lo que las tarifas efectivas podrían estar 
sobrestimadas. En efecto, un recálculo de las tarifas efectivas a partir de 
las cuentas nacionales implica que la tarifa efectiva para las empresas en 
el agregado no supera el 23% (o el 15% al excluir los pagos de seguridad 
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social del numerador).1 Las disparidades sectoriales son amplias: mientras 
la educación, la salud, las actividades financieras y el comercio muestran 
las mayores tasas, las de las actividades inmobiliarias, el alojamiento y los 
servicios de comida, la agricultura y las actividades artísticas no superan 
el 10%. Con base en este cálculo, es posible determinar que la evasión del 
impuesto de renta en el periodo 2010-2018 fue en promedio del 46,9%, lo 
que en 2018 fue equivalente a $56,1 billones (5,7% del PIB). De esta mane-
ra, parece existir un gran potencial de recaudo de medidas que permitan 
reducir sustancialmente la evasión.

Una de las razones por las cuales se erosiona la base tributaria, es de-
cir, se obtienen menores ingresos derivados del impuesto de renta ante 
una reducción de las utilidades reportadas, es la existencia de múltiples 
exenciones, deducciones, descuentos e ingresos no constitutivos de renta 
que benefician a las personas jurídicas. Al analizar estos rubros, se observa 
que, si bien no es posible o aconsejable eliminar la totalidad de los be-
neficios, de acuerdo con nuestros cálculos existe un potencial de recaudo 
de entre $0,8 billones y $3,2 billones (0,1%-0,3% del PIB) si se eliminan 
algunas rentas exentas y descuentos, y de $2,6 billones (0,2% del PIB) si 
se eliminan algunos ingresos no constitutivos de renta. Además, existe un 
potencial de recaudo adicional del 0,5% del PIB si se elimina el descuento 
del ICA contra el impuesto de renta aprobado en la reforma tributaria de 
2019, y del 0,13% del PIB si se mantiene la tarifa del impuesto de renta en 
un 31% hasta 2026.

Se evalúa a su vez la posibilidad de implementar impuestos a las pla-
taformas digitales que, por su condición de extraterritorialidad, generan 
ingresos en Colombia, pero no declaran sus utilidades en el país. Algunos 
países de la Unión Europea adoptaron recientemente una medida que dis-
pone el cobro de un impuesto uniforme del 3% a los ingresos generados 
por las plataformas en determinado país, si la empresa supera un deter-
minado tamaño. Nuestros cálculos indican que una medida similar en Co-

1	 Esto no implica que las empresas formales tengan tasas de tributación del 23%. Este promedio se 
refiere a la tarifa efectiva de tributación sobre la base gravable total con base en Cuentas Nacio-
nales, que incluye no solo las empresas formales, sino también las informales que, por definición, 
evaden sus obligaciones tributarias.
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lombia podría alcanzar un recaudo del 0,1% del PIB. Esta posibilidad debe 
contemplarse solo en conjunto con la propuesta de reforma pensional y la-
boral que se detalla en los capítulos 2 y 3, para incentivar la formalización 
de los colaboradores de este tipo de plataformas.

Este capítulo se organiza como sigue. La segunda sección muestra el 
contexto internacional sobre impuestos a las personas jurídicas. En la ter-
cera sección se presenta la cuantificación de las tarifas efectivas de tributa-
ción. La cuarta sección expone la cuantificación de la evasión del impuesto 
de renta de las personas jurídicas, mientras que en la quinta se expone el 
análisis de los beneficios tributarios. La sexta sección describe los impues-
tos a las plataformas digitales que existen en el mundo y la última parte 
presenta las conclusiones.

II. Impuestos directos a las personas jurídicas

Contexto internacional

A escala internacional es posible comparar la carga que enfrentan las em-
presas por los impuestos directos que se cobran sobre los ingresos, las 
utilidades y el capital empresarial. De acuerdo con las cifras de la OCDE 
(2018), el recaudo neto como porcentaje del PIB atribuible a los impuestos 
que recaen sobre las utilidades de las empresas es relativamente alto en 
Colombia cuando se compara con otros países pertenecientes a la organi-
zación. No obstante, es importante mencionar que estas tasas han caído 
durante los últimos años en el país, pues el recaudo en 2013 ascendió al 
5,4% del PIB mientras que en el 2018 alcanzó un 4,9% del PIB (Gráfico 5.1).

Estas cifras también indican la significativa carga tributaria que recae 
sobre las empresas en Colombia y la dependencia que tienen las finanzas 
públicas del país en los impuestos corporativos. Mientras que el recaudo 
de los impuestos a las utilidades empresariales de las firmas es de un 0,8% 
para Estados Unidos, 2,1% del PIB en Francia, 2,6% del PIB en el Reino 
Unido y un 4,1% en Corea, Colombia tiene una de las tasas más elevadas 
de la muestra.
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Los datos tienen también una relación estrecha con la tarifa estatutaria 
del impuesto de renta: Colombia es uno de los países con la tarifa más 
alta entre los miembros de la OCDE (Gráfico 5.2). Mientras que la tarifa 
nominal para Colombia fue del 33% en 2019, el promedio de la OCDE era 
del 22% y los pares regionales de la muestra como Chile y México tenían 
tarifas del 25% y del 30%, respectivamente.

Gráfico 5.1. Impuestos a las utilidades de las empresas
(% del PIB)
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Fuente: Cálculos propios con base en OCDE (2019).

Un hecho que vale la pena analizar es que varios países que muestran 
un alto recaudo como porcentaje del PIB registran menores tarifas nomina-
les. Tal como se observa en el Gráfico 5.3, si bien existe una relación positi-
va entre la tarifa nominal y el recaudo como porcentaje del PIB, los países 
de la OCDE con mayores recaudos en ningún caso tienen tarifas estatu-
tarias del impuesto de renta superiores al 30%. Esto sugiere una pérdida 
considerable de la eficiencia del impuesto a medida que su tarifa aumenta, 
la existencia de beneficios tributarios en los países que imponen mayores 
tarifas y las dificultades de la administración tributaria entre diferentes 
jurisdicciones, como es tratado en más detalle en Corbacho et al. (2013).



158  ǀ  Reformas para una Colombia Post-Covid-19: Hacia un nuevo contrato social.

Gráfico 5.2. Tarifa estatutaria del impuesto sobre la renta a personas jurídicas - Países 
OCDE (2020)
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Fuente: Cálculos propios con base en OCDE (2019).

Gráfico 5.3. Tarifa estatutaria del impuesto de renta frente al recaudo del impuesto a las 
utilidades de las empresas (2018)
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Fuente: Cálculos propios con base en OCDE (2019).
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Teniendo en cuenta entonces la importancia del impuesto de renta en 
el recaudo tributario, es importante considerar la evolución reciente de las 
tarifas en el mundo y en el caso colombiano. De acuerdo con Tax Founda-
tion (2020), un total de 177 países o jurisdicciones tenían vigente en 2020 
un impuesto de renta corporativo. La tarifa promedio de este impuesto a 
escala mundial se situó en 23,85% ese año, con una amplia dispersión entre 
países. Mientras que Comoros (50%), Puerto Rico (37,5%) y Surinam (36%) 
exhiben las tasas impositivas corporativas más altas del mundo, Barbados 
(5,5%), Uzbekistán (7,5%) y Turkmenistán (8%) imponen las tasas corpo-
rativas más bajas. Además, quince jurisdicciones no tienen ningún tipo de 
impuesto corporativo, ya sea a las utilidades o a las ganancias de capital. 
Al evaluar las regiones del mundo, se observa que Europa tiene la tarifa 
estatutaria promedio de renta más baja (19,9%), mientras que África exhi-
be la más elevada, con un promedio del 28,5%. Suramérica tiene una tarifa 
promedio del 27,5%.

Ahora bien, la OCDE (2019) destaca que los ingresos por concepto de 
impuestos se ven influenciados por muchos factores y que, por lo tanto, 
centrarse en las tasas impositivas estatutarias puede resultar engañoso. 
Por ejemplo, las jurisdicciones pueden tener múltiples tasas impositivas 
aplicables, dependiendo de las características de la corporación y los in-
gresos. En algunas jurisdicciones se ofrecen estructuras de tarifas progre-
sivas o regímenes diferentes para las pequeñas y medianas empresas, o 
dependiendo de su condición de residente o no residente. Además, algu-
nos países gravan las ganancias retenidas y distribuidas a diferentes tasas, 
mientras que algunas imponen tasas diferenciales según los sectores eco-
nómicos. También debe tenerse en cuenta el caso de empresas que operan 
en zonas económicas especiales, que suelen tener tarifas más bajas, y los 
regímenes fiscales preferenciales que ofrecen exenciones o descuentos.

Teniendo en cuenta lo anterior, y con el fin de evaluar la verdadera car-
ga tributaria de las empresas en Colombia, es necesario contar con una 
medida que brinde más información sobre los impuestos efectivamente 
pagados por las empresas, más allá de las tarifas estatutarias del impuesto 
de renta. En la siguiente sección se muestran los procedimientos del cálcu-
lo de las tarifas efectivas de tributación.
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III. Carga tributaria de las empresas en Colombia medida con los 
datos de la Dian

Existen diferentes aproximaciones al cálculo de las tarifas efectivas de tri-
butación (TET) de las empresas, divididas principalmente en dos ramas. 
De un lado, las TET forward-looking capturan la información sobre tarifas y 
bases de impuestos corporativos, así como otras disposiciones relevantes 
dentro de un marco de referencia. De esta manera, proporcionan una base 
adecuada para comparar entre jurisdicciones el impacto de los impuestos 
corporativos sobre las decisiones de inversión de empresas. Aunque estas 
TET no reflejan los pagos de impuestos reales observados, son indicadores 
precisos de los incentivos a la inversión que ofrecen los sistemas de im-
puestos corporativos y, por lo tanto, proporcionan información compara-
ble sobre la competitividad de los sistemas tributarios (OCDE, 2019). Esta 
es la metodología usada por entidades multilaterales como la OCDE y el 
Banco Mundial.

De otro lado, las metodologías backward-looking se calculan dividiendo 
los pagos de impuestos reales entre las ganancias obtenidas durante un 
período determinado sobre la base de datos históricos. Esta metodología 
combina datos de las jurisdicciones o de las empresas y refleja la combina-
ción de muchos factores diferentes, como la definición de la base imposi-
tiva, los tipos de proyectos que las empresas han ejecutado, así como los 
efectos de una posible estrategia de planificación fiscal. Aunque estas TET 
pueden no reflejar cómo los sistemas de impuestos corporativos afectan 
los incentivos para invertir en el presente, sí proporcionan información 
sobre cómo los pagos de impuestos y los beneficios de contribuyentes se 
comparan en el tiempo. Por lo tanto, estas son utilizadas en el debate pú-
blico para discutir temas como la evasión y los beneficios tributarios. En el 
caso de Colombia, esta metodología ha sido adoptada por buena parte de 
la investigación académica, como en los trabajos de Steiner y Soto (1995), 
Gómez y Steiner (2015) y Ávila (2015), entre otros.

Sobre esta última metodología es necesario hacer una acotación. Exis-
ten diferentes formas de calcular las tarifas efectivas backward-looking, te-
niendo en cuenta las fuentes de información, los impuestos incluidos y la 
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definición de utilidad (Rincón y Delgado, 2017). Gómez y Steiner (2015), 
por ejemplo, hacen un enfoque contable que tiene en cuenta los impuestos 
declarados en los estados financieros de las empresas, así como la utilidad 
contable producto del ejercicio, con base en datos que provienen de la Su-
perintendencia de Sociedades. En el caso de Ávila (2015), la tarifa se cal-
cula con base en las declaraciones de renta de las personas jurídicas repor-
tadas a la Dian, así como en el recaudo efectivo de otro tipo de impuestos 
directos de los cuales se tiene información (gravamen a los movimientos 
financieros, patrimonio, entre otros).

En este punto es necesaria otra precisión. Los tipos de tarifas descritos 
anteriormente y las calculadas en este trabajo no se deben interpretar como 
medidas de incidencia económica, es decir, como medidas sobre quién 
efectivamente paga los impuestos, ya que no es posible conocer el impacto 
final de los tributos acá cuantificados sobre agentes o sectores que pueden 
o no trasladar los impuestos a otros individuos. Como es bien conocido en 
la literatura de finanzas públicas, la incidencia de un impuesto depende 
de la elasticidad-precio de la oferta y demanda en los mercados relevantes.

Siguiendo la metodología de Ávila (2015), en esta sección se presen-
ta una medición de la carga tributaria que enfrentan las empresas en Co-
lombia para el periodo 2010-2019. Se utiliza el cálculo de la tarifa efecti-
va promedio de tributación (TEP) general de la economía y por sectores, 
mediante la cual se relaciona el monto que las personas jurídicas pagan 
efectivamente en impuestos como proporción de las utilidades antes de 
impuestos y beneficios tributarios a través de dos formas: incorporando la 
contribución a seguridad social y parafiscales en la carga tributaria y sin 
incluirla.
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Para la primera medición, en el numerador se considera la suma de 
tres agrupaciones: i) impuestos nacionales, donde se incluye el impuesto 
de renta, la sobretasa al impuesto de renta, el CREE, la sobretasa al CREE, 
el gravamen a los movimientos financieros, el impuesto al patrimonio y el 
IVA a los bienes de capital; ii) impuestos locales, que incluyen el impuesto 
de industria, comercio, avisos y tableros (ICA) y el impuesto predial, y iii) 
impuestos a la seguridad social y parafiscales. Debe tenerse en cuenta que, 
dado que la tarifa se calcula para varios años, se incorporan los cambios 
normativos a los que haya lugar, teniendo en cuenta la creación o elimi-
nación de tributos a lo largo de los años, como es el caso del impuesto al 
patrimonio, cuyo recaudo es nulo a partir de 2015 a 2018, o la desaparición 
del CREE y su sobretasa.

Para calcular el denominador, se deben tener en cuenta algunas acla-
raciones. En primer lugar, en las declaraciones de renta de las personas 
jurídicas se encuentra el rubro “utilidades antes de impuestos”, pero estos 
impuestos solo hacen referencia a renta y CREE. Es decir, estas utilidades 
ya descontaron las deducciones a las que tienen derecho las empresas: los 
impuestos locales, el 50% del GMF y algún porcentaje de la inversión en 
activos fijos de acuerdo con lo establecido en contratos de estabilidad jurí-
dica. Además, estas utilidades ya han incorporado los beneficios tributa-
rios que otorga el estatuto mediante rentas exentas.

Para poder calcular las utilidades antes de impuestos y beneficios, se 
utiliza entonces la “renta líquida del periodo” como variable más cerca-
na a las utilidades comerciales. Este rubro muestra las utilidades antes de 
rentas exentas, pero no antes de deducciones, pues estas se restan en ren-
glones anteriores. De esta manera, a la renta líquida se le suman las deduc-
ciones mencionadas anteriormente, además de los pagos por seguridad 
social y parafiscales realizados por las empresas. Es importante mencionar 
que esta aproximación no busca desconocer que las deducciones y aportes 
a seguridad social son pagos que efectivamente han hecho las empresas; 
esta aproximación lo que busca es una precisión metodológica en la cual 
los impuestos efectivamente pagados no pueden calcularse sobre una base 
que no los incorpore, pues son impuestos pagados con los ingresos que 
reciben las empresas.
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Gráfico 5.4. Tarifa efectiva de tributación de las personas jurídicas en Colombia
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Fuente: Cálculos propios con información de la Dian, DNP, el Dane y la Superintendencia de Sociedades.

Una vez se tienen estos cálculos, se llega a las tarifas efectivas de tributa-
ción. Los resultados para el total general de la economía se muestran en el 
Gráfico 5.4. De acuerdo con ellos, las tarifas se mantuvieron relativamente 
estables en el periodo 2010-2014, con un promedio del 59,5%. En 2015 hay 
un incremento sustancial: alcanzó un 80,3%, atribuible en mayor medida a 
un incremento de las pérdidas líquidas de las empresas y a una reducción 
significativa de las utilidades empresariales, ligada a la caída de los precios 
del petróleo y a su respectivo efecto en la economía nacional, que redujo 
el monto del denominador.2 Además, la Ley 1739 de 2014 impuso una so-
bretasa al CREE a partir del 2015 y hasta el 2018 con tarifas del 5%, 6%, 
8% y 9% en cada año respectivamente, lo que supuso una carga adicional 

2	 Si bien el efecto de la reducción de las utilidades empresariales es la causa del aumento de la tarifa 
de 2015, también es importante tener en cuenta que en este mismo año el porcentaje de evasión 
del impuesto de renta aumentó significativamente, alcanzando el máximo de la muestra evaluada. 
Para mayor detalle, la sección 5 de este capítulo describe los cálculos de evasión para el periodo 
2010-2018.
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para las empresas.3 No obstante, el CREE y su sobretasa fueron derogados 
a partir del 2017, de acuerdo con la Ley 1819 de 2016, fecha a partir de la 
cual se observa una caída sostenida de la tarifa efectiva de tributación, que 
llegó a un 55% en 2019. Para el total de la década, el promedio de la tarifa 
efectiva fue del 63%.

Es importante tener en cuenta, además, que mientras la carga tributaria 
atribuible a los impuestos locales y a los pagos de seguridad social y apor-
tes parafiscales se ha mantenido relativamente estable a lo largo de la déca-
da, la mayor carga que enfrentan las empresas proviene de los impuestos 
nacionales, que es a su vez la que exhibe mayores cambios a lo largo de 
los años. En el Gráfico 5.5 se observa la carga tributaria de los impuestos 
nacionales desagregada por tipo de impuesto.

Gráfico 5.5. Tarifa efectiva de tributación de las personas jurídicas en Colombia, 
impuestos nacionales
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Fuente: Cálculos propios con información de la Dian y el Dane.

3	  El CREE se instauró en la Ley 1607 de 2012. La ley buscó incrementar la formalidad laboral redu-
ciendo los costos no salariales del empleo formal, en específico los aportes al Sena y al ICBF (5% 
del salario) y la contribución a salud a cargo del empleador (8,5% del salario). Para ello, se redujo 
la tarifa nominal del impuesto de renta del 33% al 25% y se creó un impuesto con destinación es-
pecífica, el CREE, con tarifa del 9% a partir de 2015.
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De los impuestos nacionales, el que tiene mayor peso para las empre-
sas es el impuesto de renta. Este, sumado a sus complementarios, como el 
CREE, y a las sobretasas, constituye el 78,6% de los impuestos nacionales. 
El restante 21,4% corresponde al GMF, al impuesto al patrimonio y al IVA 
cobrado en bienes de capital para los años en que los impuestos estuvieron 
vigentes. Ahora bien, al observar las tarifas efectivas del impuesto de ren-
ta, se observa que se encuentran muy por debajo de sus tarifas estatutarias 
(Gráfico 5.6). Mientras que en el 2010 la tarifa estatutaria se ubicaba en un 
33%, la tarifa efectiva de renta ascendió al 23,8%. En 2016 y 2017, años en 
los que se tuvieron las tarifas estatutarias máximas de la década (llegaron 
al 40%), las tarifas efectivas se ubicaron en 35,3% y 30,4%, respectivamente. 
Como se ha discutido ampliamente en la literatura sobre las tarifas efec-
tivas en el país (Gómez y Steiner, 2015; Rincón y Delgado, 2017; Lozano, 
2018), estas diferencias se explican por la presencia de tratamientos dife-
renciales sobre la base gravable –rentas exentas, deducciones e ingresos no 
constitutivos de renta– que reducen el impuesto a cargo de los contribu-
yentes, a lo que se le debe sumar la evasión y la elusión tributaria.

Gráfico 5.6. Tarifa estatutaria del impuesto de renta en Colombia
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Por su parte, el Gráfico 5.7 muestra la tarifa efectiva de los impuestos lo-
cales para la economía en el periodo 2010-2019. Se observa la importancia 
relativamente equilibrada del impuesto predial (participación del 41,4%) 
y del ICA (participación del 58,6%), además de una tendencia creciente 
durante los últimos años, en línea con el incremento de las tarifas en las 
principales ciudades del país.4

Gráfico 5.7. Tarifa efectiva de tributación de las personas jurídicas en Colombia, 
impuestos locales
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Fuente: Cálculos propios con información del DNP y Ávila (2015).

El Gráfico 5.8 muestra la evolución de los aportes a seguridad social y 
parafiscales en la última década. La contribución a la seguridad social, que 
corresponde básicamente a los aportes a salud y pensión que hacen los 
empleadores sobre el pago de la nómina, representan el 75,2% del total de 
la carga tributaria en este frente, mientras que el 24,8% corresponde a los 

4	 Un punto para destacar sobre el impuesto predial es su alta dispersión geográfica debida a los pro-
blemas de los avalúos catastrales de las zonas rurales y a la baja capacidad institucional de algunos 
organismos municipales. Esto hace que las ciudades principales tengan tarifas nominales elevadas 
del impuesto predial y un recaudo importante para las finanzas territoriales, mientras que en otros 
lugares del país existe un espacio importante para incrementar la tributación (Lozano y Ricciulli, 
2016).
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aportes parafiscales. Se observa también la caída sustancial de 0,9 puntos 
porcentuales en la tarifa efectiva de los aportes parafiscales después de la 
reforma tributaria 1607 de 2012, que pasó de un 4,9% a 4% en 2011. Si bien 
después la tarifa tuvo algunas alzas, actualmente se ubica en un 4,3%.

Gráfico 5.8. Tarifa efectiva de tributación de las personas jurídicas en Colombia, 
contribuciones a seguridad social y aportes parafiscales
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La discusión sobre la inclusión de las contribuciones a seguridad social 
y aportes parafiscales en el cálculo de las tarifas efectivas de tributación es 
ya antigua en la literatura, tanto para las personas jurídicas como para las 
personas naturales. Al incluirlo en los cálculos, se argumenta que se de-
ben considerar como impuestos por ser obligatorias, por reducir el ingreso 
disponible de hogares y empresas, alterando sus decisiones de inversión y 
ahorro, y además por aumentar los costos de producción (Rincón y Delga-
do, 2017). Este es el enfoque de entidades como la OCDE, el FMI y la Comi-
sión Europea, o de algunos artículos que hacen esta precisión conceptual, 
como Barro y Sahasakul (1986), Jones (2002) y Prescott (2004). No obstan-
te, otra parte de la literatura argumenta que los aportes pensionales son 
un ahorro forzoso (Berkelaar y Kouwenberg, 2003; Disney, 2004; Lusardi, 
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2008) y los aportes para salud son el valor de una prima por un seguro 
médico, por lo que las contribuciones representan un costo corporativo, 
pero no necesariamente un impuesto. Con el fin de tener una aproxima-
ción a este último enfoque, se calculan nuevamente las tarifas efectivas de 
tributación, sin tener en cuenta los aportes a seguridad social y parafiscales 
(estos se eliminan del numerador y del denominador [Gráfico 5.9]):

𝑇𝑇𝑇𝑇𝑇𝑇 = 𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼 𝑛𝑛𝑛𝑛𝑛𝑛𝑛𝑛𝑛𝑛𝑛𝑛𝑛𝑛𝑛𝑛𝑛𝑛𝑛𝑛 + 𝑖𝑖𝑖𝑖𝑖𝑖𝑖𝑖𝑖𝑖𝑖𝑖𝑖𝑖𝑖𝑖𝑖𝑖 𝑙𝑙𝑙𝑙𝑙𝑙𝑙𝑙𝑙𝑙𝑙𝑙𝑙𝑙
𝑅𝑅𝑅𝑅𝑅𝑅𝑅𝑅𝑅𝑅 𝑙𝑙í𝑞𝑞𝑞𝑞𝑞𝑞𝑞𝑞𝑞𝑞 𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜 + 𝑑𝑑𝑑𝑑𝑑𝑑𝑑𝑑𝑑𝑑𝑑𝑑𝑑𝑑𝑑𝑑𝑑𝑑𝑑𝑑𝑑𝑑

Las tarifas efectivas de tributación de las personas jurídicas así calcula-
das son en promedio 8,7 puntos porcentuales inferiores a las que se mues-
tran en el Gráfico 5.4. Mediante esta metodología, el número más alto si-
gue siendo el alcanzado en 2015, pero la tarifa se reduce a 74,6% frente al 
cálculo inicial. El descenso de la TEP se mantiene en todo el periodo 2015-
2019 y en este último año llega a un 44,6%, por debajo del 55% resultante 
de la primera metodología.

Gráfico 5.9. Tarifa efectiva de tributación de las personas jurídicas en Colombia sin 
incluir contribuciones a seguridad social y aportes parafiscales
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Resultados sectoriales

Tal como lo ha señalado la literatura (Salazar y Correa, 2015; Steiner y Gó-
mez, 2015; Ávila, 2013), las tarifas efectivas de tributación a escala sectorial 
en Colombia presentan grandes disparidades, especialmente cuando se 
calculan incluyendo las contribuciones sociales y los aportes parafiscales. 
Como se observa en el mapa de calor de la Tabla 5.1, los sectores con ma-
yores tarifas efectivas son aquellos intensivos en mano de obra, como las 
actividades inmobiliarias (87,6%) y la educación (86,8%). Por el contrario, 
los sectores intensivos en capital, como la electricidad (33,2%) y la distribu-
ción de agua (43,1%), muestran tarifas bastante por debajo del promedio 
total y del resto de los sectores. Es importante destacar que, en el caso de 
la minería, las tarifas superaron el 100% en los años 2015 y 2016 (en esos 
años las pérdidas de las compañías fueron sustanciales, lo que redujo el 
denominador).

La tabla también muestra una reducción uniforme de las tarifas en to-
dos los sectores, especialmente en el caso de la agricultura, la industria, 
el comercio y los servicios de comida y alojamiento. No obstante, no se 
observa ningún patrón de convergencia hacia una tasa media, y las dispa-
ridades son muy similares a las observadas en 2012.

De acuerdo con los análisis anteriores, se puede establecer que la tarifa 
efectiva de tributación de las empresas fue en promedio de un 63% cuan-
do se tienen en cuenta los aportes a seguridad social y parafiscales, y de 
un 54,3% cuando estos aportes se omiten. Según estos resultados, parece 
haber poco espacio para un mayor recaudo tributario, al menos mediante 
los impuestos nacionales. Se observa, también, una marcada discrepancia 
entre sectores. Esta responde en buena parte al alto componente de mano 
de obra, pero también a la estrechez de sus utilidades frente al agregado 
de los impuestos que pagan. Sin embargo, no debe olvidarse que estos 
datos provienen de las declaraciones de impuestos de las empresas y del 
recaudo efectivo de los impuestos, por lo que no es posible cuantificar las 
estrategias de minimización de la base tributaria, elusión y evasión. La 
sección siguiente ilustra algunos resultados en este frente.



Tabla 5.1. Tarifa efectiva de tributación de las personas jurídicas en Colombia por sector

Sector
Tarifa efectiva de tributación de las personas jurídicas en Colombia

2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019

Actividades inmobiliarias 91,21% 92,29% 104,50% 109,87% 103,28% - 60,36% 87,62%

Educación 96,84% 96,88% 98,81% 97,88% 100,79% 82,02% 87,55% 86,83%

Agricultura 124,28% 87,32% 97,89% 93,52% 84,75% 82,60% 76,41% 73,22% 85,21% 81,68%

Actividades artísticas y de entretenimiento 84,22% 84,57% 79,84% 84,39% 82,12% 83,96% 83,11% 74,37%

Información y comunicaciones 64,18% 61,09% 64,17% 91,24% 54,72% - 70,89% 69,54%

Salud y asistencia social 71,44% 68,36% 66,99% 67,50% 73,34% 68,01% 67,79% 65,66%

Alojamiento y servicios de comida 74,15% 72,09% 71,68% 67,36% 70,28% 79,02% 70,13% 68,83% 67,86% 58,29%

Actividades profesionales, científicas y técnicas 60,91% 58,49% 56,85% 59,93% 62,08% 59,14% 58,97% 57,90%

Servicios administrativos y de apoyo 61,54% 70,82% 49,37% 59,67% 63,30% 63,53% 67,93% 54,54%

Industria 61,08% 63,90% 64,64% 64,52% 60,96% 56,51% 57,36% 61,20% 59,77% 53,47%

Comercio 64,66% 59,80% 62,34% 65,34% 77,36% 70,65% 65,88% 74,28% 61,33% 51,37%

Construcción 39,58% 58,83% 61,14% 55,76% 51,86% 57,79% 57,31% 58,93% 58,66% 50,62%

Actividades financieras y de seguros 51,13% 53,91% 50,32% 46,74% 44,17% 59,57% 51,32% 56,61% 58,72% 50,11%

Minería 45,74% 45,90% 48,71% 46,02% 51,80% 132,47% 118,14% 63,79% 50,10% 45,79%

170  ǀ  Reformas para una Colombia Post-Covid-19: Hacia un nuevo contrato social.



  ǀ  171  PARTE II: Diagnóstico de la estructura tributaria colombiana y propuestas de reforma estructural.
Capítulo V. Sobre los impuestos a las personas jurídicas.

Sector
Tarifa efectiva de tributación de las personas jurídicas en Colombia

2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019

Transporte y equipo 74,05% 64,43% 64,39% 81,07% 51,99% 53,62% 51,21% 43,24%

Distribución de agua 65,32% 58,92% 54,84% 55,23% 56,46% 55,08% 50,37% 43,06%

Electricidad 34,12% 47,10% 41,26% 41,64% 40,77% 46,43% 44,58% 39,00% 35,76% 33,23%

Total 60,89% 57,52% 59,56% 58,56% 60,77% 80,27% 68,50% 68,02% 60,83% 54,96%

Fuente: Cálculos propios con información de la Dian, el DNP, el Dane y la Superintendencia de Sociedades.
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IV. Carga tributaria de las empresas en Colombia medida con 
cuentas nacionales

Con el fin de tener una medida de tarifa efectiva de tributación que corrija 
los errores inducidos por la informalidad empresarial y la elusión y eva-
sión tributaria, se utilizan los datos de las cuentas nacionales de Colombia 
para calcular una nueva base gravable. Esto es: el denominador de la ecua-
ción de tarifas efectivas de tributación se mantiene igual, mientras que el 
denominador cambia. Esta metodología permite acercarse de manera más 
fiel al concepto de utilidad antes de impuestos de toda la economía y de 
cada uno de sus sectores. Con esta fuente nos apartamos del enfoque con-
table anterior, en el que se utilizaron los datos que las empresas le reportan 
a la Dian en sus declaraciones de impuestos y en el que la base gravable, 
por los tratamientos diferenciales y la evasión, ya es más baja. La ventaja 
de usar los datos del Dane es que se toma la remuneración al capital (utili-
dades) y se resta la depreciación, y así se obtiene la base gravable potencial 
de toda la economía.

Para llegar a este punto es importante hacer varias aclaraciones. Si-
guiendo el trabajo de Salazar y Correa (2015), el PIB puede medirse a par-
tir de la suma de los ingresos primarios distribuidos por las unidades de 
producción residentes, esto es:

PIB= remuneración de los asalariados
	 + Impuestos menos subvenciones a la producción y a las importaciones
	 + Excedente bruto de explotación + Ingreso mixto

Para el caso de nuestros cálculos, nos interesa el excedente bruto de 
explotación asociado a la remuneración al capital, que representa el exce-
dente derivado por los agentes económicos de los procesos de producción 
(o las utilidades de las empresas). También nos interesa el ingreso mixto, 
que hace referencia a los excedentes que obtienen las empresas informales 
o no constituidas en sociedad. Este excedente incluye una parte de remu-
neración al capital y otra parte de remuneración al trabajo y, dado que 
no se quiere incorporar la remuneración al trabajo en el denominador, se 
sigue la estrategia de Rincón y Delgado (2017) y se toma del ingreso mixto 
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solamente la participación del capital en el total del PIB, estimada en un 
54%. A lo anterior se le resta la depreciación del capital fijo. De esta forma, 
las tarifas efectivas de tributación se calculan de la siguiente forma:

TEP= Impuestos nacionales + impuestos locales + aportes a seguridad social y parafiscales
Excedente bruto de explotación + (0,54 * Ingreso mixto) - depreciación

TEP=                                  Impuestos nacionales + impuestos locales
Excedente bruto de explotación + (0,54 * Ingreso mixto) - depreciación

Los resultados de estos cálculos para el periodo 2017-2019 se muestran 
a continuación.

Gráfico 5.10. Tarifa efectiva de tributación por sector económico
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Fuente: Cálculos propios con información de la Dian, el DNP, el Dane y la Superintendencia de Sociedades.

Los Gráficos 5.10 y 5.11 muestran las tarifas efectivas con las contri-
buciones a seguridad social y parafiscales y sin incluirlas. Se observa que 
en todos los sectores, y en general en toda la economía, la tarifa efectiva 
(22,4% o 14,9%) es sustancialmente menor a la calculada con los datos de 
la Dian (55%). Esto sugiere la combinación de elementos como exencio-
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nes, evasión y elusión tributaria, así como la incidencia de los mercados 
informales. Tal parece ser el caso de las actividades inmobiliarias, del alo-
jamiento y servicios de comida, la agricultura y las actividades artísticas, 
que consistentemente registran tarifas por debajo del 10%. Por el contrario, 
el sector administrativo, de salud y educación muestran tasas elevadas y 
superiores al 45% (dada su alta participación en el empleo, se tienen en 
cuenta las contribuciones a seguridad social). Al eliminar estas contribu-
ciones, las actividades financieras, el comercio y el transporte y el alma-
cenamiento muestran tasas en el rango del 23% al 34%. Con base en esta 
información, la siguiente sección examina más a fondo el fenómeno de la 
evasión en Colombia.

Gráfico 5.11. Tarifa efectiva de tributación por sector económico, sin incluir 
contribuciones a seguridad social y aportes parafiscales
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Fuente: Cálculos propios con información de la Dian, el DNP, el Dane y la Superintendencia de Sociedades.
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V. Evasión del impuesto de renta por parte de las personas jurídi-
cas en Colombia

Contexto internacional

La evasión tributaria es un problema que afecta a todas las jurisdicciones 
a escala global, con especial gravedad en las economías en desarrollo. La 
magnitud de la evasión depende negativamente de la probabilidad de de-
tección y sanción y positivamente de las tarifas estatutarias de los impues-
tos. Así mismo, existe un nivel óptimo de esfuerzo institucional de detec-
ción, a partir del cual los beneficios marginales de encontrar más evasores 
son menores a los costos marginales en los que debe incurrir la entidad 
encargada del seguimiento. Además de las tarifas y la capacidad de ejercer 
el cumplimiento de las normas por parte de los Estados, en la incidencia de 
la evasión también influyen factores socioeconómicos y consuetudinarios. 
Entre estos se incluyen la percepción sobre la efectividad y el bienestar 
generado por el gasto público, así como los efectos en equidad.

Latinoamérica

En general, la evasión fiscal en los países latinoamericanos puede ir asocia-
da a los beneficios tributarios como excepciones, deducciones, reducción 
de tasas y plazos, los cuales crean espacios que les permiten a los contribu-
yentes manipular el sistema y eludir los impuestos. Así mismo, la comple-
jidad de la estructura de pago, las reglas de juego y de los beneficios puede 
dificultar el monitoreo de las autoridades de cada país (Cepal, 2019).

Según estimaciones de la Cepal, los beneficios tributarios, que favore-
cen principalmente al sector corporativo en países como Chile, Costa Rica 
y Uruguay, resultan en pérdidas cercanas al 3,7% del PIB (Cepal, 2019). 
Gómez-Sabaíni y Morán (2016), por su parte, midieron las tasas estimadas 
de evasión impositiva en siete países latinoamericanos. Encontraron que 
las tasas de evasión se han venido reduciendo durante los últimos años, y 
que en el impuesto a la renta de sociedades, entre el 2000 y el 2010, pasó de 
un 52,6% a un 46,4%. Pecho et al. (2012) encontraron resultados similares: 
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en América Latina, la evasión del impuesto sobre la renta a empresas pasó 
de un 62% en el periodo 2000 a 2005, a un 50% en el periodo 2006 a 2010. 
Entre el 2000 y el 2005, Paraguay, Panamá y Guatemala tuvieron las mayo-
res tasas (70% al 80%), mientras que Colombia, Chile y Brasil registraron 
una menor evasión (35% al 55%). En el periodo 2006 a 2010, la evasión se 
redujo en casi todos los países, en especial en Paraguay, Uruguay y Chile, 
con caídas de más de 20 puntos porcentuales; en Colombia, por su parte, 
se redujo solamente dos puntos porcentuales. Los países que registraron 
las menores tasas fueron Chile y Colombia: 25% y 33%, respectivamente.

América del Norte y Europa

En regiones con un mayor ingreso per cápita, la evasión es sustancialmen-
te menor. En Canadá, la evasión del impuesto corporativo federal en 2014 
se estimó entre un 8% y un 13% del total de los ingresos esperados (Cana-
da Revenue Agency, 2019). En Estados Unidos, el Internal Revenue Service 
(IRS), que lleva los registros de esta variable, reportó en su publicación 
más reciente (2016) una evasión del 16% entre los años 2008 al 2010, lo que 
equivale a un 2,8% del PIB. Las tasas de evasión en este país difieren según 
los tipos de impuestos y son relativamente altas en el impuesto sobre la 
renta. La evasión del impuesto de renta atribuida a las personas naturales 
es de un 72%, mientras que la evasión atribuida a las empresas solo repre-
senta un 9,6% del total (Gale y Krupkin, 2019).

Muy pocos países de la Unión Europea publican estimaciones sobre 
evasión. En la actualidad, únicamente 15 de los 27 miembros cuentan con 
estos datos, y entre ellos siete solo miden el impuesto al valor agregado. 
En 2015, la evasión en estos países se ubicó entre un 7,98% (Luxemburgo) 
y un 29,51% (Rumania). En Reino Unido, en particular, la evasión de los 
impuestos corporativos pasó de un 11,3% en el periodo 2005 a 2006 a un 
6,8% entre 2017 y 2018.

La Tabla 5.2 muestra el comparativo de la estimación de evasión entre 
países, donde se observa que los cálculos de la tasa de evasión para Amé-
rica Latina de Jiménez et al. (2010) y Pecho et al. (2012) son 51,1% y 57,7%, 
mientras que los cálculos de las instituciones económicas y de Murphy 
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(2019), en el caso de las economías más desarrolladas, sugieren que, en 
promedio, la evasión es del 11,1% y 16,7%, respectivamente. Teniendo en 
cuenta estos análisis, deben resaltarse tres puntos: i) la evasión es un fenó-
meno presente en la mayoría de las economías del mundo, independien-
temente de su tamaño y desarrollo; ii) la evasión en los países en desarro-
llo es sustancialmente mayor que la de las economías más desarrolladas, 
probablemente por una debilidad para rastrear y detectar a los evasores; 
por el hecho de que las sanciones son mínimas; por los entornos socioeco-
nómicos más complejos y por una mala percepción de la gestión de los go-
biernos (Cepal, 2019), y iii) los datos de Colombia muestran que su tasa de 
evasión es considerablemente menor que la de sus pares regionales. Este 
hecho, más allá de sugerir que el país tiene buenos indicadores en térmi-
nos de evasión, plantea serios problemas de medición, si se tiene en cuenta 
que sus factores socioeconómicos e institucionales no son sustancialmente 
diferentes a los del resto de la región.

Tabla 5.2. Evasión de impuestos corporativos en una muestra de países

Jiménez, 
Gómez-Sabaíni 

y Podestá 
(2010)*

Pecho, Peláez 
y Sánchez 

(2012)**
Canadá, 

Estados Unidos 
y Reino 

Unido***

Murphy 
(2019)****

Promedio 2000-
2010

Promedio
2014-2015

Alemania 10,1%

Argentina 49,7%  

Austria 8,3%

Bélgica 15,0%

Brasil 46,6%  

Bulgaria 24,2%

Canadá 10,5%  

Chile 48,4% 36,4%  

Chipre 21,6%

Colombia 39,0% 34,5%



178  ǀ  Reformas para una Colombia Post-Covid-19: Hacia un nuevo contrato social.

Jiménez, 
Gómez-Sabaíni 

y Podestá 
(2010)*

Pecho, Peláez 
y Sánchez 

(2012)**
Canadá, 

Estados Unidos 
y Reino 

Unido***

Murphy 
(2019)****

Promedio 2000-
2010

Promedio
2014-2015

Costa Rica 69,3%

Croacia 18,4%

Dinamarca 12,8%

Ecuador 65,3% 60,8%

El Salvador 51,0%

Eslovaquia 18,5%

Eslovenia 16,3%

España 14,7%

Estados Unidos 16,0%  

Estonia 17,0%

Finlandia 10,9%

Francia 11,1%

Grecia 26,1%

Guatemala 62,8% 72,0%  

Holanda 8,3%

Hungría 18,8%

Irlanda 10,6%

Italia 23,3%

Letonia 20,0%

Lituania 24,4%

Luxemburgo 8,0%

Malta 25,4%

México 46,2%

Nicaragua 52,0%

Panamá 68,5%
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Jiménez, 
Gómez-Sabaíni 

y Podestá 
(2010)*

Pecho, Peláez 
y Sánchez 

(2012)**
Canadá, 

Estados Unidos 
y Reino 

Unido***

Murphy 
(2019)****

Promedio 2000-
2010

Promedio
2014-2015

Paraguay   64,8%

Perú 51,3% 53,1%

Polonia 21,7%

Portugal 16,1%

Reino Unido 6,8% 9,6%

República Checa 14,2%

República Dominicana 61,9%  

Rumania   29,5%

Suecia   8,1%

Uruguay 61,8%

Promedio 51,1% 57,7% 11,1% 16,5%

Fuente: Elaboración propia con base en las fuentes citadas en la tabla.

Cálculo de la evasión del impuesto de renta para Colombia

Pese a las dificultades para calcular la evasión por cuenta de las escasas 
fuentes de información y por la imposibilidad de hacer una comparación 
exacta a escala internacional, uno de los métodos comúnmente utilizados 
es el de la brecha tributaria. Este concepto se refiere a la diferencia entre los 
impuestos que las empresas deberían pagar y los que efectivamente recibe 
el fisco.

De acuerdo con Jorratt (2012), la brecha tributaria se compone de tres 
partes: i) subdeclaración involuntaria, que hace referencia a los errores no 
deliberados cuando se hacen las declaraciones de renta (se puede atribuir 
al desconocimiento de las normas, dada la complejidad de los estatutos); 
ii) evasión tributaria, que parte de una decisión deliberada del contribu-
yente de infringir la ley y reportar un menor monto de impuestos a pagar, 
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y iii) elusión tributaria, en la que se aprovechan vacíos y ambigüedades en 
la ley para pagar menos tributos.

Para que el cálculo de la brecha tributaria sea un indicador cercano del 
porcentaje de evasión, es necesario que la evasión tributaria sea conside-
rablemente mayor a la subdeclaración involuntaria, lo que de acuerdo con 
Jorratt (2012) es común en los países latinoamericanos. De otro lado, es 
necesario tener en cuenta que este cálculo se hace con base en las cuen-
tas nacionales, que parten de los estados financieros reportados por las 
empresas, pero incorporan información adicional para asegurar la consis-
tencia de las cuentas agregadas.5 Estos estados financieros ya incluyen el 
componente de elusión, pues las empresas declaran a las autoridades solo 
los impuestos que efectivamente van a pagar. De esta forma, el cálculo 
aquí planteado es un buen indicador de la evasión en el caso colombiano.

Con el fin de adelantar los cálculos correspondientes, se utilizan las 
cuentas nacionales anuales para el periodo 2010 a 2018, siguiendo el es-
píritu de la metodología de Ávila (2013). La idea general de esta metodo-
logía es depurar el excedente bruto de explotación registrado para toda 
la economía, hasta llegar a una medida comparable con el agregado de la 
renta líquida gravable registrada por la actividad privada. Siguiendo estos 
pasos, lo que se encuentra es la diferencia entre la base gravable total re-
portada en las cifras económicas de las cuentas nacionales y las reportadas 
a la autoridad fiscal –en el caso colombiano, a la Dian–. Esta diferencia es 
la brecha tributaria, pues quiere decir que las empresas no reportan total-
mente sus utilidades a la hora de presentar sus declaraciones.

Los resultados para el periodo 2010 a 2018 se muestran en el Gráfico 
5.12. De acuerdo con nuestros cálculos, la tasa de evasión promedio en 
Colombia para este periodo fue de un 46,9%, con algunas fluctuaciones a 
lo largo de los años. Este cálculo se compara con las tasas de evasión esti-
madas por otros autores en el Gráfico 5.13. Rico (1993), Shome et al. (1994) 
y Steiner y Soto (1998) calculan las tasas de evasión en el periodo 1978 a 
1996, en el que se observa una reducción sustancial: parte de un 80,1% en 

5	 Es importante aclarar que la tasa de evasión se refiere a los impuestos que las empresas dejan de 
pagar deliberadamente, sin incluir como uno de estos impuestos los aportes a la seguridad social, 
que en cuentas nacionales son parte del costo laboral.
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1980 y cae a un 14,1% en 1995. En el caso de Echeverría et al. (2005) y de 
Ávila (2013), las tasas de evasión son más elevadas: un 29,2% en 2003 y un 
47,5% en 2018.

Gráfico 5.12. Evolución de la tasa de evasión en Colombia (2010-2018)
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Fuente: Cálculos propios con base en el Dane y la Dian.

Existe una tendencia de crecimiento en las tasas de evasión desde 2010 
hasta 2018, algo que puede ser atribuible en primera medida al incremento 
de las tarifas estatutarias de renta que, como se dijo al inicio, incentivan el 
reporte de utilidades menores a las efectivamente obtenidas. De hecho, el 
máximo observado en la tasa de evasión es de un 58,3% en 2015, cuando 
justamente se registra la mayor tarifa de impuesto de renta y CREE. En se-
gunda medida, el auge paulatino de la tasa de evasión puede estar ligado a 
la mejora progresiva de las estadísticas de las cuentas nacionales: mientras 
que los primeros trabajos se hacen con las series de cuentas nacionales con 
las bases de 1975 y 1994, los últimos ya cuentan con las bases de 2005 y 
2015.6

6	 El cálculo que se hace en este capítulo parte de la base estadística de 2015, en la que el reporte sobre 
el excedente bruto de explotación y la información sobre las personas jurídicas es más preciso y de 
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Es importante anotar que unas tasas de evasión cercanas al 50% se en-
cuentran en línea con el promedio que se observa en América Latina du-
rante esta década. Estos números de Colombia, por consiguiente, parecen 
alinearse con la realidad regional. Esto pone de presente la necesidad de 
fuentes de información confiables y completas que revelen el verdadero 
tamaño de la evasión de impuestos en el país.

Gráfico 5.13. Evolución histórica de la tasa de evasión en Colombia (1978-2018)

Rico (1993) Shome et al. (1994) Steiner y Soto (1998)
Echeverría et al. (2005) Ávila (2013) Delgado (2021)
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Fuente: Elaboración propia con base en las fuentes citadas.

En la Tabla 5.3 se detalla el monto estimado total de la evasión anual 
y se muestra la evasión como porcentaje del PIB. En 2018, el monto de la 
evasión ascendió a 56,1 billones de pesos, que representa el 5,7% del PIB.

De acuerdo con estos resultados, hay un potencial de recaudo impor-
tante si en el mediano plazo se fortalecen las medidas contra la evasión del 
impuesto de renta. Si por ejemplo Colombia pudiera equiparar sus niveles 
de evasión a los de Chile (36,4%), el recaudo por concepto de impuesto de 
renta a las empresas se incrementaría en cerca de un 1% del PIB.

más calidad, entre otras razones porque se cuenta con más fuentes de información.
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Tabla 5.3. Costo total de la evasión del impuesto de renta de las personas jurídicas

Rubro

Costo fiscal de la evasión (Miles de millones de pesos corrientes)

2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018

Monto total de la 
evasión 27.777 56.469 51.238 38.538 34.686 20.188 48.873 36.554 56.136

Evasión/PIB 5,1% 9,1% 7,7% 5,4% 4,5% 2,5% 5,7% 4,0% 5,7%

Valor punto 
de evasión 544 619 667 714 763 805 864 920 986

Fuente: Cálculos propios con información de la Dian, el DNP, el Dane y la Superintendencia de Sociedades.

El capítulo 8 explora algunas medidas concretas que irían en la 
dirección de reducir la evasión tributaria en Colombia.

VI. Costo fiscal de las rentas exentas, los ingresos no constitutivos 
de renta y la reforma tributaria de 2019

Una fuente de recaudo adicional proveniente de los impuestos a las per-
sonas jurídicas tiene que ver con el gasto tributario en el que incurre el 
Estado por cuenta de las exenciones, los descuentos tributarios, las tarifas 
diferenciales y la deducción por inversión en activos fijos, todo lo cual re-
duce el monto a pagar del impuesto de renta. Esto constituye un costo fis-
cal, toda vez que el fisco deja de recibir recursos que podría capturar si los 
contribuyentes no redujeran el monto de su base gravable. Debe recordar-
se que, mientras las rentas exentas reducen la renta líquida gravable, los 
descuentos tributarios se aplican directamente sobre el impuesto a cargo 
de las firmas. De esta manera, el monto total del beneficio y el costo fiscal 
es el mismo en el caso de los descuentos, mientras que en la renta exenta, 
el costo fiscal corresponde a la tarifa estatutaria del impuesto de renta mul-
tiplicada por el monto del beneficio.
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En los gráficos 5.14 y 5.15 se observa el monto total de los beneficios y su 
costo tributario en los años 2018 y 2019, correspondientes a los declarantes 
del impuesto de renta empresarial.

Gráfico 5.14. Monto total de los beneficios tributarios distribuidos en rentas exentas, 
descuentos y deducción por inversión en activos fijos otorgados a declarantes
(Billones de pesos)
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Fuente: Cálculos propios con base en la Dian y en el MHCP.

Por un lado, el total de los beneficios tributarios que se les otorgó a las 
personas jurídicas en 2019 sumó $19,4 billones, incrementándose en $4,13 
billones respecto al 2018. La mayor parte de los beneficios recae en las ren-
tas exentas, que sumaron $12,48 billones en 2019, seguidas de los descuen-
tos, que ascendieron a $4,5 billones y de la deducción por inversión en 
activos fijos, que alcanzó una suma de $2,4 billones.

Por otro lado, el costo de los descuentos tributarios en 2019 fue de $4,5 
billones: se incrementó en $3,4 billones frente a 2018. Este aumento se re-
laciona con la entrada en vigor de la Ley 1943 de 2018, que establece que, 
a partir de 2019, el impuesto del ICA puede ser descontable hasta en un 
50% y que permite el descuento del 100% del IVA que se paga por la ad-
quisición de bienes de capital. A este le sigue el costo asociado a las rentas 
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exentas, que sumó $4,2 billones, y la deducción por inversión en activos 
fijos que ascendió a $0,8 billones.

Gráfico 5.15. Costo fiscal de los beneficios tributarios distribuidos en rentas exentas, 
descuentos y deducción por inversión en activos fijos otorgados a declarantes
(Billones de pesos)
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Fuente: Cálculos propios con base en la Dian y en el MHCP.

Una parte importante del recaudo potencial se encontraría entonces en 
la reversión de lo dispuesto en la Ley 1943 de 2018 y la Ley 2010 de 2019, 
que instauraron el descuento del impuesto del ICA. Desde Fedesarrollo 
insistimos, en numerosas ocasiones, en el alto costo fiscal de esta iniciativa, 
justo cuando se necesitaba un mayor recaudo tributario. Estimamos que la 
pérdida de recaudo se encontraría en un 0,1% del PIB hasta 2022 y en un 
0,5% del 2023 en adelante, cuando el descuento fuera del 100% (Prospecti-
va Económica, 2019-IV y 2020-I).

Seguido de ello estarían las rentas exentas. Si bien es deseable eliminar 
rentas exentas que no corrigen fallas de mercado, hay otras que están ali-
neadas con propósitos loables de política pública, como es el caso de las 
rentas exentas para inversiones en energías limpias. Infortunadamente, la 
Dian no tiene información sobre el costo tributario asociado a cada una de 
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las exenciones, por lo que el mayor nivel de desagregación corresponde al 
costo sectorial de las rentas exentas (Gráfico 5.16). En este caso, el monto 
de los beneficios y de los costos tributarios se reduce frente a lo presentado 
anteriormente, ya que solo se toman los rubros que registran los contribu-
yentes del impuesto de renta, no los declarantes.

Gráfico 5.16. Beneficios tributarios y sus costos por sector para contribuyentes (2019)
(Billones de pesos)
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Fuente: Elaboración propia con base en la Dian.

El rango del potencial recaudo varía según dos escenarios: i) el que con-
templa la eliminación de todas las rentas exentas para los contribuyentes, 
tras lo cual se recaudaría un 0,33% del PIB adicional; ii) el que contempla 
la eliminación de todas las rentas exentas, excepto las que cobijan a los fon-
dos de pensiones (sector financiero), la vivienda VIS (sector construcción) 
y las energías limpias (sector suministro de electricidad, gas, vapor y aire 
acondicionado), lo que tendría un recaudo adicional de máximo un 0,07%.
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Ingresos no constitutivos de renta

De acuerdo con Córdoba (2020), los ingresos no constitutivos de renta se 
pueden dividir en tres grupos: 1) ingresos que no generan un incremento 
patrimonial porque provienen de valores para reposición de activos; 2) in-
gresos que no se consideran ingreso gravable del impuesto sobre la renta, 
porque están gravados con otro impuesto –es el caso de los dividendos– y 
3) ingresos que, por consideraciones de política pública, se excluyen de los 
ingresos gravados.

De acuerdo con el autor, el desmonte del primer grupo no es deseable, 
en tanto la reposición de activos no genera utilidad económica, como es el 
caso del cobro de un seguro después de un siniestro. En cuanto al segundo 
grupo, dado que son ingresos que ya están sujetos a alguna tarifa imposi-
tiva, no deberían ser sometidos a la doble tributación.

El caso del tercer grupo es tal vez el más complejo, pues responde a las 
decisiones de política económica que persiguen algún objetivo concreto. 
Allí se encuentran temas tan dispersos como la prima de colocación de 
acciones, las ventas de acciones inscritas en bolsa, los aportes al sistema 
de salud y pensión, subsidios agropecuarios y proyectos científicos y de 
innovación. Sin embargo, la Dian no cuenta con datos sobre la magnitud 
de los ingresos no constitutivos de renta en cada uno de estos rubros –ni 
sectorialmente–, por lo que es imposible conocer la importancia relativa de 
este último grupo.

Con el fin de tener algunos órdenes de magnitud de los recursos adi-
cionales que se podrían recaudar al hacer cambios en la definición de los 
ingresos no constitutivos de renta, especialmente en el tercer grupo, toma-
mos las declaraciones de la Dian correspondientes a las personas jurídicas 
y extraemos el renglón denominado “ingresos no constitutivos de renta”. 
En un ejercicio informativo, decidimos calcular el recaudo adicional deri-
vado de la eliminación del 20% de estos ingresos, es decir, esta proporción 
sería gravada a la tarifa estatutaria del impuesto de renta. Los resultados 
muestran que el recaudo adicional de la medida sería del 0,25% del PIB 
(Gráfico 5.17).
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Gráfico 5.17. Ingresos no constitutivos de renta y potencial de recaudo al gravar el 20% 
a la tarifa estatutaria del impuesto de renta y complementarios*
(Billones de pesos)
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Fuente: Cálculos propios con base en la Dian. *Para los años en los que estuvo vigente, incluye tarifa CREE, sobretasa de CREE 
y sobretasa al impuesto de renta.

VII. Impuestos a las plataformas digitales

El avance de la digitalización en la economía está planteando nuevos de-
safíos en materia tributaria alrededor de mundo, pues es difícil capturar 
correctamente el valor que generan las compañías dedicadas a este rubro y 
establecerlo en una jurisdicción específica. Si bien la mayoría de los países 
ha expandido el impuesto al valor agregado (IVA) con la finalidad de gra-
var los servicios digitales provenientes del exterior, los consumidores son 
los que pagan dicho impuesto. La dificultad de gravar al vendedor persis-
te, dado que reside en otra jurisdicción. Además, al no estar definido un es-
tablecimiento permanente en el país en el que se realizan las operaciones, 
solo se pueden gravar las rentas de la empresa en el país de residencia. Por 
lo anterior, las compañías digitales desvían sus utilidades a jurisdicciones 
de baja tributación –para ellas es fácil escoger un país de residencia o un 
centro de operaciones– (Cepal, 2019). Con el fin de entender los desarrollos 
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más recientes en esta materia y las propuestas tributarias, a continuación 
se evalúa la experiencia internacional.

Manejo de los impuestos a las plataformas digitales en el resto del 
mundo

Europa

La Unión Europea ha propuesto introducir un impuesto a los ingresos 
brutos procedentes de la prestación de determinados servicios digitales a 
una tasa del 3%. Los sujetos pasivos del impuesto serían las empresas con 
ingresos anuales totales en el mundo superiores a €750 millones e ingresos 
en la Unión Europea superiores a €50 millones (Hadzhieva, 2019).

Francia ya ha avanzado en este camino. En 2019 el Gobierno francés 
creó un impuesto del 3% sobre los ingresos brutos de las empresas digita-
les que brindan servicios publicitarios, venden datos de usuarios con fines 
publicitarios o realizan servicios de intermediación en ese país. Las empre-
sas con ingresos globales anuales superiores a €750 millones, o con ventas 
anuales superiores a €25 millones en el país, deberán pagar el impuesto. 
Sin embargo, a inicios del 2020 la autoridad tributaria francesa confirmó 
que las empresas sujetas al impuesto digital podrían posponerlo hasta di-
ciembre del mismo año (cuotas correspondientes al monto del impuesto 
digital adeudado en 2019). Además, a partir del 1 de enero de 2020, Francia 
introdujo el requisito de informes para las plataformas en línea, es decir, 
información sobre las ventas realizadas a través de las plataformas a clien-
tes franceses.

Por su parte, Italia implementó el impuesto a los servicios digitales a 
partir del 1 de enero de 2020. La tasa impositiva de este impuesto, al igual 
que en Francia, es del 3% sobre los ingresos brutos derivados de las acti-
vidades de publicidad en una interfaz digital, servicios de interfaz digital 
multilateral, que permite a los usuarios comprar y vender bienes y servi-
cios, y la transmisión de los datos de usuario generados mediante el uso 
de una interfaz digital. El impuesto se aplica a empresas residentes y no 
residentes con ingresos totales en el año anterior de al menos €750 millones 
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o aquellas con ingresos totales por servicios digitales suministrados en el 
país de al menos €5,5 millones. 

Uniéndose a Francia e Italia, Reino Unido implementó un impuesto a 
los servicios digitales a partir del 1 de abril de 2020. La legislación esta-
blece un impuesto del 2% sobre los ingresos obtenidos por las grandes 
empresas que brindan servicios de redes sociales, motores de búsqueda o 
mercados en línea a los usuarios del Reino Unido. Las empresas sujetas a 
este impuesto son aquellas con ingresos globales anuales relacionados con 
actividades digitales que superen los £500 millones o ingresos superiores a 
£25 millones procedentes de usuarios del Reino Unido. Con esta propues-
ta, el Gobierno del Reino Unido proyecta un recaudo de €310 millones en 
el primer año y a partir de 2021, un recaudo de €420 millones.

Austria y Turquía también han implementado legislaciones tributarias 
similares. El impuesto austriaco se impone a partir de enero de 2020, a 
una tasa del 5% sobre el volumen de negocios de los servicios publicita-
rios prestados por los proveedores con ingresos globales superiores a €750 
millones o con un volumen de negocios de al menos €25 millones dentro 
del país. Por su parte, el impuesto a los servicios digitales en Turquía, que 
entró en vigencia a partir de marzo de 2020, se aplica sobre los ingresos 
brutos derivados de la prestación y gestión de servicios en línea que inclu-
yen anuncios, ventas de contenido y servicios pagos en sitios web de redes 
sociales a una tasa del 7,5%, que aplica a proveedores que superen los 20 
millones de liras turcas (aproximadamente €3,14 millones) en los ingresos 
derivados de los servicios en Turquía o a aquellos con ingresos globales 
anuales superiores a €750 millones.

Recientemente, España dio a conocer la legislación sobre los servicios 
digitales que entró en vigor a partir del 16 de enero de 2021. Convergien-
do hacia la implementación de estos impuestos en los países europeos, 
se determinó un tributo del 3% sobre los servicios digitales, incluida la 
publicidad en línea, los servicios de intermediación en línea y la venta de 
datos de usuarios generados a través de una interfaz digital. Las empre-
sas sujetas a este impuesto corresponden a aquellas con ingresos globales 
anuales superiores a €750 millones o ingresos por actividades de servicios 
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digitales superiores a €3 millones en el país. Con este impuesto, España 
espera recaudar aproximadamente €968 millones.

América Latina

En los últimos dos años, varios países de América Latina –Argentina, Chi-
le, Colombia y México– se sumaron a la tendencia de proteger la recau-
dación del IVA mediante la incorporación de los servicios digitales en la 
base imponible del tributo. Las experiencias observadas hasta el momento 
muestran resultados satisfactorios desde el punto de vista recaudatorio, y 
aparecen como un modelo regional a imitar, si es que no surgen soluciones 
mejores en el plano internacional (Cepal, 2020).

En Argentina se estableció el cobro del IVA del 21% para las empresas 
extranjeras que brindan servicios digitales en el país: los proveedores de 
tarjetas de crédito o débito son retenedores del IVA cuando el usuario paga 
por los servicios digitales (Cepal, 2019). Esta medida comenzó a regir en 
junio de 2018. Según información de prensa, la aplicación de la tasa del 
21% de IVA a estos servicios permitió recaudar 19 millones de dólares en 
cuatro meses. Además, en 2019 Argentina estableció un impuesto tempo-
ral a las personas naturales y jurídicas sobre la adquisición de bienes y 
servicios de personas no residentes, en los que los servicios digitales están 
gravados a la tasa más baja del 8% (KPMG, 2021).

En Chile, todo servicio que presta un no residente y que se usa en el 
país, es gravado con IVA a una tasa del 19%, incluidos los servicios digita-
les. Con el fin de asegurar el recaudo, Chile también recurre a la alternativa 
de aplicar retenciones en los medios de pago (Cepal, 2019). La medida em-
pezó a regir en julio de 2020, y en su primer trimestre de aplicación se re-
caudaron aproximadamente US$62,8 millones. El Gobierno chileno espera 
recaudar con esta medida US$250 millones anuales aproximadamente.

Al igual que en Argentina y Chile, en México, desde junio de 2020, se 
empezó a cobrar el IVA del 16% a las plataformas digitales. Con esta medi-
da se espera un recaudo de cerca de US$213 millones.
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Impuestos a las plataformas digitales en Colombia

En Colombia, con la reforma tributaria de 2016, se estipuló que los servi-
cios prestados desde el exterior se entenderán como prestados en el territo-
rio nacional, y serán gravados con IVA (Cepal, 2019). Por lo anterior, desde 
el segundo semestre del año 2018, se cobra el IVA del 19% a las plataformas 
digitales, tanto residentes como extranjeras, que generen un cobro referen-
te a un producto o servicio. Esta medida generó un recaudo de $253.000 
millones en 2019.

Si bien se ha avanzado en el cobro del IVA a las plataformas digitales, 
a partir de la experiencia de Europa se podría considerar también la im-
plementación de un impuesto del 3% a los ingresos brutos de las empresas 
digitales más grandes que operan en el país. Con base en la información 
de Hernández y Albagli (2017), nuestros cálculos preliminares indican que 
Colombia podría recaudar de las 16 empresas digitales más grandes pre-
sentes en el país alrededor de $744.000 millones anuales (0,1% del PIB). 
Esto, siempre y cuando esta medida vaya acompañada de las propuestas 
de reformas en materia pensional y laboral que se detallan en los capítulos 
2 y 3, de tal forma que se incentive la formalización de los colaboradores 
de algunas de estas plataformas.

VIII. Conclusiones y recomendaciones7

En este capítulo se presentó un análisis detallado sobre el estado de la tri-
butación de las personas jurídicas y su evolución durante la última década. 
Se estableció que para el periodo 2010 a 2019, la tarifa efectiva de tributa-
ción promedio de las empresas fue de un 63%, con una marcada tendencia 
decreciente a partir del 2015: en 2019 alcanzó su valor mínimo, un 55%. 
Sin tener en cuenta los impuestos a la seguridad social y los parafiscales, 
los resultados indican que la tarifa efectiva fue más baja: un promedio del 

7	 Las recomendaciones aquí presentadas se basan en lo que sugiere Luis Fernando Mejía, coordina-
dor del estudio.
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54,3%; en el 2018 llegó a un 44,6%. Se evidencia, además, una alta disper-
sión sectorial que no ha sido corregida ni ha dado señales de convergencia 
durante los últimos años.

Dado que las tarifas efectivas de tributación se sobreestiman por los 
efectos de la evasión y la elusión tributaria, se calculó también la tasa de 
evasión promedio para el periodo 2010 a 2018. Nuestros cálculos indican 
que esta fue en promedio del 46,9% en estos años, y del 46% en el 2018, 
último año con datos disponibles. Ese mismo año el monto total de la eva-
sión ascendió a $56,1 billones, equivalentes a un 5,7% del PIB.

Estos dos hallazgos indican que hay poco espacio para modificar las ta-
rifas nominales de los impuestos que recaen sobre las personas jurídicas, al 
menos en los impuestos nacionales, que ya son relativamente altos. En este 
sentido, y dada la premura con la que se requiere incrementar el recaudo 
tributario, las medidas antievasión cuentan con un espacio considerable 
para aumentar el pago de impuestos por parte de las empresas. A partir de 
un enfoque prudente sobre la celeridad y éxito de las medidas, por esta vía 
esperaríamos un recaudo adicional de al menos un 0,5% anual, de acuerdo 
con lo presentado en el capítulo 8.

En cuanto a los beneficios tributarios, la eliminación del descuento del 
ICA sobre el impuesto de renta incluido en las reformas tributarias de 2018 
y 2019 tendría un recaudo adicional del 0,1% del PIB hasta 2022 y del 0,5% 
del PIB a partir de 2023. Mantener la tarifa de renta en un 31% hasta 2026 
aportaría un 0,13% del PIB en recaudo adicional. Estimamos que la elimi-
nación de una parte o de la totalidad de las rentas exentas podría generar 
un recaudo potencial que oscila entre un 0,1% y un 0,3% del PIB. Por su 
parte, la eliminación del 20% de los ingresos no constitutivos de renta que 
se graven a la tarifa estatutaria del impuesto de renta representaría ingre-
sos adicionales equivalentes a un 0,25% del PIB.

Si bien los impuestos a las plataformas digitales aún no encuen-
tran un consenso a nivel internacional, al adoptar la estrategia europea 
podría obtenerse un recaudo adicional de cerca de 0,1% del PIB para el 
caso colombiano.
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VI. HACIA UN IVA MÁS EFICIENTE Y EQUITATIVO

Diego Gutiérrez
Luis Fernando Mejía

I. Introducción

El Impuesto al Valor Agregado (IVA) en Colombia es un tributo de gran 
relevancia para las arcas fiscales de la nación. Su recaudo neto de devo-
luciones representa alrededor del 5,3% del PIB y su participación en el 
total de ingresos tributarios se ha ubicado en un 38,8% en los últimos años. 
Dada su importancia, y con el propósito de elevar los ingresos tributarios 
y además atenuar los impactos regresivos que ocasiona al no diferenciar la 
capacidad de pago de los consumidores, este impuesto ha sido objeto de 
constantes cambios desde su implementación en 1983.1 Pero la creación de 
varios tratamientos diferenciales alrededor de este impuesto generó una 
erosión de la base gravable con importantes costos fiscales y unos benefi-
cios tributarios que privilegian en mayor medida a los deciles más altos de 
la distribución de ingresos.

La principal contribución de este capítulo gira en torno al estudio de 
distintas propuestas de reforma al esquema actual del IVA con el propósito 
de incrementar su eficiencia, equidad y nivel de recaudo en los próximos 
años. Los cuatro escenarios contemplados consideran la eliminación del 
tratamiento de excluidos y exentos para todos los bienes y la gran mayo-
ría de servicios, toda vez que ya se cuenta en el país con un esquema de 
compensación del IVA que facilita el avance hacia una universalización 
del impuesto a todos los bienes de mercado, al mismo tiempo que permite 
atenuar los efectos en los hogares de menor ingreso. En particular, conside-
ramos pertinente avanzar hacia un esquema del IVA más simple, con una 
única tarifa diferencial que grave al 8% aquellos bienes que actualmente se 
encuentran exentos, excluidos o gravados al 5%, mientras se mantiene la 

1	 El IVA fue introducido en Colombia en 1965, inicialmente como un impuesto a las ventas. Este 
tributo se caracterizó principalmente por gravar solo las actividades manufactureras y las impor-
taciones, además de tener una naturaleza monofásica. 



  ǀ  199  PARTE II: Diagnóstico de la estructura tributaria colombiana y propuestas de reforma estructural.
Capítulo VI. Hacia un IVA más eficiente y equitativo.

tarifa general del 19%. En términos de recaudo, nuestras simulaciones su-
gieren un potencial de ingresos entre el 0,7% y el 0,9% en el mediano plazo.

El capítulo también analiza los impactos de una eventual sustitución 
del IVA por un esquema de impuesto al consumo generalizado con una 
tarifa del 8%. Los resultados sugieren que, aunque esto podría generar 
un aumento cercano al 1% del PIB en materia de recaudo, también podría 
tener costos de eficiencia que recaerían especialmente en sectores con al-
tos encadenamientos productivos, pues estos no tienen la posibilidad de 
solicitar la devolución de los impuestos al consumo que pagan sobre sus 
insumos.

Este capítulo cuenta con siete secciones, además de esta introducción. 
La segunda sección describe las principales diferencias entre un impuesto 
al valor agregado y un impuesto al consumo. La tercera sección analiza el 
comportamiento histórico de estos dos impuestos y hace comparaciones 
internacionales. La cuarta sección describe la metodología empleada para 
el análisis de los hogares y las microsimulaciones realizadas sobre el recau-
do, los precios y la distribución de ingresos en cada escenario propuesto. 
La quinta sección describe los datos y sus principales estadísticas descrip-
tivas; la sección seis presenta los resultados de las microsimulaciones y, 
finalmente, la última sección hace recomendaciones de política.

II. IVA frente al impuesto al consumo

Tanto el IVA como el impuesto a las ventas2 tienen por finalidad gravar 
las transacciones asociadas al gasto de consumo final de bienes y servi-
cios. Sin embargo, existe una diferencia fundamental en su forma de reco-
lección, y esta justamente convierte al IVA en un impuesto más atractivo 
frente a otros impuestos indirectos, e incide de manera importante en los 
principios de neutralidad y destino tributario.3

2	 En Colombia, el impuesto a las ventas se denomina impuesto al consumo. De aquí en adelante se 
referirá al impuesto de esta manera, salvo que se indique lo contrario.

3	 El principio de neutralidad implica que las decisiones de los agentes económicos no se ven altera-
das por la introducción del impuesto. Por su parte, el principio de destino sostiene que los bienes 
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El IVA se caracteriza por gravar el valor agregado en cada etapa de la 
cadena de oferta, al mismo tiempo que permite el descuento de lo pagado 
sobre los insumos empleados a lo largo del proceso de producción. Según 
este diseño, el recaudo efectivo equivale a la diferencia entre el IVA que 
se cobra en las ventas al consumidor final y el IVA que se paga en la com-
pra de los insumos utilizados en la producción de bienes o servicios. Este 
atributo permite que la carga tributaria se traslade a lo largo de la cadena 
hasta llegar al consumidor final, al mismo tiempo que se reducen las posi-
bles distorsiones que el impuesto puede llegar a generar sobre la produc-
ción, la estructura de costos de las empresas y el sistema general de precios 
(Ebrill et al., 2001; Le, 2003; OCDE, 2020). En otras palabras, al permitir la 
devolución del IVA pagado en etapas anteriores a la venta final, se asegura 
el cumplimiento del principio de neutralidad, pues no existen incentivos 
para que los agentes económicos modifiquen sus conductas en el mercado.

Relativo al principio de destino, la posibilidad de deducir el monto del 
impuesto pagado durante las etapas intermedias permite que los bienes 
y servicios que son exportados se transen en el mercado internacional sin 
cargas tributarias implícitas en su precio. Lo anterior minimiza las distor-
siones que el impuesto puede llegar a generar en el comercio internacional 
y permite que los países que utilizan este esquema apliquen su código 
tributario una vez el bien o servicio es importado (Le, 2003). Esto último 
contribuye favorablemente a la competitividad de los bienes y servicios 
vendidos en el exterior.

Vale la pena mencionar que este atributo del IVA puede verse limita-
do por la presencia de tratamientos diferenciales que normalmente son 
introducidos para mitigar el impacto regresivo del tributo sobre los hoga-
res con menor poder adquisitivo. Este es el caso de los bienes o servicios 
excluidos, que no permite a los actores intermedios de la cadena descontar 
el IVA pagado sobre los insumos utilizados durante el proceso de produc-
ción. Esto último repercute negativamente en la estructura de costos de las 
empresas, quienes se ven incentivadas a recuperar el monto del impues-

y servicios deben ser gravados según el código tributario del país en donde se consumen. De 
acuerdo con este criterio, las exportaciones se encuentran exentas del tributo. 
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to pagado mediante un incremento en el precio final del bien o servicio 
ofrecido, impactando negativamente al consumidor final. Esta violación 
al principio de neutralidad obedece al pago de “impuestos sobre impues-
tos”, o lo que comúnmente se denomina en la literatura académica como 
efectos cascada.

Otro aspecto importante para tener en cuenta sobre el IVA son los in-
centivos cuyo diseño le crea al contribuyente en torno al cumplimiento de 
sus obligaciones. Tal y como lo mencionan Bonilla et al. (2015), una de las 
ventajas de este esquema es el compromiso que genera el impuesto en las 
empresas al permitir las devoluciones de IVA solo si se cuenta con el so-
porte de una factura. Esto último contribuye positivamente a la formaliza-
ción del sistema y reduce el riesgo de evasión del impuesto (OCDE, 2020).

A diferencia del IVA, el impuesto al consumo grava los bienes y servi-
cios en una única etapa de la cadena de producción y distribución. Por lo 
tanto, no contempla el descuento del impuesto que se ha pagado en la ad-
quisición de bienes intermedios. Aunque esta diferencia en la teoría no de-
bería representar problema alguno, en la medida en que la carga tributaria 
debería recaer sobre la etapa final de la cadena de oferta –consumidor fi-
nal–, en la práctica produce costos de eficiencia y viola el principio de neu-
tralidad por la generación de efectos cascada. Esto último se debe a que la 
administración tributaria enfrenta una mayor dificultad en detectar quién 
es el actor intermedio que compra insumos para la producción y quién es 
el actor que finalmente consume el bien o servicio. Aunque este problema 
puede ser parcialmente solucionado con la emisión de certificados que ve-
rifiquen quién es el productor o distribuidor –certificados de reventa–, su 
existencia no garantiza que no se graven bienes intermedios y en cambio 
implica mayores costos en términos administrativos y de control.

La imposibilidad de descontar el monto del impuesto que se paga en 
las etapas intermedias trae consigo varias desventajas. En primer lugar, 
el riesgo de evasión relativo puede ser mucho mayor al que podría darse 
según un esquema de IVA, pues el hecho de que la obligación tributaria 
se genere por única vez durante la cadena de oferta y al mismo tiempo 
recaiga en el eslabón más frágil –la comercialización, especialmente en el 
comercio minorista–, puede incentivar más la evasión del impuesto. Esto 
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es más grave aún en el contexto de los mercados informales, en los que 
los riesgos de evasión ya son elevados. En segundo lugar, y en línea con 
lo anterior, los altos riesgos de evasión ocasionado por el diseño del im-
puesto al consumo obligan a la administración tributaria a imponer una 
tarifa general mucho menor a la que podría establecerse en un esquema 
de IVA. Esto se debe a los crecientes incentivos a la evasión y a los costos 
de administración conforme va aumentando la tarifa (Smith y Tait, 1990; 
OCDE, 2020).

Gráfico 6.1. Número de países en el mundo que aplican el IVA
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En síntesis, la posibilidad de pedir la devolución del impuesto que se 
paga en distintas etapas de la cadena de producción y distribución hacen 
del IVA un esquema más eficiente comparado con el impuesto al consumo, 
pues este atributo minimiza las distorsiones del impuesto sobre la estruc-
tura de costos de las empresas y el sistema de precios al trasladar la carga 
tributaria hacia el consumidor final. Adicionalmente, la obligación de pre-
sentar las facturas para hacer efectivo el descuento del impuesto contri-
buye a la formalización y disminuye los incentivos a la evasión. Por estas 
razones, la literatura académica coincide en que el IVA es un impuesto 
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eficiente en el sentido en que permite que la carga tributaria recaiga sobre 
el consumo final y no sobre las etapas intermedias del proceso de produc-
ción (Smith y Tait, 1990).

Esta preferencia hacia el IVA ha sido demostrada por la experiencia 
internacional, pues el número de países que han adoptado este esquema 
ha crecido considerablemente en las últimas décadas (Gráfico 6.1). Actual-
mente, 36 de los 37 países miembros de la OCDE operan con este impues-
to. La única excepción es Estados Unidos, que maneja un impuesto a las 
ventas; sin embargo, este no es un impuesto del orden nacional y su nor-
matividad está sujeta a las leyes de cada estado y jurisdicción local (OCDE, 
2020).

III. Diagnóstico del IVA y el impuesto al consumo en Colombia

Esta sección describe el comportamiento histórico del recaudo de IVA y del 
impuesto al consumo en el país, con especial énfasis en el primero dada 
su mayor relevancia en las cuentas fiscales y su mayor disponibilidad de 
información. En términos generales, puede decirse que el recaudo de estos 
impuestos se ha visto influenciado por dos factores: aquellos relacionados 
a su estructura –tarifa general, número de tarifas diferenciales y cobertura 
de la base gravable– y aquellos asociados al grado de cumplimiento de los 
contribuyentes –tasa de evasión–. El estancamiento del recaudo de IVA en 
Colombia en los últimos años ha sido consecuencia directa de un deterioro 
en la productividad y en la eficiencia del impuesto, generado a su vez por 
la menor cobertura del tributo como consecuencia del mayor número de 
bienes y servicios sometidos a tratamientos diferenciales. Esta dinámica no 
ha podido ser compensada por los avances en materia de evasión ni por el 
aumento de la tarifa general del impuesto, pero en cambio sí ha generado 
cuantiosos costos fiscales para la nación.

Frente al contexto internacional, la tarifa general y el número de tari-
fas diferenciales no distan significativamente de la estructura adoptada 
en otros países del mundo. No obstante, la baja productividad y eficiencia 
del tributo –de las más bajas de los países de la muestra– han traído como 
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consecuencia un grado de recaudo que se ubica por debajo del grupo de 
países de la OCDE y de LAC-6.4 Esto último refuerza el argumento de que 
el principal factor que ha frenado el desempeño del IVA en Colombia en 
los últimos años ha sido la creciente erosión de su base gravable.

Análisis histórico sobre el IVA y el impuesto al consumo en 
Colombia

El recaudo neto de IVA tuvo un aumento sostenido: pasó de un 2,5% del 
PIB en el periodo 1984 a 1993, a un 5,4% del PIB en el periodo 2004 a 2012. 
Visto de forma integral con el impuesto al consumo a partir de 2013, el 
recaudo tributario se ubicó alrededor del 5,5% del PIB en los últimos años 
(Gráfico 6.2A). Nótese cómo los ingresos que generó el recaudo del IVA re-
gistraron un crecimiento sostenido durante los primeros años de su imple-
mentación, para posteriormente acelerarse a inicios de los años noventa y 
ubicarse en promedio alrededor del 4,1% del PIB en el periodo 1994 a 2003. 
A esta dinámica se le atribuye principalmente el incremento gradual de la 
tarifa general y la ampliación de la base gravable que fueron promovidas 
durante las reformas tributarias de la década de los años noventa (Sánchez 
y Espinosa, 2005).

A pesar de que el comportamiento del recaudo siguió siendo favorable 
durante buena parte de la década del 2000, a partir de 2007 el ritmo de 
recaudo entró en un periodo de relativo estancamiento en torno al 5,5% 
del PIB. Como se discutirá más adelante, esto pudo haber obedecido a la 
menor productividad y eficiencia del impuesto durante ese periodo, afec-
tadas a su vez por la mayor erosión generada en la base gravable del IVA 
como consecuencia de la proliferación de bienes y servicios sujetos a trata-
mientos diferenciales.

Como porcentaje del total de ingresos tributarios del Gobierno Nacio-
nal Central (GNC), el recaudo de IVA pasó de un 31,6% en el periodo 1984 
a 1993, a un 41% en promedio en el periodo 2004 a 2012. En conjunto con 
el impuesto al consumo, los ingresos se ubicaron alrededor del 39,2% en 

4	 Corresponden a Argentina, Brasil, Chile, Colombia, México y Perú.
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la última década (Gráfico 6.2B). Sobresalen dos periodos en los que se ob-
servaron fuertes cambios en este indicador: i) a inicios de la década de los 
noventa, en la que la participación del IVA pasó de un 33,5% a un 40,9%. 
Esto obedeció al aumento en la tarifa general y a una ampliación adicional 
en su base, esto último consistente con la apertura económica y la caída de 
los ingresos de aduana que este proceso trajo consigo (Junguito y Rincón, 
2004); y ii) en el periodo 2010 a 2013, en el que se evidencia una caída de 
la participación del IVA: pasó del 43,1% al 35,5% del total de ingresos tri-
butarios. Según Bonilla et al. (2015), este comportamiento respondió a la 
mayor participación del recaudo conjunto entre renta y CREE, cuyo peso 
aumentó después de la reforma tributaria de 2012.

Gráfico 6.2. Recaudo histórico de impuestos al consumo
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Con relación a la tarifa general, es común que las alícuotas generales 
del IVA sean sujeto de modificaciones con el objetivo de recaudar mayores 
ingresos en tiempos de afugias fiscales (OCDE, 2020). Colombia no ha sido 
la excepción, pues la necesidad de mayores ingresos se ha visto reflejada 
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en las numerosas modificaciones que ha tenido la tarifa general del IVA a 
lo largo de los años, especialmente durante la década de los años noven-
ta. Como se observa en el Gráfico 6.3, la tarifa general de IVA se mantu-
vo estable en un 10% durante los primeros años de su implementación, 
para luego aumentar escalonadamente –salvo en 1998, que se reduce al 
15%– hasta el 16%; cifra que se mantuvo sin modificaciones hasta que la 
Ley 1819 de 2016 la elevó al actual 19%. Por su parte, la tarifa general del 
impuesto al consumo (8%) no ha sufrido modificaciones en su relativamente 
corto periodo de funcionamiento.

Gráfico 6.3. Evolución histórica de la tarifa general del IVA
(Porcentaje, %)
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Fuente: Elaboración propia con base en distintas leyes y decretos.

Otro aspecto importante es el asociado a las tarifas diferenciales que 
complementan la tarifa general. Cuando estas se encuentran por encima 
de la alícuota general, se conocen como tarifas aumentadas y su propósito 
normalmente se orienta a gravar bienes de lujo como vehículos, aviones, 
yates y otro tipo de bienes suntuarios. Cuando estas tarifas son menores a 
la tarifa general, se conocen como tarifas reducidas y es común que sean 
implementadas para disminuir la carga tributaria sobre bienes y servicios 
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que son considerados estratégicos para el funcionamiento de la actividad 
productiva o que inciden de manera importante en los hogares más pobres 
y vulnerables.

Aunque la razón de ser de estas tarifas se sustenta en la existencia de 
bienes y servicios de interés general y de consumo esencial –por ejemplo 
salud, educación, servicios públicos–, en la práctica han sido utilizadas 
para promover el consumo e impulsar la demanda de otros bienes y servi-
cios que deberían tributar a la tarifa general. Esto no solo ha generado con-
siderables costos fiscales para el Estado, sino que además ha dificultado la 
administración y ha erosionado la base gravable del impuesto.

Gráfico 6.4. Número de tarifas diferenciales de IVA e impuesto al consumo
(Número de tarifas)
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Fuente: Elaboración propia con base en distintas leyes y modificaciones al Estatuto Tributario.
Nota: Corresponde al número de tarifas diferenciales distintas a la tarifa general. Al hacer el análisis de forma integral con el 
IVA, las tarifas del impuesto al consumo (4%, 8% y 16%) son tenidas en cuenta como tarifas diferenciales.

Desde la implementación del IVA en el país, el número de tarifas di-
ferenciales ha provocado una alta dispersión. Mientras que en la década 
de los años ochenta se observaron cuatro tarifas distintas a la tarifa gene-
ral, en el periodo 2003 a 2006 se alcanzaron a registrar hasta nueve tarifas 
diferenciales. Posteriormente estas pasaron a seis para luego llegar a las 
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dos tarifas diferenciales que existen actualmente: 0% para bienes exentos 
y excluidos, y 5% para algunos otros bienes como el café, trigo, centeno, 
entre otros.

Vale la pena mencionar que la reducción de tarifas diferenciales de IVA 
en 2013 coincidió con la implementación del impuesto al consumo y sus 
respectivas tarifas diferenciales.5 Estas tarifas no han sido modificadas des-
de su implementación.

Gráfico 6.5. Tasa de evasión del IVA
(Porcentaje, %)

57,6%

46,9%

34,5%

37,9%

23,0% 20,2% 23,2%

Gomez-Sabaini & Morán (2016) DIAN (2020)

0%

10%

20%

30%

40%

50%

60%

70%

19
84

19
85

19
86

19
87

19
88

19
89

19
90

19
91

19
92

19
93

19
94

19
95

19
96

19
97

19
98

19
99

20
00

20
01

20
02

20
03

20
04

20
05

20
06

20
07

20
08

20
09

20
10

20
11

20
12

20
13

20
14

20
15

20
16

20
17

20
18

20
19

Steiner & Soto (1998) Steiner & Soto (1998)

Promedio 1984 -1993: 52,2%

Promedio 2000-2012: 29,4%

Promedio 2015-2019: 22,7%

Fuente: Steiner y Soto (1998), Gómez-Sabaíni y Morán (2016) y Dian (2020).
Nota: Los cálculos de Steiner y Soto (1998) corresponden a la tasa máxima de evasión. La cifra de 34,5% para 1994 corresponde 
a la evasión del IVA interno.

Otra variable que ha incidido en el nivel de recaudo del IVA en el país se 
asocia a la tasa de evasión del impuesto. En efecto, el cálculo de evasión de 
distintos estudios sugiere que el comportamiento de esta variable ha mos-
trado una tendencia decreciente: pasó de más del 50% en la década de los 

5	 El impuesto al consumo grava los vehículos dependiendo de su valor de importación. Así, los 
vehículos cuyo valor FOB es igual o inferior a US$30.000 son gravados con la tarifa general del 8%, 
mientras que los vehículos cuyo valor FOB se ubica por encima de este umbral se gravan con el 
16%.
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ochenta al 20,2% en 2015. No obstante, las cifras más recientes reportadas 
por la Dian sugieren un aumento en los niveles de incumplimiento en el 
periodo 2015 a 2019 de un 20,2% a un 23,2% (Gráfico 6.5).

Por su parte, la cobertura del IVA6 ha reflejado una tendencia decre-
ciente en los últimos años. En efecto, el porcentaje de bienes y servicios 
gravados pasó de un 41,9% a principios de siglo a un 51,6% en 2006 para 
luego disminuir gradualmente hasta ubicarse alrededor del 42% en 2018 
(Gráfico 6.6). Esta erosión de la base gravable ha sido resultado del ma-
yor número de bienes y servicios sujetos a tratamientos diferenciales. Sin 
embargo, es importante mencionar que la caída de la cobertura del IVA 
entre 2012 y 2013 pudo haber obedecido a la introducción del impuesto 
al consumo, ya que este sustituyó una parte de los bienes y servicios que 
anteriormente venían siendo gravados según el esquema del IVA.

Gráfico 6.6. Evolución reciente de la cobertura del IVA
(Porcentaje, %)
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6	 Medida como la razón entre la base gravable del impuesto y el PIB.
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Otra forma de ver la cobertura del IVA es a través del porcentaje de 
bienes y servicios que se encuentran gravados a alguna de las dos tarifas 
(5% y 19%) que existen actualmente en el país (Tabla 6.1). De acuerdo con 
los resultados, del total de 975 bienes y servicios de mercado, 670 artículos 
(68,7%) están gravados al 5% o al 19% (la gran mayoría de ellos –613– lo es-
tán a la tarifa general). De esos 670 artículos, 265 corresponden a artículos 
de la canasta familiar (59,8% del total de la canasta) y 405 a artículos que no 
hacen parte de la canasta familiar (76,1% del total de artículos no canasta).

Tabla 6.1. Porcentaje de cobertura por tipo de bien o servicio
(Miles de millones de pesos)

Total Exento Excluido Tarifa 5% Tarifa 19% Gravado No 
gravado

Artículos no 
mercado o 
meritorios /1

79
79

100%

Artículos de 
mercado 975

74 231 57 613 670 305

7,6% 23,7% 5,8% 62,9% 68,7% 31,3%

Canasta familiar 443
39 139 33 232 265 178

8,8% 31,4% 7,4% 52,4% 59,8% 40,2%

 Artículos no 
canasta 532

35 92 24 381 405 127

6,6% 17,3% 4,5% 71,6% 76,1% 23,9%

Fuente: Elaboración propia con base en ENPH 2016-2017 e información del Dane.
/1: Los artículos no mercado o meritorios se encuentran asociados a los servicios inmobiliarios destinados a la vivienda 
propia, servicios de la administración pública, como servicios públicos (acueducto, energía, alumbrado público), servicios 
asociados a la educación, a la salud y seguridad social obligatoria.

Estos tratamientos diferenciales han traído consigo importantes costos 
fiscales para el Estado (Gráfico 6.7). Según cifras oficiales, el gasto tributa-
rio de los tratamientos diferenciales ha sido creciente en los últimos años 
y actualmente se ubica alrededor del 7,1% del PIB, siendo en promedio el 
81,7% del costo total asociado al tratamiento de bienes excluidos.
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Gráfico 6.7. Costo fiscal de los tratamientos diferenciales del IVA
(Porcentaje del PIB, %)
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Fuente: MHCP (2020).

La erosión de la base gravable y la tasa de evasión en Colombia no 
solo han repercutido negativamente sobre la dinámica de recaudo, sino 
que además han generado grandes costos en términos de la productivi-
dad y eficiencia del IVA (Corbacho et al., 2013; Bonilla et al., 2015). Es así 
como después de haber registrado una tendencia creciente en el periodo 
1984 a 2007, ambos indicadores revirtieron su tendencia para ubicarse en 
promedio alrededor del 0,31 y 0,45 en los últimos años, respectivamente 
(Gráfico 6.8).

Teniendo en cuenta que la tasa de evasión disminuyó significativamen-
te en el periodo de análisis, puede decirse que la pérdida de productivi-
dad y eficiencia del impuesto ha respondido en mayor medida a la menor 
cobertura del impuesto que, como se mencionó anteriormente, se ha visto 
reducida como consecuencia de la proliferación de bienes y servicios suje-
tos a tarifas diferenciales, especialmente aquellos que han sido exentos o 
excluidos del impuesto.
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Gráfico 6.8. Productividad y eficiencia del IVA7
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(Unidades por recaudo potencial)
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Fuente: Elaboración propia con base en las cifras de la Dian y el Dane.

El IVA en Colombia frente al contexto internacional

El recaudo del IVA en Colombia como porcentaje del PIB (5,8%) es bajo, 
si se le compara con el promedio del grupo de países de la OCDE (6,8%). 
Dentro de estos, los países con mayor recaudo son Nueva Zelanda y Hun-
gría (9,7%), seguidos por Dinamarca, cuyos ingresos en 2018 fueron del 
9,5% del PIB. Frente a nuestros pares en la región, el recaudo en Colombia 
tan solo supera el de México (3,9%) y está muy por debajo de los regis-
trados en Perú (6,6%), Brasil (7%), Argentina (7,8%) y Chile (8,5%). Esto 
último ubica el recaudo de IVA en Colombia por debajo del promedio del 
grupo de países LAC-6 –6,5%– (Gráfico 6.9).

7	

	  
Productividad= Eficiencia=.

Recaudo % PIB
Tarifa General

Recaudo % consumo privado
Tarifa General
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Gráfico 6.9. Recaudo del IVA en el mundo (2018)
(% del PIB)
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Fuente: Elaboración propia con base en las cifras de la OCDE.
Nota: Para Colombia corresponde al dato observado en 2019.

De otro lado, la tarifa general del IVA en Colombia es muy cercana a 
la tarifa promedio del grupo de países de la OCDE (19,3%). Respecto a 
nuestros pares en la región, la tarifa general es inferior a la observada en 
Argentina (21%), igual a la de Chile (19%) y superior a las registradas en 
Perú (18%), Brasil (17%) y México (16%). Esto último ubica la tarifa general 
de IVA ligeramente por encima de la registrada en el promedio de países 
LAC-6 –18,3%– (Gráfico 6.10).

En cuanto al número de tarifas diferenciales, la estructura del IVA en 
Colombia es más compleja que la de la mayoría de los países de la región 
–con excepción de Costa Rica, Panamá, Argentina y Brasil–, pero no dista 
significativamente de la de la mayoría de los países europeos de la muestra 
(Gráfico 6.11). En efecto, mientras que Chile, Ecuador, El Salvador, Guate-
mala y Perú no registran tarifas diferenciales, y otros como México, Hon-
duras, Nicaragua, Paraguay y Uruguay tienen una sola tarifa diferencial, 
Colombia presenta dos tarifas, como en los casos de Reino Unido, Austria, 
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Estonia y otros países emergentes como Grecia y Turquía. Argentina y Bra-
sil son los países de la región con mayores números (tres y cuatro tarifas 
diferenciales, respectivamente).

Gráfico 6.10. Tarifa general del IVA en el mundo (2018)
(Porcentaje, %)
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Fuente: Elaboración propia con base en las cifras de la OCDE y CIAT.
Nota: Para Colombia corresponde a la tarifa general vigente para 2019.

El hecho de que la tarifa general del IVA se encuentre cerca del prome-
dio internacional, pero que su recaudo sea relativamente bajo, refleja la 
poca productividad y eficiencia del tributo en nuestro país. Tal como se 
puede observar en el Gráfico 6.12, estos dos indicadores son de los más 
bajos en el mundo y en la región. Solo supera a Irlanda, México, Turquía 
e Italia en productividad y a México en eficiencia. Lo anterior sugiere que 
en países altamente productivos como Canadá, por cada $100 de recaudo 
potencial se adquieren $89; en el grupo de países LAC-6 se recogen $36 y 
en Colombia esta cifra tan solo llega a $31.
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Gráfico 6.11. Número de tarifas diferenciales en el mundo (2018)
(Número de tarifas diferenciales)
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Fuente: Elaboración propia con base en las cifras de la OCDE y CIAT.
Nota: Para Colombia corresponde a la tarifa general vigente para 2019.

Gráfico 6.12. Productividad y eficiencia del IVA en el mundo
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IV. Metodología

Utilizaremos la metodología que comúnmente ha sido empleada para me-
dir la incidencia de los impuestos al consumo sobre el ingreso y el gasto de 
los hogares (Steiner y Soto, 1998; Ávila y Cruz, 2006; Steiner y Cañas, 2014; 
OCDE/KIPF, 2014; Núñez et al., 2020; Ávila, Lamprea y Piraquive, 2020). 
En términos generales, esta consiste en aplicar el tratamiento tributario 
vigente a cada artículo de consumo presente en la Encuesta Nacional de 
Presupuestos de los Hogares (ENPH).8 Esto es posible gracias al detalle 
que proporciona la encuesta, pues se puede determinar el gasto que los 
hogares destinaron entre 2016 y 2017 a 1.064 artículos asociados con el con-
sumo de alimentos y bebidas, prendas de vestir, educación, salud, entre 
otras divisiones de gasto. Dado que la Ley 1819 de 2016 elevó la tarifa ge-
neral del IVA en medio del proceso de recolección de la encuesta, se aplicó 
la norma tributaria vigente en 2017.

Además de construir un vector de tarifas del IVA y del impuesto al 
consumo que represente el tratamiento tributario para cada uno de los ar-
tículos que consumen los hogares, es necesario hacer algunas otras trans-
formaciones para incluir en las estimaciones los efectos de la evasión en el 
monto de los impuestos que efectivamente pagan los hogares. Para esto se 
utiliza la información sobre el lugar de compra del artículo reportado por 
el hogar.9 Los ingresos totales que reporta la encuesta se corrigen siguien-
do la metodología propuesta por Lora et al. (2021). Una vez procesada la 
información y luego de simular el pago de impuestos al consumo de los 
hogares, se hacen las microsimulaciones que determinarán el potencial de 
recaudo del IVA luego de modificar tanto la cobertura como la tarifa gene-
ral del impuesto. Este mismo procedimiento será utilizado para estudiar 
las implicaciones económicas de la sustitución del IVA por un impuesto al 
consumo generalizado.

8	 Antes esta encuesta se conocía como Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares 
(ENIG). Se lleva a cabo cada diez años y tiene como propósito caracterizar los patrones de consu-
mo de los hogares colombianos. Su importancia estadística es tal, que también sirve como insumo 
para actualizar las canastas de consumo que se utilizan en el cálculo del Índice de Precios al Con-
sumidor (IPC) y la estructura de consumo que conforma el sistema de cuentas nacionales. 

9	 Ver anexo técnico A.
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La ventaja de utilizar la información de la encuesta como base de las 
microsimulaciones es que permite conocer el pago del IVA de los hogares 
en cada decil de ingreso, información que es de gran utilidad para estimar 
el costo fiscal de la compensación del IVA en cada uno de los escenarios 
propuestos. Adicionalmente, la información de la encuesta hace posible 
cuantificar el impacto de cada uno de los escenarios simulados en térmi-
nos de equidad –coeficiente de Gini e incidencias– y de inflación (este últi-
mo debido a que las canastas de seguimiento al IPC se construyen a partir 
de los artículos que contiene la encuesta).

Existe una limitación que hay que tener en cuenta al utilizar la infor-
mación de la ENPH como base para las microsimulaciones de recaudo: la 
encuesta presenta un subreporte del consumo y del pago del IVA de los 
hogares, pues no refleja al cien por ciento el valor que anualmente es publi-
cado por el sistema de cuentas nacionales. Para superar esta limitación, se 
procede a expandir el pago de IVA al nivel de cuentas nacionales utilizan-
do la información de las tablas de oferta y utilización del Dane.

La metodología cumple entonces los siguientes pasos: i) construcción 
de un vector de tarifas del IVA, impuesto al consumo y otros impuestos 
específicos, ii) cálculo del pago de impuestos e identificación de la base 
gravable, iii) estimación de las microsimulaciones para cada uno de los 
escenarios de reforma al IVA propuestos y del impuesto al consumo gene-
ralizado, iv) expansión de los resultados de recaudo a las cifras de cuentas 
nacionales y ajuste según frontera de eficiencia, y v) cuantificación de im-
pactos de cada escenario en la distribución del ingreso –medida a partir 
del índice de Gini–, incidencias en el ingreso de los hogares e inflación. En 
el anexo técnico se explican en detalle cada uno de estos procedimientos.

Definición de los escenarios propuestos para las microsimulaciones

Los escenarios de reforma del IVA contemplados en este capítulo se cons-
truyen a partir de microsimulaciones que incorporan cambios tanto en la 
cobertura como en las tarifas del impuesto. Los cuatro escenarios se defi-
nen de la siguiente manera:
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1.	 Se aumenta la cobertura del IVA a los bienes y servicios de mercado al 
gravarlos con una tarifa única del 19%.

2.	 Se aumenta la cobertura del IVA a los bienes y servicios de mercado al 
gravarlos con una tarifa única del 16%.

3.	 Se eliminan los tratamientos de exentos y excluidos para todos los 
bienes y servicios de mercado al gravarlos a una tarifa diferencial del 
8%. Para el resto de los artículos, se mantiene la tarifa general del 19%.

4.	 Se eliminan los tratamientos de exentos y excluidos para todos los 
bienes y servicios de mercado al gravarlos a una tarifa diferencial del 
5%. Para el resto de los artículos, se mantiene la tarifa general del 19%.

Es importante anotar que los escenarios propuestos en este capítulo no 
contemplan una universalización de todos los servicios exentos y exclui-
dos que son transados en la economía. Lo anterior se debe a que algunos 
de estos son bienes de no mercado, como es el caso de los servicios asocia-
dos a la educación, la salud humana, los servicios públicos o los servicios 
inmobiliarios destinados a la vivienda. No extendemos el IVA a estos ar-
tículos, siguiendo las recomendaciones de Córdoba (2020).10 Esto mismo 
aplica para el escenario en el que se sustituye el IVA por un impuesto al 
consumo generalizado con una tarifa del 8%.

V. Datos y estadísticas descriptivas

Encuesta Nacional de Presupuestos de los Hogares (ENPH)

La ENPH es estadísticamente representativa a escala nacional, con una 
cobertura de 87.201 hogares (equivalentes a 14,3 millones de hogares al 
aplicar el factor de expansión) ubicados en 32 ciudades capitales, seis ciu-
dades intermedias y un total de 130 municipios (Dane, 2018). Un análisis 
detallado de la composición del gasto de los hogares colombianos sugiere 

10	 El autor sugiere que muchos de estos servicios son difíciles de gravar en la práctica o que su grava-
men resultaría inconveniente. La exclusión de estos bienes y servicios de no mercado implica que 
el potencial a gravar es del 92,4% de los bienes y servicios de la canasta familiar.
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que estos destinan un mayor porcentaje de su gasto al rubro de alojamien-
to, agua, electricidad, gas y otros combustibles (28,7%), bienes y servicios 
diversos11 (18,3%) y al consumo de alimentos y bebidas no alcohólicas 
(15,9%). En conjunto, estas tres divisiones de gasto concentran el 62,9% del 
gasto total que reportan los hogares (Gráfico 6.13).

Gráfico 6.13. Composición del gasto de los hogares por divisiones
(Porcentaje del gasto total, %)
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Fuente: Elaboración propia con base en ENPH 2016-2017.

Al organizar la información según deciles de gasto o ingreso per cápita, 
los gastos e ingresos totales de los hogares exhiben una alta concentración 
en los deciles de mayor ingreso. En efecto, mientras que los dos prime-
ros deciles reportan el 7,9% del gasto total, los tres deciles más altos de la 
distribución concentran más de la mitad del gasto total (55,1%) (Gráfico 
6.14A). Por el lado del ingreso, la historia no es muy diferente, pues mien-
tras los dos primeros deciles concentran tan solo el 5,2% del ingreso, los 
tres deciles de más altos ingresos aportan aproximadamente el 61% del 
ingreso total (Gráfico 6.14B).

11	 En esta división de gasto se clasifican artículos como seguros de vida y de educación, gasto reali-
zado en peluquerías y centros de belleza, artículos para el cuidado personal, compra y reparación 
de relojes, anillos, collares, pagos mensuales en guarderías o salacunas, entre otros. 
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Gráfico 6.14. Ingresos y gastos totales de los hogares
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Fuente: Elaboración propia con base en ENPH 2016-2017.

Una vez aplicados los vectores de tarifas sobre el gasto por artículo que 
reporta la encuesta, es posible obtener la descomposición del gasto de los 
hogares. Así, los que destinaron aproximadamente $1,4 billones al mes al 
pago del IVA, $185.000 millones al pago mensual del impuesto al consumo, 
$59.000 millones al pago mensual de otros impuestos asociados al consu-
mo de bebidas alcohólicas y cigarrillos y $721.000 millones mensuales al 
gasto de otros artículos que consideramos no hacen parte de la base grava-
ble del IVA o del impuesto al consumo.12 En línea con lo anterior, el gasto 
que reportan los hogares después de impuestos es de $27,4 billones al mes 
y se estima que la base gravable mensual equivale a un valor cercano a $25 
billones (Tabla 6.2).

12	 Estos corresponden a comparendos y multas por infracciones, alimentos provenientes de salario 
en especie, remesas de dineros a otros hogares, impuesto predial, impuestos del vehículo, im-
puesto de renta, otros impuestos (timbre), mesadas a estudiantes y personas no perceptoras de 
ingresos, y estupefacientes.
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Tabla 6.2. Descomposición del gasto de los hogares
(Miles de millones de pesos)

Concepto

Gasto total
Tarifa efectiva 

promedio /2

Mensual Anual

Panel A: Sin ajustes por lugar de compra 6,0%

IVA 1.391 16.695 5,1%

Impuesto al consumo 185 2.215 0,7%

Otros impuestos (licores y cigarrillos) 59 713 0,2%

Otros gastos que no generan impuesto 721 8.652 …

Base gravable 25.040 300.485 …

Panel B: Con ajustes por lugar de compra 5,0%

IVA 1.155 13.860 4,2%

Impuesto al consumo 147 1.760 0,5%

Otros impuestos (licores y cigarrillos) 59 713 0,2%

Otros gastos que no generan impuesto 721 8.652 …

Base gravable 25.040 300.485 …

Evasión /1 274 3.291 …

Total gasto ENPH 27.397 328.763 5,0%-6,0%

Fuente: Elaboración propia con base en ENPH 2016-2017.
Nota: /1 Se utiliza el lugar de compra como indicador de formalidad y de evasión
/2 Monto del impuesto como porcentaje del gasto total del hogar

Al calcular la tarifa efectiva promedio con respecto al consumo de los 
hogares13 para los impuestos analizados, se obtiene que para el IVA esta es 
del orden del 5,1%, para el impuesto al consumo es de aproximadamente 
un 0,7%, y para los otros impuestos es cercana al 0,2%. En conjunto, la 
incidencia total de estos impuestos indirectos es del 6% como porcentaje 
del gasto total de consumo. Al ajustar los resultados del IVA y del impues-

13	 Definida como el monto destinado al impuesto como porcentaje del gasto total del hogar.
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to al consumo por el lugar de compra del artículo como un indicador de 
evasión, el pago del IVA de los hogares se reduce a $1,2 billones mensua-
les, mientras que el monto destinado al impuesto al consumo se reduce a 
$147.000 millones al mes. La incidencia total se reduce al 5% como porcen-
taje del gasto total.

La incidencia de estos impuestos puede calcularse como porcentaje del 
gasto o del ingreso del hogar. Así, por el lado del gasto, la incidencia del 
impuesto muestra una dinámica creciente a lo largo de la distribución del 
gasto total per cápita, lo cual a simple vista indicaría que el impuesto es 
progresivo. Sin embargo, como anotan Ávila, Lamprea y Piraquive (2020), 
el carácter progresivo del impuesto debe ser establecido respecto al ingre-
so y no al gasto de los hogares.14

Gráfico 6.15. Incidencia de los impuestos indirectos en los hogares
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Fuente: Elaboración propia con base en ENPH 2016-2017.
Nota: Se utiliza el lugar de compra como proxy de formalidad y de evasión. Los ingresos totales son ajustados siguiendo la 
metodología que propone Lora et al. (2021).

14	 Además, es importante mencionar que las tasas de ahorro derivadas de la encuesta –implícitas en 
la diferencia entre ingreso y consumo por deciles– no parecen plausibles, a pesar de la corrección 
a los ingresos siguiendo lo propuesto en Lora et al. (2021).
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Gráfico 6.16. Gasto por nivel de tarifa para cada decil de ingreso
(Porcentaje, %)
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Fuente: Elaboración propia con base en ENPH 2016-2017.
Nota: Los ingresos totales se ajustaron siguiendo la metodología de Lora et al. (2021).

Esto se evidencia al descomponer la tarifa efectiva promedio como por-
centaje del ingreso total de los hogares por decil de ingreso total per cápita. 
El Gráfico 6.15B muestra cómo la incidencia conjunta de los impuestos 
recae fuertemente sobre el primer decil –6,8%– para luego disminuir gra-
dualmente a lo largo de la distribución hasta ubicarse alrededor del 3,6% 
en el decil diez.

Por construcción, es natural que el IVA sea un impuesto regresivo, pues 
al recaer sobre las ventas finales no diferencia la capacidad de pago del 
consumidor final. Con el propósito de disminuir la carga tributaria del im-
puesto sobre los hogares más pobres y vulnerables, la respuesta de política 
en los últimos años se ha centrado en ampliar el alcance de los tratamien-
tos diferenciales, especialmente los asociados a exentos y excluidos –por 
ejemplo, algunos productos de primera necesidad que conforman la ca-
nasta familiar como alimentos, gastos en salud o transporte–.15 Sin embar-

15	 Las estadísticas descriptivas asociadas a la canasta familiar se encuentran en el anexo técnico E.
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go, los deciles con mayor poder adquisitivo han sido los más beneficiados 
por este tipo de medidas (Gráfico 6.16).

Comparación de los datos de la encuesta frente a los datos 
administrativos

Mientras que el consumo anualizado de la encuesta es de $329 billones, 
esta cifra en cuentas nacionales fue de aproximadamente $624 billones en 
2017 (Tabla 6.3). Esto representa el 52,7% de la cifra oficial reportada por 
el Dane. Al hacer la comparación por finalidad, los rubros de gasto con 
mayor representatividad se encuentran asociados a alojamiento, agua, 
electricidad, gas y otros combustibles (94,7%) y bienes y servicios diversos 
(91,8%), mientras que los rubros con una menor representatividad son sa-
lud (11,6%) y el consumo de bebidas alcohólicas, tabaco y estupefacientes 
(11,2%).

En cuanto a las cifras de recaudo, al aplicar la metodología descrita en 
el apéndice técnico para expandir los datos de recaudo de la ENPH se ob-
tiene un recaudo del IVA anualizado de $13,9 billones, resultado inferior 
al reportado por las estadísticas oficiales de la Dian y del Dane. En efecto, 
el recaudo total por concepto de este impuesto para 2017 se ubicó en $54,7 
billones: el recaudo del IVA interno y externo fue cercano a los $37,5 y $17,2 
billones, respectivamente.

Sin embargo, el monto de recaudo obtenido con la información de la 
encuesta no se puede comparar directamente con el recaudo total del IVA, 
pues aquella solo captura el patrón de consumo de los hogares y no el de 
otros actores de la economía. Para tener una representatividad acertada 
del IVA que únicamente pagan los hogares es necesario comparar el valor 
de recaudo obtenido en la encuesta con el monto del IVA directo e indirec-
to que efectivamente pagan los hogares. Una vez homologados los conjun-
tos de información de la encuesta y los de cuentas nacionales, se observa 
que la representatividad del IVA estimado en la ENPH es del 41,7%. Sec-
torialmente, puede observarse que mientras la encuesta captura el 79,6% 
del IVA pagado por los hogares en las transacciones asociadas al sector de 
actividades financieras y de seguros, esta representatividad tan solo llega 
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al 0,5% para el IVA que pagan los hogares en las transacciones asociadas al 
sector inmobiliario (Tabla 6.4).

Tabla 6.3. Comparación de los gastos de los hogares ENPH frente a cuentas nacionales

Gasto de consumo final de 
los hogares por finalidad

ENPH (miles de 
millones)

Cuentas 
nacionales (miles 

de millones)

Representatividad 
(Porcentaje, %)

Alojamiento, agua, 
electricidad, gas y otros 
combustibles

94.404 99.731 94,7%

Bienes y servicios diversos 60.176 65.574 91,8%

Transporte 31.107 55.036 56,5%

Alimentos y bebidas no 
alcohólicas 52.276 106.290 49,2%

Comunicaciones 10.988 22.787 48,2%

Muebles y artículos para el 
hogar 11.474 26.043 44,1%

Restaurantes y hoteles 27.762 74.531 37,2%

Educación 9.702 26.438 36,7%

Prendas de vestir y calzado 12.694 42.530 29,8%

Recreación y cultura 10.118 35.105 28,8%

Salud 5.614 48.309 11,6%

Bebidas alcohólicas, tabaco 
y estupefacientes 2.447 21.868 11,2%

Gasto total de los hogares /1 328.763 624.344 52,7%

Fuente: Elaboración propia con base en ENPH 2016-2017 y cuentas nacionales.
Nota: /1 Hace referencia al gasto de consumo final únicamente de los hogares. Excluye el gasto de las instituciones sin fines 
de lucro al servicio de los hogares (ISFLH).
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Tabla 6.4. Comparación del IVA ENPH frente a cuentas nacionales
(Miles de millones de pesos)

Sector ENPH IVA Hogares /1 Representatividad 

Actividades financieras 
y de seguros 607 762 79,6%

Información y 
comunicaciones 2.178 3.920 55,6%

Comercio y transporte 2.250 4.618 48,7%

Industria manufacturera 7.833 18.602 42,1%

Actividades artísticas 
y de entretenimiento 487 1.256 38,7%

Minería 1 3 31,5%

Construcción 64 317 20,2%

Electricidad, gas y agua 3 19 15,9%

Actividades profesionales 
y científicas 398 2.567 15,5%

Agricultura y ganadería 35 234 14,8%

Actividades inmobiliarias 5 947 0,5%

Administración pública y 
defensa 0 0 -

Total 13.860 33.246 41,7%

Fuente: Elaboración propia con base en ENPH 2016-2017 y cuentas nacionales.
Nota: /1 Incorpora el IVA total que pagan los hogares y su respectivo componente del consumo intermedio. Para la homo-
logación de los artículos de la ENPH con los artículos y sectores de las matrices de utilización se realiza la correlativa COI-
COP-CPC-CIIU.

Estos coeficientes de representatividad son el principal insumo para ex-
pandir los resultados de recaudo obtenidos en cada uno de los tres escena-
rios propuestos en este capítulo. Para verificar la estabilidad y solidez de 
este procedimiento, se lleva a cabo un ejercicio para el escenario de tarifa 
única del 19% utilizando las cifras de costo fiscal publicadas en el Marco 
fiscal de mediano plazo 2020.16

16	 Ver anexo técnico F.
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VI. Resultados

Impactos de los escenarios de reforma al IVA

Los escenarios de reforma que propone este capítulo implican un aumen-
to en el recaudo de los ingresos tributarios por concepto del IVA como 
resultado de una mayor cobertura del impuesto. En efecto, en el primer 
escenario, nuestros resultados sugieren un potencial de recaudo de $41,4 
billones (4,1% del PIB): aumenta la cobertura del impuesto con la tarifa 
única del 19%. En el segundo escenario, los ingresos tributarios se incre-
mentan en $29,1 billones (2,9% del PIB): se establece una tasa única de 
IVA del 16%. El tercer escenario generaría ingresos adicionales del orden 
de $12,2 billones (1,3% del PIB): se mantiene la tarifa general del 19% y se 
simplifica la estructura del impuesto al gravar al 8% los bienes y servicios 
de mercado que actualmente se encuentran exentos, excluidos o gravados 
a la tarifa diferencial del 5%. Finalmente, el cuarto escenario implicaría 
ingresos adicionales cercanos a los $5 billones (0,5% del PIB): se mantiene 
la tarifa general del 19% y se eliminan los tratamientos de exentos y exclui-
dos al gravarlos a la tarifa diferencial del 5% (Tabla 6.5).

Tabla 6.5. Efectos sobre el recaudo del IVA

Escenario Recaudo (miles de 
millones)

Recaudo adicional

$ MM % del PIB

Escenario base 58.929 … …

Escenario 1: Tarifa única del 19% 100.329 41.400 4,1%

Escenario 2: Tarifa única del 16% 88.037 29.108 2,9%

Escenario 3: Exentos, excluidos y 5% al 8% 71.153 12.224 1,3%

Escenario 4: Exentos y excluidos al 5% 63.976 5.047 0,5%

Fuente: Cálculos propios con base en ENPH 2016-2017 y cuentas nacionales.
Nota: Para la estimación se excluyen los artículos de no mercado. Se utiliza el crecimiento nominal del IVA interno para tras-
ladar las estimaciones a precios de 2020.
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Tabla 6.6. Impacto fiscal de la compensación requerida

Escenario
Monto 

mensual 
(pesos)

Costo fiscal 
(miles de 
millones)

Costo fiscal 
(% del PIB)

Costo fiscal 
adicional 

(% del PIB)

Compensación actual 37.500 900 0,1% …

Escenario 1: Tarifa única del 19% 105.868 7.292 0,7% 0,6%

Escenario 2: Tarifa única del 16% 89.152 6.141 0,6% 0,5%

Escenario 3: Exentos, excluidos y 5% al 8% 62.535 4.307 0,4% 0,3%

Escenario 4: Exentos y excluidos al 5% 50.870 3.504 0,3% 0,2%

Fuente: Cálculos propios con base en ENPH 2016-2017 y cuentas nacionales.
Notas: /1 El costo fiscal de la compensación actual corresponde a la que entrará en vigor para 2021. /2 En cada escenario, 
el monto mensual que se entregaría a los hogares beneficiados corresponde al promedio del valor del IVA que pagarían los 
hogares de los deciles 1 a 4.

Aunque el mayor recaudo de IVA implica necesariamente una mayor 
carga tributaria para los hogares, es posible atenuar este efecto para los 
hogares en condición de pobreza, toda vez que el país ya cuenta con un 
esquema de compensación del IVA que entrega $75.000 bimensuales a un 
millón de hogares que se encuadran en el 20% de más bajos ingresos.17 La 
Tabla 6.6 ilustra el monto de IVA requerido para compensar a todos los 
hogares pertenecientes a los cuatro primeros deciles de ingreso en cada 
uno de los escenarios analizados. El costo fiscal total del programa ron-
daría un rango de $3,5 billones (0,2% del PIB) a $7,3 billones (0,7% del 
PIB), con un monto mensual de compensación que oscilaría entre $50.870 
y $105.868, dependiendo del escenario. Lo anterior implica un costo fiscal 
adicional frente al esquema actual entre un 0,2% y un 0,6% del PIB, que se 
explica principalmente por: i) un aumento del valor nominal de la com-
pensación, que obedece a la mayor cobertura del IVA, y ii) un aumento 

17	 El Gobierno nacional implementó el programa con el propósito de atenuar la regresividad del 
impuesto sobre los hogares de menor ingreso. Si bien inicialmente el programa debía cubrir a cerca 
de 300.000 hogares, la pandemia del COVID-19 aceleró su ampliación a un millón –700.000 hoga-
res pertenecientes al programa Familias en Acción y 300.000 hogares beneficiados por el programa 
Colombia Mayor–. El monto compensado fue de $75.000 bimensuales, equivalente a un costo fiscal 
aproximado de $450.000 millones. Se espera que para 2021 el universo de hogares beneficiados se 
extienda a dos millones de hogares, con un costo fiscal estimado de $900.000 millones. 
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de la cobertura del programa a los cuatro primeros deciles de ingreso –5,7 
millones de hogares–, frente a los dos millones de hogares que se espera 
sean beneficiados en 2021 con el esquema actual. Los resultados sugieren 
que estos montos de compensación, sea cual sea el escenario, contrarresta-
rían la mayor carga tributaria percibida por los hogares beneficiados con 
el programa (Gráfico 6.17).

Gráfico 6.17. Incidencia del IVA por decil de ingreso después de compensaciones
(Gasto en IVA/ingresos totales del hogar, %)
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Fuente: Cálculos propios con base en ENPH 2016-2017 y cuentas nacionales.

No hay que dejar de lado el hecho de que la mayor cobertura del IVA 
causaría un incremento en el nivel general de precios (Tabla 6.7). En parti-
cular, el efecto bruto de los escenarios propuestos en este capítulo traería 
consigo un impacto inflacionario, de una sola vez, de entre 1,5% y 5,9%, y 
las canastas de ingreso más afectadas serían las pobres y vulnerables. Sin 
embargo, hay que tener en cuenta que el esquema de compensación del 
IVA para el 40% de la población de menor ingreso atenuaría los impactos 
de estas reformas sobre la capacidad de pago de los hogares beneficiados. 
De esta manera, el efecto neto en la inflación se ubicaría en un rango entre 
un 1% y un 4,1%, y el incremento en los precios se explicaría, principal-
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mente, por el aumento en las canastas de ingresos medios y altos. Por su 
parte, la canasta de ingresos de los hogares pobres no sufriría incremento 
alguno, mientras que la canasta de consumo de los hogares vulnerables ex-
perimentaría un incremento entre un 1,2% y un 4,8%, inferior al observado 
para las canastas de mayor ingreso.

Tabla 6.7. Impacto de las simulaciones sobre la inflación
(Porcentaje, %)

Canasta de ingresos Escenario 1:
19%

Escenario 2:
16%

Escenario 3:
8%/19%

Escenario 4:
5%/19%

Panel A: Efecto bruto en la inflación 5,9 4,2 2,4 1,5

Altos 5,5 3,7 2,3 1,4

Medios 5,9 4,2 2,4 1,5

Pobres 6,5 4,8 2,6 1,6

Vulnerables 6,6 4,9 2,7 1,6

Panel B: Efecto neto en la inflación 4,1 2,9 1,7 1,0

Altos 5,5 3,7 2,3 1,4

Medios 5,9 4,2 2,4 1,5

Pobres 0,0 0,0 0,0 0,0

Vulnerables 4,8 3,6 2,0 1,2

Fuente: Cálculos propios con base en ENPH 2016-2017 y canastas de IPC por ingreso.

Resultados ajustados por frontera de eficiencia

Como se detalla en el anexo técnico al final de este capítulo, los resultados 
de recaudo anteriormente expuestos no incorporan los efectos de posibles 
caídas en el consumo de los hogares o aumentos en la tasa de evasión. Por 
ello, con base en Clavijo (2020), se ajustan los resultados de recaudo lle-
vando la frontera de eficiencia del IVA de Colombia a la de Chile (este país 
tiene una única tarifa del 19%). Adicionalmente, estos resultados se ajustan 
teniendo en cuenta las diferencias por consumo privado en los distintos 
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países.18 La Tabla 6.8 presenta los resultados para cada escenario y los com-
para con los estimativos del ejercicio anterior con base en la información 
de la ENPH y cuentas nacionales.

Tabla 6.8. Rangos de recaudo adicional brutos y netos de compensación

Escenario

Recaudo adicional bruto Recaudo adicional neto /1

ENPH FE Chile ENPH FE Chile

Escenario 1: Tarifa única del 19% 4,1% 3,3% 3,4% 2,6%

Escenario 2: Tarifa única del 16% 2,9% 2,3% 2,3% 1,7%

Escenario 3: Exentos, excluidos y 5% al 8% 1,3% 1,1% 0,9% 0,7%

Escenario 4: Exentos y excluidos al 5% 0,5% 0,4% 0,2% 0,1%

Fuente: Cálculos propios con base en ENPH 2016-2017, cuentas nacionales y Clavijo (2020).
Notas: 1/ Corresponde al recaudo neto de la compensación requerida en cada escenario para el 40% de la población más 
pobre.

Propuesta de reforma de Fedesarrollo

La coyuntura actual obliga a simplificar el esquema actual del IVA con el 
propósito de beneficiar al segmento de la población más golpeado por la 
crisis de la pandemia. Para ello, teniendo en cuenta los impactos en ma-
teria de recaudo, precios e ingresos, y el monto de las compensaciones 
requeridas en cada escenario, consideramos razonable mantener la tarifa 
general del 19% y elevar gradualmente a una tarifa del 8% aquellos bienes 
que hoy en día se encuentran exentos, excluidos y gravados a la tarifa dife-
rencial del 5%. Esta medida implicaría un recaudo adicional entre un 0,7% 
y un 0,9% del PIB y requeriría una compensación del IVA al 40% más pobre 
del país de alrededor de $63.000 mensuales.

Dado el contexto de ajuste económico, consideramos que esta medida 
podría aplicarse de manera gradual en tres años, de tal manera que los 

18	 Lo anterior debido a que mientras el consumo privado en Colombia es cercano al 68,4% como 
porcentaje del PIB, en Chile es del 63,4% del PIB.
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bienes exentos y excluidos se gravarían a una tarifa del 2% en 2022, un 5% 
en 2023, un 8% en 2024 y así, en adelante. Los recursos generados por este 
nuevo esquema oscilarían entre un 0,2% a 0,3% del PIB en 2022, un 0,5% 
a 0,6% del PIB en 2023, y, como se mencionó, entre un 0,7% y 0,9% en el 
mediano plazo. Este nuevo esquema del IVA cumpliría con el doble propó-
sito de aumentar de manera considerable el recaudo tributario, y a su vez 
extender la compensación del IVA a los deciles 3 y 4, fuertemente afectados 
por la pandemia, y que actualmente pagan IVA sobre su consumo en luga-
res de expendio formales.

Impacto de sustituir el IVA por un impuesto al consumo 
generalizado

En cuanto al impacto económico de sustituir el esquema actual de IVA por 
un esquema de impuesto al consumo con una tarifa única del 8%, nues-
tras microsimulaciones sugieren un incremento de los ingresos tributarios 
del orden de $10,4 billones frente a un escenario base de recaudo de $58,9 
billones.

En este escenario, la carga tributaria que percibiría cada sector puede 
descomponerse en un efecto cascada y en un efecto cobertura/tarifa. El 
primer efecto se refiere a que, ante la imposibilidad de descontar el im-
puesto pagado en los insumos de producción, los actores intermedios de 
la cadena de producción-distribución se verían incentivados a recuperar 
dicho monto incrementando los precios finales. El segundo efecto se refie-
re al aumento de la cobertura al 92,4% de los bienes y servicios de mercado 
a una tarifa general del 8%, así como al impacto de la reducción de la tarifa 
de aquellos que actualmente están gravados a la tarifa general del 19%.

En términos nominales, el sector que experimentaría el mayor aumento 
en su carga tributaria correspondería al sector comercio y transporte, con 
$6,4 billones ($3,4 billones de efecto cobertura/tarifa y $2,9 billones adicio-
nales de efecto cascada), mientras que la carga del sector de información 
y comunicaciones tendría la mayor reducción, con una disminución de 
$1,9 billones (Gráfico 6.18A). Como porcentaje del valor agregado secto-
rial, el aumento más grande lo tendría el sector de actividades financieras 
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y de seguros (7,2%, 4% de efecto cobertura/tarifa, 3,2% de efecto cascada), 
mientras que la mayor reducción le correspondería al sector de informa-
ción y comunicaciones (-6,4%, -8,2% de efecto cobertura, +1,8% de efecto 
cascada) (Gráfico 6.18B).

Gráfico 6.18. Cambio en la carga tributaria por sector

A. Miles de millones de pesos B. Porcentaje del valor agregado sectorial 
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Fuente: Cálculos propios con base en ENPH 2016-2017 y cuentas nacionales.

VII. Conclusiones y recomendaciones de política

Gran parte de la baja productividad y eficiencia del IVA en Colombia se 
debe a la erosión de su base gravable, explicada a su vez por la prolife-
ración de bienes y servicios sujetos a tarifas diferenciales, especialmente 
aquellos asociados a los tratamientos de exentos y excluidos. Esto no solo 
ha generado importantes costos fiscales para el Estado, sino que además 
ha agudizado la regresividad del impuesto al beneficiar en mayor medida 
a los hogares de más altos ingresos.

Para corregir estos problemas, este capítulo estudió cuatro posibles es-
cenarios de reforma al esquema actual del IVA, teniendo en cuenta un co-
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mún denominador: aumentar la cobertura del impuesto. Consideramos 
que, más allá de las modificaciones en la tarifa general –que no dista signi-
ficativamente de la observada en el contexto internacional–, urgen medi-
das encaminadas a revertir la menor cobertura que ha registrado el tributo 
en los últimos años. Con base en los resultados, consideramos pertinente 
avanzar hacia un esquema más simple del IVA, en el que se mantenga la 
tarifa general del 19% y se graven a la tarifa diferencial del 8% aquellos 
bienes que actualmente se encuentran exentos, excluidos o gravados a la 
tarifa del 5%. Dada la coyuntura de ajuste económico, consideramos que 
dicha transición debe hacerse de manera gradual, elevando la tarifa de 
exentos y excluidos al 2% en 2022, 5% en 2023 y al 8% en el mediano plazo. 
Sin embargo, es importante que estas medidas se acompañen de esquemas 
de compensación del IVA como el recientemente implementado en el país, 
o de esquemas de no pago del IVA, como el propuesto por Clavijo (2020) 
y Córdoba (2020). Esto con el propósito de atenuar los efectos de la ma-
yor carga tributaria percibida, especialmente en los hogares más pobres y 
vulnerables del país. Lo anterior traería importantes beneficios en materia 
de eficiencia y equidad del impuesto, al mismo tiempo que incrementaría 
los recursos recaudados que podrían ser destinados al financiamiento de 
una política social más acorde a las necesidades que exige el país una vez 
superada la pandemia.
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IX. Anexo técnico

Diego Gutiérrez

A. Ajuste del recaudo del IVA de la ENPH según el lugar de compra

La Encuesta de Presupuestos de los Hogares (ENPH) indaga acerca del 
lugar en donde se adquirió el bien o servicio consumido. Esta información 
puede ser de gran ayuda para clasificar los establecimientos en potencial-
mente formales o informales. A partir de lo anterior, los resultados de re-
caudo pueden ajustarse por un indicador de evasión, pues se asume que 
esta última se presenta en establecimientos informales. A continuación se 
presenta dicha clasificación:

Tabla A1: Formalidad según el lugar de compra

Panel A: Establecimientos potencialmente formales que reportan IVA

Almacenes, supermercados de cadena, tiendas por departamento o hipermercados

Supermercados de cajas de compensación, cooperativas, fondos de empleados y comisariatos

Establecimiento especializado en la venta del artículo o la prestación del servicio

Farmacias y droguerías

Restaurantes

Cafeterías y establecimientos de comida rápida

Televentas y ventas por catálogo

Plazoleta de comidas

Ferias especializadas: artesanal, del libro, del hogar, de tecnología, etcétera

Compras hechas en internet
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Panel B: Establecimientos potencialmente informales que no reportan IVA

Supermercado de barrio, tiendas de barrio, cigarrerías, salsamentarias y delicatessen

Misceláneas de barrio y cacharrerías

Plazas de mercado, galerías, mercados móviles, central mayorista de abastecimiento y graneros

Vendedores ambulantes

San Andresitos, bodegas y fábricas

Personas particulares

Otros

Fuente: Elaboración propia con base en ENPH 2016-2017.

El ajuste corresponde a restar del pago del IVA total inicial ($1,4 billo-
nes), el monto del IVA pagado en establecimientos potencialmente infor-
males. Este resultado reduce el recaudo a $1,2 billones. Este ajuste solo se 
realiza para los artículos cuyo lugar de compra fue reportado por el hogar.

B. Paso a paso de la metodología utilizada

Vector de tarifas, definición de la base gravable y estimación del pago 
de impuestos en los hogares

Para el caso del IVA, este vector contendrá la tarifa general del 19% y las 
tarifas diferenciales del 5% y 0% para los bienes exentos y excluidos. Para 
el impuesto al consumo, las tarifas serán la general del 8% –aplicable a los 
servicios de restaurantes y vehículos cuyo valor FOB es igual o inferior a 
US 30.000–, y las diferenciales del 4% y del 16% que aplican a los servi-
cios de telefonía móvil y vehículos cuyo valor FOB es superior a los US 
30.000, respectivamente. Este procedimiento no es trivial, pues la informa-
ción consagrada en el Estatuto Tributario se encuentra bajo la Nomencla-
tura Común de Países Miembros de la Comunidad Andina (NANDINA), 
mientras que los artículos de la encuesta se codifican según la Clasificación 
del Consumo Individual por Finalidades (CCIF o COICOP, por sus siglas 
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en inglés). Para homologar estos dos conjuntos de información se utiliza la 
correlativa entre ambas clasificaciones construidas por el Dane.

El vector de tarifas asociado al IVA requiere un procedimiento espe-
cial. En efecto, aunque la tarifa estatutaria para los bienes excluidos es del 
0%, en la práctica es posible que exista un IVA implícito en el precio de 
estos artículos, pues ante la imposibilidad de poder recuperar el monto 
de impuestos pagado en la adquisición de insumos, el productor puede 
tener la motivación de recuperar este costo vía un aumento en el precio 
final. Para poder capturar este efecto cascada en las estimaciones, se cru-
za la información tributaria de la encuesta con la matriz de multiplica-
dores de 2017, también conocida como la matriz inversa de Leontief. El 
procedimiento consiste en ampliar la matriz de multiplicadores al nivel 
de detalle de la encuesta con el propósito de simular la tarifa implícita de 
cada artículo excluido, utilizando los requerimientos directos e indirectos 
cuya información es proporcionada por dicha matriz (Lora y Prada, 2016). 
Este procedimiento es intensivo en datos, pues los artículos asociados a 
la matriz de cuentas nacionales se encuentran catalogados según la Cla-
sificación Central de Productos (CPC), lo cual hace necesario recurrir a la 
correlativa COICOP-CPC con el propósito de homologar ambos conjuntos 
de información.19

El resultado final de este procedimiento es un vector de tarifas de IVA 
que contendrá las tarifas mencionadas, y para el caso de los bienes exclui-
dos incorporará las tarifas implícitas calculadas a partir de la matriz de 
multiplicadores en lugar de la tarifa estatutaria del 0%.

Formalmente, el vector de tarifas del IVA para cada artículo j reportado 
en la encuesta se define como:

𝜏𝜏𝑗𝑗
𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼 =  𝜏𝜏𝑗𝑗

𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼̈ +  𝜏𝜏𝑧𝑧𝑗𝑗
𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼̈ (𝐼𝐼 − 𝐴𝐴)−1 (1),

19	 Tal y como se menciona en Núñez et al. (2020), en este procedimiento pueden surgir dos casos: i) el 
artículo de la encuesta se encuentra asociado a un único sector de la matriz insumo producto, por 
lo cual el monto total de consumo será trasladado a este, y ii) el artículo de la encuesta se asocia a 
más de un sector de la matriz. En este caso, el total de consumo será distribuido a sus respectivos 
sectores utilizando la participación de estos últimos en el total del valor agregado. Ver anexo C 
para un ejemplo.
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donde 𝜏𝜏𝑗𝑗𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼̈  corresponde a la tarifa estatutaria de IVA aplicable al artí-
culo j, 𝜏𝜏𝑧𝑧𝑗𝑗𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼̈  representa la tarifa de IVA que aplica a los insumos z utilizados 
para producir el artículo j, y (𝐼𝐼 − 𝐴𝐴)−1 corresponde a la matriz inversa de 
Leontief. El segundo sumando de (1) representa el efecto indirecto del IVA 
y es diferente de cero únicamente para los artículos de la encuesta que se 
encuentran excluidos. Para los escenarios de reforma al IVA simulados en 
este capítulo, la segunda expresión siempre será cero, dado que se elimina 
el tratamiento de bienes excluidos.

Por su parte, el vector de tarifas para cada artículo j generador del im-
puesto al consumo se define como:

𝜏𝜏𝑗𝑗
𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼 =  {

4% 𝑠𝑠𝑠𝑠 𝑗𝑗 = 𝑡𝑡𝑡𝑡
8% 𝑠𝑠𝑠𝑠 𝑗𝑗 = 𝑠𝑠𝑠𝑠 𝑜𝑜 𝑣𝑣ℎ̌

 16% 𝑠𝑠𝑠𝑠 𝑗𝑗 =  𝑣𝑣ℎ̂ 𝑢𝑢 𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜
 (2),

donde tm equivale a servicios de telefonía móvil, sr corresponde a ser-
vicios de restaurante o de comidas y bebidas llevadas a la mesa 𝜏𝜏𝑗𝑗

𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼 =  {
4% 𝑠𝑠𝑠𝑠 𝑗𝑗 = 𝑡𝑡𝑡𝑡

8% 𝑠𝑠𝑠𝑠 𝑗𝑗 = 𝑠𝑠𝑠𝑠 𝑜𝑜 𝑣𝑣ℎ̌
 16% 𝑠𝑠𝑠𝑠 𝑗𝑗 =  𝑣𝑣ℎ̂ 𝑢𝑢 𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜

 (2),, co-
rresponde a vehículos cuyo valor FOB es igual o inferior a US 30.000 y 

𝜏𝜏𝑗𝑗
𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼 =  {

4% 𝑠𝑠𝑠𝑠 𝑗𝑗 = 𝑡𝑡𝑡𝑡
8% 𝑠𝑠𝑠𝑠 𝑗𝑗 = 𝑠𝑠𝑠𝑠 𝑜𝑜 𝑣𝑣ℎ̌

 16% 𝑠𝑠𝑠𝑠 𝑗𝑗 =  𝑣𝑣ℎ̂ 𝑢𝑢 𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜
 (2),

equivale a vehículos cuyo valor FOB es superior a US 30.000. Otros corres-
ponde a los demás artículos distintos a vehículos sujetos a esta tarifa como 
helicópteros, yates, botes, entre otros.

Aunque este capítulo hace énfasis en el IVA y en el impuesto al con-
sumo, es necesario aplicar la normativa tributaria para otros impuestos 
como el consumo de bebidas alcohólicas –cervezas y licores– y cigarrillos. 
Esto último se debe a que los hogares encuestados incluyen en sus gastos 
reportados el valor de los impuestos que gravan cada artículo, por lo cual 
dicho monto debe ser descontado para hallar con mayor precisión la base 
gravable sobre la cual se aplicarán los vectores de tarifas (Ávila y Cruz, 
2006; Ávila et al., 2020).

Al aplicar los vectores de tarifas definidos en (1) y (2) sobre el consumo 
por artículo de los hogares, puede definirse la base gravable total como:
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𝐵𝐵𝐵𝐵 =  ∑ ∑
𝐺𝐺𝐺𝐺𝑖𝑖𝑖𝑖

( 1 + 𝜏𝜏𝑗𝑗
𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼 + 𝜏𝜏𝑗𝑗

𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼 + 𝜏𝜏𝑗𝑗
𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜)

𝐾𝐾

𝑗𝑗=1

𝑁𝑁

𝑖𝑖=1
 (3),

donde 𝐵𝐵𝐵𝐵 =  ∑ ∑
𝐺𝐺𝐺𝐺𝑖𝑖𝑖𝑖

( 1 + 𝜏𝜏𝑗𝑗
𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼 + 𝜏𝜏𝑗𝑗

𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼 + 𝜏𝜏𝑗𝑗
𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜)

𝐾𝐾

𝑗𝑗=1

𝑁𝑁

𝑖𝑖=1
 (3), equivale al gasto total del hogar i en el artículo j, 

𝐵𝐵𝐵𝐵 =  ∑ ∑
𝐺𝐺𝐺𝐺𝑖𝑖𝑖𝑖

( 1 + 𝜏𝜏𝑗𝑗
𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼 + 𝜏𝜏𝑗𝑗

𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼 + 𝜏𝜏𝑗𝑗
𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜)

𝐾𝐾

𝑗𝑗=1

𝑁𝑁

𝑖𝑖=1
 (3),

 corres-
ponde a la tarifa de IVA que aplica al artículo j, 

𝐵𝐵𝐵𝐵 =  ∑ ∑
𝐺𝐺𝐺𝐺𝑖𝑖𝑖𝑖

( 1 + 𝜏𝜏𝑗𝑗
𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼 + 𝜏𝜏𝑗𝑗

𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼 + 𝜏𝜏𝑗𝑗
𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜)

𝐾𝐾

𝑗𝑗=1

𝑁𝑁

𝑖𝑖=1
 (3),

 a la tarifa de impuesto 
al consumo aplicable al artículo j, 

𝐵𝐵𝐵𝐵 =  ∑ ∑
𝐺𝐺𝐺𝐺𝑖𝑖𝑖𝑖

( 1 + 𝜏𝜏𝑗𝑗
𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼 + 𝜏𝜏𝑗𝑗

𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼 + 𝜏𝜏𝑗𝑗
𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜)

𝐾𝐾

𝑗𝑗=1

𝑁𝑁

𝑖𝑖=1
 (3),

 y representa las tarifas aplicables 
sobre los artículos j asociados a bebidas alcohólicas y tabaco o cigarrillos.

Teniendo en cuenta lo anterior, el gasto total de los hogares en el IVA y 
en el impuesto al consumo puede definirse como:

𝑇𝑇𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼 ∑ 𝜏𝜏𝑗𝑗
𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼 𝐵𝐵𝐵𝐵𝑗𝑗

𝐾𝐾
𝑗𝑗=1  (4),

𝑇𝑇𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼 ∑ 𝜏𝜏𝑗𝑗
𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼 𝐵𝐵𝐵𝐵𝑗𝑗

𝐾𝐾
𝑗𝑗=1  (5)

Las expresiones (4) y (5) constituyen la base principal para las micro-
simulaciones. En (4), por ejemplo, 

𝐵𝐵𝐵𝐵 =  ∑ ∑
𝐺𝐺𝐺𝐺𝑖𝑖𝑖𝑖

( 1 + 𝜏𝜏𝑗𝑗
𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼 + 𝜏𝜏𝑗𝑗

𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼 + 𝜏𝜏𝑗𝑗
𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜)

𝐾𝐾

𝑗𝑗=1

𝑁𝑁

𝑖𝑖=1
 (3),

 variará según las tarifas del IVA 
propuestas en cada uno de los cuatro escenarios. En cuanto al escenario de 
impuesto al consumo generalizado, 

𝐵𝐵𝐵𝐵 =  ∑ ∑
𝐺𝐺𝐺𝐺𝑖𝑖𝑖𝑖

( 1 + 𝜏𝜏𝑗𝑗
𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼 + 𝜏𝜏𝑗𝑗

𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼 + 𝜏𝜏𝑗𝑗
𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜)

𝐾𝐾

𝑗𝑗=1

𝑁𝑁

𝑖𝑖=1
 (3),

 en la ecuación (5) equivaldrá a la 
tarifa del 8% más el correspondiente efecto cascada para cada artículo j. En 
especial, para este ejercicio se redefine (2) como:

𝜏𝜏𝑗𝑗
𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼 =  𝜏𝜏𝑗𝑗

𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼̈ +  𝜏𝜏𝑧𝑧𝑗𝑗
𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼̈ (𝐼𝐼 − 𝐴𝐴)−1 (6),

donde 𝜏𝜏𝑗𝑗𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼̈  corresponde a la tarifa general del impuesto (8%), 𝜏𝜏𝑧𝑧𝑗𝑗
𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼 re-

presenta la tarifa del impuesto que aplica a los insumos z utilizados para 
producir el artículo j20, y j , (𝐼𝐼 − 𝐴𝐴)−1

z
j  

 corresponde a la matriz inversa de 
Leontief. Al igual que la ecuación (1), el segundo término de la ecuación 
(6) representará los efectos cascada del impuesto. En este caso, dicho tér-
mino siempre será distinto de cero, debido a que el impuesto al consumo 

20	 Dado que el ejercicio contempla una tarifa generalizada del 8%, el resto de los artículos z utilizados 
para la producción del bien o servicio j también asumirá el valor del 8%. 
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no permite la devolución del impuesto pagado por los insumos utilizados 
en la producción.

Expansión de las cifras de recaudo

Al realizar las microsimulaciones con la ENPH surge una limitación im-
portante: un subreporte de las cifras contenidas en la encuesta relativo a 
los datos oficiales publicados por el Dane y la Dian. Al respecto, Núñez et 
al. (2020) indican que esto puede explicarse por: i) un subreporte de gas-
tos de los hogares en la encuesta, y ii) la imposibilidad de la encuesta de 
capturar el IVA recaudado por otros actores de la economía, pues esta solo 
caracteriza el patrón de consumo de los hogares. Una tercera explicación 
se asocia al hecho de que la ENPH no es la única fuente de información 
con la cual se actualizan las cuentas nacionales. En efecto, el vector de con-
sumo que el Dane publica anualmente también utiliza la información de 
la Encuesta Mensual de Comercio (EMC), de la Encuesta de Calidad de 
Vida de los Hogares (ECV) y de estudios sobre el consumo de cigarrillos y 
sustancias ilícitas, entre otras fuentes de información.

Teniendo en cuenta lo anterior, los resultados de las microsimulaciones 
de recaudo en cada escenario se expanden al IVA que se asocia a los ho-
gares –directo e indirecto– y se observa en los datos administrativos. Para 
ello, se identifica la representatividad del IVA que se calcula directamente 
en la encuesta con las cifras de IVA no descontable reportadas en las tablas 
de oferta y utilización para 2017.

Este procedimiento no es directo, pues es necesario homologar los artí-
culos de la encuesta –clasificación COICOP– con los productos de cuentas 
nacionales –clasificación CPC–. Para ello se realiza un mapeo utilizando 
las correlativas COICOP-CPC, tal y como se hizo para la ampliación de 
la matriz de multiplicadores en la sección anterior. Una vez cruzados los 
artículos de la encuesta con sus respectivos productos CPC, se consolidan 
los resultados del IVA de las simulaciones y de las tablas de oferta y uti-
lización en los doce sectores CIIU –Clasificación Industrial Internacional 
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Uniforme– de las cuentas del Producto Interno Bruto.21 La expansión de 
los resultados de recaudo se adelantará usando los coeficientes de repre-
sentatividad sectoriales, de manera que el potencial de recaudo total para 
cada escenario corresponda a la suma del potencial de recaudo del IVA 
sectorial. Para confirmar la estabilidad y solidez del resultado, se realiza 
un ejercicio utilizando los datos de costo fiscal publicados en el Marco Fis-
cal de Mediano Plazo (2020).

Ajuste de las cifras de recaudo según la frontera de eficiencia

Es importante mencionar que las estimaciones de potencial de recaudo de 
cada uno de los escenarios definidos no incorporan los efectos secunda-
rios y de equilibrio general que podrían aparecer al aumentar la cobertura 
del impuesto –caídas en el consumo, aumento de la tasa de evasión, entre 
otros–. Para ello se hace un segundo ejercicio con base en Clavijo (2020), 
que consiste en llevar la frontera de eficiencia del IVA de Colombia a la 
de Chile, que también tiene una tarifa general del 19%, con el objeto de 
estimar una cota inferior para nuestras estimaciones de recaudo adicional. 
Así, los resultados en términos de recaudo consistirán en un rango elabo-
rado a partir de las microsimulaciones y de este ejercicio de ajuste.

Impacto sobre la distribución del ingreso total y la inflación

Para medir el impacto sobre la equidad del IVA en cada escenario pro-
puesto, se calcula la concentración del ingreso total de los hogares antes 
y después del impuesto a partir del índice de Gini. Adicionalmente, se 
incorporan en las simulaciones los impactos de la compensación del IVA a 
los cuatro deciles de menor ingreso en cada uno de los escenarios. Relativo 
a las incidencias del impuesto, estas se simulan como el pago del impuesto 
que pagan los hogares como porcentaje de su ingreso total. Finalmente, los 
datos utilizados en este trabajo también permiten medir el impacto sobre 
la inflación en cada escenario. Esto último se lleva a cabo utilizando los 

21	 Ver anexo D.
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ponderadores de 188 artículos para cada canasta de ingreso –alto, medio, 
vulnerables y pobres–. Para ello, los artículos son mapeados de la encuesta 
a las canastas de inflación utilizando la correlativa ENPH-IPC del Dane,22 
para posteriormente ser agregados como subclases.23

C. Ampliación de la matriz de multiplicadores (matriz de Leontief)24

Supongamos la siguiente matriz de multiplicadores con los artículos Teji-
dos de punto o ganchillo; prendas de vestir (28) y Productos de caucho y 
plástico (36):

Código CPC 28 36

28 1,02 0,8

36 0.5 0,2

Donde se conoce que la producción total de estos sectores es de $70.0000 
y $30.000 respectivamente. Además, supongamos que en la ENPH se iden-
tifican dos artículos: Artículos de disfraces (vestidos, máscaras y accesorios) y 
Ruanas, chales, pañolones y prendas para mujer. El gasto de los hogares en es-
tos dos artículos es de $30.000 y $10.000, respectivamente. La idea es tras-
ladar el gasto de los hogares de la encuesta a los artículos de cuentas nacio-
nales utilizando las correlativas COICOP-CPC. Al culminar este proceso 
se identifica que el artículo asociado a las prendas para mujer pertenece 
únicamente al sector 28, por lo cual todo su gasto se traslada a este sector. 

22	 Aunque los artículos de la canasta de seguimiento del Dane y los de la encuesta utilizan la clasifi-
cación COICOP, estos códigos no son directamente comparables. Por ejemplo, el código 01120302 
en la encuesta identifica el artículo carne de gallina o de pollo (entero o en presas); este mismo 
artículo en la canasta IPC se asocia a dos códigos distintos: 01120301 (pollo despresado por libra) y 
01120302 (pollo entero por libra). 

23	 Los bienes y servicios de la encuesta se encuentran a ocho dígitos (artículos), mientras que los pon-
deradores de las canastas de IPC se encuentran publicados en la página del Dane como subclases 
(seis dígitos).

24	 Este procedimiento se basa en Nuñez et al. (2020). Sin embargo, este trabajo utiliza la matriz de 
multiplicadores para 2017 construida por el Dane, que es producto por producto y se basa en el 
supuesto de tecnología híbrida.
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Por su parte, el mapeo indica que el artículo de disfraces corresponde a los 
sectores 28 y 36, por lo cual su gasto se distribuye teniendo en cuenta la 
participación de cada sector en el valor agregado total (en este caso, el 70% 
del gasto se trasladará al sector 28 y el 30% del gasto se trasladará al sector 
36). Una vez adelantado este proceso, se obtiene el gasto de los hogares 
homologado a los artículos de la matriz insumo-producto.

Artículo Valor ($) Participación (%)

Gasto asociado al sector 28 31.000 77,5%

Disfraces 21.000 67,7%

Prendas para mujer 10.000 32,3%

Gasto asociado al sector 36 9.000 22,5%

Disfraces 9.000 100%

Gasto total 40.000 100%

El coeficiente de participación de cada artículo de la ENPH en el artí-
culo CPC se utiliza para ampliar la matriz de coeficientes. La matriz de 
Leontief ampliada al detalle de los artículos de la ENPH para este ejercicio 
se muestra a continuación:

Artículo ENPH Disfraces  (28) Prendas para 
mujer Disfraces  (36)

Disfraces (28) 0,47 0,22 0,54

Prendas para mujer 0,22 0,11 0,26

Disfraces (36) 0,34 0,16 0,20

Para este capítulo, al ampliar la matriz de multiplicadores al nivel de 
detalle de la encuesta se obtiene como resultado una matriz de tamaño 
1.215 x 1.215. Este mismo procedimiento se utiliza para ampliar la matriz 
insumo-producto.
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D. Correlativa a artículos CPC con sectores CIIU

Sector CIIU Código CPC Vers. 2 A.C.

Agricultura y ganadería 0101; 0102; 02; 03; 04

Minería 11; 12; 14; 15: 86

Electricidad, gas y agua 17; 6902; 9401; 9402; 9403

Industria manufacturera
2101; 2102; 22; 23; 2301; 2302; 2303; 2304; 24-25; 
26-27; 28; 29; 31; 32; 33; 34; 35; 36; 37; 3801; 3802; 

39; 41-42; 43-44; 45; 49; 

Información y comunicaciones 84; 89-96

Construcción 5301; 5302; 54

Comercio y transporte 61; 6301; 6302; 6401; 6402; 6403; 67; 87

Actividades financieras y de seguros 7101; 7102; 7103

Actividades inmobiliarias 72

Actividades profesionales y científicas 82-83; 85

Actividades artísticas y de entretenimiento 96; 97; 98

Administración pública y defensa 91; 92; 93

Fuente: Elaboración propia con base en correlativas del Dane.

E. Canasta de seguimiento al IPC del Dane (canasta familiar)

La ENPH 2016-2017 (anteriormente llamada Encuesta de Ingresos y Gas-
tos de los Hogares –ENIG–) se lleva a cabo cada diez años con el propósito 
de actualizar los hábitos de consumo y los ingresos de los hogares colom-
bianos. Esta encuesta permitió actualizar en 2018 la canasta de consumo 
que utiliza el Dane para hacer seguimiento al IPC. Este conjunto de bienes 
y servicios se denomina canasta familiar, ya que estos pueden ser deman-
dados por cualquier hogar en el país. Por lo anterior, no debe confundirse 
con la canasta básica, que representa al conjunto de bienes y servicios que 
son adquiridos con el salario mínimo.

Con la actualización metodológica, además de cambiar la nomenclatura 
de los artículos (ahora COICOP), ingresaron a la canasta 84 artículos como 
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brownies para llevar a casa, frutas en pulpa, tequila, gaseosas fuera del 
hogar, asesoría de tareas, entre otros. De igual manera, se excluyeron de la 
nueva canasta 71 artículos como baloto, lotería nacional, USB con música, 
arroz para sopa, entre otros. Con esta actualización, la canasta base 2018 
cuenta con 443 artículos de consumo (frente a los 441 artículos que confor-
maban la canasta base 2008).

Tabla E1. Evolución del número de artículos que conforman la canasta de seguimiento

Canasta No. Artículos Observaciones

1954-1974 198 Artículos como máquina de coser, sombrero y pañuelos de 
tela

1979-1988 252 Artículos como el formulario hípico, aguardiente, corbata, 
televisor

1989-1998 195 Artículos como gasto en hospedaje hotelero, pañales, alquiler 
de videos, pasajes de avión. Se excluye el telegrama

1999-2008 405 Se introducen los servicios bancarios y de seguros

2009-2018 441 Se incluyen los servicios de telefonía celular y otros gastos en 
servicios de educación y computadores

Actual 443 Se incluye el servicio de contenido por streaming, brownie 
para llevar a casa, aperitivos y cocteles, entre otros

Fuente: Elaboración propia con base en la información publicada en el portal del IPC del Dane.

En materia del IVA, actualmente el 52,2% de la canasta familiar se en-
cuentra gravada a la tarifa general del 19%, el 31,5% se encuentra excluida, 
el 8,8% exenta y el 7,5% se encuentra gravada a la tarifa diferencial del 5% 
(Gráfico E1).
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Gráfico E1. Porcentaje de la canasta familiar gravada con IVA
(Porcentaje, %)

52,2

31,5

8,8

7,5

Tarifa General Excluido Exento Tarifa 5% Total

100

Fuente: Elaboración propia con base en la información publicada en el portal del IPC del Dane.

F. Ejercicio de solidez

Para revisar la solidez de los resultados de recaudo ampliados con la me-
todología descrita en este capítulo, se calcula el potencial de recaudo uti-
lizando las cifras de costo fiscal publicadas anualmente en el Marco Fiscal 
de Mediano Plazo. Dado que estas cifras reflejan el costo de no gravar los 
tratamientos diferenciales a la tarifa general del 19%, este ejercicio se hace 
únicamente para el escenario 1.

Como ya es conocido, el gasto tributario de IVA se ubicó en 2019 alre-
dedor de $74,9 billones de pesos –7,1% del PIB– y se explicó por el costo 
asociado a los tratamientos de bienes y servicios excluidos (5,8%), exentos 
(1%) y gravados a la tarifa del 5% (0,3%). No obstante, como se explicó, 
el verdadero potencial de recaudo es menor a esta cifra debido a que se 
contabilizan servicios de no mercado que, como anota Córdoba (2020) y 
se explica en este capítulo, en la práctica su gravamen resultaría inviable e 
inconveniente. Estos servicios actualmente se encuentran excluidos, por lo 
cual debe deducirse su valor del costo fiscal total.
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Tabla F1. Costo fiscal de los tratamientos diferenciales del IVA

Concepto
Miles de millones de pesos % del PIB

2018 2019 2018 2019

Bienes exentos 9.265 10.181 0,9% 1,0%

Bienes y servicios al 5% 2.649 3.474 0,3% 0,3%

Bienes y servicios excluidos 55.340 61.285 5,6% 5,8%

     Bienes 9.147 10.494 0,9% 1,0%

     Servicios 46.085 50.675 4,7% 4,8%

Total 67.254 74.940 6,8% 7,1%

Fuente: Elaboración propia con base en MFMP 2020.

Para ello primero debemos ampliar las cifras de costo fiscal publicadas 
en el MFMP 2020. Las participaciones utilizadas para abrir cada rubro se 
obtienen de los valores de la producción total de las tablas de oferta y uti-
lización en su máxima desagregación (seis dígitos). Así, por ejemplo, en el 
MFMP 2020 se reporta un impacto fiscal por no gravar los servicios inmo-
biliarios de $9,4 billones (código 72), cifra que puede descomponerse en: 
i) servicios de alquiler de bienes raíces residenciales prestados por cuenta 
propia ($4,4 billones), ii) servicios de alquiler de bienes raíces residenciales 
prestados a terceros ($2,1 billones), iii) servicios de alquiler de bienes raíces 
no residenciales ($2,2 billones), y iv) servicios de compra-venta de edifica-
ciones y terrenos ($0,8 billones). Con este nivel de detalle se mapean los 
artículos de la encuesta excluidos en nuestras microsimulaciones con los 
artículos de las tablas de utilización, usando las correlativas COICOP-CPC 
que publica el Dane.

Una vez mapeados los artículos, se identifican los ítems de cuentas 
nacionales que se deducirán del gasto tributario total. Estos se asocian 
principalmente a los sectores de administración pública, servicios inmobi-
liarios por cuenta propia, servicios públicos y servicios de la salud huma-
na y educación. El costo fiscal asociado a ellos es de $31,2 billones (2,9% 
del PIB).
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Tabla F2. Servicios excluidos de no mercado

Concepto

Costo fiscal (2019)*

Miles de 
millones % del PIB

Servicios de administración pública 9.364 0,9%

Servicios para el cuidado de la salud humana 6.372 0,6%

Servicios de educación 6.221 0,6%

Servicios de alquiler de bienes raíces residenciales prestados por cuenta 
propia 4.349 0,4%

Servicios de distribución de electricidad, gas por tuberías, agua, vapor, 
agua caliente y aire acondicionado suministrado por tubería (a comisión 
o por contrato)

1.752 0,2%

Servicios de distribución de electricidad, gas y agua 1.178 0,1%

Electricidad, gas de ciudad, vapor y agua caliente 1.105 0,1%

Servicios de alcantarillado, recolección, tratamiento y disposición de 
desechos y otros servicios de saneamiento ambiental 780 0,1%

Servicios de transmisión de electricidad (a comisión o por contrato) 124 0,0%

Total a deducir 31.244 2,9%

Fuente: Elaboración propia con base en MFMP 2020.
Nota: *Corresponde al costo fiscal desagregado utilizando las participaciones extraídas de las tablas de utilización.

Al deducir este valor del costo fiscal total publicado en el MFMP 2020, 
el gasto tributario de los tratamientos diferenciales se reduce de $74,9 bi-
llones a $43,7 billones. Este valor equivale a un potencial de recaudo del 
4,1% del PIB, misma cifra obtenida al expandir los resultados de recau-
do microsimulados con la encuesta. Dado que el recaudo adicional que 
se obtendría al generalizar el IVA con una tarifa única del 19% no dista 
significativamente en ambos ejercicios, se valida entonces la solidez de los 
resultados presentados en este capítulo.





VII. OTROS IMPUESTOS INDIRECTOS

Diego Gutiérrez

I. Introducción

El recaudo de los impuestos indirectos en el país no corresponde única-
mente al Impuesto al Valor Agregado (IVA) y al impuesto al consumo. 
En efecto, existen otros tipos de impuestos indirectos que contribuyen a 
la sostenibilidad de las finanzas públicas, como el gravamen a los movi-
mientos financieros (GMF), que recae en gran parte sobre las transacciones 
realizadas dentro del sistema financiero; o los impuestos específicos, que 
no solo generan ingresos adicionales para la nación y los gobiernos subna-
cionales, sino que además ayudan a modificar las conductas de los agen-
tes económicos. Esto último como herramientas de política pública con el 
propósito de reducir las externalidades que repercuten negativamente en 
aspectos como el medio ambiente y la salud.

Este capítulo analiza la experiencia internacional y revisa las tenden-
cias recientes de este conjunto de impuestos en el país. En particular se 
encuentra que hay un espacio de mejora de los impuestos pigouvianos. 
Proponemos, en consecuencia, el fortalecimiento de los impuestos verdes 
en el país mediante el aumento de la tarifa del impuesto al carbono, en lí-
nea con los estándares internacionales y los compromisos pactados de cara 
a los próximos años. Así mismo, consideramos pertinente estudiar la im-
plementación de un impuesto a los alimentos no saludables en Colombia1 
y al cannabis de uso recreativo. Creemos que el país debe avanzar en esta 
dirección, toda vez que la experiencia internacional sugiere importantes 
beneficios para la salud pública, el medio ambiente y el recaudo tributario. 
En este último aspecto, nuestras estimaciones sugieren un potencial de re-
caudo entre un 0,53% y un 0,71% del PIB. Sin embargo, sostenemos que el 
principal objetivo de este tipo de impuestos debe ser de carácter correctivo 
y no recaudatorio.

1	 Al respecto, Fedesarrollo publicará próximamente un documento técnico que aporta elementos 
para diseñar un impuesto a los alimentos no saludables en Colombia. 
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Además de esta introducción, este capítulo consta de cuatro secciones. 
La segunda sección estudia la experiencia nacional e internacional relativa 
a los impuestos a las transacciones financieras. En la tercera sección se dis-
cuten las dinámicas recientes relacionadas con los impuestos específicos 
al consumo de bebidas alcohólicas, cigarrillos e impuestos verdes. En la 
cuarta sección se proponen una serie de recomendaciones encaminadas a 
fortalecer el esquema de impuestos pigouvianos en el país. Finalmente, la 
quinta sección concluye.

II. Impuesto a las transacciones financieras

Revisión de la literatura y de la experiencia internacional

Los impuestos a las transacciones financieras operan como instrumen-
tos para desincentivar comportamientos especulativos o para reducir las 
fuertes fluctuaciones observadas en el mercado financiero (Burman et al., 
2016)2. Sin embargo, muchos países latinoamericanos han adoptado este 
impuesto como herramienta recaudatoria con el propósito de cubrir sus 
necesidades de financiamiento en el corto plazo. Lo anterior ha llevado a 
la adopción de distintos tipos de impuestos a las transacciones financieras 
alrededor del mundo. A pesar de que estos impuestos fueron muy critica-
dos en la literatura académica debido a los impactos adversos que podrían 
generar en el mercado financiero, su rol como instrumento regulatorio ha 
cobrado especial relevancia en el debate público y académico en la última 
década, especialmente desde la crisis financiera de 2008.

Matheson (2011) elabora una tipología para identificar distintos esque-
mas de impuestos a las transacciones financieras, que pueden ser clasifi-
cados en cinco categorías: i) impuestos a las transacciones en el mercado 
de valores, ii) impuestos a las transacciones de divisas, iii) impuestos al 

2	 Keynes (1936), por ejemplo, propone este tipo de impuestos con el propósito de desincentivar los 
comportamientos especulativos en el mercado de acciones. Por su parte, Tobin (1978) propone 
este impuesto sobre las transacciones de divisas con el propósito de reducir las volatilidades en el 
mercado cambiario. 
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capital o de registro, iv) impuestos a las transacciones bancarias, y v) otros 
impuestos asociados al mercado asegurador o inmobiliario (Tabla 7.1).

Aunque muchas de las transacciones sobre las cuales recaen estos im-
puestos se dan dentro del mercado financiero, la base gravable difiere se-
gún el tipo de esquema. Por ejemplo, mientras que los impuestos a las 
transacciones de valores gravan las transacciones financieras asociadas 
al mercado accionario, instrumentos de deuda y sus derivados, y tienen 
como finalidad desincentivar comportamientos especulativos, los impues-
tos a las transacciones de divisas gravan las transacciones asociadas al 
mercado de divisas con el propósito de reducir la volatilidad del mercado 
cambiario. Por su parte, los impuestos a las transacciones bancarias gravan 
una base mucho más amplia, porque recaen sobre depósitos y retiros. Es-
tos últimos han sido comúnmente utilizados con fines recaudatorios.

Tabla 7.1. Tipologías de impuestos a las transacciones financieras

Tipo de impuesto Descripción

Impuesto a las 
transacciones de 
valores

Se asocia a un impuesto a las transacciones financieras realizadas sobre ac-
ciones, instrumentos de deuda y sus derivados. Comúnmente están restrin-
gidas a operaciones en el mercado secundario, pero pueden incluir gravá-
menes a la emisión original (similar a un gravamen sobre el capital).

Impuesto a las 
transacciones de 
divisas

También conocido como el impuesto Tobin, tiene como propósito gravar 
las transacciones que tienen lugar en el mercado de divisas y también sus 
posibles derivados: futuros de divisas, opciones o swaps. Es comúnmente 
utilizado para reducir la volatilidad en este tipo de mercados.

Gravamen al capital o 
impuesto de registro 

Grava el aumento del capital de las empresas en forma de contribuciones 
de capital, préstamos o mediante la emisión de acciones y bonos. Este im-
puesto puede recaer sobre todas las formas de capital o algunas en específi-
co. También puede incorporar gravámenes a las personas sobre préstamos 
bancarios e hipotecas.

Impuesto a las 
transacciones 
bancarias

Este tipo de impuesto recae sobre depósitos y retiros de las cuentas banca-
rias. La carga efectiva del impuesto recae en la compra de bienes y servicios 
y otras transacciones más generales, razón por la cual opera en cascada. 

Otros impuestos: 
prima de seguros 
y transacciones 
inmobiliarias

Gravámenes sobre las primas de seguros para complementar el IVA o el im-
puesto a la renta. Relativo a las transacciones inmobiliarias, el impuesto re-
cae sobre el valor de la tierra o la propiedad cuando es vendida. Este último 
es común tanto en el ámbito nacional como subnacional.

Fuente: Elaboración propia con base en Matheson (2011).
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Tabla 7.2. Esquemas de impuestos a las transacciones financieras adoptados en el 
mundo

A las 
transacciones 

de valores

A las 
transacciones 

de divisas

A las 
transacciones 

bancarias
Tarifa

Panel A: América Latina

Argentina X X 0,6%

Brasil X 0,38%-1,1%

Colombia X 0,4%

Venezuela X X 1,5%

Ecuador X X 0,8-1,0% y 5%

Perú X 0,04-2%

México X 2,0%

Bolivia X 0,03%

República Dominicana X 0,15%

El Salvador X 0,25%

Honduras X 0,2%

Panel B: Asia y Oceanía

China X 0,5%-0,8%

Indonesia X 0,1%

Corea del Sur X 0,3%

India X 0,001%-0,125%

Panel C: Europa 

Francia X 0,01% - 0,3%

Reino Unido X 0,5% - 1,5%

Polonia X 1,0%

Italia X     0,02% - 0,2%

Fuente: Elaboración propia con base en Burman et al. (2016) y CIAT (2021).
Notas: Algunos países de América Latina, como es el caso de Brasil, Ecuador, El Salvador y México, ya han derogado el im-
puesto a las transacciones bancarias.
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La Tabla 7.2 ilustra los esquemas de impuestos a las transacciones finan-
cieras adoptados por algunos países del mundo. El impuesto a las transac-
ciones de valores y a las transacciones bancarias son los más utilizados. En 
particular, mientras países europeos como Francia, Reino Unido, Polonia, 
e Italia, y países en Asia y Oceanía como China, Indonesia, Corea del Sur 
e India, se han apoyado en el uso de los impuestos a las transacciones de 
valores, gran parte de los países latinoamericanos han adoptado esquemas 
relacionados con los impuestos a las transacciones bancarias. Lo anterior 
responde a las distintas circunstancias bajo las cuales han sido introduci-
dos estos esquemas impositivos, pues mientras los primeros se encuentran 
orientados a corregir ciertas distorsiones en el mercado financiero, los im-
puestos a las transacciones bancarias han sido utilizados con el propósito 
de generar ingresos transitorios en tiempos de estrechez fiscal3 (Galindo y 
Majnoni, 2006). En particular, la adopción de este último esquema en la re-
gión ha sido normalmente precedida por periodos de estrés en el mercado 
financiero, elevados déficits fiscales y el establecimiento de compromisos 
ante los entes de crédito multilateral (Varela y Reyes, 2007). Por su parte, 
los impuestos a las transacciones de divisas no han sido muy comunes: 
actualmente solo se aplican en Argentina, Ecuador y Venezuela.

La literatura económica ha estudiado ampliamente las ventajas y des-
ventajas de los impuestos a las transacciones financieras, especialmente 
aquellas asociadas a las bancarias. Relativo a sus ventajas, estas tienen que 
ver con que es un impuesto relativamente fácil de administrar y además 
con importantes beneficios en materia de recaudo tributario. Esto último 
obedece al reducido número de actores que son responsables del impuesto 
y al tamaño de su base gravable. Adicionalmente, en el caso de los esque-
mas del impuesto a las transacciones de divisas o al de las transacciones de 
valores, estos tributos pueden servir para reducir las fluctuaciones y desin-
centivar los comportamientos especulativos en el mercado financiero.

En cuanto a sus desventajas, la mayoría asociadas a los esquemas del 
impuesto a las transacciones bancarias, algunos estudios coinciden en que 

3	 La mayoría de los países latinoamericanos que han adoptado este tipo de impuestos lo hicieron de 
forma transitoria, en respuesta a necesidades de mayor financiamiento. Sin embargo, han tendido 
a volverse permanentes debido a su fácil administración y al recaudo que generan.
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el impuesto desincentiva el uso de servicios de intermediación financiera 
(Lozano y Ramos, 2000; Kirilenko y Summers, 2003), genera una mayor 
demanda de efectivo e incentiva la creación de instrumentos financieros 
menos formales (Arbeláez et al., 2004), aumenta la represión financiera y 
los costos de transacción (Carrasquilla y Zárate, 2002; Villar et al., 2005), 
y genera costos para las entidades bancarias, estos últimos reflejados en 
los márgenes entre las tasas de interés activas y las pasivas (Lozano et al., 
2017). Estas presiones sobre el sector financiero repercuten negativamen-
te en la base gravable del impuesto, pues esta puede verse erosionada al 
desincentivar a los agentes económicos a realizar transacciones en el mer-
cado financiero.

Gráfico 7.1. Recaudo del impuesto a las transacciones financieras en el mundo (2018)
(Porcentaje del PIB, %)
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Fuente: Elaboración propia con base en cifras de la OCDE.

Adicionalmente, se ha documentado que este tipo de esquemas cum-
plen parcialmente con el criterio de equidad. El criterio de equidad vertical 
se cumple en la medida en que el impuesto recae sobre los actores que 
transan con frecuencia en el mercado financiero, siendo estos en su mayo-
ría los de más alto ingreso. Sin embargo, algunos estudios como Arbeláez 
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et al. (2004) y Galindo y Majnoni (2006) sugieren que el tributo opera en 
cascada, por lo cual no solo se viola el criterio de equidad horizontal, sino 
también el criterio de eficiencia del impuesto, puesto que su tasa efectiva 
difiere según el sector de actividad económica. Finalmente, la literatura ha 
discutido los posibles impactos adversos que el tributo podría generar en 
el comportamiento de los agentes económicos. Este es el caso de aquellos 
que deciden trasladar sus movimientos financieros a cuentas off-shore con 
el propósito de evadir sus responsabilidades como contribuyentes (Coelho 
et al., 2001).

Aunque son más las desventajas que las ventajas documentadas en la 
literatura académica, lo cierto es que este tipo de impuestos ha cobrado 
especial relevancia en los últimos años. Según cifras de la OCDE, en 2018 
los ingresos tributarios por concepto del impuesto a las transacciones fi-
nancieras –independientemente del tipo de esquema– se ubicaron en pro-
medio alrededor del 0,5% del PIB para el grupo de países OCDE y del 
0,7% del PIB para el grupo de países LAC-6. En Colombia, los ingresos por 
concepto del impuesto a las transacciones financieras se ubican alrededor 
del 0,8% del PIB (Gráfico 7.1).

Tendencias recientes en Colombia

En Colombia, el impuesto a las transacciones financieras es un impuesto 
al débito bancario o a las transacciones bancarias, y se conoce como grava-
men a los movimientos financieros. Inicialmente, este impuesto fue adop-
tado de manera transitoria en 1999 con el propósito de rescatar a las insti-
tuciones financieras que entraron en quiebra a raíz de la crisis financiera 
de fin de siglo. Sin embargo, el impuesto tomó un carácter permanente en 
respuesta a eventos extraordinarios –el desastre natural en el eje cafetero 
en 1999 y la ola invernal en 2010 y 2011, por ejemplo– y a la facilidad con 
la cual ha generado importantes recursos para el erario.

Como porcentaje de los ingresos tributarios, el impuesto neto de de-
voluciones ha mostrado en las últimas décadas un comportamiento rela-
tivamente estable en torno al 5,5% (Gráfico 7.2A). Como porcentaje del 
PIB, el recaudo asociado a este impuesto pasó de promediar un 0,6% del 
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PIB en el periodo 1999 a 2003 a un 0,8% del PIB en el periodo 2014 a 2019 
(Gráfico 7.2B). Al analizar conjuntamente estos dos indicadores del recau-
do, sobresalen tres dinámicas importantes: i) el creciente comportamiento 
del recaudo durante los primeros años de implementación del impuesto, 
en respuesta al aumento de la tarifa general de un 0,2% a un 0,4% en el 
periodo 1998 a 2003; ii) la dinámica decreciente del recaudo durante la 
segunda mitad de la década de los años 2000, que obedece a la reducción 
en la productividad del impuesto; y iii) el aumento del recaudo a partir de 
2010, en línea con los cambios introducidos en la Ley 1430 de 2010, que co-
rrigió algunas de las ineficiencias que presentaba el tributo, especialmente 
aquellas asociadas a la elusión del impuesto (Comisión de expertos para la 
equidad y la competitividad tributaria, 2016).

Gráfico 7.2. Evolución histórica del recaudo del gravamen a los movimientos 
financieros en Colombia

Panel A: % ingresos tributarios Panel B: % del PIB
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Fuente: Elaboración propia con base en cifras de la Dian y el Dane.

El sector de actividades financieras y de seguros es el que más recaudo 
del gravamen a los movimientos financieros genera como porcentaje del 
valor agregado sectorial (3,4%); le siguen el sector de comercio al por ma-



260  ǀ  Reformas para una Colombia Post-Covid-19: Hacia un nuevo contrato social.

yor y al por menor (1,9%) y el sector de la industria manufacturera y de ad-
ministración pública y defensa (ambos 1,3%). De otro lado, los sectores de 
actividad productiva con menor recaudo del gravamen a los movimientos 
financieros como porcentaje del valor agregado sectorial se relacionan con 
las actividades profesionales, científicas y técnicas (0,2%), alojamiento y 
servicios de comida (0,2%) y actividades inmobiliarias (0,1%) (Gráfico 7.3).

Gráfico 7.3. Recaudo sectorial del gravamen a los movimientos financieros (2019)
(Porcentaje de valor agregado de cada sector, %)
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Fuente: Elaboración propia con base en cifras de la Dian y el Dane.

Relativo a la tarifa general del impuesto, esta solo ha tenido dos modifi-
caciones desde su implementación. En efecto, la tarifa general pasó de dos 
por mil (0,2%) a tres por mil (0,3%) entre 1999 y 2000, para ubicarse en el 
cuatro por mil (0,4%) a partir de 2003. Desde entonces, la tarifa general del 
impuesto se ha mantenido inalterada. Como se mencionó, la razón por la 
cual la tarifa es relativamente baja frente a la de otros impuestos indirectos 
y no ha sido incrementada más allá del cuatro por mil obedece a los efectos 
que el impuesto podría tener en la profundización financiera. En particu-
lar, al medir la desintermediación financiera utilizando como indicador 
el efectivo como porcentaje de M3, se evidencia que la mayor preferencia 
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hacia el efectivo coincidió con el aumento de la tarifa general del impuesto 
en el periodo 1999 a 2003 (Gráfico 7.4).

Gráfico 7.4. Tarifa general del gravamen a los movimientos financieros frente a la 
desintermediación financiera
(Porcentaje, %)
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Fuente: Elaboración propia con base en las cifras de la Dian y el Dane. Actualizado con base en la Comisión de expertos para 
la equidad y competitividad tributaria (2016).

La tarifa efectiva muestra una alta heterogeneidad en los distintos sec-
tores de actividad productiva, y refleja la inequidad del impuesto (Gráfico 
7.5). En efecto, el sector de actividades financieras y de seguros (7,4%), co-
mercio (7,0%) y agricultura (5,1%) presentan cifras por encima de la tarifa 
efectiva total (4,5%). Por su parte, los sectores con la tarifa más baja son el 
de transporte y equipo (2,2%), minería (2,0%) y actividades inmobiliarias 
(1,7%).

Por su parte, la productividad del impuesto, definida como el cociente 
entre el recaudo como porcentaje del PIB y la tarifa general del impuesto, 
registró una tendencia decreciente en el periodo 1999 a 2010: pasó de un 
2,5% en 1999 a un 1,5% en 2010. Como se mencionó atrás, esta dinámica se 
asocia con el comportamiento a la baja de los indicadores de recaudo. Sin 
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embargo, luego de la reforma tributaria de 2010, la productividad del tri-
buto aumentó considerablemente: se ubicó en un 2,1% en 2011 para luego 
fluctuar alrededor del 2% en el periodo 2014 a 2019 (Gráfico 7.6).

Gráfico 7.5. Tarifa efectiva del gravamen a los movimientos financieros (2019)
(Porcentaje, %)
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Fuente: Elaboración propia con base en las cifras de la Dian y el Dane.

Aunque el gravamen a los movimientos financieros fue adoptado de 
manera transitoria en un momento de alta tensión fiscal por los impactos 
derivados de la crisis de finales del siglo XX, este impuesto ha generado 
importantes recursos para el Estado en las últimas décadas. Por esta razón, 
y teniendo en cuenta las necesidades fiscales y sociales que apremiarán 
una vez superada la pandemia, consideramos necesario por ahora mante-
ner este esquema impositivo.
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Gráfico 7.6. Productividad del gravamen a los movimientos financieros
(Porcentaje, %)
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Fuente: Elaboración propia con base en las cifras de la Dian y el Dane.

III. Impuestos específicos

Aspectos generales4

Además de generar ingresos para el fisco, los impuestos específicos cum-
plen una segunda función: buscan influenciar el comportamiento de los 
agentes económicos con el propósito de desincentivar comportamientos 
que generan algún tipo de externalidad, por lo cual se denominan también 
impuestos “pigouvianos”5 (OCDE, 2020). Estos tributos se caracterizan 
por recaer sobre artículos específicos por una única vez y su esquema im-
positivo tiene tres tipos de estructura: i) un impuesto específico que grava 
en función de las cantidades de determinado artículo –gravamen sobre 

4	 Esta sección se basa en la OCDE (2020).
5	 Arthur Cecil Pigou fue el primero en argumentar, en 1920, que deberían gravarse las actividades 

que generan costos sociales que, por su naturaleza, no son internalizados por los agentes económi-
cos.
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el volumen de ventas–, ii) una tasa ad valorem que recae como proporción 
del precio del producto –gravamen sobre el valor de las ventas–, y iii) una 
combinación entre las dos anteriores.

Existen algunas ventajas y desventajas según el tipo de esquema de es-
tos impuestos. Relativo a la definición de la base gravable, los impuestos 
del tipo específico pueden ser más complejos frente a los impuestos del 
tipo ad valorem, en la medida en que mientras para el primero se requiere 
definir con mayor precisión su naturaleza y características –peso, tamaño 
o volumen del producto–, en el último tan solo es necesario definir la base 
gravable del tributo en función del precio del artículo.

Por su parte, en términos de innovación y producción, se ha discutido 
cómo un esquema del tipo ad valorem puede desincentivar la elaboración 
de productos de mayor calidad, pues una mejora sobre cualquier caracte-
rística del producto podría verse directamente reflejada en su precio final. 
Bajo un esquema específico, las innovaciones pueden ser realizadas so-
bre características que no necesariamente conforman la base gravable del 
impuesto. Lo anterior también podría incidir en el nivel de consumo de 
los contribuyentes, pues el aumento de los precios a causa del impuesto 
podría inducir al consumidor a sustituir su consumo por productos de 
menor calidad a un menor precio.

Finalmente, en términos de equidad, puede decirse que los esquemas 
del tipo ad valorem pueden llegar a ser más progresivos frente a los esque-
mas específicos. Esto obedece a que los hogares con mayor poder adqui-
sitivo tienen la posibilidad de acceder a artículos más costosos y, por lo 
tanto, pueden pagar un mayor monto impositivo. Esto no sucedería con 
un impuesto específico sobre las cantidades, en el que los contribuyentes 
terminarían enfrentando la misma carga tributaria independientemente 
de sus ingresos.

Aunque no existe un consenso en la literatura sobre cuál tipo de es-
quema es el más adecuado, lo cierto es que estos impuestos han sido am-
pliamente utilizados alrededor del mundo. Los impuestos especiales más 
comunes en el grupo de países de la OCDE se encuentran asociados al 
gravamen de bebidas alcohólicas, cigarrillos y productos derivados del 
tabaco, y los impuestos verdes, estos últimos especialmente relacionados 
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con el gravamen sobre los combustibles fósiles. Sin embargo, es importan-
te anotar que la implementación de este tipo de instrumentos tributarios 
parece haber transitado en los últimos años hacia un objetivo correctivo y 
no propiamente recaudatorio.

Lo anterior se hace evidente al analizar las cifras de recaudo como pro-
porción de los ingresos tributarios totales (Gráfico 7.7). En efecto, en el 
grupo de países LAC-6,6 se evidenció una reducción de 11,1 puntos por-
centuales en el recaudo, mientras que en el grupo de países de la OCDE 
la disminución fue mucho más leve (de un 8,2% a un 7,2%) en las últimas 
tres décadas. En el caso de Colombia, y en el mismo periodo de referencia, 
los ingresos generados por los impuestos especiales como porcentaje de 
los ingresos tributarios totales pasaron de un 15,7% a un 6,3%. Estas cifras 
sugieren que existe espacio de mejora para acercarnos a estándares inter-
nacionales. En la siguiente sección se discutirán algunas recomendaciones 
alrededor de este tipo de impuestos.

Gráf﻿ico 7.7. Recaudo por concepto de impuestos específicos
(Porcentaje del total de ingresos tributarios, %)
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6	 Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Perú y México.
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Tendencias recientes en Colombia: bebidas alcohólicas, cigarrillos e 
impuestos ambientales

Impuestos específicos sobre vinos, licores y cervezas

Los impuestos específicos sobre el consumo de vinos, licores y cervezas 
constituyen una fuente de gran relevancia para las finanzas departamen-
tales. Normativamente, la Ley 1393 de 2010 estableció un impuesto para 
vinos y licores del tipo específico por cada unidad de 750 centímetros cú-
bicos o su equivalente. Este sería de $256 por cada grado para productos 
de hasta 35 grados de alcohol y de $420 por cada grado para artículos de 
mayor contenido. Como anotan Arbeláez et al. (2021), el cambio más re-
ciente ocurrió con la Ley 1816 de 2016, cuando se introdujo un componente 
ad valorem del 20% sobre el precio de venta al público antes de impuestos 
para vinos y aperitivos, y del 25% para el resto de licores. Además, esta 
misma ley modificó las tarifas específicas y las fijó en $220 para licores y 
aperitivos, y en $150 para vinos y aperitivos vínicos. A partir de 2018, estas 
tarifas se actualizan con base en la variación anual del índice de precios al 
consumidor certificado por el Dane. En cuanto al impuesto sobre las cerve-
zas, sifones, mezclas de cerveza y refajos, estos son gravados únicamente 
con una tarifa ad valorem del 48% para cervezas y sifones, y del 20% para 
mezclas de cerveza y refajos.

En materia de recaudo, los ingresos generados conjuntamente por el im-
puesto a la cerveza, vinos y licores han promediado cerca de medio punto 
del PIB en el periodo 1990 a 2018 (Gráfico 7.8). En particular, el recaudo ha 
mostrado una tendencia decreciente en el periodo de análisis desde 2005. 
Esto obedece al menor recaudo por concepto de vinos y licores, que en el 
periodo 2005 a 2018 se redujo en 0,12 puntos porcentuales (0,13% del PIB 
en 2018 frente a un 0,24% en 2005). En el mismo periodo, el recaudo por 
concepto de gravamen al consumo de cerveza se mantuvo relativamente 
estable.

En el contexto internacional, la carga tributaria –medida como porcen-
taje del precio de venta– que recae sobre las cervezas, vinos y licores regis-
tra resultados heterogéneos. En el caso de las cervezas, la presión fiscal en 
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Colombia se ubica levemente por encima del promedio de los países de la 
OCDE (36% en Colombia frente al 34% en los países OCDE) y es conside-
rablemente superior a lo observado en América Latina y el Caribe (26% del 
precio de venta) (Gráfico 7.9).

Gráfico 7.8. Recaudo por concepto de cervezas y licores
(Porcentaje del PIB, %)
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Fuente: Elaboración propia con base en CIAT.

Por su parte, la carga tributaria sobre los licores en Colombia es baja, si 
se compara con el promedio observado en el grupo de países de la OCDE 
(36% en Colombia frente al 51% en países OCDE), pero levemente supe-
rior al promedio observado en la región (32% del precio de venta) (Gráfico 
7.10). Finalmente, la carga tributaria asociada al gravamen de vinos se ubi-
ca dos puntos porcentuales por debajo de lo observado en el promedio de 
países de la OCDE (25% en Colombia frente al 27% en países OCDE) y es 
la misma del promedio observado en la región (25% del precio de venta) 
(Gráfico 7.11).
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Gráfico 7.9. Carga fiscal sobre cervezas (2018)
(% del precio de venta)
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Fuente: Tomado de Arbeláez et al. (2021).

Gráfico 7.10. Carga fiscal sobre licores (2018)
(% del precio de venta)
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Gráfico 7.11. Carga fiscal sobre vinos (2018)
(% del precio de venta)
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Fuente: Tomado de Arbeláez et al. (2021).

Utilizando la información de la Encuesta Nacional de Presupuesto de 
los Hogares (ENPH) llevada a cabo entre 2016 y 2017, y la normatividad 
tributaria de este tipo de impuestos vigente en 2017, es posible estimar el 
consumo de esta clase de artículos por decil de ingreso per cápita; además 
de estimar la incidencia del impuesto en los hogares colombianos (siguien-
do la metodología de Núñez et al., 2020). Los resultados sugieren que el 
49,6% del consumo total de bebidas alcohólicas se concentra en los deciles 
8, 9 y 10, mientras que tan solo el 25,5% del consumo total pertenece a los 
cuatro primeros deciles de ingreso (Gráfico 7.12). Frente a la incidencia del 
impuesto, definida como el monto del impuesto que pagan los hogares 
como porcentaje del ingreso total, se evidencia una tendencia regresiva: 
mientras que los hogares del primer decil destinan cerca del 0,32% de sus 
ingresos al pago del impuesto, esta cifra es tan solo del 0,11% en los hoga-
res del decil más alto de la distribución (Gráfico 7.13).
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Gráfico 7.12. Participación de cada decil en el consumo total de bebidas alcohólicas
(Porcentaje, %)
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Fuente: Elaboración propia con base en la normativa tributaria y ENPH 2016-2017.
Nota: Corresponde al consumo de aguardiente, ron, whisky, brandy, vodka, ginebra, cremas de licor, cervezas, refajos, entre 
otros artículos de licor identificados en la encuesta.

Gráfico 7.13. Incidencia del impuesto a las bebidas alcohólicas
(Porcentaje, %)
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Fuente: Elaboración propia con base en la normativa tributaria y ENPH 2016-2017.
Nota: Corresponde al consumo de aguardiente, ron, whisky, brandy, vodka, ginebra, cremas de licor, cervezas, refajos, entre 
otros artículos de licor identificados en la encuesta.
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Impuestos específicos sobre cigarrillos y productos derivados del 
tabaco

Al igual que los impuestos específicos a las bebidas alcohólicas, el grava-
men de los cigarrillos y productos derivados del tabaco tienen también una 
gran relevancia a escala departamental. Asimismo, su normatividad tribu-
taria ha mostrado importantes cambios en los últimos años. Por ejemplo, 
la Ley 1993 de 2010 implementó una estructura mixta entre esquemas del 
tipo ad valorem y específico con el propósito de solucionar las distorsiones 
que la estructura impositiva anterior generaba en el mercado7 (Comisión 
de expertos para la competitividad y equidad tributaria, 2016; Arbeláez et 
al., 2021). De esta manera, el componente específico tendría una tarifa de 
$570 pesos por cajetilla de veinte unidades, mientras que el componente ad 
valorem sería del 10% como porcentaje del precio de venta. La más reciente 
modificación ocurrió con la expedición de la Ley 1819 de 2016, que elevó 
el componente específico del impuesto a $1.400 por cajetilla de veinte uni-
dades en 2017, $2.100 en 2018, y a partir de 2019 estableció que la actuali-
zación del impuesto se hiciera con base en la inflación más cuatro puntos.

El recaudo por concepto de cigarrillos y tabaco, por su parte, tuvo una 
tendencia decreciente en el periodo 1990 a 2018. La mayor caída en el rit-
mo de recaudo se observó durante la década de los años noventa: pasó de 
un 0,2% del PIB en 1990, a un 0,1% del PIB en 1999. En lo corrido del siglo 
XXI el recaudo mostró una tendencia levemente decreciente: se ubicó en 
promedio alrededor del 0,08% del PIB (Gráfico 7.14). Frente al contexto 
internacional, el impuesto específico que se pagó en Colombia, como por-
centaje del precio de venta, estuvo por encima del promedio observado 
en el grupo de países de la OCDE (62,5% en Colombia frente al 58% en el 
grupo de países OCDE) (Gráfico 7.15).

7	 Como lo mencionan Arbeláez et al. (2021), previo a la Ley 1993 de 2010, el gravamen sobre los ciga-
rrillos era regulado por la Ley 111 de 2006, que establecía un impuesto específico con un umbral de 
$2.000 por cajetilla como valor de referencia. Si el precio de los cigarrillos nacionales o extranjeros 
se ubicaba por debajo de este umbral, debían pagar un impuesto de $400, mientras que si el precio 
era igual o mayor al umbral, estos debían pagar un impuesto de $800.
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Gráfico 7.14. Recaudo por concepto de cigarrillos y tabaco
(% del PIB)
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Gráfico 7.15. Carga fiscal sobre cigarrillos (2018)
(% del precio de venta)
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Gráfico 7.16. Participación de cada decil en el consumo total de cigarrillos y tabaco
(Porcentaje, %)
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Fuente: Elaboración propia con base en la normativa tributaria y ENPH 2016-2017.

Gráfico 7.17. Incidencia del impuesto a los cigarrillos
(Porcentaje, %)

1 2 3 4 5 6 7 8 9 10
Decil de ingreso total per cápita

0,
10

%

0,
07

%

0,
04

%

0,
05

%

0,
04

%

0,
04

%

0,
04

%

0,
03

%

0,
02

%

0,
01

%

Fuente: Elaboración propia con base en la normativa tributaria y ENPH 2016-2017.
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Aplicando el tratamiento tributario vigente para 2017 sobre la informa-
ción de la ENPH, también es posible determinar la participación de cada 
decil en el consumo total de este tipo de productos, así como la incidencia 
del impuesto en los ingresos totales de los hogares. Los resultados sugie-
ren que el consumo de estos artículos se concentra en mayor medida en los 
deciles de ingreso 6, 7, 8 y 9, pues conjuntamente representan el 47,4% del 
consumo total (Gráfico 7.16). Frente a la carga tributaria sobre el ingreso 
total de los hogares, esta exhibe una tendencia regresiva en la medida en 
que el pago del impuesto es más alto en el primer decil y va disminuyendo 
a medida que se avanza en la distribución del ingreso (Gráfico 7.17).

Impuestos ambientales

El Acuerdo de París de 2016 selló compromisos en torno a la reducción de 
las emisiones de carbono a escala mundial para mediados de siglo. Esto 
último con el propósito de frenar el calentamiento global y asegurar una 
transición energética hacia fuentes de energía más limpias y amigables con 
el medio ambiente. En este contexto, los impuestos ambientales –también 
conocidos como impuestos verdes– se convierten en una herramienta de 
política pública de gran importancia porque desincentivan el consumo de 
bienes y servicios que generan externalidades negativas (el deterioro del 
medio ambiente, por ejemplo).

La OCDE divide los impuestos ambientales en cuatro grandes catego-
rías: i) impuestos a la energía, sobre el consumo de productos energéticos 
como los combustibles fósiles y la electricidad, ii) impuestos al transporte, 
sobre las importaciones o las ventas de vehículos y equipos de transporte, 
iii) impuestos a la contaminación, destinados al consumo de sustancias 
que destruyen la capa de ozono, como la emisión de dióxido de azufre, el 
óxido de nitrógeno y otros artículos como las bolsas plásticas, la elimina-
ción de residuos sólidos y otros como baterías o neumáticos, y iv) aque-
llos que recaen sobre la explotación de recursos naturales (la extracción de 
agua, la explotación de productos forestales, entre otros).

Según las cifras de la OCDE, el recaudo como porcentaje del PIB de im-
puestos ambientales en Colombia es bajo frente al contexto internacional. 
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Mientras que el recaudo promedio en los países de la OCDE es del 2,3% 
del PIB, en América Latina y el Caribe es del 1%; en el grupo de países 
LAC-6 es del 0,9% y en Colombia el recaudo es del orden del 0,8% del PIB 
(Gráfico 7.18). Al descomponer estas cifras según las cuatro clasificaciones 
de la OCDE, el recaudo de impuestos verdes en el país se concentra en tan 
solo dos dimensiones: impuestos sobre la energía (0,4% del PIB) y trans-
porte (0,4% del PIB). De otro lado, aunque en el promedio OCDE el grueso 
del recaudo de impuestos verdes recae sobre los gravámenes a la ener-
gía (1,6% del PIB) y en menor medida sobre los gravámenes al transporte 
(0,5% del PIB), también se generan ingresos por concepto de impuestos al 
uso de artículos altamente contaminantes (0,1% del PIB); caso contrario al 
colombiano, en el que no se perciben ingresos por concepto de este tipo de 
impuestos (Gráfico 7.19). Lo anterior sugiere que en Colombia existe una 
brecha del orden de 1,5 puntos porcentuales frente al promedio observado 
en el grupo de los países de la OCDE. Sin duda, existen posibilidades de 
mejora en el uso de este tipo de instrumentos de política pública en el país.

Gráfico 7.18. Recaudo por concepto de impuestos ambientales
(Porcentaje del PIB, %)

4,5

2,3

1,0 0,9 0,8

Es
lo

ve
ni

a
G

re
ci

a
D

in
am

ar
ca

Le
to

ni
a

Pa
íse

s B
aj

os
Ita

lia
Is

ra
el

Fi
nl

an
di

a
Es

to
ni

a
C

or
ea

Re
pu

bl
ic

a 
C

he
ca

Po
rt

ug
al

Po
lo

ni
a

A
us

tr
ia

H
un

gr
ía

Fr
an

ci
a

Tu
rq

uí
a

H
on

du
ra

s
Re

in
o 

U
ni

do
O

EC
D

Bé
lg

ic
a

C
os

ta
 R

ic
a

Es
lo

va
qu

ia
N

or
ue

ga
Li

tu
an

ia
Is

la
nd

ia
Su

ec
ia

Es
pa

ña
Re

pú
bl

ic
a 

D
om

in
ic

an
a

A
le

m
an

ia
A

us
tr

al
ia

Lu
xe

m
bu

rg
o

Su
iz

a
Ir

la
nd

a
Ba

ha
m

as
Ja

pó
n

C
hi

le
N

ic
ar

ag
ua

N
ue

va
 Z

el
an

da
U

ru
gu

ay
Sa

nt
a 

Lu
cí

a
Ja

m
ai

ca
Bo

liv
ia

A
rg

en
tin

a
C

an
ad

á
Pa

ra
gu

ay
Pr

om
ed

io
 A

LC
M

éx
ic

o
G

ua
te

m
al

a
LA

C
-6

Br
as

il
Tr

in
id

ad
 y

 T
ob

ag
o

C
ol

om
bi

a
Es

ta
do

s U
ni

do
s

G
uy

an
a

Pa
na

m
á

Ec
ua

do
r

Pe
rú

El
 S

al
va

do
r

Be
lic

e

Fuente: Elaboración propia con base en las cifras de la OCDE.
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Gráfico 7.19. Recaudo de impuestos ambientales por categoría
(Porcentaje del PIB, %)
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Fuente: Elaboración propia con base en las cifras de la OCDE.

Los gravámenes que recaen sobre la energía se relacionan principal-
mente con las emisiones de carbono, el uso de la electricidad y de combus-
tibles fósiles –estos últimos son los más utilizados alrededor del mundo–. 
En esta dimensión, Colombia registra una de las tributaciones más bajas 
frente al contexto internacional, superando a unos pocos países como In-
donesia, Rusia, Brasil, China, Estados Unidos e India. La tarifa efectiva 
promedio de impuestos a la energía que estima la OCDE para nuestro país 
(1,02 EUR/GJ)8, y que recae únicamente sobre el carbono y el uso de com-
bustibles, dista considerablemente de lo observado en países cuyo grava-
men energético también se concentra en estos dos componentes (Gráfico 
7.20).

La experiencia internacional ha demostrado que los países con mayo-
res impuestos sobre los productos energéticos tienden a tener una menor 

8	 Euros por GigaJulios.
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intensidad energética9, prueba de que los sistemas bien diseñados pueden 
incentivar a los agentes económicos a ahorrar o a utilizar fuentes de ener-
gía más amigables con el medio ambiente (OCDE, 2019) (Gráfico 7.21). 
Esta dinámica se explica porque la demanda de productos energéticos dis-
minuye como consecuencia del mayor precio al consumidor (Labandeira 
et al., 2017). Por lo anterior, es imprescindible que el país avance en este 
tipo de impuestos con el propósito, por un lado, de mitigar los riesgos que 
el uso excesivo de fuentes energéticas puede acarrear para el medio am-
biente y la salud, y, por otro, para beneficio de las finanzas públicas, pues 
estos impuestos son una importante fuente de ingresos para el Estado, al 
menos durante la transición.

Gráfico 7.20. Tarifa efectiva promedio de impuestos a la energía
(Euro/GJ)
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9	 Este indicador hace referencia al consumo total de energía por unidad de Producto Interno Bruto. 
También es utilizada como medida de eficiencia. 
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Gráfico 7.21. Tarifa efectiva promedio frente a intensidad energética
(Euro/GJ y MJ/dólar)
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En Colombia hay dos tipos de impuestos que gravan las fuentes energé-
ticas. Por un lado, se destaca el impuesto nacional a la gasolina y al ACPM 
que se creó a partir de la Ley 1607 de 2012 y sustituyó el impuesto global a 
la gasolina y ACPM y el gravamen de IVA a los combustibles. Este tributo 
tiene un carácter monofásico y se genera al momento de: i) ventas efectua-
das por el productor, ii) importaciones, y iii) el retiro de los productores 
para consumo propio. Este impuesto especial es sobre las cantidades, en 
este caso por galón. Por su parte, la Ley 1819 de 2016 introdujo el impues-
to al carbono, que grava el contenido de carbono liberado a la atmósfera 
como consecuencia de la combustión de fuentes energéticas como la gaso-
lina, el kerosene, el ACPM y otros tipos de combustibles. En este caso, el 
impuesto también es del tipo específico y grava por tonelada emitida de 
CO2.

El recaudo conjunto de estos dos impuestos como porcentaje del PIB 
promedió un 0,3% en el periodo 2013 a 2019 (Gráfico 7.22). Llama espe-
cialmente la atención la pérdida de importancia que sufrieron estos im-
puestos, pues el recaudo pasó de un 0,5% del PIB en 1994 –corresponde 
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únicamente al impuesto global a la gasolina y al ACPM– a un 0,2% del PIB 
en 2019 –conjuntamente entre el impuesto nacional a los combustibles y 
el impuesto al carbono–. Esto último refleja la necesidad de que el país re-
vierta esta tendencia, sobre todo teniendo en cuenta la necesidad mundial 
de contrarrestar el cambio climático.

Gráfico 7.22. Recaudo de impuestos energéticos en Colombia
(% del PIB)
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IV. Recomendaciones

Como se ha mencionado a lo largo de este capítulo, los impuestos especia-
les constituyen una herramienta de gran relevancia porque tienen la capa-
cidad de cumplir una doble funcionalidad: como instrumento de política 
pública, en la medida en que ayudan a corregir las externalidades; y como 
instrumento tributario, ya que su uso puede generar ingresos fiscales que 
pueden ser utilizados para atender las necesidades de gasto público. Te-
niendo en cuenta lo anterior, consideramos que el país debe robustecer 
su esquema de impuestos pigouvianos y alinearlo con los estándares in-
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ternacionales. En esta sección se hacen una serie de recomendaciones en 
esta dirección.

Estudiar la implementación de un impuesto a las bebidas azucara-
das y a los alimentos poco saludables

El consumo de bebidas azucaradas y de alimentos poco saludables10 se 
encuentra estrechamente relacionado con el sobrepeso y la obesidad (Ma-
lik et al., 2010; Hu y Malik, 2010). A su vez, los altos índices de obesidad 
constituyen uno de los factores de más alto riesgo para contraer enferme-
dades crónicas como diabetes, cáncer, enfermedades cardiovasculares y 
respiratorias, entre otros (OCDE, 2019b; Barrientos-Gutiérrez et al., 2019). 
Esto último afecta negativamente la expectativa de vida de las personas.

Lo anterior no solo constituye un problema de salud pública, sino que 
además genera importantes presiones económicas y sociales. Las personas 
con problemas de obesidad, por ejemplo, gastan más recursos en trata-
mientos y terapias para controlar su enfermedad. En términos de capital 
humano, el sobrepeso se asocia a un menor desempeño académico, con 
consecuencias adversas para la formación de capital humano en el largo 
plazo. Esto último también impacta negativamente la productividad y la 
participación en el mercado laboral (OCDE, 2019b).

Esto tiene efectos macroeconómicos y fiscales, pues según las estima-
ciones de la OCDE, las consecuencias derivadas del sobrepeso provocan 
reducciones en promedio del orden del 3,3% en el PIB del grupo de países 
de la OCDE y EU23, y del 3,5% en el grupo de países G20 (Gráfico 7.23). En 
términos fiscales, los resultados de la OCDE sugieren que el sobrepeso es 
responsable del aumento en 0,62 puntos porcentuales en la presión fiscal, 
esta última medida como el ingreso primario del Gobierno como porcen-
taje del PIB (OCDE, 2019b).

10	 Se entiende por alimentos poco saludables aquellos alimentos no básicos con alta densidad ener-
gética –alto contenido calórico–. Siguiendo a Barrientos-Gutiérrez et al. (2019), estos alimentos se 
encuentran asociados a artículos de confitería, chocolate, flanes, pudines, dulces de frutas, entre 
otros alimentos con una densidad energética superior a los 275 kcal/100 g.
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Gráfico 7.23. Impacto del sobrepeso sobre el PIB
(Porcentaje, %)
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Fuente: OCDE (2019b).

Frente a lo anterior, además de medidas educativas y de buenas prác-
ticas en torno a los buenos hábitos de salud, existen mecanismos fiscales 
que pueden utilizarse como herramientas para atenuar las externalidades 
que el consumo en exceso de este tipo de alimentos y bebidas genera en 
la salud humana y en la economía. Estos corresponden a: i) impuestos es-
pecíficos o ad valorem, ii) esquemas de IVA o impuestos al consumo, y iii) 
impuestos sobre las importaciones. Según las cifras del Banco Mundial con 
corte a enero de 2020, cerca de 44 países y siete estados en EE. UU adop-
taron impuestos sobre las bebidas azucaradas, en su mayoría esquemas 
específicos. En particular, sobresale que, si bien algunos países como Fin-
landia, Noruega y Samoa introdujeron estos impuestos en el siglo XX, la 
gran mayoría de ellos fueron adoptados en la última década (Tabla 7.3). 
Lo anterior refleja la necesidad de frenar la expansión de la obesidad y el 
sobrepeso en la población mundial.

Algunos de estos países han tenido experiencias exitosas en el corto 
plazo con la adopción de este tipo de impuestos. En Barbados, por ejem-
plo, Alvarado et al. (2019) encuentran una disminución del orden del 4,3% 
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y del 3,6% en las ventas semanales promedio de las bebidas azucaradas 
y bebidas azucaradas carbonatadas. En el caso de Chile, Nakamura et al. 
(2018) señalan una reducción en las compras mensuales per cápita de be-
bidas altamente azucaradas11 durante el primer año. Para este mismo país, 
Caro et al. (2018) encuentran una reducción del 3,4% en las compras per 
cápita mensuales de bebidas altamente azucaradas y un incremento del 
11% en las ventas de bebidas con bajo contenido de azúcar. En el caso de 
México, Colchero et al. (2017) remarcan una caída del 6,3% en las compras 
de bebidas azucaradas en el primer año –con mayores reducciones en los 
hogares de menor ingreso– y un aumento del 16,2% en la compra de agua, 
con mayores incrementos en los hogares de ingreso medio y bajo.

Otros estudios estiman también los impactos positivos de este tipo de 
impuestos. En materia de salud, por ejemplo, Basu et al. (2014) encuentran 
que un impuesto sobre las bebidas azucaradas del 20% en la India redu-
ciría el sobrepeso y la prevalencia de obesidad en cerca del 3% y la inci-
dencia de diabetes tipo 2 en un 1,6%. En el caso de Sudáfrica, Manyema et 
al. (2014) encuentran que un impuesto del 20% sobre este mismo tipo de 
bebidas reduciría la prevalencia de la obesidad en un 3,8% en hombres y 
un 2,4% en mujeres. En materia fiscal, Andreyeva et al. (2011) señalan que 
un impuesto nacional de 1 centavo de dólar por onza (aproximadamente 
10%) sobre las bebidas azucaradas en Estados Unidos generaría ingresos 
fiscales del orden de US$79 billones en cinco años.

Como se puede deducir, los impuestos al consumo de ciertos alimentos 
que pueden ser nocivos para la salud tienen beneficios probados. A pesar 
de esto, en Colombia no se ha adoptado ningún tipo de impuesto especí-
fico sobre estos artículos. Aunque la Ley de financiamiento (Ley 1943 de 
2018) modificó de tributo monofásico a plurifásico el IVA a las bebidas 
azucaradas, consideramos pertinente estudiar cuál puede ser la forma más 
adecuada de establecer este tipo de gravámenes, pues podría tratarse de 
una doble ganancia para el país: por un lado, la medida serviría como ins-
trumento para corregir las externalidades negativas que pueden recaer en 
la salud de los colombianos y, por otro lado, en la generación de ingresos 

11	 Mayores a 6,25 gramos de azúcar por 100 ml.
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adicionales para la nación. Actualmente, otros investigadores de Fedesa-
rrollo están adelantando una investigación encaminada a aportar elemen-
tos sobre la forma más adecuada de implementar un impuesto al consumo 
de alimentos no saludables.12

Tabla 7.3. Países con impuestos a las bebidas azucaradas en el mundo

Asia Oriental y 
Pacífico Europa Afríca y Asia del 

sur
América Latina y 

el Caribe Estados Unidos 

Samoa (1984) Finlandia (1940) Mauricio (2013) México (2014) Berkeley, CA 
(2015)

Polinesia Francesa 
(2002) Noruega (1981) Arabia Saudita 

(2017) Chile (2014) Albania, CA 
(2017)

Palau (2003) Letonia (2004) Emiratos Arabes 
Unidos (2017)

Santa Helena 
(2014) Filadelfia (2017)

Fiji (2006) Hungría (2011) Baréin (2017) Barbados (2015) Oakland, CA 
(2017)

Nauru (2007) Francia (2012) India (2017) Rep. Dominicana 
(2015)

Boulder, CO 
(2017)

Tonga (2013) Bélgica (2016) Sri Lanka (2017) Ecuador (2016) San Francisco 
(2018)

Islas Cook (2014) Portugal (2017) Sudáfrica (2018) Perú (2018) Seattle, WA (2018)

Kiribati (2014) España (2017) Catar (2019) Bermuda (2019)

Vanuatu (2015) Reino Unido 
(2018) Omán (2019) Panamá (2019)

Brunei (2017) Irlanda (2018) Seychelles (2019) Colombia (2019)

Tailandia (2017) Estonia (2018)

Filipinas (2018)

Malasia (2019)

IVAImpuesto específico Impuesto de importación

Fuente: Elaboración propia con base en Allcot et al. (2019).
Nota: La información se actualizó con base en el Banco Mundial (2020). En España, el impuesto aplica únicamente para la 
región de Cataluña. La fecha de implementación se encuentra en paréntesis.

12	 El informe de este estudio se divulgará en los próximos meses.
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Fortalecimiento del impuesto al carbono

Como se discutió en la cuarta sección de este capítulo, el país avanzó en 
materia de impuestos verdes con la creación del impuesto al carbono me-
diante la Ley 1819 de 2016. En esta ley quedó definida la tarifa de $15.000 
por cada tonelada de CO2 emitida por el uso de combustibles fósiles, y su 
actualización anual con base en la inflación del año anterior. En 2020, la ta-
rifa del impuesto por tonelada de CO2 se ubicó en 3,9 euros por tonelada, 
por debajo de la registrada en Chile (4,4 eur/ton), Argentina (5,2 eur/ton) 
y muy inferior a la registrada en los países de mayor ingreso. Lo anterior 
demuestra que existe un amplio margen de mejora alrededor del diseño 
de este impuesto.

Gráfico 7.24. Impuesto al carbono en 2020
(Euro por tonelada de CO2)
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Fuente: Elaboración propia con base en Carbon Pricing Dashboard del Banco Mundial.

En línea con la necesidad de transitar hacia energías más limpias y ami-
gables con el medio ambiente, y avanzar en el cumplimiento de los ob-
jetivos de desarrollo sostenible, consideramos pertinente el aumento del 
impuesto al carbono hacia estándares internacionales. Además de los be-
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neficios en términos de salud y de cuidado del medio ambiente, nuestras 
estimaciones sugieren que, manteniendo todo lo demás constante, una ta-
rifa más cercana a la observada en el contexto internacional –entre €25,4/
tonelada y €30/tonelada– generaría ingresos en un rango entre un 0,18% 
y un 0,27% del PIB. En ese sentido, consideramos conveniente aumentar 
gradualmente el impuesto al carbono en Colombia, de manera que en un 
lapso de diez años la tarifa alcance un nivel similar al observado en el pro-
medio de los países de la OCDE.

Introducción de un impuesto al cannabis de uso recreativo

En años recientes se ha despertado un gran interés en los potenciales be-
neficios de legalizar el cannabis para uso recreativo y además gravar su 
consumo. Esto último con el principal objetivo de corregir las externalida-
des que ocasiona el uso de este tipo de sustancias que, en efecto, suelen ser 
comparadas con las que resultan del consumo de cigarrillos o de bebidas 
alcohólicas (Boesen, 2020). Actualmente, este tipo de esquemas impositi-
vos se han adoptado en países como Estados Unidos y Canadá.

En el caso de Estados Unidos, el impuesto al consumo recreativo de 
marihuana ha sido implementado en cerca de diez estados en la última 
década. Estos impuestos son del orden estatal debido a que el consumo de 
cannabis continúa siendo ilegal según la ley federal. Aunque la mayoría 
de los estados han optado por gravar el precio de venta al consumidor –ad 
valorem–, también se ha evidenciado el uso de tarifas específicas sobre el 
peso –en el caso de Alaska– o incluso esquemas mixtos entre estos dos –en 
el caso de California y Maine–. Algunos otros como el estado de Illinois 
gravan el consumo dependiendo de la potencia del producto, medida a 
partir del contenido de THC (Gráfico 7.4).

Los ingresos generados por el gravamen de esta actividad en Estados 
Unidos se han destinado a financiar programas sociales. Por ejemplo, en 
el caso de California o Illinois, una parte se orienta al financiamiento de 
programas contra el abuso de drogas y con miras al fortalecimiento de la 
juventud. En el caso de Colorado, Nevada y Oregón, los ingresos de este 
impuesto se destinan a programas educativos. En el caso de Washington, 
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incluso, estos ingresos se orientan al financiamiento de programas salud. 
Lo anterior demuestra que, aunque el principal objetivo de estos impues-
tos debe responder a la corrección de externalidades, existen beneficios 
adicionales de los cuales se puede obtener ventaja para financiar progra-
mas sociales.

Tabla 7.4. Impuestos al consumo recreativo de cannabis en Estados Unidos

Estado Tipo de 
impuesto Detalles

Fecha de 
implemen-

tación

Alaska Específico La tarifa puede ser de $15/oz, $25/oz o $50/oz de-
pendiendo del tipo de flor 2014

California Mixto 15% del precio de venta al público y $2.87/oz o 
$9.65/oz dependiendo el tipo de flor 2016

Colorado Ad valorem 15% del precio de venta al público 2012

Illinois Según poten-
cia (THC)

Los impuestos pueden ser de 10%, 20%, o 25% de-
pendiendo de la potencia del producto medida a 
partir de THC

2019

Maine Mixto 10% del precio de venta al público; $94/lb trim y 
$335/lb flor 2016

Massachusetts Ad valorem 10,75% del precio de venta al público 2016

Nevada Ad valorem Entre 10% y 15% del precio de venta al público 2016

Oregón Ad valorem 17% de precio de venta al público 2014

Washington Ad valorem 37% del precio de venta al público 2012

Fuente: Elaboración propia con base en Boesen (2020) y Tax Foundation (2020).

En el caso de Colombia, las oportunidades alrededor de la legalización 
del cannabis también son variadas. Creemos, en primer lugar, que la regu-
lación de las ventas de cannabis podría ser especialmente beneficioso, por-
que contribuiría a la reducción de la criminalidad asociada al “narcome-
nudeo”.13 Además de esto, se generarían recursos adicionales que, como 

13	 Momento de la cadena criminal en el que se produce la transacción comercial para el consumo 
(DNP, 2017).
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en el caso de Estados Unidos, podrían ser destinados a la financiación de 
proyectos con mayor impacto social. En efecto, según un estudio realiza-
do por el Departamento Nacional de Planeación en 2017, se estima que el 
tamaño de mercado asociado a la venta al detal de marihuana en el país 
es alrededor de $4,4 billones de pesos. Aprovechando la inelasticidad de 
este tipo de productos, podría pensarse en un impuesto ad valorem en un 
rango entre el 40% y el 60% del precio de venta final. Esto dejaría recursos 
adicionales entre un 0,17% y un 0,25% como porcentaje del PIB.

V. Conclusiones

Este capítulo analizó el desempeño reciente de algunos impuestos indi-
rectos como el gravamen a los movimientos financieros (cuatro por mil) y 
de otros impuestos pigouvianos sobre el consumo de bebidas alcohólicas, 
cigarrillos e impuestos verdes. Adicionalmente estudió oportunidades de 
mejora en la implementación de impuestos pigouvianos como herramien-
tas de política pública para corregir externalidades. Lo anterior con el do-
ble beneficio de percibir ingresos por concepto de estos impuestos para 
ayudar a cubrir las necesidades de gasto que deberá enfrentar el país una 
vez finalizada la crisis.

En cuanto a los impuestos ambientales, consideramos pertinente au-
mentar gradualmente la tarifa del impuesto al carbono, en línea con los 
estándares internacionales. Esto ayudaría a incentivar la transición hacia el 
uso de energías más limpias y amigables con el medio ambiente, al mismo 
tiempo que contribuiría a reducir las emisiones causantes del deterioro 
ambiental. Por otra parte, creemos que el país debería contemplar la adop-
ción de impuestos que graven el consumo a las bebidas azucaradas y a los 
alimentos no saludables, teniendo en cuenta que, en un contexto en el que 
las enfermedades a causa del sobrepeso y la obesidad han traído consigo 
importantes costos económicos y de salud pública, este tipo de esquemas 
ha cobrado especial relevancia en los últimos años. Finalmente, aunque 
es una discusión relativamente nueva, proponemos la regulación al con-
sumo recreativo de cannabis mediante un gravamen. Consideramos que, 
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con estas propuestas, la estructura de impuestos pigouvianos en el país 
podría verse fortalecida, y que al mismo tiempo podría haber ganancias 
en términos de bienestar al atenuar las externalidades que muchas de estas 
actividades generan, bien sea sobre el medio ambiente o la salud humana.
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Anexos

A. Tarifas del impuesto a las bebidas alcohólicas

Producto ENPH
Valor de 
referen-

cia

Grados 
de alco-

hol

Componente

% Im-
puestoEspecí-

fico
Ad valo-

rem

Aguardiente 17.578 29 6.380 4.395 61,3%

Ron 50.676 40 8.800 12.669 42,4%

Whisky, brandy, vodka, ginebra, 
coñac, tequila y similares 70.651 40 8.800 17.663 37,5%

Cremas de licor, sabajón y ponche 
de crema 21.850 16 3.520 5.463 41,1%

Otras bebidas alcohólicas: aperitivos 
que no son a base de vino, mezclas 
de cocteles

48.443 15 3.300 12.111 31,8%

Vino, champaña, jerez y aperitivos a 
base de vino 45.324 14 2.100 9.065 24,6%

Cervezas y sifones … … … 48% …

Mezcla de cerveza y refajos … … … 20% …

Fuente: Elaboración con base en Núñez et al. (2020).

B. Tarifas del impuesto a los cigarrillos y tabaco

Producto ENPH
Valor de 
referen-
cia ($)

Componente
% Im-
puestoEspecí-

fico
Ad valo-

rem

Cigarrillos con filtro 3.296 1.400 470 56,7%

Cigarrillos sin filtro 2.382 1.400 378 74,7%

Tabacos y picadura para pipa o para armar 
cigarrillos 212 90 30 56,7%

Fuente: Elaboración con base en Núñez et al. (2020) y precios de referencia del Dane.





VIII. ELEMENTOS PARA REDUCIR LA EVASIÓN Y LA
ELUSIÓN TRIBUTARIA

Luis Fernando Mejía

La evasión tributaria es uno de los grandes retos que enfrentan las autori-
dades encargadas de recaudar y administrar los impuestos. Más allá de las 
cuestiones éticas y morales que se derivan del hecho de que un individuo 
o empresa no pague los impuestos que le corresponden, lo que podríamos 
decir que se constituye en un rompimiento del contrato social, la evasión 
genera pérdidas de recaudo que limitan la capacidad del Estado para pro-
veer bienes públicos esenciales, como seguridad, salud, educación o in-
fraestructura, entre otros.

Colombia, como la gran mayoría de los países de ingreso medio, no 
ha sido ajena a este fenómeno. Si bien las estimaciones del tamaño de la 
evasión están sujetas a errores, nuestros cálculos indican que en el país se 
pierden anualmente recursos del orden del 5,2% del PIB por evasión de 
impuestos. Estos cálculos se derivan de un ajuste por frontera de eficiencia 
equivalente a reducir en un 40% los cálculos individuales mostrados a lo 
largo de este libro.1 El monto total de evasión se desagrega en tres grandes 
rubros. En primer lugar, la evasión al impuesto de renta a personas, que 
en el capítulo 4 de este libro se estimó en un 1,1 del PIB. En segundo lugar, 
la evasión del impuesto de renta a empresas, que en el capítulo 5 se tasó 
en un 5,7% del PIB. Finalmente, la evasión del IVA, que en el capítulo 6 se 
reportó en un 1,8% del PIB. Con el ajuste por frontera de eficiencia, se llega 
a la cifra agregada de un 5,2% del PIB (Tabla 8.1).

Para entender el tamaño relativo de este valor, vale la pena mencionar 
que un conjunto de medidas que permita subir el recaudo en un 5% del PIB 
aumentaría el recaudo tributario en aproximadamente una tercera parte 
de lo observado actualmente (14% del PIB), una cifra nada despreciable 
que amerita especial atención. En esta dirección, este capítulo presenta una 
serie de medidas en seis frentes complementarios que permitirían avanzar 

1	 Este ajuste ad hoc imprime un realismo al potencial de recursos que se podrían recuperar con 
la implementación de medidas antievasión, reconociendo que ni siquiera en las economías más 
avanzadas es posible eliminar completamente la evasión.
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en la lucha contra la evasión y la elusión: 1) información y transparencia, 
2) limitaciones en deducciones y transacciones, 3) valoración de activos y 
fusiones, 4) asesoría tributaria, 5) mecanismos de control y sanciones, y 6) 
personal de la Dian. A continuación se mencionan las medidas más impor-
tantes en estos frentes.2

Tabla 8.1. Tamaño de la evasión en Colombia, 2019

Tipo de impuesto Evasión (% del 
PIB)

Ajuste por frontera 
de eficiencia

Impuesto de renta a personas 1,1 0,7

     - Ingresos laborales 0,1 0,07

     - Dividendos e ingresos de capital 1,0 0,6

Impuesto de renta a empresas 5,7 3,4

IVA 1,8 1,1

Total 8,6 5,2

Fuente: Cálculos propios.

I. Medidas en información y transparencia

•	 Hacer públicas las declaraciones de renta de las empresas, así como 
también las de las personas, pero estas de manera anónima.

•	 Establecer un registro público de cabilderos o lobistas y empresas que 
emplean uno o más lobistas y fortalecer su regulación.

•	 Hacer que las bases de datos de aduanas e impuestos puedan operar 
entre sí.

2	 Esta lista de medidas se basa en un conjunto más amplio, resultado de una lluvia de ideas en 
las que participaron el autor de este capítulo junto con Miguel Benítez, Diego Gutiérrez, Alfredo 
Lewin, Eduardo Lora, Armando Montenegro, Soraya Montoya, Óscar Darío Morales, Juan Ricardo 
Ortega, Claudia Rincón y Jose Darío Uribe, y que se complementó con una consultoría de Rincón 
Pardo Abogados para Fedesarrollo titulada “Medidas contra la evasión tributaria”.
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•	 Establecer para la Registraduría la obligación de informar a la Dian 
de la depuración de personas fallecidas para saber si las cédulas re-
portadas por los contribuyentes en sus costos y deducciones e IVA 
descontable corresponden a personas vivas.

II. Limitaciones en deducciones y transacciones

•	 Crear una cláusula antiabuso que impida deducir los siguientes gas-
tos del impuesto de renta de empresas y personas con actividades 
empresariales:
•	 gastos por afiliaciones a clubes sociales;
•	 gastos en adquisición, manutención o explotación de bienes no 

destinados al giro ordinario del negocio o empresa;
•	 gastos en adquisición, manutención, habilitación, reparación, 

depreciación o explotación de bienes del activo de la empresa 
usados para fines personales por sus propietarios, socios o accio-
nistas, o sus cónyuges e hijos;

•	 gastos de adquisición y arrendamiento de automóviles, camio-
netas y similares, incluyendo los recibidos mediante contrato 
de leasing, cuando no se utilicen para la actividad productora 
de renta;

•	 gastos laborales del personal de apoyo en la vivienda (empleada 
doméstica, chofer, jardinero, etcétera);

•	 gastos incurridos en supermercados y comercios similares;
•	 gastos personales de los socios, su cónyuge, hijos y familiares 

hasta el tercer grado de consanguinidad, tales como ropa, trata-
mientos estéticos, peluquería, matrículas de colegios, universi-
dades, viajes personales o familiares;

•	 gastos realizados en efectivo.

•	 La Dian podrá actualizar anualmente esta lista de prácticas abusivas 
de acuerdo con la normatividad tributaria vigente.
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•	 Establecer que las personas jurídicas y naturales no puedan hacer 
transacciones en efectivo de inmuebles, semovientes, joyas, obras de 
arte, vehículos, aeronaves y embarcaciones con valor superior a los 
$2.000.000.

•	 Establecer que las personas que se desempeñen en servicios profe-
sionales, de consultoría y científicos en los que predomine el factor 
intelectual sobre el material, incluidos los servicios de profesiones li-
berales, no puedan recibir pagos en efectivo producto de su actividad.

•	 Establecer que la remuneración a los socios y accionistas de empresas 
y empresarios individuales y sus cónyuges o hijos solo sea deducible 
en la medida en que se ajuste a la remuneración de mercado para em-
pleos similares.

III. Valoración de activos y fusiones

•	 Establecer que, para propósitos del impuesto al patrimonio, los in-
muebles, activos financieros y no financieros deberán ser valorados 
a precios de mercado, no a su costo histórico. Este cambio se podría 
introducir de forma gradual, llevando el costo histórico al valor del 
mercado en varios años (cuatro años, por ejemplo).

•	 Acelerar el proceso de actualización catastral en predios rurales para 
que el impuesto predial y el impuesto sobre la renta sean declarados a 
precios de mercado. Esto implicaría la necesidad de bajar las tarifas de 
impuesto predial y, eventualmente, poner topes en la carga tributaria 
frente al valor de mercado (por ejemplo, 2%). Esto con el fin de evitar 
aumentos desproporcionados en la carga tributaria.

•	 Establecer que una sociedad absorbente no pueda utilizar las pérdi-
das fiscales de la sociedad absorbida para compensar contra las rentas 
gravables generadas después de la fusión.
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IV. Asesoría tributaria

•	 Establecer que la remuneración del asesor tributario de una persona 
jurídica o natural no pueda estar atada al impuesto a cargo del cliente 
que resulta de tal asesoría.

•	 Establecer que los asesores tributarios sean judicialmente respon-
sables por las declaraciones tributarias de sus clientes cuando se 
demuestre que su asesoría haya conducido a prácticas abusivas 
evasoras.

•	 Obligar al asesor tributario a informar a la Dian sobre esquemas de 
planificación tributaria fuera de los normalmente aceptados.

•	 Reforzar los tipos disciplinarios y penales relacionados con las prácti-
cas de defraudación fiscal que permiten supervisar, regular y sancio-
nar la actividad de los asesores tributarios dependiendo de su grado 
de participación.

V. Mecanismos de control y sanciones

•	 Implementar dos sistemas informáticos para el control del crédito fis-
cal: un sistema de revisión de proveedores y otro de anotación de con-
tribuyentes. En la práctica, esto equivale a crear una lista de personas 
autorizadas para generar un gasto deducible.

•	 Implementar controles efectivos a los documentos que dan origen a 
crédito tributario mediante revisiones automatizadas y fiscalizacio-
nes de campo con criterios de riesgo.

•	 Automatizar la retención en la fuente a través de un comprobante 
electrónico para la Dian en el momento de la retención.

•	 Establecer que la sanción penal por evasión tributaria no se extinga 
luego del pago de los impuestos y multas correspondientes (sí puede 
reducirse).

•	 Articular las entidades a cargo de la penalización de conductas tri-
butarias, dotando de presupuesto a la Dirección Especializada contra 
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Delitos Fiscales de la Fiscalía e incorporando profesionales en derecho 
tributario.

VI. Personal de la Dian

•	 Establecer un régimen de remuneración y estabilidad laboral en la 
Dian que permita la contratación y remuneración adecuadas de per-
sonal especializado de muy alto nivel, sujeto a remoción discrecional 
por razones de integridad o por participación en acuerdos de cual-
quier tipo con los declarantes o evasores.

•	 Evaluar a los funcionarios de la Dian en función de su desempeño in-
dividual y eliminar los incentivos en función de metas sobre el creci-
miento del recaudo. En especial, migrar hacia incentivos a la inclusión 
de nuevos contribuyentes.

La implementación de estas medidas y el fortalecimiento del capital 
humano de la Dian (cantidad y calidad) permitirá que el país avance de 
forma decidida en reducir los altísimos niveles de evasión y elusión tribu-
taria, fortaleciendo la sostenibilidad de las finanzas públicas y la capaci-
dad de provisión de bienes públicos por parte del Gobierno nacional y las 
entidades territoriales.





IX. IMPACTOS REDISTRIBUTIVOS, FISCALES Y
ECONÓMICOS DE LAS REFORMAS

Miguel Benítez
Luis Fernando Mejía

A lo largo de este libro hemos analizado detalladamente la estructura tri-
butaria, laboral y social en Colombia y hemos ofrecido una serie de reco-
mendaciones de política encaminadas a eliminar las exclusiones sociales y 
productivas, a universalizar el acceso a los servicios de seguridad social y 
a construir un sistema tributario más eficiente y progresivo.

En este capítulo evaluamos el impacto redistributivo, fiscal y econó-
mico que tendrían las reformas que proponemos en tres grandes dimen-
siones: (i) la distribución del ingreso –incluye los cambios en el ingreso 
disponible de los hogares y la reducción de la pobreza, la pobreza extrema 
y la desigualdad–; (ii) la sostenibilidad fiscal del Gobierno central –rela-
cionado con el ingreso y el gasto público, el déficit fiscal y el grado de 
endeudamiento– y (iii) el crecimiento económico –vía creación de empleo 
y formalización laboral–.

En cuanto a lo redistributivo y lo social, nuestras estimaciones sugieren 
que las reformas lograrán reducir la pobreza monetaria en 9,3 puntos por-
centuales y disminuir la desigualdad en 4 puntos. Logros sociales de esta 
magnitud solo se han materializado en un lapso de diez años en la historia 
reciente del país. En el frente fiscal, las reformas lograrían ajustar de ma-
nera significativa las finanzas públicas y bajar la deuda pública alrededor 
del 54% del PIB en 2030. Por último, nuestras estimaciones sugieren que 
las reformas estimularían la creación de al menos 815.000 empleos forma-
les, lo que impulsará el crecimiento económico en cerca de 0,52 puntos 
porcentuales.

I. Impactos redistributivos

En esta sección cuantificamos el impacto que tendrán las reformas sobre 
el ingreso disponible de los hogares y, consecuentemente, sobre los indica-
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dores agregados de pobreza y desigualdad. Para tal propósito, utilizamos 
la Gran Encuesta Integrada de Hogares (GEIH) para el año completo de 
2019.

Metodología

De manera similar al Dane, a los datos originales de la encuesta se les 
aplicó el proceso de imputación de falsos ceros y valores faltantes,1 nece-
sario para obtener estimadores confiables de los agregados de pobreza y 
desigualdad. Posteriormente, reconstruimos el ingreso per cápita de los 
hogares y organizamos a las familias en diez deciles, del 10% más pobre 
(decil 1) al 10% más rico (decil 10). Adicionalmente –en un ejercicio com-
plementario que explicaremos más adelante–, desagregamos el decil 10 en 
percentiles (del 91 al 100), con el objetivo de analizar con mayor detalle el 
impacto redistributivo en la parte más alta de la distribución de ingresos.

Posteriormente, calculamos el ingreso disponible de los hogares del es-
cenario base, que se obtiene después de descontarle al ingreso total los 
siguientes pagos: (i) aportes de asalariados e independientes formales al 
Sistema de Seguridad Social, (ii) impuesto de renta pagado por las perso-
nas naturales que superan el umbral actual de la renta líquida gravable y 
(iii) impuesto al valor agregado (IVA) que pagan los hogares. Para el IVA 
utilizamos las incidencias del impuesto por decil, que fueron calculadas en 
el capítulo 6 de este libro.

A partir del escenario base adelantamos diez microsimulaciones para 
cada una de las reformas que afectan el ingreso disponible de los hogares 
–y todas en su conjunto– con el fin de determinar cuánto cambiaría el in-
greso promedio de los hogares en cada decil, y los agregados de la pobreza 
monetaria y el índice de Gini. La descripción de las reformas se detalla a 
continuación:

1	 El proceso de imputación de valores faltantes y falsos ceros –para lo que el Dane usualmente 
utiliza el método de hot-deck y otros modelos de análisis discriminantes no-paramétricos– en este 
capítulo se realizó utilizando el método no-paramétrico denominado predictive mean matching. De 
otra parte, es de mencionar que nuestro estudio no corrigió los valores extremos. Los agregados 
de pobreza que obtenemos luego de la imputación (35,8 en incidencia, por ejemplo, en 2019) son 
muy similares a los reportados por el Dane (35,7 en 2019).
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1.	 Universalización de Colombia Mayor, por un valor de $412.000 men-
suales a cada adulto mayor de 65 años no pensionado.

2.	 Creación de una renta mínima de inserción para la población en con-
dición de pobreza –de manera articulada con Familias en Acción y 
Jóvenes en Acción– que entrega $35.000 a cada miembro menor de 
65 años dentro de los hogares pobres.2 Para este escenario, se supu-
so además un eventual error de focalización del 38%, que es el error 
de inclusión calculado para Familias en Acción en el capítulo 1 de 
este libro.

3.	 Sustitución de contribuciones obligatorias a pensiones por tres pila-
res: el universal (ya incorporado en el primer punto) y los dos pilares 
voluntarios (colectivo e individual).3 Los hombres y mujeres mayores 
de 52 y 47 que cotizan a Colpensiones continúan haciendo los aportes 
actuales.

4.	 Implementación de una tarifa marginal del 9% al régimen contributi-
vo de salud, pagada sobre el ingreso adicional por encima del salario 
mínimo. Por construcción, la tarifa efectiva es 0% para los trabajado-
res formales que ganan un salario mínimo.

5.	 Aumento de la tarifa del IVA al 2%, 5% y 8% en 2022, 2023 y 2024 res-
pectivamente.

6.	 Ampliación de la compensación del IVA al 40% más pobre de la po-
blación.

7.	 Reducción a la mitad del primer umbral del impuesto de renta, limi-
tando las exenciones y deducciones al 10% para asalariados y al 25% 
para independientes, y considerando las pensiones como ingreso gra-
vable. Además, se unificaron las siete tarifas actuales en tres: 0% hasta 
545 UVT, 20% a partir de 545 UVT y 39% a partir de 1.090 UVT.

8.	 Creación de un auxilio solidario equivalente al 4% de un salario míni-
mo para asalariados entre uno y dos salarios mínimos.

2	 Es importante recordar que esta renta mínima es condicional para los menores de edad, pero para 
efectos de la simulación asumimos que en todos los casos se cumple la condicionalidad.

3	 Para efectos de esta simulación, no se incluyeron los ahorros voluntarios dentro del cálculo del 
ingreso disponible, dado que no es un mecanismo de ahorro obligatorio, y los hogares podrían 
decidir libremente la periodicidad y las tarifas del ahorro complementario para la vejez. 
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9.	 Creación de un subsidio al desempleo para todos los desempleados 
que (i) han trabajado formalmente con anterioridad4 y (ii) devengan 
usualmente un salario entre 1 y 1,5 salarios mínimos.5

Los impactos redistributivos para el primer año postreformas (2022) –
Tabla 9.1– sugieren que el paquete de reformas que proponemos en este 
libro es altamente progresivo. El ingreso disponible de los primeros nueve 
deciles se incrementa, con aumentos especialmente altos en los primeros 
dos deciles (91% y 41%). Adicionalmente, la pobreza y la pobreza extrema 
se reducen 9,4 y 4,6 puntos porcentuales respectivamente, y la desigual-
dad del ingreso de los hogares se reduce cuatro puntos porcentuales.

En el 2022, el impacto de algunas reformas sobre el ingreso de los ho-
gares se sentirá solo parcialmente: el nuevo impuesto de renta se activará 
únicamente por el lado de las retenciones, y la tarifa del IVA para exentos y 
excluidos se elevará al 2%. En la Tabla 9.2 presentamos la simulación de los 
impactos para 2024 y en adelante. Puede notarse que, en el mediano pla-
zo, el incremento del ingreso disponible del primer decil es mayor, dado 
que la compensación del IVA –que equivale al gasto promedio de IVA de 
los primeros cuatro deciles– es mayor. Del decil 2 al 9 los aumentos son 
ligeramente mayores, dado que la tarifa del IVA aumenta al 8%, y la caída 
del decil 10 es significativamente mayor (-9%). Todo ello contribuye a que 
la reducción de la desigualdad sea, en el mediano plazo, de cinco puntos 
porcentuales (frente a cuatro puntos porcentuales en el corto plazo).

4	 Para ello se tienen en cuenta únicamente a los desempleados que reportan haber trabajado antes 
en una empresa con cinco o más trabajadores. 

5	 Usando el método de imputación de predictive mean matching, se estimó el posible ingreso laboral 
devengado por los desempleados en su último trabajo a partir de un gran número de variables so-
ciodemográficas, características de la vivienda, región y departamento de residencia, tenencia de 
electrodomésticos, activos y medios de transporte, etcétera. Posteriormente, se tuvieron en cuenta 
para la entrega del seguro de desempleo a aquellos desempleados con ingresos estimados entre 1 
y 1,5 salarios mínimos. 
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Tabla 9.1. Impacto redistributivo de las reformas según decil de ingreso per cápita de los hogares, 2022

Aumento del ingreso disponible (%)

Deciles

Ingreso disponible de 
los hogares (hoy) Colombia 

Mayor 
Universal

Renta 
mínima

Reforma a 
contribu-

ciones

IVA 2% 
exentos y 
excluidos 
+ devolu-
ción a 40% 
más pobre

Impuesto 
de renta

Auxilio 
solidario

Seguro al 
desem-

pleo

Todas las 
reformas

Total Per cápita

1 303.145 76.359 48,2 31,5 0,3 1,9 0,0 0,0 7,0 90,5

2 754.302 184.061 21,5 12,2 0,7 2,8 0,0 0,2 2,5 40,8

3 1.007.353 258.659 13,8 6,2 1,5 2,9 0,0 0,5 1,9 27,5

4 1.251.691 341.992 10,6 2,4 1,9 0,6 0,0 0,7 1,5 17,8

5 1.537.627 440.535 8,5 0,7 2,1 -0,6 0,0 0,7 1,3 12,8

6 1.859.214 560.392 6,0 0,0 2,4 -0,6 -0,1 0,8 1,0 9,5

7 2.201.342 721.333 4,8 0,0 2,4 -0,5 -0,2 0,8 0,7 8,1

8 2.540.141 956.020 2,9 0,0 2,5 -0,5 -0,4 0,8 0,5 6,0

9 3.406.165 1.383.564 1,8 0,0 2,1 -0,5 -1,0 0,5 0,4 3,4

10 7.956.328 3.631.740 0,6 0,0 0,6 -0,5 -4,4 0,1 0,1 -3,5

Actual Efectos en pobreza y desigualdad

Pobreza (%) 41,9 -3,14 -3,83 -0,98 -0,56 0,01 -0,37 -0,68 -9,44

P. extrema (%) 15,1 -1,33 -2,95 -0,16 -0,36 0,00 -0,02 -0,50 -4,58

Gini (%) 53,8 52,21 53,20 53,56 53,5 53,00 53,7 53,5 50,0

Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane, 2019.



Tabla 9.2. Impacto redistributivo de las reformas, según el decil de ingreso per cápita de los hogares, 2024+

Aumento del ingreso disponible (%)

Deciles

Ingreso disponible de los 
hogares (hoy) Colombia 

Mayor 
Universal

Renta 
mínima

Reforma a 
contribucio-

nes

IVA 2% 
exentos y 

excluidos + 
devolución 
a 40% más 

pobre

Impuesto 
de renta

Auxilio 
solidario

Seguro al 
desempleo

Todas las 
reformas

Total Per cápita

1 303.145 76.359 48,2 31,5 0,3 4,7 0,0 0,0 7,0 95,7

2 754.302 184.061 21,5 12,2 0,7 1,2 0,0 0,2 2,5 38,6

3 1.007.353 258.659 13,8 6,2 1,5 3,4 0,0 0,5 1,9 28,2

4 1.251.691 341.992 10,6 2,4 1,9 2,4 0,0 0,7 1,5 19,8

5 1.537.627 440.535 8,5 0,7 2,1 -2,5 -0,1 0,7 1,3 10,7

6 1.859.214 560.392 6,0 0,0 2,4 -2,4 -0,2 0,8 1,0 7,4

7 2.201.342 721.333 4,8 0,0 2,4 -2,1 -0,4 0,8 0,7 6,2

8 2.540.141 956.020 2,9 0,0 2,5 -1,9 -0,8 0,8 0,5 4,0

9 3.406.165 1.383.564 1,8 0,0 2,1 -1,9 -2,0 0,5 0,4 1,0

10 7.956.328 3.631.740 0,6 0,0 0,6 -1,9 -8,6 0,1 0,1 -9,0

Actual Efectos en pobreza y desigualdad

Pobreza (%) 41,9 -3,1 -3,8 -1,0 -0,4 0,0 -0,4 -0,7 -9,3

P. extrema (%) 15,1 -1,3 -3,0 -0,2 -0,6 0,0 0,0 -0,5 -4,8

Gini (%) 53,8 52,2 53,2 53,6 53,3 52,2 53,7 53,5 49,0

Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane, 2019.
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Por supuesto, cada uno de los deciles esconde una gran heterogenei-
dad de grupos sociales. Por ejemplo, en el decil 10 están incluidos hogares 
del percentil 91, cuyo ingreso total promedio es cercano a $4.000.000, y 
hogares del percentil 100, cuyo ingreso promedio supera los $22.000.000 
mensuales. Además, las reformas pueden tener implicaciones diferentes 
según el tipo de trabajadores –asalariados o independientes– para las mu-
jeres, los desempleados e incluso los adultos mayores. Por esta razón, en 
el anexo de este capítulo presentamos seis simulaciones adicionales que 
muestran el impacto de las reformas para los percentiles más altos (91-
100), los asalariados, los independientes, los desempleados e inactivos, las 
mujeres y los adultos mayores. Los resultados de estas simulaciones son 
muy importantes. De estos destacamos dos puntos fundamentales:

(1)	 Las reformas aumentan el ingreso disponible de manera sustancial-
mente más alta para las mujeres, los desempleados y los adultos ma-
yores. Esto ocurre porque estos tres grupos se ven especialmente afec-
tados en la actualidad por la informalidad, el desempleo, la pobreza, 
y la desprotección en la vejez. Es de mencionar que estas reformas 
tendrán impactos muy positivos para las mujeres mayores que, por 
haber estado dedicadas al cuidado de sus familiares, no tienen posibi-
lidad de recibir actualmente ninguna pensión.

(2) Las reformas son altamente progresivas en la cima de la distribución de 
ingresos, especialmente por los cambios al impuesto de renta. Mien-
tras que los hogares del percentil 91 tendrían una reducción del ingre-
so de un 0,7%, la reducción en el 1% más rico sería del 15,4%.

II. Impactos fiscales

En esta segunda sección cuantificamos el impacto fiscal que tendrían las 
reformas tanto sobre el gasto público como en los ingresos tributarios. En 
la Tabla 9.3 presentamos de manera resumida los principales impactos 
en cuatro momentos del tiempo: los primeros tres años postreforma y el 
impacto de mediano plazo (2025-2030). El efecto en el ingreso tributario 
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es gradual, lo cual es clave para asegurar que la recuperación económica 
postpandemia se fortalecerá y consolidará adecuadamente. En efecto, el 
incremento del ingreso en 2022 es de un 3% del PIB; aumenta a 4,1 en 2023 
y a 4,5 en adelante. Las principales fuentes de recaudo están relacionadas 
con las reformas al impuesto de renta de las personas naturales (1,2% del 
PIB) y con el aumento de la tarifa del IVA para bienes exentos y excluidos, 
que se ubicará en un 8% a partir de 2024 (entre 0,7 y 0,9 del PIB).

En cuanto al gasto, la universalización de Colombia Mayor, la renta mí-
nima de inclusión y la eliminación de las contribuciones obligatorias a las 
pensiones costarían cerca del 2,5% del PIB en 2022 y 2,6% en el mediano 
plazo. Esta presión fiscal podría reducirse a 2,2% y 2,1% del PIB si la renta 
mínima de inclusión se articula con los programas de Familias en Acción y 
Jóvenes en Acción y si se transita hacia un subsidio a los servicios públicos 
a través del Sisbén 4.0, el cual estaría mejor focalizado y sería menos costo-
so. En suma, las reformas dejarán un superávit cercano a un 1% del PIB en 
2022, que aumentaría en los años siguientes hasta un 2,4% y un 2,6% del 
PIB en el mediano plazo. Esto permitirá reducir la deuda pública y mejorar 
la provisión de bienes públicos como la educación y la infraestructura que, 
por supuesto, también son componentes esenciales del contrato social.

Tabla 9.3. Impacto fiscal neto de todas las reformas

Reforma tributaria

2022 2023 2024 2025-
2030

Personas jurídicas

Posponer la reducción de un punto porcentual de renta a 
empresas (31% hasta 2026) 0,1 0,1 0,1 0,0

Revisión de descuentos y rentas exentas  
(Comisión tributaria) 0,6 0,6 0,6 0,6

Eliminar descuento ICA 0,5 0,5 0,5 0,5
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Reforma tributaria

2022 2023 2024 2025-
2030

Personas naturales*

Limitar exclusiones (10% y 25%), gravar pensiones, reducir 
umbral en 1/2 y establecer dos tarifas (20% y 39%) 0,6 1,2 1,2 1,2

Aumentar tarifa dividendos al 15% 0,03 0,03 0,03 0,03

Impuesto al patrimonio (base 2022; pagadero 2023 y 2024) 0,00 0,05 0,05 0,00

Indirectos**

IVA exentos y excluidos al 8%, gradualmente en tres años 
(2% en 2022, 5% 2023, 8% en adelante) + devolución al 40% 
más pobre

0,2-0,3 0,5-0,6 0,7-0,9 0,7-0,9

Aumentar impuesto al carbono (llegar al promedio de la 
OCDE en diez años: €30/ton) 0,0 0,1 0,1 0,2

Impuesto a alimentos no saludables y a empresas digitales 0,3 0,3 0,3 0,3

Medidas contra la evasión 0,5 0,5 0,5 0,5

Impacto crecimiento y formalización*** 0,1 0,3 0,4 0,4

Aumento en recaudo tributario 3,0-3,1 4,1-4,2 4,5-4,7 4,5-4,7

Reformas al gasto público

Eliminación de contribuciones obligatorias en pensiones 0,6 0,6 0,7 0,8

Colombia Mayor Universal ($412.000) 1,3 1,3 1,3 1,3

Renta mínima de inserción ($35.000) 0,6 0,6 0,6 0,5

Redirección de subsidios**** (servicios públicos, Familias 
en Acción, Jóvenes en Acción) -0,4 -0,5 -0,6 -0,5

Aumento en gasto público 2,2 2,1 2,0 2,1

Impacto neto 0,9-1,0 2,0-2,1 2,5-2,7 2,4-2,6

Fuente: Cálculos propios.
Notas: *El recaudo del nuevo impuesto de renta a las personas naturales se asume en 0,6%, dado que solo se activaría en 2022 
vía retenciones en la fuente. **Para el IVA se calculó el recaudo potencial de dos maneras, como se detalla en el capítulo 6: 
(i) a través de la ENPH y (ii) moviendo la frontera de eficiencia del IVA hasta la de Chile, ajustando por la participación del 
consumo en el PIB. En la tabla se reportan los dos rangos con cada una de las metodologías. ***Este impacto se midió con base 
en elasticidades calculadas con el Modelo de Equilibrio General de Fedesarrollo y las estimaciones de Arbeláez y Mejía (2021). 
****Se estableció un período de transición de tres años, en los cuales el subsidio a los servicios públicos sería financiado con el 
Sisbén 4.0; se eliminaría el estrato socioeconómico como criterio de focalización, se reduciría el error de inclusión del 81% al 
38% y, por ende, el costo del subsidio.
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Como se observa en los gráficos 9.1 y 9.2, el conjunto de reformas per-
mitirá reducir significativamente tanto el déficit fiscal (2,6% del PIB en 
2030), como la deuda pública, que seguirá una senda decreciente en la 
próxima década, hasta alcanzar un 54% del PIB en 2030. Si se extienden las 
proyecciones fiscales y económicas hasta 2035, la deuda alcanzará niveles 
entre un 46% y un 50% del PIB, que, de acuerdo con las calibraciones de 
Arbeláez y Mejía (2021), constituyen un rango prudente y sostenible para 
la deuda pública del Gobierno nacional central (GNC) en Colombia con 
base en (i) su calificación de riesgo y (ii) la incertidumbre futura de las 
tasas de interés, el precio del petróleo, la tasa de cambio y la tasa de creci-
miento económico.

Gráfico 9.1. Impacto de las reformas sobre el déficit fiscal del GNC (2022-2030)
(% del PIB)
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Fuente: Cálculos propios con base en los datos de Fedesarrollo.
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Gráfico 9.2. Impacto de las reformas sobre la deuda pública del GNC (2022-2030)
(% del PIB)
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Fuente: Cálculos propios con base en los datos de Fedesarrollo.

III. Impactos sobre el empleo y el crecimiento

Por último, esta sección analiza brevemente el impacto de las reformas 
sobre el empleo y el crecimiento del PIB. Usando el modelo de equilibrio 
general de Fedesarrollo y las elasticidades estimadas en la literatura sobre 
el impacto de la reforma tributaria de 2012 sobre el empleo formal (de-
tallado en el capítulo 3 de este libro), calculamos que las reformas en el 
mercado laboral pueden incrementar el número de empleos formales en 
812.000. Esto equivale a una reducción de la tasa de informalidad de 3,7 
puntos porcentuales, que se reducirá progresivamente al 57% del total de 
ocupados. De acuerdo con Arbeláez y Mejía (2021), este impacto en for-
malización impulsaría la tasa de crecimiento económico en cerca de 0,51 
puntos porcentuales, efecto que se sentirá de manera gradual en el corto 
y mediano plazo. Como se observa en el Gráfico 9.3, el crecimiento pro-
medio de los próximos ocho años (2022-2030) será cercano al 3,6% en el 
escenario base. Con las reformas aumentará a un 3,8%, con un incremento 
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especialmente alto hacia 2025 de un 3,9% (0,52 adicional respecto al esce-
nario base).

Gráfico 9.3. Impacto de las reformas sobre la tasa de crecimiento económico
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Fuente: Cálculos propios con base en los datos de Fedesarrollo.

Este resultado es fundamental, pues sugiere que el conjunto de refor-
mas estructurales no solamente es ambicioso en términos redistributivos 
y fiscales, sino que también jugará un papel central en el proceso de recu-
peración del empleo y del tejido productivo del país. Por supuesto, este 
proceso de reactivación implicará tomar acciones en otros frentes, que es-
tán por fuera del alcance de este libro. Propuestas en ese sentido pueden 
encontrarse en otros estudios adelantados por Fedesarrollo, como Mejía et 
al. (2020) y Arbeláez y Mejía (2021).
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V. Anexos

Tabla 9.4. Impacto redistributivo de las reformas en el 10% más rico (percentiles 91-100)

Aumento del ingreso disponible (%)

Percentil 

Ingreso disponible de los 
hogares (hoy) Colombia 

Mayor 
Universal

Renta 
mínima

Reforma a 
contribucio-

nes

IVA 2% 
exentos y 

excluidos + 
devolución 
a 40% más 

pobre

Impuesto 
de renta

Auxilio 
solidario

Seguro al 
desempleo

Todas las 
reformas

Total Per cápita

91 4.116.287 1.822.643 1,2 0,0 1,6 -1,5 -2,9 0,3 0,3 -0,7

92 4.637.438 1.956.563 1,1 0,0 1,4 -1,5 -3,8 0,2 0,2 -2,1

93 4.905.588 2.118.227 0,9 0,0 1,4 -1,7 -4,3 0,1 0,1 -3,2

94 5.396.927 2.339.445 0,9 0,0 1,3 -1,1 -4,8 0,1 0,2 -3,3

95 5.990.730 2.591.821 0,8 0,0 1,2 -1,9 -5,7 0,1 0,1 -5,2

96 6.503.152 2.940.769 0,8 0,0 0,9 -1,0 -6,6 0,1 0,1 -5,6

97 6.867.021 3.404.226 0,5 0,0 0,8 -1,2 -7,1 0,0 0,1 -6,8

98 8.483.548 4.103.060 0,5 0,0 0,6 -1,1 -9,1 0,0 0,1 -8,8

99 11.104.833 5.219.386 0,2 0,0 0,2 -0,7 -10,9 0,0 0,1 -11,0

100 18.824.419 9.800.694 0,2 0,0 -0,3 -2,6 -13,1 0,0 0,0 -15,4

Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane, 2019.
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Tabla 9.5. Impacto redistributivo de las reformas en los hogares con jefe del hogar asalariado

Aumento del ingreso disponible (%)

Deciles

Ingreso disponible de los 
hogares (hoy) Colombia 

Mayor 
Universal

Renta 
mínima

Reforma a 
contribucio-

nes

IVA 2% 
exentos y 

excluidos + 
devolución 
a 40% más 

pobre

Impuesto 
de renta

Auxilio 
solidario

Seguro al 
desempleo

Todas las 
reformas

Total Per cápita

1 322.357 77.321 9,3 31,4 0,3 4,7 0,0 0,1 4,2 52,2

2 881.644 189.937 3,5 11,8 1,4 1,2 0,0 0,7 1,9 19,8

3 1.118.136 257.107 2,4 6,9 2,8 3,6 0,0 1,4 1,8 19,6

4 1.339.062 335.823 2,4 3,3 2,9 3,1 0,0 1,5 1,4 15,0

5 1.643.288 432.235 2,2 1,0 3,0 -1,9 -0,1 1,5 1,3 6,9

6 1.940.509 550.917 1,9 0,0 3,1 -1,8 -0,4 1,5 0,9 5,3

7 2.311.081 710.291 1,4 0,0 2,9 -1,5 -0,8 1,4 0,6 4,1

8 2.527.416 940.129 0,8 0,0 3,2 -1,3 -1,3 1,4 0,3 3,3

9 3.294.765 1.354.442 0,5 0,0 2,6 -1,3 -3,1 1,0 0,2 0,3

10 7.861.661 3.552.921 0,2 0,0 0,3 -1,4 -12,8 0,1 0,1 -13,3

Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane, 2019.
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Tabla 9.6. Impacto redistributivo de las reformas en los hogares con jefe del hogar independiente

Aumento del ingreso disponible (%)

Deciles

Ingreso disponible de los 
hogares (hoy) Colombia 

Mayor 
Universal

Renta 
mínima

Reforma a 
contribucio-

nes

IVA 2% 
exentos y 

excluidos + 
devolución 
a 40% más 

pobre

Impuesto 
de renta

Auxilio 
solidario

Seguro al 
desempleo

Todas las 
reformas

Total Per cápita

1 332.318 80.282 26,6 30,0 0,4 4,7 0,0 0,0 2,2 66,9

2 780.574 182.846 15,4 11,8 0,7 1,2 0,0 0,0 1,2 30,6

3 1.041.253 258.065 10,6 5,5 1,1 3,6 0,0 0,1 1,0 22,6

4 1.282.603 341.039 9,3 2,0 1,6 3,1 0,0 0,2 0,8 17,3

5 1.618.036 439.934 7,9 0,6 1,9 -1,9 0,0 0,2 0,6 9,3

6 1.802.491 558.017 5,9 0,0 2,2 -1,8 0,0 0,3 0,5 6,9

7 2.302.906 716.722 4,6 0,0 2,5 -1,5 -0,1 0,3 0,3 6,1

8 2.626.080 949.977 3,0 0,0 2,7 -1,3 -0,4 0,3 0,3 4,4

9 3.545.030 1.371.741 1,8 0,0 2,7 -1,3 -1,5 0,1 0,2 2,1

10 8.306.915 3.542.755 0,6 0,0 1,6 -1,4 -8,3 0,0 0,0 -7,4

Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane, 2019.



Tabla 9.7. Impacto redistributivo de las reformas en los hogares con jefe del hogar desempleado o inactivo

Aumento del ingreso disponible (%)

Deciles

Ingreso disponible de los 
hogares (hoy) Colombia 

Mayor 
Universal

Renta 
mínima

Reforma a 
contribucio-

nes

IVA 2% 
exentos y 

excluidos + 
devolución 
a 40% más 

pobre

Impuesto 
de renta

Auxilio 
solidario

Seguro al 
desempleo

Todas las 
reformas

Total Per cápita

1 239.097 68.793 105,7 35,7 0,1 4,7 0,0 0,0 18,1 171,5

2 692.588 183.400 45,4 12,6 0,4 1,2 0,0 0,1 5,6 65,8

3 947.170 259.294 32,3 6,6 0,9 3,6 0,0 0,3 4,0 49,6

4 1.184.223 341.304 23,6 2,6 1,3 3,1 0,0 0,5 2,8 34,8

5 1.470.278 442.191 18,5 0,7 1,3 -1,9 0,0 0,5 2,5 21,1

6 1.827.928 565.372 13,0 0,0 1,4 -1,8 -0,1 0,5 2,0 14,7

7 2.260.593 727.799 10,7 0,0 1,4 -1,5 -0,2 0,5 1,5 12,2

8 2.684.678 967.368 6,5 0,0 1,1 -1,3 -0,4 0,3 1,1 7,3

9 3.456.263 1.409.285 3,5 0,0 0,8 -1,3 -0,8 0,1 0,7 3,1

10 7.796.451 3.760.824 1,2 0,0 0,2 -1,4 -2,7 0,0 0,2 -2,5

Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane, 2019.
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Tabla 9.8. Impacto redistributivo de las reformas en los hogares con jefe del hogar mujer

Aumento del ingreso disponible (%)

Deciles

Ingreso disponible de los 
hogares (hoy) Colombia 

Mayor 
Universal

Renta 
mínima

Reforma a 
contribucio-

nes

IVA 2% 
exentos y 

excluidos + 
devolución 
a 40% más 

pobre

Impuesto 
de renta

Auxilio 
solidario

Seguro al 
desempleo

Todas las 
reformas

Total Per cápita

1 286.165 75.676 52,5 31,8 0,3 4,7 0,0 0,0 7,9 101,4

2 716.212 183.505 22,9 12,3 0,5 1,2 0,0 0,1 3,0 40,6

3 997.646 259.083 15,6 6,9 1,2 3,6 0,0 0,4 2,2 31,0

4 1.224.543 340.504 12,3 2,7 1,7 3,1 0,0 0,6 1,5 22,5

5 1.465.034 438.610 9,9 0,8 1,9 -1,9 0,0 0,7 1,3 12,5

6 1.780.212 558.083 6,8 0,0 2,4 -1,8 -0,1 0,9 1,1 9,1

7 2.150.493 718.084 6,0 0,0 2,4 -1,5 -0,3 0,8 0,8 8,2

8 2.448.929 953.132 3,7 0,0 2,3 -1,3 -0,6 0,8 0,5 5,5

9 3.207.223 1.386.161 2,1 0,0 1,8 -1,3 -1,6 0,4 0,4 2,0

10 6.947.982 3.555.663 0,6 0,0 0,5 -1,4 -7,5 0,0 0,1 -7,4

Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane, 2019.
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Tabla 9.9. Impacto redistributivo de las reformas en los hogares con jefe del hogar adulto mayor

Aumento del ingreso disponible (%)

Deciles

Ingreso disponible de los 
hogares (hoy) Colombia 

Mayor 
Universal

Renta 
mínima

Reforma a 
contribucio-

nes

IVA 2% 
exentos y 

excluidos + 
devolución 
a 40% más 

pobre

Impuesto 
de renta

Auxilio 
solidario

Seguro al 
desempleo

Todas las 
reformas

Total Per cápita

1 243.604 75.167 207,1 32,1 0,1 4,7 0,0 0,0 5,2 260,7

2 632.851 184.184 86,7 12,1 0,3 1,2 0,0 0,1 1,9 103,3

3 886.177 260.077 55,7 5,5 0,7 3,6 0,0 0,2 1,5 69,6

4 1.120.912 342.890 42,2 2,1 1,0 3,1 0,0 0,3 1,2 51,3

5 1.395.704 444.812 31,8 0,6 1,1 -1,9 0,0 0,4 1,0 32,4

6 1.740.876 565.083 21,0 0,0 1,4 -1,8 -0,1 0,5 0,8 21,5

7 2.158.123 726.532 15,7 0,0 1,4 -1,5 -0,2 0,5 0,6 16,4

8 2.574.964 966.361 9,4 0,0 1,4 -1,3 -0,4 0,4 0,4 9,9

9 3.445.836 1.406.434 4,7 0,0 1,1 -1,3 -0,9 0,2 0,3 4,2

10 8.039.120 3.850.201 1,3 0,0 0,1 -1,4 -5,4 0,0 0,1 -5,1

Fuente: Cálculos propios con base en GEIH-Dane, 2019.
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La pandemia del COVID-19 provocó la peor crisis eco-
nómica en más de un siglo, revelando profundas debilida-
des estructurales en la economía colombiana, como la in-
formalidad laboral (60%), baja cobertura pensional (25% de 
adultos mayores) y un sistema tributario poco eficiente.

En este libro, Fedesarrollo plantea aprovechar la cri-
sis para implementar reformas integrales en cuatro áreas: 
social, pensional, laboral y tributaria. En el ámbito social, 
sugiere mejorar la focalización de subsidios mediante el Sis-
bén 4.0 y eliminar el uso del estrato socioeconómico como 
criterio. También se plantea crear una renta mínima para 
hogares pobres basada en la asistencia escolar y salud. En 
cuanto al sistema pensional, Fedesarrollo propone un mo-
delo de tres pilares: un auxilio básico mensual para adul-
tos mayores sin pensión, un pilar contributivo flexible y un 
pilar de ahorro voluntario, con incentivos para empresas y 
trabajadores. En el mercado laboral, se busca incentivar la 
formalidad con aportes progresivos a la salud y las cajas de 
compensación, además de crear un seguro de desempleo de 
seis meses.

Para financiar estas reformas, se recomienda una refor-
ma tributaria que elimine exenciones y simplifique tarifas. 
Esto incluye aumentar la base de contribuyentes, reducir 
deducciones y gravar las pensiones como ingresos. También 
se propone aumentar gradualmente el IVA y compensar a 
los sectores más vulnerables.

Con estas reformas, el país podría sacar a 4,5 millones de 
personas de la pobreza y generar más de 800.000 empleos 
formales, consolidando un crecimiento más inclusivo y sos-
tenible. Este libro es un llamado a priorizar el bien común y 
establecer un nuevo contrato social que promueva el desa-
rrollo con equidad.
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